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GAB.PRES. N° wid,

ANT.: No hay.

MAT.: Comunica salida del territorio nacional
durante el periodo que indica.

SANTIAGO, 7 ENE 2018

DE : PRESIDENTA DE LA REPUBLICA

A : SENOR ANDRES ZALDIVAR LARRAIN
PRESIDENTE DEL H. SENADO

1. Para los efectos del cumplimiento de lo establecido en el articulo 25 de la
Constitucion Politica de la Republica, vengo a comunicar a V.E. que he decidido
ausentarme del territorio nacional, desde el 21 al 27 de febrero de 2018,
conforme al siguiente itinerario:

- 21 de febrero, salida de Santiago a las 17:00 horas, aproximadamente.
- 22 al 26 de febrero, visita oficial a Tokio, Japén. Invitacién del Primer Ministro
Shinzd Abe. :

- 27 de febrero, regreso a Santiago a las 20:00 horas, aproximadamente. V

2, Del mismo modo, solicito al H. Senado que otorgue el acuerdo que prescribe el
articulo 25 de la Constitucién Politica de la Repablica en su inciso tercero.

3. Durante el periodo que dure mi ausencia, me subrogara, con el titulo de
Vicepresidente de la Republica, el Sefior Ministro Titular de la Cartera de
[nterior y Seguridad Publica, de acuerdo con lo dispuesto en el articulo 29 de
nuestra Carta Fundamental.

Saluda atentamente a V.E.,

DISTRIBUCION:

1.- Sr. Presidente del H. Senado

2.- GAB.PRES. (Archivo)

3.~ MINSEGPRES (Division Juridico-Legislativa)
4.- MINSEGPRES (Oficina de Partes)




DIARIO DE SESIONES DEL SENADO

PUBLICACIÓN OFICIAL

LEGISLATURA 365ª
Sesión 77ª, en miércoles 3 de enero de 2018
Ordinaria

(De 16:19 a 19:3)

PRESIDENCIA DE SEÑORES ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, PRESIDENTE,

Y GUIDO GIRARDI LAVÍN, VICEPRESIDENTE
SECRETARIO, EL SEÑOR MARIO LABBÉ ARANEDA, TITULAR
____________________

Í N D I C E

Versión Taquigráfica


Pág.

I.
ASISTENCIA.........................................................................................................


II.
APERTURA DE LA SESIÓN...............................................................................

III.
TRAMITACIÓN DE ACTAS..........................................................................….

IV.
CUENTA...............................................................................................................

V.
ORDEN DEL DÍA:

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre modernización y fortalecimiento de la Dirección del Trabajo (11.430-13) (se aprueba en general)…………………...............................................................................
Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula el uso de plásticos desechables de un solo uso (10.054-12) (se aprueba en general)……………………………………………………………………...
Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil e introduce modificaciones a la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal de adolescentes y otras normas que indica (11.174-07) (se aprueba en general)…………………………………

VI.
INCIDENTES:
Peticiones de oficios (se anuncia su envío)…………………………………..

A n e x o s

ACTAS APROBADAS:
Sesión 73ª, ordinaria, en martes 19 de diciembre de 2017……….…..........

Sesión 74ª, extraordinaria, en miércoles 20 de diciembre de 2017...............

DOCUMENTOS:
1. Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para ausentarse del territorio nacional los días que indica, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 25 y en el número 6) del artículo 53 de la Constitución Política de la República (S 1.961-06)………………………………………………………………………………
2. Informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula el uso de plásticos desechables de un solo uso (10.054-12)………………………………

3. Informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona los beneficios otorgados a bomberos por accidentes y enfermedades y la demás legislación aplicable a dichas instituciones (11.465-22)………………………………………………………………………………

4. Segundo informe de la Comisión de Minería y Energía recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.571 con el objeto de incentivar el desarrollo de generadoras residenciales y hacer aplicables sus disposiciones a todos los sistemas eléctricos del país (8.999-08)………………………………………………………………………………
5. Segundo informe de la Comisión de Economía recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.009, que limita la responsabilidad de los usuarios de tarjetas de crédito por operaciones realizadas con tarjetas extraviadas, hurtadas o robadas, en lo relativo a la responsabilidad del usuario y del emisor en casos de uso fraudulento de estos medios de pago (11.078-03)…………………………………………………….

6. Oficio de la Cámara de Diputados con el que señala que tomó conocimiento de que el Senado rechazó algunas de las enmiendas propuestas por esa Corporación al proyecto de ley que norma el servicio de recolección y disposición de aguas grises, y comunica la nómina de Diputados que concurrirán a la formación de la Comisión Mixta que establece el artículo 71 de la Constitución Política (9.452-09)………………………………………….

7. Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga incentivo por retiro voluntario a los funcionarios del Poder Judicial, según se indica (11.467-07)……………………………………………………………………...

8. Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la ley de Tránsito, para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte (10.217-15)…………………………………………………………..

VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Muñoz D´Albora, Adriana
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez; de Justicia y Derechos Humanos, señor Jaime Campos Quiroga, y del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle.
Asimismo, se encontraba presente el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz Verdugo.
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 73ª, ordinaria, y 74ª, extraordinaria, en 19 y 20 de diciembre de 2017, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Veintitrés de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con los dos primeros retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



1) El que regula el uso de plásticos desechables de un solo uso (boletín N° 10.054-12).



2) El relativo a universidades del Estado (boletín N° 11.329-04).



Con el tercero hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al ciudadano cubano señor Yasmani Acosta Fernández (boletín N° 11.444-06).



Con los diez siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



1) El que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín N° 7.550-06).



2) El que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal (boletines N°s 9.692-07 y 9.669-07, refundidos).



3) El que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez (boletín N° 10.315-18).



4) El que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (boletín N° 10.482-21).



5) El que regula el ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua (boletín N° 10.683-06).



6) El que crea el Ministerio de Pueblos Indígenas (boletín N° 10.687-06).



7) El relativo a la Educación Superior (boletín N° 10.783-04).



8) El que modifica la ley N° 19.992, que establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica, en lo que respecta al tratamiento de los antecedentes recopilados por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura (boletín N° 10.883-17).



9) El que modifica el Código Tributario con el objeto de establecer un plazo para informar al Servicio de Impuestos Internos las modificaciones importantes de los datos de la declaración de inicio de actividades (boletín N° 11.120-05).



10) El que crea el Servicio Nacional Forestal y modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones (boletín N° 11.175-01).



Con el siguiente hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto que modifica la ley N° 20.571 con el objeto de incentivar el desarrollo de generadoras residenciales y hacer aplicables sus disposiciones a todos los sistemas eléctricos del país (boletín N° 8.999-08).



Con los nueve últimos retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos:



1) Proyecto que modifica la Ley de Tránsito y la ley N°18.287 con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (boletín N° 10.125-15).



2) Proyecto de ley que previene y sanciona los conflictos de intereses y modifica normas sobre inhabilidades e incompatibilidades en el ejercicio de la función pública (boletín N° 10.140-07).



3) Proyecto de ley para regular la circulación de vehículos motorizados por causa de congestión vehicular o contaminación atmosférica (boletín N° 10.184-15).



4) Proyecto de ley que otorga nuevas atribuciones al Ministerio de Desarrollo Social en materia de niñez y crea la Subsecretaría de la Niñez, dependiente del mismo (boletín N°10.314 -06).



5) Proyecto de ley que reduce los aranceles para la importación de mercancías que contribuyen al crecimiento verde y al desarrollo sostenible (boletín N° 10.394-05).



6) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado sobre el Comercio de Armas de las Naciones Unidas”, adoptado en Nueva York el 2 de abril de 2013 (boletín N° 10.480-10).



7) Proyecto de ley que regula la protección y el tratamiento de los datos personales y crea la Agencia de Protección de Datos Personales (boletines números 11.144-07 y 11.092-07, refundidos).



8) Proyecto que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil e introduce modificaciones a la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal de adolescentes, y a otras normas que indica (boletín N° 11.174-07).



9) Proyecto de ley que regula la declaración de un día como feriado regional (boletín N° 11.349-06).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el que solicita el acuerdo del Senado para ausentarse del territorio nacional los días que indica, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 25 y en el número 6) del artículo 53 de la Constitución Política de la República (boletín N° S 1.961-06). (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero comunica que ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.” (boletín N° 10.647-09).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República para los efectos de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental.



Con el segundo señala que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (boletín N° 10.163-14).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Remite copia de las sentencias pronunciadas en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes normas:



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 483 del Código Procesal Penal. 



-Artículos 299, N° 3, 431 y 433 del Código de Justicia Militar.



--Se manda archivar los documentos.



Adjunta resolución dictada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del artículo 4°, inciso primero, de la ley N° 19.886, de bases sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios.



--Se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro de Obras Públicas:


Informa solicitudes, expedidas en nombre del Senador señor García, acerca de las siguientes materias relativas a la Región de La Araucanía:



-Estado del proyecto de cambio de balsa para cruce del río Imperial, entre Nehuentue y Puerto Saavedra.



-Avance del diseño de asfalto del camino Molino Allipen-Hacienda Allipen, de la comuna de Freire.



-Mejoras en la ruta S-31, desde Cajón hasta Cherquenco.



-Medidas para el ingreso de vecinos a la comunidad indígena Ramón Reyes Millán, del sector Pehuén de la comuna de Temuco.



-Requerimientos de los vecinos de la comuna de Padre Las Casas, ruta S-51, sectores de Campos de Huichahue, Las Tranqueras de Huichahue y Las Rosas de Huichahue.



Envía respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Prokurica, relativa a los proyectos contenidos en el Plan de Reconstrucción de Atacama, elaborado con motivo de los aluviones que afectaron a esta Región en el año 2015.



De la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones:


Contesta petición, expedida en nombre del Senador señor García, para extender el beneficio que indica a los taxis del Sindicato de Colectiveros Independientes de Temuco.



Del señor Ministro del Deporte:


Da respuesta a requerimientos, formulados en nombre del Senador señor De Urresti, sobre el estado de los proyectos de los nuevos centros para prácticas deportivas, y de las acciones realizadas por el Instituto Nacional de Deportes, ante la quiebra de la empresa constructora Ingemonte Ltda., encargada de la edificación del Centro Deportivo de Mariquina.



Adjunta informe sobre los fondos que destinará el Instituto Nacional de Deportes para la incorporación de los deportistas de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena en el sistema nacional de competencias deportivas; materia consultada en nombre del Senador señor Bianchi.



Del señor Superintendente (S) de Servicios Sanitarios: 



Remite antecedentes de los estudios efectuados de la calidad del agua potable de la Región de Atacama y medidas adoptadas; consulta realizada en nombre del Senador señor Prokurica.



De la señora Alcaldesa de Hualpén:


Informa requerimiento, formulado en nombre del Senador señor Navarro, relativo a las medidas implementadas debido a los temporales que han afectado a esta comuna y remite la información pertinente.



Del señor Director Nacional (S) del Servicio Civil:


Adjunta respuesta, enviada en nombre del Senador señor Navarro, sobre concursos públicos realizados por este organismo en los últimos cinco años.



Del señor Director Nacional (S) de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias (ODEPA):


Atiende petición, expresada en nombre del Senador señor Tuma, para informar acerca del otorgamiento de patentes u otros derechos de propiedad industrial que afecten o involucren conocimientos tradicionales, semillas, variedades vegetales y recursos genéticos vinculados a las culturas de los pueblos indígenas del país.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula el uso de plásticos desechables de un solo uso (boletín N° 10.054-12) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”). (Véase en los Anexos, documento 2).


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona los beneficios otorgados a bomberos por accidentes y enfermedades y la demás legislación aplicable a dichas instituciones (boletín N° 11.465-22). (Véase en los Anexos, documento 3).


Segundo informe de la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.571 con el objeto de incentivar el desarrollo de generadoras residenciales y hacer aplicables sus disposiciones a todos los sistemas eléctricos del país (boletín N° 8.999-08) (con urgencia calificada de “simple”). (Véase en los Anexos, documento 4).


Segundo informe de la Comisión de Economía, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.009, que limita la responsabilidad de los usuarios de tarjetas de crédito por operaciones realizadas con tarjetas extraviadas, hurtadas o robadas, en lo relativo a la responsabilidad del usuario y del emisor en casos de uso fraudulento de estos medios de pago (boletín Nº 11.078-03). (Véase en los Anexos, documento 5).


--Quedan para tabla. 


En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos:
Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero señala que tomó conocimiento de que el Senado rechazó algunas de las enmiendas propuestas por esa Corporación al proyecto de ley que norma el servicio de recolección y disposición de aguas grises (boletín N° 9.452-09), y comunica la nómina de Diputados que concurrirán a la formación de la Comisión Mixta que establece el artículo 71 de la Constitución Política. (Véase en los Anexos, documento 6).


--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo informa que ha aprobado el proyecto de ley que otorga incentivo por retiro voluntario a los funcionarios del Poder Judicial, según se indica (boletín N° 11.467-07) (con urgencia calificada de “simple”). (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Con el tercero comunica que aprobó, con la excepción que señala, las enmiendas introducidas por el Senado al proyecto que modifica la Ley de Tránsito, para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte (boletín N° 10.217-15) (con urgencia calificada de “simple”), y comunica la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse al efecto. (Véase en los Anexos, documento 8).


--Se toma conocimiento y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento de la Corporación, se designa a los integrantes de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para integrar la referida Comisión Mixta. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.  

)---------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se ha solicitado el ingreso del Subsecretario del Trabajo, don Francisco Díaz.



--Se autoriza. 

)---------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro. 

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Minería, quiero solicitar que en la sesión del próximo martes se vea en Fácil Despacho un proyecto muy relevante, cuyo autor es el Senador Horvath. Me refiero al que modifica la ley N° 20.571 con el objeto de incentivar el desarrollo de generadoras residenciales y hacer aplicables sus disposiciones a todos los sistemas eléctricos del país. 



Fundamentalmente, se trata de aumentar la autogeneración de 100 a 300 kilowatts. Es un tema del que se ha preocupado siempre el Senador Horvath, de manera que sería muy importante despachar la iniciativa lo antes posible a la Cámara de Diputados, porque va en el camino correcto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hago presente a la Sala que la iniciativa tiene “discusión inmediata” y el plazo vence justamente el próximo martes, por lo que no habría inconveniente en acceder a la petición del Senador señor García-Huidobro.



¿Habría acuerdo?



Acordado.




--El proyecto queda para tabla de Fácil Despacho en la sesión ordinaria del martes 9 de enero del año en curso.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el día de ayer la Sala acordó enviar el proyecto sobre universidades estatales a las Comisiones de Hacienda y de Educación, unidas, sin especificarse si podían tratarlo en general y en particular. 

El señor COLOMA.- Que lo traten solo en general, señor Presidente.

El señor MONTES.- A nosotros nos parece bien que lo despachen también en particular.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La Secretaría me hace presente que el proyecto tiene “discusión inmediata”, por lo que obligatoriamente debe ser visto en general y en particular.



Pasamos al Orden del Día.

V. ORDEN DEL DÍA

MODERNIZACIÓN Y FORTALECIMIENTO DE DIRECCIÓN DEL TRABAJO

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el primer lugar de la tabla figura el proyecto de ley, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, sobre modernización y fortalecimiento de la Dirección del Trabajo, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (11.430-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:



En primer trámite: sesión 45ª, en 12 de septiembre de 2017 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 69ª, en 5 de diciembre de 2017. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los principales objetivos de la iniciativa son los siguientes:



-Modificar los procedimientos administrativos y las facultades de fiscalización de la Dirección del Trabajo en materia de seguridad y salud y la aplicación de sanciones ante las infracciones a las normas contenidas en el Código del Trabajo y en sus leyes complementarias.



-Consagrar un nuevo sistema de ingreso a los cargos de planta y contrata de este servicio.



-Establecer una asignación de responsabilidad y una asignación especial de calidad del servicio para los funcionarios de la Dirección.


La Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Goic y señores Allamand, Larraín y Letelier.



Cabe tener presente que el artículo 5; los incisos sexto, séptimo y octavo del artículo 8; el artículo 14, en lo que atañe a la derogación del artículo 7 de la ley N° 19.994; los artículos transitorios segundo, números 4 y 5, tercero, cuarto, quinto, sexto, y el inciso segundo del artículo séptimo tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación 20 votos favorables.



Por otra parte, el inciso tercero del artículo 515 del Código del Trabajo, contenido en el numeral 24 del artículo 1, tiene el carácter de norma de quorum calificado y requiere para su aprobación 18 votos favorables.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en las páginas 40 a 67 del primer informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social.

La señora KRAUSS (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Honorables Senadores y Senadoras, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social ha sido, durante este Gobierno, protagonista en la concreción de considerables e importantes avances en materias de legislación laboral. Sin duda, ello no hubiese sido posible sin la labor que hemos realizado con cada uno de ustedes.



En este Honorable Senado, al igual que en la Cámara de Diputados, se han estudiado, analizado, debatido y aprobado un sinfín de normas, a través de las cuales se han regulado derechos en sectores productivos que antes no los tenían; se ha otorgado un marco de seguridad y salud para los trabajadores y sus familias, y se han mejorado instituciones ya existentes, asegurando una negociación colectiva justa y equitativa.



Lo anterior de nada sirve si no se establecen, dentro de nuestros cuerpos normativos, instancias fiscalizadoras que aseguren y garanticen su fiel cumplimiento, tanto de parte de los empleadores como de los trabajadores.



Hoy presentamos a vuestra consideración, y espero también aprobación en general, un proyecto de ley que contiene una serie de modificaciones que permiten a la Dirección del Trabajo ejercer de forma oportuna y eficaz sus funciones de inspección, relaciones laborales, solución de conflictos y divulgación e interpretación de la legislación laboral.



Para lo anterior, el proyecto contempla la modernización institucional de la Dirección, así como mejoras en la gestión de la atención a personas. 



Respecto de esto último, se considera un rediseño del sistema de atención a usuarios y procesos administrativos, permitiendo el uso de nuevas tecnologías, así como una actualización de la nomenclatura de las normas laborales; se consagra el principio de coordinación con otros organismos competentes en la fiscalización de materias de seguridad y salud en el trabajo; se establecen mecanismos de consulta pública no vinculantes, y finalmente, en el área de fiscalización y sanción, se aumenta el monto de estas últimas, se mejoran los márgenes para determinar su cuantía, y se fijan criterios específicos para la consideración de agravantes o atenuantes de las faltas, lo mismo que para otorgar plazos de corrección o reparación.



En materia de modernización institucional, se regula el ingreso a la planta a través de concursos internos; se establece que el ingreso a la Dirección se realizará en calidad de contrata y por medio de concurso público; se regula un régimen de promoción para los funcionarios; se crea un tercer nivel directivo concursable, y se fortalece el sistema de incentivos de remuneraciones.



Este proyecto de ley, que moderniza la Dirección del Trabajo, tiene como antecedente coetáneo la ejecución del Programa de Mejora de la Gestión Pública y de los Servicios a los Ciudadanos del Ministerio de Hacienda, con financiamiento del BID, a través del proyecto “Modernización de los procesos de Fiscalización y gestión de los Servicios a los Usuarios de la Dirección del Trabajo”. 



A su vez, específicamente respecto de las materias orgánicas, debo destacar que el articulado consideró e incorporó los acuerdos adquiridos a través del protocolo celebrado con fecha 13 de julio del año pasado con las Asociaciones de Funcionarios de la Dirección: la ANFUNTCH y la APU. Dicho protocolo es el resultado de dos años de trabajo y diálogo entre el Gobierno y dichas asociaciones, a las que agradezco.



Estimados Senadores, la finalidad nuestra es otorgar certeza a los trabajadores y empleadores, cautelar correctamente el marco normativo laboral vigente y generar buenas condiciones de trabajo para los funcionarios. 



Considero que un organismo con las facultades de la Dirección del Trabajo tiene una responsabilidad enorme, y dicha responsabilidad amerita que las ejerza eficazmente. 



La transparencia, autonomía y profesionalismo han sido características que nunca han abandonado a dicha institución.



Debo destacar que la misión de interpretar y aplicar las normas laborales se ha desarrollado desde siempre y en forma estricta con respeto a la intención y el espíritu del legislador -es decir, de cada uno de ustedes-, en el ámbito de sus facultades, valorando lo consagrado y nunca tratando de ser una herramienta de entorpecimiento de su fiel cumplimiento en respuesta a determinados criterios. 



Creo que este proyecto que les proponemos, que fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado, a cuyos miembros, sin duda, agradezco, se convertirá realmente en una herramienta eficaz para los desafíos del mundo del trabajo de hoy. 



Muchas gracias. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Quería hacer una petición, Senador señor Bianchi?

El señor BIANCHI.- Que se abriera la votación, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo?

El señor LARRAÍN.- Todavía no, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Presidenta de la Comisión de Trabajo. 

La señora GOIC.- Señor Presidente, solo deseo dar un marco a este proyecto, porque ya la Ministra señaló su importancia y sus líneas generales. 



Esta iniciativa, presentada a tramitación por la Presidenta Michelle Bachelet, tiene por propósito el rediseño institucional y la modernización de la Dirección del Trabajo, y fue aprobada en general en la Comisión por la unanimidad de sus integrantes presentes (Senadores Allamand, Larraín, Letelier y quien habla).



Es importante recordar que aquí hablamos de una institución que tiene una larga trayectoria, cumplió 93 años de vida, durante los cuales ha ido aumentando sus competencias fiscalizadoras y de acompañamiento y promoción de la libertad sindical. 



El proyecto en análisis, ajustándose a los tiempos de transparencia y de modernización de las instituciones públicas, perfecciona las normas fiscalizadoras en materia de seguridad y salud, y fortalece la carrera funcionaria y la gestión del servicio. 



En la discusión en general la Comisión recibió en audiencia a representantes de las asociaciones de funcionarios de la Dirección del Trabajo, que han sido muy relevantes -tal como lo planteó la Ministra- durante este largo proceso de trabajo con ellos, que incluso fue acompañado por el BID, en esta mirada más de largo plazo de una institución que requiere modernizarse.



Escuchamos también los planteamientos del propio Director del Trabajo y las opiniones de los representantes del Instituto Libertad y Desarrollo y de Chile 21, quienes efectuaron una serie de sugerencias que sin duda tendremos en consideración para mejorar este proyecto al momento de su discusión en particular.



Corresponde destacar algunas materias que contempla la iniciativa, tales como la inclusión de medios informáticos para efectuar notificaciones, citaciones de comparecencia y otros trámites (que entregarán rapidez e inmediatez a la labor del servicio, aprovechando justamente el desarrollo de nuevas tecnologías), y, además, el establecimiento del registro de contrataciones y terminaciones de contratos de trabajo. 



En lo que respecta a algo muy importante como son las personas que prestan sus servicios en la Dirección del Trabajo, se regula el ingreso y promoción, la creación del sistema de turnos y de las asignaciones de responsabilidad y de calidad de servicio. Los artículos transitorios se encargan de los procesos de fijación de las plantas del personal y del encasillamiento.



Tal como se señalaba, señor Presidente, este proyecto de ley representa un paso adelante en cuanto a la mejora en la gestión pública, en cuanto a velar por el cumplimiento de la normativa laboral y su fiscalización, por lo que solicitamos a la Sala que ojalá resuelva favorablemente la idea de legislar, para poder avanzar en la discusión en particular. 



Además, debo recordar que acá hay incentivos que reconocen la tarea de fiscalización de los funcionarios, reconocimiento que se manifiesta, cuando hablamos de mejoras, en el incremento de sus remuneraciones. 



Por lo tanto, cuanto más rápido podamos avanzar en la tramitación de este proyecto mucho mejor será. 



Finalmente, debo señalar que escuchamos también al Contralor General de la República, porque nos pareció pertinente discutir sobre la fiscalización en el caso de los funcionarios públicos. 



Aquí estamos mejorando la institucionalidad que fiscaliza en el ámbito privado el cumplimiento de la normativa laboral, y fue muy ilustrativa la presentación del Contralor respecto de la labor que realiza, de como se han ido perfeccionando los trámites, dándoles mayor celeridad, cumpliendo también con algo muy importante: velar por que los funcionarios públicos tengan una instancia de reclamo y de respuesta sobre todo ante la fiscalización en el cumplimiento de las normas laborales que los rigen. 



Sobre el particular, debo destacar que se trata de lógicas distintas, lo cual también nos planteó el Contralor. Incluso muchas veces las fiscalizaciones de la Contraloría han demostrado un mal uso de asignaciones en algunos casos, existiendo todavía ámbitos donde es preciso mejorar las normas que se aplican. 



Con todo, poner una carga adicional de ese tipo a la actual Dirección del Trabajo, que ahora estamos fortaleciendo y modernizando, era imposible de abordar, además de la inconveniencia manifestada en el sentido de quitar una atribución que hoy día tiene la Contraloría General de la República.



Termino señalando que hay una serie de proyectos en carpeta relativos a la posibilidad de negociación colectiva para los funcionarios públicos. Y, junto con el Senador Larraín -a quien diviso desde aquí-, hemos presentado una iniciativa de reforma constitucional en esa materia. 



Esos proyectos deben ser analizados en su mérito, es lo que corresponde, para llenar los vacíos que, probablemente, todavía quedan en nuestra legislación. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi. 

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, precisamente el primer paso que el Estado de Chile debe dar es fortalecer y modernizar la estructura de la Dirección del Trabajo, a través de este proyecto, que se haya en primer trámite constitucional, que yo celebro y felicito. 



Sin embargo, esa es una parte, porque aquí estamos todos preocupados por la situación laboral de las personas que laboran dentro de esta estructura fiscalizadora, pero no nos enfocamos en lo que intentamos buscar desde hace varios años a través de las reformas constitucionales que hemos planteado. 



Hoy hemos vuelto a presentar, señor Presidente, junto con los Senadores Baldo Prokurica, Rabindranath Quinteros y quien habla, un proyecto de reforma constitucional para crear una Dirección del Trabajo nacional que se encargue de lo público y de lo privado. 



La actual Dirección del Trabajo realiza una labor que es necesario modernizar, tecnificar, fortalecer, y yo concurriré con mi voto favorable a todo lo que se propone en el proyecto, pero este paso debe obligarnos a dar el siguiente: formar una Dirección del Trabajo autónoma, que permita la fiscalización tanto del sector privado como del público. 



¿Qué pasa con los incumplimientos del Estado en materia de contratación, del incumplimiento de la norma llamada “80-20”, de la cantidad de años que ciertas personas llevan a honorarios, a contrata, etcétera?



Por lo tanto, nosotros ingresamos un proyecto de reforma constitucional que incorpora un artículo 100 bis a), mediante el cual se dispone que “Un organismo autónomo, jerarquizado, con el nombre de Dirección General del Trabajo, será el encargado de fiscalizar el cumplimiento de las normas laborales, previsionales y de higiene y seguridad en el trabajo, tanto aquellas que sean regidas por el Código del Trabajo así como también para las que se rijan por las leyes o estatutos que regulan las relaciones y contratos del personal de todos los órganos del Estado. En el caso de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública ejercerá sus competencias sólo respecto de los empleados civiles que no formen escalafón.”.



Con eso creemos que, en definitiva, avanzamos realmente a una situación de justicia absoluta, porque hoy día muchas funcionarias y funcionarios del sector público están absolutamente desprotegidos: tienen que recurrir, por un lado, a una Contraloría que presenta una sobrecarga extraordinaria de trabajo, y, por otro, si allí no logran justicia, deben buscar instancias absolutamente ajenas a la cosa técnica, profesional, como son las de orden político. 



Nosotros estimamos que la creación de esta nueva Dirección General del Trabajo, encargada de lo público y de lo privado, representa el paso obligado siguiente que se debe dar una vez que hayamos tecnificado, modernizado y fortalecido el actual servicio. 



Por lo tanto, voto favorablemente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero referirme a esta iniciativa de modificación de la Dirección del Trabajo, que surge, finalmente, por la necesidad de aumentar y modernizar sus competencias en materias como fiscalización, acompañamiento y promoción de la libertad sindical, que han sido transformadas últimamente mediante diversas reformas laborales, lo que obliga a una modernización institucional de esta Dirección.



Una consultoría elaborada por la Dirección del Trabajo en el año 2012 señaló, entre otras cosas, que “para lograr un salto cuántico en la efectividad de la acción fiscalizadora de la Dirección del Trabajo se requieren cambios radicales en el proceso de fiscalización que involucren: (1) el cambio de eje desde una fiscalización reactiva a otra proactiva, basada en la gestión de riesgo y en el uso de información masiva; (2) romper el paradigma de que la fiscalización solo se hace en terreno, posibilitando también otras formas de actuación, con fiscalizadores suficientemente preparados y con apoyo técnico y jurídico; y (3) un sistema de sanciones que promueva el cumplimiento voluntario, penalice la reiteración y diferencie positivamente a quien cumple respecto del que no lo hace.”.



Este concepto que, como digo, viene desde el año 2012, de alguna forma se recoge en esta iniciativa que procura cambiar y modernizar la estructura funcional de la Dirección del Trabajo, de manera que pueda hacerse cargo de los nuevos desafíos que se presentan.



El proyecto tiene diversos ejes que ya han sido reseñados: una modernización institucional en materia de seguridad y salud; la posibilidad de realizar consultas públicas en materia de instrucciones y pronunciamientos jurídicos de carácter general; modificaciones en las sanciones administrativas; un modelo de gestión para el cumplimiento de obligaciones laborales; el registro de contrataciones y terminaciones de contrato de trabajo; trámites y actuación electrónica, de manera de poder hacer más efectivas y ágiles las tramitaciones y actuaciones que hoy día se requiere hacer presencialmente; la facultad de querellarse por delitos que se cometan en relación con trámites o actuaciones desarrolladas por dicha institución, y un sistema de ingreso y promoción del plantel al que ya se refería la Ministra.



Por cierto hay distintas observaciones a estos temas, pero yo quisiera aprovechar esta oportunidad para referirme a aquellas inquietudes que subyacen en la discusión sobre la Dirección del Trabajo.



Me alegra haber oído al Senador Carlos Bianchi referirse a la necesidad de que la Dirección del Trabajo tomara bajo su responsabilidad la tuición o fiscalización de los trabajadores no solo del sector privado sino también del sector público.



Señor Presidente, esta es una inquietud que personalmente y junto con otros Senadores, como el Senador Allamand, también integrante de esta Comisión, hemos venido planteando desde hace algún tiempo. Y presentamos a la Ministra algunas indicaciones acerca de este trabajo, pues proyectos de esta naturaleza son materia de iniciativa pública.



El tema de fondo es que, efectivamente, hoy día la fiscalización del cumplimiento de las normas laborales en el ámbito del sector público está entregada a la Contraloría. Esta realiza esa labor no sin dificultades, ya  que los procedimientos para que un funcionario público pueda hacer efectivas sus reclamaciones cuando ven transgredidos sus derechos son muy complejos.



Por tratarse básicamente de instrucciones, los pronunciamientos que emite la Contraloría al respecto son de carácter general, y, por lo tanto, hacen muy difícil que su acción sea eficaz en la defensa de los derechos de los trabajadores públicos.



Por ese motivo, hemos planteado la necesidad de reflexionar -esta es la oportunidad de hacerlo- respecto de cómo cautelar esos derechos.



Una alternativa es, precisamente, que esta Dirección del Trabajo, en su modernización, pueda incorporar en su estructura una…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador, tiene un minuto adicional.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, yo no sé por qué se han reducido los tiempos de intervención. En la discusión general disponemos de diez minutos. Yo no pedí que se abriera la votación. Igual se hizo. Y solicito que se mantengan los tiempos. Léase diez minutos para cada uno, pues se trata del debate en general.



Dicho lo anterior -agradezco el cambio de criterio-, creo que es indispensable que revisemos esta situación. Hoy día la Dirección del Trabajo fiscaliza con sus inspectores en forma muy eficiente el cumplimiento de las normas en el sector privado. Pero eso no ocurre en el sector público. El Estado es un mal empleador. Y autoriza, a través de distintos regímenes, normalmente contratos a honorarios, la contratación de personas no autorizadas para realizar esa labor por esa vía en el sector privado.



Por ejemplo, en algunos municipios se contrata a secretarias para cumplir una labor subordinada, que son pagadas como si estuvieran contratadas a honorarios, cuestión que obviamente está reñida con la ley. Y eso las deja en una situación de precariedad que no tiene nunca solución.



Por eso, si realmente queremos proteger también a los trabajadores del sector público de la misma forma como lo hacemos con los del sector privado, necesitamos un sistema de fiscalización adecuado.



En la Comisión, a raíz de estas inquietudes, se invitó al Contralor General de la República. Este, quien estuvo conteste en que son atribuciones que hoy día tiene el Contralor, señaló que no puede hacer más por la estructura institucional de que está revestida esa entidad.



Yo pienso, señor Presidente -y vuelvo a reiterar mi inquietud- que tenemos que hacer algo distinto. No puede ser, no es justo, que los trabajadores del sector público no tengan una protección adecuada de sus derechos.



Adicionalmente, aprovecho de reiterar -como lo hacía la Presidenta en la Comisión- que tampoco es razonable que el sector público, que hace negociaciones, que hace paralizaciones, no tenga reglamentada esta situación.



¡Lo hemos planteado una y otra vez! Lamentablemente, han pasado cuatro años desde la presentación de una iniciativa transversal de reforma constitucional que propusimos para estos fines, y no ha sido tratada. Hoy día hay negociación colectiva, de mala forma porque no está regulada; hay paralizaciones, de mala forma porque no se encuentran reguladas; y esta situación debiera estar resuelta por la ley.



No conozco la propuesta del Senador Bianchi y otros Senadores. En principio, no me parece razonable que se cree una dirección nacional autónoma, que sea ajena a la función del Ministerio del Trabajo. No obstante, estoy dispuesto, por cierto, a estudiarlo. Lo importante es que abordemos y resolvamos este tema.



Por otra parte, una segunda materia que considero primordial subrayar es la necesidad de buscar una nueva forma de elegir o designar al Director del Trabajo. Pienso que por la necesidad de asegurar su autonomía debería ser la Alta Dirección Pública la que tomara medidas en esta materia.  Hoy día, producto de la reforma laboral, se ha creado el Consejo Superior Laboral, órgano tripartito que podría ser el encargado de desarrollar el perfil del cargo de Director del Trabajo, que debiera ser elegido por la Alta Dirección Pública, materia que esperamos pueda ser resuelta.



Finalmente, quisiera mencionar que la Dirección del Trabajo, que declara como objetivo estratégico aumentar la cobertura de las empresas fiscalizadas; aumentar la cobertura y oportunidad de las instancias de prevención y solución alternativa de conflictos laborales; y aumentar y mejorar el acceso oportuno de los usuarios a la entrega de productos y servicios de la institución, requiere no solo la modernización de sus estructuras, sino también revisar su actual dotación y estructura orgánica para poder llevar a cabo esas tareas.



Este proyecto avanza en una dirección correcta, pero no es suficiente para resolver los muchos problemas que enfrentan los trabajadores chilenos. Ello, desde luego, porque los trabajadores públicos no están incorporados en las funciones de esta Dirección; porque no se resuelve debidamente la forma de escoger al nuevo Director del Trabajo y, finalmente, porque la Dirección no tiene la dotación y la orgánica adecuadas o necesarias para enfrentar estas cuestiones.



Hacemos presente esta inquietud y anunciamos que vamos a votar favorablemente la idea de legislar, en la esperanza de que podamos corregir estas materias durante la discusión del proyecto.



Y espero que sobre este punto el actual Gobierno, o el próximo en lo que le corresponda, porque la tramitación probablemente va a continuar en él, pueda hacerse cargo de las inquietudes manifestadas, que para nosotros son fundamentales de considerar, de manera de contar con la Dirección del Trabajo que Chile necesita.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, me produce una tremenda satisfacción escuchar el concepto “autonomía” en el caso de una institución que alcanza más de 93 años de vida.



La Dirección del Trabajo cumple una función fundamental en el ordenamiento social en Chile. Y como bien lo saben la señora Ministra y quienes han participado en las instancias internacionales de la OIT, se trata de una de las partes que concurren para asegurar una relación tripartita sana en lo que se refiere a la convivencia laboral.



Modernizar la Dirección del Trabajo; generar las condiciones para que tal institución, que ha gozado de gran autonomía, pueda perfeccionar normas de fiscalización en materia de seguridad y salud; fortalecer la carrera funcionaria, y mejorar la gestión del Servicio corresponden a objetivos muy importantes del proyecto de ley que nos ocupa.



Resulta tremendamente necesario en el siglo XXI, como propone la ley en proyecto, incluir los medios informáticos para efectuar notificaciones. Es algo que parece obvio, pero, en verdad, hoy día no se realizan ni las notificaciones ni las citaciones a comparecencia u otros trámites a través de dichos medios, cosa que se permitirá ahora y que va a entregar rapidez e inmediatez a la labor del Servicio.



Además, se establece el registro de contrataciones y terminaciones de contratos de trabajo, que es algo fundamental para un ordenamiento básico.



En otro sentido, el hecho de que se regulen el ingreso y la promoción de los funcionarios y de que se instauren sistemas de turnos y asignación de responsabilidades en la Dirección del Trabajo resulta primordial.



Los funcionarios de esa institución son profesionales que cumplen una función tremendamente importante en nuestra sociedad. Hablo de la labor silenciosa de regular y de tratar de subsanar a través del diálogo los conflictos naturales que existen en la relación entre capital y trabajo.



Y resulta sustancial entender que el rol de la Dirección del Trabajo desde una posición de autonomía es muy importante.



Por ello, el que aquí se logre avanzar en la fijación de las plantas de personal y en su encasillamiento constituye también un tremendo reconocimiento a la Dirección del Trabajo.



No me voy a detener, señor Presidente, en el debate a que nos invitó en la Comisión el Senador Larraín -y quiero mencionarlo porque fue el autor de tal planteamiento- acerca de cuál es el rol que debería desempeñar la Contraloría General de la República o la Dirección del Trabajo respecto a los funcionarios públicos. Tenemos la necesidad de ver cómo se regula la relación con ellos.



Estamos en una situación de hecho en muchos ámbitos en materia de la relación laboral del Estado con los trabajadores.



No hago mía la frase que pronuncian algunos personeros, normalmente de Derecha, en el sentido de que “el Estado es el peor empleador”, porque, de ser así, uno se tendría que preguntar si los trabajadores chilenos son masoquistas que tanto quieren entrar a trabajar para el Estado. Por ende, resulta evidente que tal afirmación no es más que una frase populista que conlleva otra finalidad. Y si molesta el concepto “populista”, lo que a veces dice mi colega del extremo austral de Chile es una expresión, a lo menos, vacua, o sea, tiene una dificultad.



Lo cierto es que hay un problema en cuanto a cómo se regula en la ley la relación con los funcionarios públicos. El Contralor General de la República fue muy claro: no tiene atribuciones; no es una materia de su competencia.



Ese es un debate necesario, válido y que debemos abordar. Lo es al igual como resulta necesario y válido discutir sobre cómo se ha de hacer la negociación colectiva del sector público. Es tan importante como el debate sobre reajustes plurianuales para los ingresos de los funcionarios del sector público.



Se trata de temas que debemos abordar, pero que, en cualquier caso, no son parte de la iniciativa en análisis.



La Dirección del Trabajo regula las relaciones de subordinación y dependencia que se establecen para millones de chilenos que requieren vender su fuerza de trabajo para subsistir. Este órgano regula garantías y derechos básicos que la ley instaura en un marco legal que es protrabajador, porque reconoce que en estos contratos hay una parte más débil que la otra.



Por lo mismo, señor Presidente, vamos a votar a favor de esta iniciativa.



Pero no puedo, al discutir la ley en proyecto, dejar de comentar algo que publicó un medio electrónico hoy día, que llama tremendamente la atención.



¡Y me encantaría escuchar de las filas de enfrente que no es cierto lo publicado!



¡Me gustaría escuchar de Vamos Chile que ese medio electrónico miente!



¡Espero que nos puedan señalar que en las dos materias mencionadas es una falsedad lo que le están asignando al Presidente electo Piñera!



¡Me gustaría oír que jamás van a tratar de socavar los fundamentos y las facultades del Congreso Nacional en dos materias!



La primera, que quieran, a través de medidas reglamentarias, fijar criterios sobre el reconocimiento de los grupos negociadores y de su rol en la relación laboral. Porque, en verdad, lo que hizo el Tribunal Constitucional -muy discutible- al emitir una opinión sobre la reforma laboral “es dejar en el vacío” -según ellos- lo que pasa con los grupos negociadores. Pero lo que hizo el Congreso Nacional, por la mayoría presente, fue no legislar sobre los grupos negociadores.



Aquí nos informamos, a través de este medio electrónico, de que Vamos Chile quiere, a través de reglamentos,...

El señor LARRAÍN.- Chile Vamos.

El señor LETELIER.- Chile Vamos, perdón.



Decía que Chile Vamos, a través de un proceso de reglamentos, quiere establecer un procedimiento para interpretar la ley más allá de lo que ha hecho el Congreso Nacional.



En segundo término, señor Presidente, y más grave aún, quieren a través de reglamentos -es algo que discutimos ayer a propósito de otra iniciativa, en que se planteó que los gobiernos no pueden legislar por la vía reglamentaria-, que es una cosa inquietante, avanzar en distorsionar lo que el Parlamento ha dicho sobre los servicios mínimos.



Pero más grave aún, han anunciado que quieren cuestionar, limitar la autonomía de la Dirección del Trabajo. Eso, señor Presidente, no es retroexcavadora ni retroexcavadora administrativa, sino una motosierra para destruir a una institución que cuenta con 93 años en nuestro país.



Y lo quiero decir hoy.



Deseo que me desmienta la Derecha; que me desmienta Chile Vamos; que desmientan a ese medio de comunicación electrónico.



Porque mientras aquí queremos modernizar la Dirección del Trabajo, otros parece que están anunciando que desean desvirtuar esa institución, que quieren usarla para una interpretación sesgada, del momento.



Lamento que hasta el día de hoy no haya escuchado que están en contra de la motosierra que han planteado algunos colaboradores aparentemente cercanos al Presidente electo y que han hablado con este diario. Y mientras aquí aprobamos fortalecer la Dirección del Trabajo, modernizarla, se plantean actuar de una forma incorrecta.



Señor Presidente, voto a favor, pues considero que la modernización de la Dirección del Trabajo es importante.



Y espero que toda la difusión que ha efectuado tal diario electrónico sea absolutamente falsa y que en ningún momento se quiera tratar de cambiar, por la vía reglamentaria, los criterios de servicios mínimos en materia de negociación colectiva y menos aún establecer procedimientos para legalizar a los grupos negociadores, a los que la ley en ningún momento reconoció y estableció como titulares de representación para las negociaciones colectivas.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LETELIER.- Ya habló.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Senador señor Larraín, usted ya intervino.

El señor LARRAÍN.- Si me concede dos minutos, le puedo contestar al Senador Letelier.

La señora VON BAER.- Yo le concedo algunos minutos de mi tiempo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

El señor LARRAÍN.- Por favor, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Senador, no puedo darle dos veces la palabra, salvo que hubiera unanimidad en la Sala.



¿Habría acuerdo para ello?

La señora VON BAER.-  Sí, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.



Tiene la palabra el Senador señor Larraín por cinco minutos.

El señor LARRAÍN.- Gracias, señor Presidente.



Solo quiero hacerme cargo de las expresiones del Senador Letelier para manifestarle, primero, que nosotros hemos sido siempre muy respetuosos de las atribuciones del Congreso.



Y en este Parlamento ayer, para no ir más lejos, precisamente defendíamos,…

El señor LETELIER.- Me incluyo.

El señor LARRAÍN.-… a Dios gracias, con el apoyo del Senador Letelier, nuestra postura respecto de una iniciativa del Ejecutivo que le daba al Ministerio de Salud atribuciones para que a través de la potestad reglamentaria regulara materias de ley.



Y eso nos parecía, nos parece y nos va a parecer el día de mañana inaceptable.



Lamentablemente, no es la única oportunidad en que aquello ha ocurrido.



Por ejemplo, hicimos presente cuando se discutieron las atribuciones del nuevo SERNAC que había ahí materias propias de ley que se le estaban entregando a su Director.



Lo hemos hecho y lo seguiremos haciendo.



En consecuencia, lo que planteamos se encuentra lejos de estar aumentando la potestad reglamentaria hacia materias de ley. Simplemente estamos asegurando que las cosas se cumplan por quien corresponda.



No nos vamos a hacer cargo de todas las opiniones que salen en los diarios. Déjennos asumir el Gobierno y júzguennos por los hechos, no por los rumores de prensa, porque eso no ayuda a mantener la paz institucional.



No anuncien que ya estamos con la retroexcavadora II o con la motosierra, porque eso solo es retórica y no ayuda al diálogo ni al acuerdo.



Entendí, de las palabras de la Presidenta Bachelet, que quería, sobre todo para terminar su período, abrirse al espíritu de diálogo y a los acuerdos.



Yo les pido a quienes están en el Congreso hoy y a quienes permanecerán en él que mantengan ese ánimo, porque el espíritu con que asume el Presidente Piñera su próximo período es el del acuerdo con el Parlamento en todas las materias, y jamás el de quitarle sus derechos.



Quienes hemos sido parlamentarios sabemos de la importancia que tiene el Congreso, y vamos a respetar esos fueros.



Por lo mismo, no nos hagamos cargo ni hagamos discursos incendiarios por rumores que recoge un medio y que se convierten, por esa sola mención, en verdades que hay que desmentir.



No hay nada que desmentir; no hay nada que temer; el Congreso va a funcionar con sus potestades. El Ejecutivo no solo va a respetarlas, sino que, además, va a buscar los acuerdos.



Y Dios quiera que sí podamos trabajar.



Porque lo relativo a cómo defendemos los derechos de los trabajadores públicos tiene que resolverse, ya sea a través de la Dirección del Trabajo o de la Contraloría.



En esa materia hoy día hay un vacío tremendo. ¿Cómo lo vamos a resolver? Entre el Congreso y el próximo Gobierno.



Es lo que hemos conversado en la Comisión de Trabajo. En ese espíritu estamos aprobando esta iniciativa. No estamos debilitando ni quitándole atribuciones a la Dirección del Trabajo.



Pero queremos que se haga bien. Porque en Chile los trabajadores del sector público -aunque no le guste al Senador Letelier pensar que el Estado no es un buen empleador- no tienen los mismos resguardos que los del sector privado.



¡Tan simple como eso!



Preocuparse de ello no es una inquietud que solo tengamos nosotros, sino también otros Senadores que integran la Comisión y que forman parte de las bancadas oficialistas actualmente.



Por eso, calma y tiza. Las cosas se van a hacer bien y siempre respetando los fueros del Congreso.

El señor WALKER (don Patricio).- ¡Muy bien!

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (29 votos a favor), dejándose constancia de que se cumple el quorum constitucional exigido, y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el 8 de enero.



Votaron las señoras Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, varios integrantes de la Comisión de Medio Ambiente queremos solicitar que se ponga en la tabla de hoy, solo para su votación en general y para abrir un plazo para formular indicaciones, el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula el empleo de bolsas plásticas desechables de un solo uso. Lo pedimos habida consideración de que tiene urgencia calificada de “discusión inmediata”.



Cabe hacer presente que la iniciativa fue aprobada por unanimidad en la Comisión.



No queremos votarla en particular, porque hay aspectos que necesitan ser mejorados.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito la unanimidad de la Sala para tratar de inmediato el proyecto, a fin de despacharlo en general y abrir un plazo para presentar indicaciones.



¿Habría acuerdo?



Acordado.

REGULACIÓN DE EMPLEO DE PLÁSTICOS DESECHABLES DE UN SOLO USO
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Conforme a lo acordado, corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula el empleo de bolsas plásticas desechables de un solo uso, con informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.054-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite: sesión 17ª, en 19 de mayo de 2015 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Medio Ambiente y Bienes Nacionales: sesión 77ª, en 3 de enero de 2018.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará en general la iniciativa.



--Se aprueba en general el proyecto, dejándose constancia, para los efectos del quorum constitucional exigido, de que se registran 20 votos a favor, y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el 15 de enero.

CREACIÓN DE SERVICIO NACIONAL DE REINSERCIÓN SOCIAL JUVENIL

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil e introduce modificaciones a la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal de adolescentes, y a otras normas que indica, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (11.174-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite: sesión 5ª, en 4 de abril de 2017 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 42ª, en 5 de septiembre de 2017.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El principal objetivo del proyecto es crear el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil, entidad pública especializada que asumirá, en coordinación con otras agencias del Estado, el proceso de reinserción social de los adolescentes infractores de la legislación penal. Asimismo, modifica la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal de los adolescentes, y otras disposiciones que se relacionan con esta materia.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto solo en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros (Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Hernán Larraín).



Cabe tener presente que los artículos 11; 13; 17; 27; el número 19) del artículo 40; los números 1), 2), 3) y 4) del artículo 41; los números 1), 2), 3) y 4) del artículo 42; el número 2) del artículo 44 y el artículo 46, permanentes, así como el artículo sexto transitorio, tienen rango de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren 20 votos favorables para su aprobación.



Asimismo, el artículo 6° tiene carácter de norma de quorum calificado, por lo que necesita 18 votos favorables para su aprobación.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe entre las páginas 180 y 232 del primer informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En atención a que el proyecto requiere quorum especial, ¿habría acuerdo para abrir la votación, manteniendo los tiempos de intervención?

El señor COLOMA.- Señor Presidente, primero que se informe a la Sala.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Muy bien.



En discusión general.



Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en ausencia del Presidente de la Comisión, informo acerca de esta iniciativa a la Sala, describiendo sus características, para mejor conocimiento y decisión.



Existe una inquietud muy generalizada respecto de la situación que afecta al SENAME. Por tanto, es de la mayor importancia que se pueda analizar debidamente.



El proyecto tiene por objeto crear un servicio público especializado que asumirá la tarea de trabajar por la reinserción social de los adolescentes infractores de la legislación penal. Asimismo, modifica la ley sobre Responsabilidad Penal Adolescente y otras disposiciones relacionadas con esta materia.



Como se recordará, el año 2005 se aprobó la ley N° 20.084, que estableció un sistema punitivo especial para hacer efectiva la responsabilidad de los adolescentes que incurran en ilícitos penales.



Lamentablemente, muchas de sus disposiciones no han alcanzado los resultados que se esperaban con su implementación, especialmente porque dicho sistema no logra reinsertar socialmente a los menores infractores de ley ni se muestra eficaz en términos preventivos.



Los centros privativos de libertad de jóvenes no están preparados para tratar con personas en proceso de formación. Tampoco cuentan con los protocolos y los especialistas que se requieren para hacer frente a los problemas que generan los adolescentes infractores de ley.



En síntesis, en la actualidad las condiciones que ofrece la Administración del Estado para abordar el desafío que conlleva la implementación de la Ley sobre Responsabilidad Penal Adolescente son muy débiles.



Para enfrentar el referido problema se debe construir un modelo de intervención que cuente con recursos humanos y materiales que permitan alcanzar los objetivos preventivos y de justicia que persigue el modelo de responsabilidad penal. Por lo mismo, es indispensable disponer de entes públicos y privados que actúen coordinadamente y posean capacidad técnica para su implementación.



El actual Gobierno asumió el compromiso de reformular la administración y ejecución de la normativa aplicable a los delitos que cometen las personas menores de edad reformando las sanciones alternativas a la cárcel y las medidas alternativas al proceso penal.



Asimismo, nos propone un cambio en las bases legales vigentes para construir un modelo de intervención técnico y profesionalizado. De entre dichos cambios sobresalen los destinados a alcanzar la especialización de los actores institucionales que intervienen en los conflictos judiciales, así como la introducción de correcciones a la ya referida ley N° 20.084.


Entre las materias que aborda esta iniciativa destacan las que mencionaré en seguida.



En primer lugar, se crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil como un organismo público descentralizado que tendrá por objeto la administración y ejecución de las medidas y sanciones contempladas en la aludida ley N° 20.084.



A ese organismo le corresponderán la ejecución de políticas de carácter intersectorial y el desarrollo de programas que contribuyan a la modificación de la conducta delictiva y a la integración social de los jóvenes sujetos de su atención.



Las máximas autoridades del Servicio serán seleccionadas y nombradas de conformidad con el Sistema de Alta Dirección Pública, materia regulada por el Título VI de la ley N° 19.882, al tenor de lo que propone la iniciativa que nos ocupa.



En segundo término, este proyecto busca reforzar los procesos de diseño de atención a los jóvenes infractores de ley, los cuales detallarán los estándares de calidad para su funcionamiento, y los objetivos e indicadores que se aplicarán. Estos estándares de calidad serán validados por una instancia colegiada: el Consejo de Estándares y Acreditación; ello, a fin de contar con un respaldo técnico externo para los procesos de intervención.



En tercer lugar, se precisa que a las direcciones regionales del Servicio corresponderá un rol fundamental en la operación de dichos programas y en la ejecución del proceso de monitoreo y asesoría técnica a los programas de atención a menores.



A nivel nacional, se crea la Comisión Nacional de Reinserción Social Juvenil, entidad coordinada por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. En el ámbito regional, las Direcciones Regionales considerarán una Comisión Operativa Regional conformada con representantes de los servicios públicos involucrados. Además, se contempla la incorporación de profesionales que tendrán como misión articular las mesas de trabajo, coordinar equipos y activar redes de diferente tipo.



En cuarto término, se fija un mecanismo de cooperación público-privada. El nuevo Servicio mantendrá un modelo de externalización de programas.



El Consejo de Estándares y Acreditación evaluará las capacidades de las entidades privadas para el cumplimiento de los estándares de calidad previamente determinados. El proceso de licitación se genera de modo descentralizado, con la posibilidad de que cada región determine, de acuerdo a sus propias características, las coberturas y zonas de agrupación de los programas. El sistema de licitaciones será regido por el procedimiento regulado mediante la ley N° 19.886, que fija las bases sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios.



En quinto lugar, esta iniciativa contiene diversas enmiendas a la ley N° 20.084. Entre ellas destacan, por ejemplo, el establecimiento de límites mínimos y máximos para las sanciones que se puedan imponer a los menores de edad. Se limita a la aplicación de multa y de amonestación. Y se reglamenta el concurso de delitos.



Igualmente, se consideran normas para el tratamiento del concurso de delitos cometidos como adolescente y adulto.



Asimismo, se establecen nuevas disposiciones relativas a la determinación de la pena que corresponde aplicar a un adolescente. Se trata de tener en cuenta las particularidades relevantes de su comportamiento.



Este proyecto también incluye normas relativas a la reformulación del sistema de quebrantamiento e incumplimiento de las condenas. Se propone la sustitución de la pena de internamiento en régimen semicerrado, dado que la referida sanción ha provocado en la actualidad un gran número de críticas. Para solucionar dicho problema, se sugiere remplazar su contenido por un programa de libertad asistida de carácter intensivo (especial), que se acompaña de un régimen de internación nocturna.



Se modifican los plazos y las condiciones para la ejecución de la suspensión condicional del procedimiento y la sujeción a la vigilancia de la autoridad como medida cautelar.



Adicionalmente, se propone la supresión del régimen monitorio, que muchas veces se lleva adelante en ausencia del adolescente, por otro que asegure su comparecencia, optimizando, en términos prácticos, la posibilidad de que se ocupen las salidas alternativas y los derechos procesales en general.



Se avanza, asimismo, en la formalización legal de la procedencia del procedimiento abreviado. Hoy en día la aplicación de reglas generales sobre dicho procedimiento no goza de uniformidad a lo largo de nuestro país. De ahí que se haga necesario definir su procedencia y condicionarlo a un marco de penalidad que guarde una relación de proporcionalidad con el régimen general.



Igualmente, se modifican las reglas relativas al lugar de cumplimiento de la condena y de competencia para el conocimiento de todas las cuestiones asociadas al control de la ejecución.



En otro orden de materias, se establecen disposiciones para mejorar la regulación de determinadas instituciones. Ellas se vinculan, por ejemplo, con problemas de carácter práctico que presenta la tramitación conjunta de causas que tienen imputados adolescente y adulto a la vez y con la procedencia del régimen de penas accesorias previstas en la ley N° 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar.



Se prevé la separación de acusaciones como regla general en caso de imputados adolescentes y adultos; esto es, el concurso de procedimientos.



Por otra parte, se establecen preceptos especiales para el caso de condenas accesorias en caso de violencia familiar.



Asimismo, se considera la especialización de los operadores del sistema de justicia penal adolescente. Un objetivo central en este proyecto es la consagración de un sistema especializado de responsabilidad penal de adolescentes, que se expresa en la institucionalización de un sistema judicial que cuente con una formación técnica adecuada para comprender la realidad de la responsabilidad penal juvenil.



Con tal fin, se propone establecer un Tribunal de Garantía especializado en las jurisdicciones de las Cortes de Apelaciones de Santiago, de San Miguel y de Concepción. Igualmente, crear salas especializadas, de dedicación exclusiva, en las jurisdicciones de Iquique, Antofagasta, Valparaíso, Viña del Mar, Rancagua, Talca y Temuco.



En paralelo, se configura una estructura correlativa en la destinación de fiscales del Ministerio Público y de defensores de la Defensoría Penal Pública, para dar cobertura integral a esa oferta de especialización.



Finalmente, el proyecto modifica otros cuerpos legales con el objeto de adecuar su texto a la nueva normativa. Esta medida supone cambiar la Ley Orgánica del SENAME; la ley N° 20.032, que establece el sistema de atención a la niñez y adolescencia, a través de la red de colaboradores del referido Servicio, y su régimen de subvención; el Código Orgánico de Tribunales; la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público; la ley N° 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública, y el decreto ley N° 3.346, Ley Orgánica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.



Durante el estudio de esta iniciativa la Comisión realizó numerosas audiencias, en las que se escuchó el parecer de diversos organismos públicos y privados, entre ellos el propio Ministerio de Justicia y Derechos Humanos; el Ministerio de Educación; la Excelentísima Corte Suprema; el Servicio Nacional de Menores; el Ministerio Público; la Defensoría Penal Pública; la UNICEF; la Fundación Paz Ciudadana; Gendarmería de Chile; la Policía de Investigaciones; Carabineros; la Titular del Juzgado de Garantía de San Bernardo, señora Magdalena Casanova; numerosas organizaciones que agrupan a los trabajadores del SENAME, y varias entidades privadas vinculadas con los menores de edad infractores de ley.



En virtud de todos esos antecedentes, la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, que integro, le recomienda a la Sala aprobar en general este proyecto de ley.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, no cabe ninguna duda de que el Estado de Chile tiene una deuda pendiente en cuanto a políticas de protección a la infancia.



La Directora Ejecutiva de la Asociación Chilena Pro Naciones Unidas, Francis Valverde, ha dicho: “La infancia en Chile sigue siendo la población más vulnerada y empobrecida, y esta situación no está cambiando a medida que pasan los años”.



Según el informe “Infancia Cuenta en Chile 2016”, elaborado por el Observatorio Niñez y Adolescencia, que analizó los datos de la encuesta CASEN 2015 y otras estadísticas sectoriales, en nuestro país uno de cada cuatro niños vive en pobreza multidimensional -aquella que considera carencias en educación, vivienda, salud y otros derechos fundamentales-, y a nivel local, las regiones con mayor porcentaje de niños y adolescentes en condiciones de pobreza son las de La Araucanía, con 31,9 por ciento; de Atacama, con 27,5 por ciento; de O’Higgins, con 25,7 por ciento, y de Los Lagos, con 25,1 por ciento.



Este proyecto de ley, que por supuesto votaré a favor, tiene como objetivo crear el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil, entidad pública especializada que asumirá, en coordinación con otras agencias del Estado, el proceso de reinserción social de los adolescentes infractores de la legislación penal, y asimismo, modificar la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal adolescente, y diversas disposiciones relacionadas con esta materia.



Esta proposición de ley, señor Presidente, va en la línea correcta, pues busca algo que resulta obvio y que parece adecuado: separar el SENAME en dos servicios.



En el caso de la iniciativa que nos ocupa esta tarde, se crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil para los menores infractores de ley, bajo la supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.



A ella se suma el proyecto que crea el Servicio Nacional de Protección Especializada para Niños y Niñas, que dependerá del Ministerio de Desarrollo Social.



Es decir, se trata de algo que el Presidente Piñera propuso durante su Administración. Para ello, el 2 de agosto de 2012 envió al Parlamento un proyecto de ley, el cual, por una razón que no se logra entender, nunca se tramitó en el actual Gobierno.



Lamentablemente, en la actualidad el Servicio Nacional de Menores, en vez de estar dirigido según criterios técnicos que apunten a mejorar las condiciones de hacinamiento de los niños y jóvenes vulnerados de nuestro país, evitar la reincidencia de los menores infractores de ley o disminuir la falta de personal técnico e idóneo para su cuidado y reinserción en la sociedad, ha sido administrado con criterios de cuoteo político, como lo reafirman testimonios de funcionarios de ese propio Servicio.



Por ejemplo, René Sáez, Monitor de Trato Directo de San Joaquín, señaló: “Ellos se conjugan para mantener el servicio como está. Aquí en Santiago la Asociación de Trabajadores de Sename (Antrase) está en manos del PC, mismo partido de la Directora Metropolitana, y a nivel nacional la Asociación de Funcionarios del Sename (ANFUSE) está en manos de la DC, el partido que ha comandado históricamente este servicio”.



La propia Presidenta de la Asociación de Funcionarios del SENAME, Alicia del Basto, ayer, en un medio de comunicación, dijo públicamente que “el cuoteo político -del gobierno de la presidenta Bachelet- impide que profesionales idóneos ingresen a la institución”.


A eso se suman las declaraciones del Diputado René Saffirio, quien señaló que se trata de una pelea política, ya que el SENAME está totalmente politizado. Al respecto, ha revelado graves antecedentes (entre ellos se destaca el de que las subvenciones del SENAME se desvían para contratar operadores políticos) y formulando una serie de acusaciones gravísimas.



A la luz de tal evidencia, señor Presidente, cabe puntualizar que, si había un ente donde era necesario que el Gobierno aplicara la retroexcavadora o, como ha expresado en esta sesión, la motosierra, era precisamente el SENAME, donde las dificultades son de fondo: la incompetencia y la incapacidad para resolver la problemática infanto-juvenil son de tales niveles que los resultados son dramáticos, y las negligencias, inexcusables.



Ante esa tragedia evidente y la realidad que vive el SENAME, recién hoy, a falta de poco más de dos meses para el término del actual Gobierno, estamos discutiendo esta materia.



Si a la Administración de la Presidenta Bachelet y de la Nueva Mayoría no le gustaba el proyecto del Presidente Piñera, que separaba el Servicio Nacional de Menores en dos líneas, ¿por qué no envió otra iniciativa rápidamente hace tres años? 



Es una discusión que no voy a realizar aquí, porque levanta una suerte de ganancia política pequeña. Pero, por supuesto, hay que hacer una reflexión para saber por qué si en esta materia existe tanta preocupación no se tramitó el proyecto que el Presidente Piñera envió al Parlamento.



Solo voy a dar las cifras desoladoras de la situación del SENAME en mi Región, la de Atacama.



En enero de 2017 vivimos un hecho gravísimo, que no tuvo mucha repercusión en los medios de comunicación nacional.



En Freirina se desbarató una red de explotación sexual infantil. Las niñas víctimas de esa red eran llevadas a fiestas clandestinas una vez que se fugaban de la residencia que prestaba el Servicio Nacional de Menores.



En la provincia de Huasco, la residencia Maravilla, ubicada en Freirina, completó sus 45 cupos. Por lo tanto, no puede recibir más jóvenes. Lo mismo ocurre con el Centro Alma, que acoge a 40 menores de la comuna de Vallenar. Y a ello se suma la inexistencia de programas para rehabilitar del consumo de drogas a niños, niñas y adolescentes de esa provincia de la Región de Atacama, debido a que ambos recintos no dan abasto para recibir a quienes requieren atención.



En Diego de Almagro hay un déficit de cupos en centros residenciales del SENAME, pues hace algunos días se cerraron dos en Copiapó: el Aragón y el Emanuel. Así, quedaron sin atención 70 jóvenes, quienes difícilmente podrán ser reubicados, debido a que el hogar Nazareth no cumple los requisitos exigidos, ya que solo recibe a menores de hasta 6 años.



Señor Presidente, lo más grave es que, según lo informado a los funcionarios en la última reunión de coordinación con la Red SENAME, no habrá centros en Chañaral, puesto que la residencia Ayún cerrará sus puertas durante el mes en curso, dejando a 44 jóvenes sin la debida intervención social. 



Por consiguiente, de no variar la situación, Atacama quedaría sin residencia para lactantes; sin la posibilidad de contar con un centro de reparación especializada de administración directa; sin la habilitación de residencias para niñas embarazadas o jóvenes que fueron madres a corta edad, y además, sin recintos ni programas de atención ambulatoria para niños, niñas y adolescentes con consumo problemático de drogas y alcohol. 



Es decir, la crisis del SENAME en Atacama -y no descarto que se trate de un problema nacional- podría llevar al cierre de hogares y programas que van en directo beneficio de los menores que se hallan en las situaciones descritas.



Señor Presidente, yo me pregunto -hoy día tuvimos una reunión sobre la materia con los Senadores de Renovación Nacional- qué va a pasar con esos niños y jóvenes, quienes en este minuto, debido al cierre de centros de atención, han vuelto a sus casas -algunos fueron abusados en ellas- o quedaron en la más absoluta indefensión.



Por eso, me habría gustado que alguno de los Ministros relacionados con este proyecto de ley hubiera estado presente en la discusión.



Pese a lo grave de la situación de los jóvenes infractores de ley y de los menores afectados en sus derechos, parece que ello no le importa a nadie.



Estamos tramitando un proyecto, y no sabemos qué va a pasar con un centenar de menores en mi Región. Pero qué ocurrirá en otras regiones donde se están cerrando centros y numerosos menores quedan en la más total indefensión.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Le pregunto a la Sala si podemos abrir la votación. Porque esta iniciativa, sobre la que pesa un acuerdo unánime, es de quorum especial.

El señor PROKURICA.- Sí, señor Presidente, pero manteniendo los tiempos. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por supuesto.



¿Les parece a Sus Señorías?



Acordado.



En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- ¿Podría darle la palabra antes al colega Quinteros, señor Presidente? Yo hablaría luego, porque estoy esperando un documento que me enviará la Secretaría de la Comisión. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No tengo problema, siempre que el Senador señor Quinteros lo acepte.

El señor QUINTEROS.- Por supuesto.

El señor ESPINA.- ¡Muchas gracias, Honorable colega!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Para fundar el voto, tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, uno de los temores más difundidos actualmente en nuestra sociedad es el relacionado con la delincuencia juvenil.



Todos los días la televisión recoge uno o más hechos. Se mezclan delitos graves y faltas menores. Pareciera una amenaza creciente e incontenible. Hay en las víctimas una sensación de impunidad y desprotección.



Sin duda, se trata de un problema real, aunque la percepción ciudadana no necesariamente va de la mano con las cifras. El porcentaje de menores involucrados en delitos ha ido disminuyendo y es inferior al diez por ciento, mas es efectivo un aumento en la reincidencia.



El clima en la opinión pública se traduce, naturalmente, en una sola conclusión: la demanda de penas más duras, con privación verdadera de la libertad. Pero, paralelamente -y con razón-, desde la academia y otros segmentos de la opinión pública se enfatiza en las condiciones sociales generadoras de la delincuencia y en la necesidad de proteger y rehabilitar a los menores, más que en la aspiración de justicia y reparación para las víctimas de ilícitos. Se pone de relieve especialmente la grave vulneración de derechos dentro de los recintos del SENAME.



Ambas visiones apuntan correctamente a una parte de la verdad, pero juzgo posible una aproximación más integrada y menos polarizada. Estimo factible y, aún más, un deber compatibilizar la exigencia de protección para los menores involucrados y para las víctimas de sus delitos. El sistema debe ser capaz de satisfacer los dos objetivos. Si uno de ellos falla, entonces todo el sistema será cuestionado.



Es un escándalo que niños no estén al cuidado de un adulto realmente responsable y que luego de delinquir sean abusados en recintos públicos o privados destinados a resguardarlos. También lo es que personas se sirvan de menores de edad para cometer ilícitos y se amparen en el manto de protección que la ley les proporciona a niños y adolescentes.



La verdad es así de compleja: por una parte, los jóvenes infractores de ley son también personas vulneradas en sus derechos que requieren una atención prioritaria del Estado, y, por la otra, las víctimas de delitos exigen justicia, proporcional a la edad de los autores, pero justicia al fin.



Lo principal es la reinserción y protección del menor, pero no se puede descuidar la justicia.



Debemos tener claro que si un adolescente llega a participar en un ilícito es porque previamente se ha vulnerado gravemente uno o más de sus derechos: el de vivir en una familia que lo cuide o el de ser protegido por la comunidad, el de recibir educación y atención de salud, el de no trabajar.



Pongo en especial relieve el derecho a la salud. Normalmente, los menores que llegan a delinquir presentan un daño relevante en su salud mental y la cobertura de atención especializada es muy baja. El nuevo servicio debe contar con las capacidades suficientes para hacerse cargo del déficit.



El Ministerio de Salud es tanto o más importante que el de Justicia en la tarea. Muchas veces observamos que las autoridades de salud reaccionan rápidamente ante cualquier brote de enfermedad, así sea de efectos menores en la población, pero no las veo haciéndose cargo de la verdadera crisis de salud mental que afecta a la población infantil y adolescente.



Lo propio debe hacer Educación, que ha de poner a disposición de estos menores una oferta educativa especializada que hoy día es escasa y muy débil.



Por eso es tan importante que el nuevo Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil actúe en coordinación con otras agencias del Estado. De otra manera, su labor no será fructífera y en lo único que habremos avanzado será en la separación de niños vulnerados infractores y no infractores de ley.



Concurro con mi voto a favor de la iniciativa.



Estamos reformando uno de los actores del sistema, pero se requiere que todos ellos: jueces, fiscales, defensores, policías, el nuevo servicio y organismos colaboradores revisen su accionar en función del cumplimiento de los fines que demanda con urgencia la sociedad.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, he escuchado atentamente las intervenciones anteriores y, sobre todo, la exposición del Senador señor Larraín. Por lo tanto, quisiera referirme a aspectos adicionales para completar la información de la Sala.



Parto por consignar que el Comité de los Derechos del Niño expresó textualmente en 2002 que observaba “con preocupación que actualmente el SENAME aún tiene a cargo tanto a los niños que necesitan cuidado y protección como a los que tienen conflictos con la ley”. En ese sentido, recomendó establecer “dos sistemas claramente separados”.



Han pasado quince años desde que el organismo internacional advirtió que no era aconsejable, sino dañino y absolutamente contrario a toda la experiencia internacional que un organismo juntara a menores vulnerados en sus derechos y afectos a medidas de protección con menores infractores de ley. La razón es obvia: todos ellos tienen que ser intervenidos, por cierto, pero con programas y procedimientos absolutamente distintos unos de otros.



El Presidente Piñera presentó en 2012 un proyecto en la materia, y el Gobierno actual lo paró: nunca lo tramitó. Alguien podrá decir que era posible mejorarlo. Pero si cada vez que asuma una nueva Administración la costumbre será que una iniciativa que avanza se paralice por llevar la firma del exmandatario, quiero subrayar que vamos por muy mal camino. Porque si el Gobierno consideraba que ese planteamiento, que apuntaba a los niños vulnerados en sus derechos y a los infractores de ley, era imperfecto o se debía modificar, lo razonable era que formulara indicaciones sustitutivas, y hoy día contaríamos con una legislación vigente.



¡Han transcurrido otros cuatro años y no se ha avanzado nada!



Deseo agregar que ello reviste mayor gravedad, porque el propio mensaje del proyecto que nos ocupa, enviado durante el año pasado por el Gobierno con relación a los menores infractores de ley, que quiere que se reinserten -ello lo mencionó mi Honorable colega Larraín-, dice que, a diez años de la entrada en vigencia de la Ley sobre Responsabilidad Penal Adolescente, el sistema “no logra reinsertar ni se muestra eficaz en términos preventivos. No solo por cuanto refleja los problemas que enfrenta el proceso penal para aclarar o resolver los diversos casos denunciados, sino que, además, por la total ausencia de contenidos realmente disuasivos en las sanciones dispuestas”. O sea, se expone que dicho cuerpo legal no ha cumplido ninguno de sus objetivos.



Simplemente para entregar un antecedente de nuestra realidad, quisiera consignar que hay cerca de 40 mil adolescentes infractores de la ley penal, según datos del Ministerio Público.



Actualmente, nueve mil 806 niños y adolescentes se hallan afectos a alguna medida por haber infringido la ley y cometido un delito.



Y escuche, señor Presidente: cinco mil 92 sometidos a centros del SENAME -o sea, el 51 por ciento- ¡son mayores de edad! Son “niños” mayores de edad en un sistema de menores de edad. Se llega al extremo de que algunos tienen 37 años, o 32, o 28, y se hallan regidos por el mismo procedimiento de un niño de 14.



El modelo se encuentra absolutamente colapsado, sinceramente. Eso se llama “falla multisistémica”.



Y si a ello se agrega la información que ha dado el Senador señor Prokurica en el sentido de que muchos centros que han entregado información han tenido que desistir, porque finalmente no pudieron financiarse con los recursos actuales, encontramos que la situación no puede ser más desastrosa.



Tengo aquí la información de que el 33,1 por ciento de los proyectos residenciales en licitación se pudieron adjudicar, y hubo más de mil 520 plazas desiertas. ¿Qué vamos a hacer con esos mil 500 niños? Se lo pregunto al Senado de la República. ¡Si existe una orden de un juez para que sean sometidos, en un centro de internación, a un procedimiento de reinserción social, y no hay cupos para ellos!



A lo anterior agreguemos ocho mil en lista de espera -ello se vio en la Sala-, de los cuales dos mil son abusados en sus derechos.



Entonces, el desafío hacia adelante es enorme. No se enfrentará con el diagnóstico de lo ocurrido hacia atrás.



La iniciativa en discusión, presentada por el Gobierno, se halla bien orientada. Por cierto, es preciso corregir algunos aspectos, que no puedo dejar de mencionar con un ánimo absolutamente constructivo.



El primero de ellos es que, de manera insólita, no se aborda el caso de los menores de 14 años. ¿Saben Sus Señorías que en Chile no pasa nada con los infractores de ley de esa edad?



Porque uno diría: “A estos niños los meterán a un programa de reinserción social, a una terapia multisistémica, pues algo haremos con ellos”. ¡No hacemos nada! Simplemente, quedan en el aire. Y el proyecto los deja ahí.



En consecuencia, creo que es algo a lo cual tenemos que abocarnos, obviamente, para obtener un mejoramiento, y estoy seguro de que se llegará a un acuerdo.



Después, tampoco se pone el acento, a pesar de pedirlo especialmente la UNICEF, en el rol de la familia como un agente clave de la reinserción social.



¡Si gran parte de los países que han logrado enfrentar el problema de menores vulnerados en sus derechos lo han conseguido con un fuerte acompañamiento de quienes la integran y con la agilización de una ley de adopción! Porque los niños, o están en un centro de internación, o son pasados a una familia de acogida, o finalmente son adoptados.



Mas los menores infractores de ley se encuentran hoy día, por las razones expuestas, en una situación de franca precariedad que resulta difícil de justificar.



El texto tampoco se hace cargo de que no es posible -existe unanimidad al respecto en la doctrina, en los jueces, en los fiscales y en todos los que saben del tema, tanto del Gobierno actual como del anterior y de los que vengan- que haya mayores de 18 años sometidos al mismo procedimiento que los menores de 18. ¡Eso no tiene ninguna justificación! Es una situación que simplemente obedece a un vacío legal no corregido nunca.



Medidas administrativas también debieran efectuar los cambios pertinentes, que espero que se puedan realizar en el futuro.



En seguida, uno de los aspectos positivos del proyecto es que crea el Consejo Nacional de Estándares y Acreditación.



Por primera vez, cada programa tendrá que ser sometido a ese organismo. No cualquier entidad, sea privada o un centro del SENAME, está preparada para atender niños. ¡Tampoco todos los programas son buenos!



¡Y no es un problema solo de plata! Si la pregunta, cuando más de mil programas para menores cuestan una cantidad muy relevante de recursos, es quién acredita a las instituciones, como decía hoy día el Diputado señor Saffirio en la Comisión Mixta que trataba el proyecto sobre la Subsecretaría de la Niñez. ¿Quién asegura que una de ellas se encuentra debidamente preparada?



¿Quién califica como bueno el programa aplicable a un niño? Se están repitiendo los mismos de hace ene tiempo, y la propia Dirección de Presupuestos -esto es lo más curioso- ¡evalúa mal los informes que manda el SENAME!

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor ESPINA.- Cuento con un documento -muchos señores Senadores firmaron conmigo el oficio donde lo pedimos- que lo confirma. ¡Y les seguimos dando plata!



Persiste la enorme ausencia de una consejería técnica que oriente al tribunal en cuanto a la pena idónea.



Cuando un menor comete un delito, la pregunta es qué sanción se le aplica. Pero, para ello, es fundamental que un organismo técnico pueda hacerle una recomendación al juez, sobre la base de las características del niño, del lugar del hecho y de veinte otros factores.



La libertad asistida especial, la libertad asistida y los trabajos en beneficio de la comunidad funcionan muy mal. Estimo que media una cuestión no solo de recursos, sino también de gestión y fiscalización, para que operen adecuadamente.



¿Me puede dar treinta segundos más, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Conforme.

El señor ESPINA.- Muchas gracias.



Todas estas materias son perfectibles. Acabo de decir que el proyecto se encuentra bien orientado. Pero mencioné algunos aspectos que se pueden mejorar y en los que es posible avanzar muchísimo. Para los señores Senadores que continuarán en esta Corporación será un gran desafío y un gran logro sacar adelante una iniciativa de esta envergadura que se halle corregida, con recursos y que realmente permita ir absorbiendo toda la demanda insatisfecha y la falta de atención adecuada.



Quiero exponer, finalmente, un dato no menor. ¿Saben Sus Señorías qué porcentaje de niños y adolescentes que cometen delitos incurren en robo con violencia? El 66 por ciento.



Es cierto lo expresado por un señor Senador en el sentido de que no son muchos los menores que cometen ilícitos, pero lo grave es que están cayendo cada vez más delitos de mucho mayor envergadura…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Su Señoría cuenta con medio minuto más.

El señor ESPINA.- Gracias, señor Presidente.



Entonces, no podemos mirar en menos la situación.



¿Cómo va a ser normal que seis mil 508 niños, representativos del 66,3 por ciento, sean investigados por robos y que cuatro mil 177 se vinculen a robos con violencia e intimidación en las personas?



Francamente, existe un problema de Estado supergrande y que no vamos a resolver simplemente dictando una ley. Media una cuestión de gestión, de involucramiento, de seguimiento por el Senado de las políticas públicas en aplicación, de ver cómo se corrigen.



Pero diría que uno de los grandes desafíos de la justicia y de los próximos gobiernos será avanzar en el terreno de los menores infractores de ley y de los vulnerados en sus derechos.



Voto a favor de la idea de legislar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, a mí me gustaría hacer una breve reflexión, más bien de carácter político, acerca de la iniciativa, de su entorno y de su tiempo.



Creo que nada más útil para tal efecto es considerar sus fundamentos. Después de un largo período de más de diez años de funcionamiento de un sistema que buscó, en lo medular, prevenir la delincuencia juvenil y reinsertar a menores que habían caído en este tipo de conductas, nos damos cuenta -cualquier ciudadano pudo percibirlo en forma bastante clara con anterioridad- de que se registra un profundo fracaso.



El proyecto plantea -y lo valoro- un cambio del sistema, porque, básicamente, ha fallado lo que tiene que ver con la prevención, la reinserción, la diferenciación del sistema penitenciario común y las penas que se aplican en definitiva.



Nos hallamos, por lo tanto, ante un desafío de proporciones.



Comparto con el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra que el planteamiento de la iniciativa, con un grado de urgencia, al final del período presidencial -y lo decimos ya no al fragor de una campaña electoral que tuvo, como todas, momentos de más o menos pasión, sino como una reflexión- no deja de ser una exigencia que lleva a pensar en cuál es el sentido de la medida con relación a los problemas más delicados del país.



A mi juicio, en los últimos dos años no ha pasado nada de mucha envergadura -el primer informe respecto del SENAME se entregó hace ya bastante tiempo- como para que no estuviéramos terminando un proyecto de ley cuyo objeto fuese repensar o reformular todo lo expuesto originalmente con relación al tema, particularmente en prevención, reinserción y cumplimiento de una pena por los menores. Lo cierto es que estamos iniciando un esfuerzo.



Estimo indispensable formular la crítica. Porque es algo que puede pasarle a cualquiera. En poco tiempo más habrá un cambio de Gobierno y quienes hoy día somos opositores pasaremos a ser partidarios del nuevo, lo que no es fácil. Muchos de los que están en las bancadas del frente me han dicho que ser opositor puede cambiar la visión que se mantenga.



Pero este es el tipo de cosas que van más allá de la contingencia política y respecto de las cuales uno se pregunta por qué no fueron prioridad. 



Quizá la razón fue que había ánimos de abordar de manera copernicana otros problemas estructurales del país y no de preocuparse de asuntos angustiosos relacionados con la familia, con los miles de lugares donde la delincuencia juvenil se vincula a los menores pero también a la sociedad.



Dicho de otra manera, la falta de atención oportuna de este tipo de materias genera un costo muy alto: la aparición de decenas o cientos de miles de víctimas, sin que exista una respuesta correcta del Estado a esa problemática.



La reflexión más importante que debemos hacer es qué le pasa a una sociedad o a un gobierno que no logra dar con los tiempos para enfrentar las urgencias sociales del país y que prefiere optar por otros caminos o temas que, a mi juicio, escapan por completo a lo que debería ser prioritario.



Una segunda reflexión tiene que ver con las cosas que faltan.



En efecto, considero que se produce un avance en materia de cambios de penas, aunque ahí se podría innovar con más fuerza. 



Me parece indispensable también abordar de alguna forma lo relacionado con los menores de 14 años. 



Lo digo con un sentido constructivo, con un sentido de país.



Probablemente, cuando uno termina una campaña y ha estado recorriendo las regiones y teniendo un contacto mucho más directo con los ciudadanos puede constatar la desesperación que produce la impunidad con que actúan determinados menores y la falta de sanción o reinserción de otro grupo de ellos.



Entendemos que se trata del primer servicio que se crea en función de lo que era el SENAME, institución que con solo nombrarla genera un mal espíritu y un mal ambiente por ser, lamentablemente, un símbolo de fracaso.



Valoro que por lo menos se haya dado el paso, aunque lamento profundamente que fuera en el atardecer de un Gobierno y no en sus momentos iniciales, pues la Administración anterior dejó planteada precisamente la necesidad de enfrentar este problema.



El Senador Larraín, que informó el proyecto, explicó en parte los argumentos que los distintos invitados formularon en cuanto a qué significa esta nueva institucionalidad; expresó ciertas dudas sobre cuáles pueden ser los grados de burocracia o de superposición de funciones y  apuntó a cómo se puede controlar de verdad este cambio muy importante que debe ocurrir en el escenario juvenil.



Con tales consideraciones, al igual que todos -entiendo-, aprobaremos la idea de legislar. Pero no cabe duda de que, a diferencia de otros proyectos, donde uno más bien espera la fijación de un plazo breve para presentar indicaciones a fin de cambiar o mejorar un punto determinado, la discusión en particular de esta iniciativa debe ser muy profunda, pues existen muchos temas que se deben resolver de manera diferente, tal cual se planteó en la Comisión de Constitución, el órgano técnico que estudió esta normativa.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, pocos de los temas que se debaten en el Senado tienen un carácter más desgarrador que el de la falta de protección por parte del propio Estado hacia personas de cuyo cuidado está responsabilizándose: niños con derechos vulnerados en su familia, niños que han cometido una infracción. Se trata de menores de 14 años a los cuales el Estado no les brinda una protección adecuada.



Hemos conocido hechos que han llamado la atención de la opinión pública vinculados a la situación de aquellos que están siendo custodiados por el SENAME y también por otras “instituciones” -entre comillas-, que son privadas.



Se ha dicho que existe una pobreza multidimensional en la mayor parte de los niños infractores. Eso es cierto. Yo represento a una Región donde más de 30 por ciento de los niños caen en esa categoría. Y, en verdad, es un problema del que no podemos responsabilizar solo a un sector político.



Los Senadores de las bancadas de Oposición señalaron que la responsabilidad recae en los gobiernos de Izquierda, o de Centro Izquierda. Y manifiestan que el Presidente Piñera presentó un proyecto en 2012. Bueno, tuvo un año y medio de gobierno para ponerle urgencia, discutirlo y aprobarlo.



Pero no quiero llevar este debate a un tema político menor. Quiero, primero, hacer un mea culpa de todos los gobiernos, pues no hemos puesto en relieve la prioridad que debe haber no solo en los intereses superiores del niño, sino también en los intereses superiores de la sociedad, que igualmente se siente desprotegida, que advierte que cuando hay delitos violentos existe impunidad.



Por lo tanto, ni la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente ni los cuidados -o “descuidados”- del SENAME corrigen el problema o logran la reinserción de menores que incurren en actos de violencia o de infracción a la ley.



Sin duda, este proyecto llena vacíos importantes, le da más facultades al SENAME y hace la diferenciación en el tratamiento entre menores y mayores de 14 años infractores de ley, así como también respecto de aquellos vulnerados.



El diagnóstico que se ha hecho puede ser certero -no soy especialista en la materia-, pero a mi juicio hay una debilidad que estamos eludiendo: aunque existe una opinión compartida en lo relativo a las causales por las que la mayoría de los menores incurren en infracción, hay una debilidad precisamente en la desprotección en que el Estado ha dejado, más que al menor, al grupo familiar.



Entonces, cuando empiezo a revisar las más de 150 páginas del voluminoso boletín comparado que contiene esta iniciativa, que pretendemos aprobar, veo que va en la dirección correcta, a pesar de que la considero mezquina a la hora de dar respuesta al diagnóstico asertivo que tiene que ver con la falta de hogar, de familia, de afecto, de cariño.



No lo veo en el texto.



Uno de los artículos señala: “El SENAME dirigirá especialmente su acción:


“1) A los niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos, cuando esta situación tenga como causa principal:



“a. La falta de una familia u otra persona legalmente responsable que se haga cargo de su cuidado personal;



“b. Acciones u omisiones de los padres o de las personas que tengan su cuidado personal;



“c. La inhabilidad transitoria o permanente de estas personas para velar por los derechos de aquéllos sin ayuda del Estado”, etcétera.



En definitiva, se reconoce en quienes están al cuidado de los niños una debilidad en cuanto a cómo garantizar una formación con principios, valores, afecto, cariño, que invite a aquellos a aprender cómo construir una sociedad que respete sus derechos y los de terceros.



El programa Familias de Acogida es bastante marginal dentro de este proyecto de ley.



Espero que durante el debate en particular se produzca una dimensión masiva en lo relativo a atender los problemas surgidos por la falta de cuidado hacia los menores; que se tienda al fortalecimiento de la familia o a confiar el cuidado de menores a familias que les entreguen cariño, que puedan darles hogar.



Hay muchísimos casos de familias sin hijos -matrimonios o grupos cercanos a la Iglesia o a las confesiones religiosas- que desean tener uno y que perfectamente podrían hacerse cargo de la mayoría de los niños menores de 14 años que se hallan en condiciones de infracción o vulneración por falta de afecto, de cariño.



El proyecto se refiere principalmente a cómo regulamos el Estado (¡muy bien!), a cómo le damos facultades al SENAME (¡muy bien!). Pero, ¿en qué momento, de manera sustantiva, respaldamos la existencia de un programa vigoroso, musculoso, masivo, que apunte a que las familias se hagan cargo de estos niños?



Muchas familias lo podrían hacer. Y de la misma manera en que se evalúa a las instituciones, que no les dan un hogar ni cariño, evaluemos a esas familias. Capacitémoslas para los efectos de que efectúen una buena labor en materia de prevención o de reinserción o de darles afectos a los niños. La idea es que estos se sientan partícipes de un grupo humano que los integra.



La mayoría de los jóvenes que delinquen están en las esquinas y no en sus casas. Se crían en la calle. ¿Por qué? Por la falta de cuidado, porque la mamá trabaja o es jefa de hogar que tiene uno, dos, tres hijos, y no puede dejarlos con nadie.



Por tanto, no es suficiente que tengamos salas cuna, jardines infantiles. Para muchos de estos niños necesitamos un programa robusto, más generoso en materia de atención de estos afectos.



Señor Presidente, a mi juicio, el proyecto va en la dirección correcta, pero deberían fortalecerse los aspectos que he señalado.



Voto favorablemente, porque se trata de una iniciativa muy muy esperada no solamente por los niños y jóvenes, sino también por toda la ciudadanía.



He dicho.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, han pasado 27 años de la ratificación de la Convención Internacional de los Derechos del Niño y la verdad es que nuestras políticas públicas en materia infanto-juvenil siguen siendo fraccionadas, precarias, focalizadas y, en general, carecen de una institucionalidad articuladora. Lo más grave es que todavía se siguen manejando modelos y diseños propios de los años sesenta, con esa suerte de justicia tutelar, asistencialista.



Necesitamos no solo abordar la realidad de los niños en situación irregular, sean víctimas o victimarios, sino también dar protección efectiva al conjunto de los niños y niñas de nuestro país.



Obviamente, el proyecto que nos ocupa apunta en esa dirección, por lo que constituye un avance notable. Sin embargo, también hay que reconocer que el actual sistema penal adolescente no logra reinsertar a los menores, no se muestra eficaz en términos preventivos ni ofrece criterios de especialización o, al menos, una diferenciación sustantiva respecto del sistema penitenciario adulto. 



Por consiguiente, estamos hablando de un cambio sustantivo que establezca criterios de especialización y de descentralización, debido a la propia realidad de las regiones, mencionada aquí por algunos Senadores; así como un modelo sistemático de intervención y la multisectoralidad que significa abordar un problema complejo desde múltiples perspectivas.



El sistema penal juvenil chileno, al no ajustarse a esos principios, no evolucionó hacia la especialización estructural. Los jueces, los fiscales a lo más toman algunos cursos de capacitación, pero no existe una especialización estructural semejante a la que reciben las defensorías profesionales con dedicación exclusiva a esta labor compleja y difícil.



Las causas de adolescentes se tratan bajo la misma lógica que las de los adultos, razón por la cual existen problemas alarmantes, como la gran cantidad de jóvenes en internación, incluso provisoria, que posteriormente no son condenados a pena privativa de libertad y que, sin embargo, pierden años completos.



Salvo en la Región Metropolitana -esto tiene que ver con el centralismo-, solo existe un centro por región. De manera que los jóvenes que no viven en la ciudad donde aquel se ubica deben viajar constantemente para poder cumplir su pena, permaneciendo, muchas veces, durante el día, en una ciudad que les es ajena, sin apoyo familiar, sin un adulto responsable a cargo, sin saber qué hacer ni adónde dirigirse. Eso explica también el alto número de reincidencia que registra nuestro sistema.



El proyecto de ley crea un nuevo Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil, como un servicio público descentralizado que deberá implementar políticas de carácter intersectorial, así como desarrollar programas que contribuyan a modificar la conducta delictiva y promover la integración social de los jóvenes.



Sin embargo, sería interesante abrirse a fórmulas más flexibles, también de colaboración, no solo del Estado, sino de la sociedad civil organizada. Por ejemplo, la labor de las iglesias, sobre todo evangélicas, en las cárceles es digna de ser estudiada como una fórmula para enfrentar los sistemas, especialmente en materia de reinserción social de los niños infractores, tomando en cuenta que, muchas veces, ellos son víctimas de sus propios familiares, que son infractores, lo cual da cuenta de una situación muy compleja.



Por otra parte, en este diseño, las direcciones regionales tendrán un rol protagónico en la operación de dichos programas, lo cual se agradece. Se espera que ejecuten un proceso de monitoreo y de asesoría técnica con normas, criterios y estándares claramente exigentes.



Este nuevo sistema debe incorporar también diferentes instancias de planificación y coordinación con todos los actores involucrados en el ámbito de la justicia juvenil. Entiendo que en esa instancia va a trabajar la Comisión Nacional de Reinserción Social Juvenil con el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, lo cual es valioso.



Asimismo, resulta necesario expresar la intersectorialidad en el territorio, incorporando una Comisión Operativa Regional que contemple la contratación de profesionales especialmente dedicados a la gestión de red, lo que el proyecto, por cierto, ya considera. 



Además, se requiere un sistema integrado, transparente, que mantenga un modelo de canalización de programas donde estos sí tengan acreditación, se liciten, reciban recursos, se monitoreen y se fiscalicen en forma permanente. Ahí es donde la creatividad y la participación de la sociedad civil pueden efectuar un aporte extraordinario.



Es difícil que el Estado como tal pueda resolver procesos que pretendan la recuperación de niños vulnerados o que, de vulnerados, pasaron a ser vulneradores de los derechos de otros niños, o incluso de adultos, en los casos de delitos que aquí se han reseñado.



Por último, el proyecto aborda también la especialización de los operadores del sistema de justicia. Se procura alcanzar el mayor grado de especialización posible; se propone el establecimiento de un tribunal de garantía de carácter especializado, en tres jurisdicciones, lo que es un avance, y la generación de salas de dedicación exclusiva, en siete jurisdicciones en total, lo que deberá acompañarse con reglas y normas que favorezcan la dedicación preferente en los demás casos, centrados en aquellos recursos que concede el manejo de la agenda de los tribunales y la gestión de las causas.



Esperamos que con este proceso de modernización y de especialización mejore la calidad de las intervenciones, de las sanciones y de las medidas, las que sean adecuadamente seguidas y fiscalizadas, focalizando esta política en los grupos prioritarios, a fin de poder identificar las variables que inciden, no solo en el delito, sino también en la victimización y, a su vez, en la suerte de impunidad que aquí se ha señalado. Son situaciones que todavía no encuentran una respuesta apropiada.


En cuanto a la preocupación planteada por el Senador Espina sobre qué pasa con los infractores menores de 14 años, cabe decir que aquí literalmente hay un vacío completo y una suerte de impunidad, lo que deja expuestos a los niños a los propios delincuentes profesionales, que los utilizan aprovechándose de esa licencia.



También debemos enfrentar los casos en que los familiares son infractores de ley y, muchas veces, abusadores de los derechos más esenciales de sus propios hijos o parientes a cargo.



Me parece que en esos aspectos podríamos trabajar un poquito más el proyecto y mejorarlo.



Finalmente, reitero que a 27 años de la ratificación de la Convención Internacional de los Derechos del Niño esta iniciativa, aunque sea algo tardía, representa una respuesta ya más sustantiva, más global, más integradora, por lo que, naturalmente -es lo que suponemos todos-, tendrá el apoyo unánime de la Sala.



Muchas gracias.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, también me sumo al respaldo del proyecto, que votaré a favor.



Comparto algo que sostuvo el Senador Alberto Espina: no podemos estar dependiendo del gobierno de turno para hacernos cargo del tema de los niños.



Es realmente una vergüenza, no sé si por un problema de egos o de visiones, que en cada gobierno partamos de cero porque el respectivo Presidente quiere poner su firma o su huella en la iniciativa pertinente.



Acá estamos hablando de una materia que es tremendamente importante.



Me alegro de que se cree un Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil y, fundamentalmente, de que sea descentralizado. Porque, probablemente los programas de reinserción en Coihaique no tienen nada que ver con los que se necesitan en La Serena.



Por ejemplo, en el CERECO de Coihaique las personas que están a cargo de la educación de los niños no son profesores, no están preparados para enseñar, pero obviamente cuentan con el respaldo del SENAME, de sus dirigentes gremiales. Y, naturalmente, eso no es bueno para los adolescentes que han infringido la ley penal.



Creo que es muy importante tener gente competente en esta materia. Las personas a cargo del Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil deberán serlo. 



¿Qué significa eso? Que las máximas autoridades de dicha institución sean nombradas mediante el Sistema de Alta Dirección Pública. Se requieren profesionales que sepan del tema y no personas que vivan de esta actividad, sin perjuicio de lo legítimo que es trabajar en cualquier área.



Además, resulta fundamental tener no solamente buenas ideas, sino también información, a fin de que las medidas y las sanciones propuestas sean adecuadas para rehabilitar y reinsertar a los adolescentes infractores de ley.



En ese sentido, ¡por Dios que es importante disponer de un sistema unificado de información! Hoy día no contamos con uno. 



¿Qué pasa con los adolescentes que están en centros del SENAME por haber infringido la ley penal? 



¡Cómo no va a ser relevante saber, por ejemplo, que el 66 por ciento de los menores infractores de ley están privados de libertad o cumpliendo sanciones en régimen semicerrado por delitos violentos!



El Senador Espina lo dijo: 66 por ciento de ellos cometió robo con violencia o intimidación en las personas. 



¿Qué pasa? ¿Por qué ahora los delitos son más violentos?



La gente hoy día no reclama tanto por un hurto, por algún delito que afecte la propiedad, sino por el nivel de violencia en los ilícitos. Es el caso de los portonazos, entre otros.



Mi convicción es que la droga se ha metido muy fuerte. ¡Por eso los delitos son más violentos!



Se requiere no una sanción accesoria, como dice el proyecto, sino medidas rehabilitadoras. Hoy día no existe cobertura de programas para rehabilitar a la gran mayoría de los jóvenes con adicción a las drogas. Por tanto, ¡siguen delinquiendo! De alguna manera pierden los límites, la inhibición. Y para financiar el consumo de pasta base, entre otras drogas, obviamente siempre está la tentación de robar con violencia o con fuerza en las cosas.



 Por otro lado, es importante la creación del Consejo de Estándares y Acreditación. 



No decimos que los privados no puedan administrar el sistema. Pero, si lo hacen, que cumplan requisitos muy exigentes. Hoy día no tenemos mecanismos de acreditación adecuados. A mi juicio, el referido Consejo permitirá velar por la calidad de la prestación. No se trata solamente de más recursos, sino también de mejores prestaciones.



Señor Presidente, escuché a los Senadores de la Región del Libertador Bernardo O’Higgins hablar de un tema distinto: de los niños en riesgo social en los OCA (Organismos Colaboradores Acreditados). Se cerró un hogar en la Sexta Región y los colegas de la zona señalaban que esos menores no tienen dónde estar.



Nosotros vivimos una situación similar en Aisén.



Unas monjitas italianas estaban a cargo de un hogar -perdón por decirlo de una manera tan coloquial-, con ovejitas, con pasto, con el paisaje de la Patagonia, y estimulaban a los niños. La madre Mariucha estaba al frente. Y el SENAME le dijo: “Usted no cumple los nuevos estándares que fijamos para la institución. ¡Cierre!”. 

El señor PROKURICA.- ¡Exacto!

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¿Y dónde están los menores ahora?

El señor WALKER (don Patricio).- Ese hogar fue reemplazado por la Fundación Mi Casa; fue reemplazado por Renuevo; fue reemplazado por una cabaña turística. ¡Una cabaña turística!



¿Y adónde se fueron esos niños en riesgo social (en este caso no estamos hablando de infractores de ley penal)? A la Décima Región, a la Novena, a la Octava, a la Metropolitana, adonde encontraran hogares de menores disponibles. 



¿Y el vínculo con la familia? ¡Murió! ¡Ya no existe!



¿Y quién se hace cargo, quién responde por eso? ¡Nadie!



Afortunadamente, en la Ley de Presupuestos conseguimos 900 millones de pesos para hacer un CREAD en Coihaique, porque los privados ya no se interesan.



¡Eso es vergonzoso! 



Lo mismo pienso respecto de las instituciones que se hacen cargo de situaciones más difíciles, como las que atienden a los adolescentes infractores de ley penal.



Con relación a los adultos internos en centros del SENAME, me impresionó la cifra que dio el Senador Espina: 5.092. La anoté porque me llamó la atención. 



¡No puede ser que en esos lugares haya personas de hasta 37 años!



¡Qué pasa con la contaminación criminógena!



Realmente, estamos en la prehistoria en materia de infancia en este ámbito. 



Lo digo con toda crudeza, pero sin generalizar. Algunos, por obtener más votos, generalizan y desprestigian a todo el mundo. Ante ello, ¿qué hacen las instituciones que funcionan bien, como María Ayuda, el Hogar de Cristo (podríamos dar mucho ejemplos)? Muchas cierran porque pierden la motivación. ¡Para qué conseguir donaciones y ayudar si al final un Diputado por ahí se pone creativo meses antes de las elecciones y desprestigia a todos por igual para sacar más votos!



¿Hay que hacer de nuevo el SENAME? ¡Por supuesto! Para eso es el proyecto que lo reemplaza.



Ya aprobamos la iniciativa que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez. Además, estamos tramitando el proyecto relativo al sistema de garantías de los derechos de la niñez, texto que hay que mejorar. En la agenda también está la propuesta legislativa en análisis y la que crea la Subsecretaría de la Niñez.



Pero, ¡por favor!, si no incentivamos a profesionales competentes con buenos sueldos, vamos a seguir teniendo en los hogares personas que ganan -lo digo con todo respeto- mucho menos que una trabajadora de casa particular. ¡Mucho menos! Y son quienes en múltiples casos incurren en violencia contra los niños, lo cual ocurre con mayor razón en los centros que reciben a jóvenes infractores de ley penal.



No me quiero referir al detalle de la iniciativa en análisis.



Se establecen mínimos y máximos para las sanciones. Me parece bien.



Respecto a la sanción de multa, se limita su aplicación, por ser regresiva y discriminatoria.



Se propone una nueva regulación para los concursos de delitos.  ¡No se pueden sumar las penas! Tiene que aplicarse la del delito más grave. Si no, se llega a penas francamente desproporcionadas.



Con relación a las reglas del concurso para delitos cometidos como adolescente y como adulto, me parece que la iniciativa resuelve bien la situación, particularmente en lo relativo a la aplicación de la pena en régimen para adultos.



Respecto a la aplicación de penas de conformidad con un informe técnico, considero fundamental que exista un sistema unificado de información que permita al juez determinar una pena que no solamente sancione, sino que también ayude a rehabilitar y a reinsertar. Porque los casos de las personas que cometen infracción a la ley penal no son iguales.



El 50 por ciento de los presos en Chile provienen del SENAME. ¡Eso es una vergüenza, un escándalo!



Claro, el otro 50 por ciento -el vaso medio lleno- después no va a la cárcel. Probablemente, son los menores que están en María Ayuda, en el Hogar de Cristo, en fin, en instituciones que trabajan a nivel no residencial, sino de día con los niños. 



¿Cuántos menores están hoy sin programas ambulatorios por falta de recursos?



¡Muchos programas de explotación sexual comercial infantil han cerrado!



Varias veces hablé con la ONG Raíces y con la actriz Claudia Pérez, quien trabaja para rehabilitar a las niñitas que han sido explotadas sexualmente.



Bueno, muchas de esas instituciones tienen que cerrar por falta de fondos. ¡Y eso no puede ser! ¡Es una vergüenza!



Señor Presidente, le pido un minuto más, como se lo ha dado a otros colegas, para concluir.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Lo tiene, Su Señoría.

El señor WALKER (don Patricio).- Gracias.



Creo que es importante ser menos vagos y establecer criterios para la individualización de la pena. Hoy día el marco es muy genérico. Se presta para mucha discrecionalidad, lo cual a veces se convierte en arbitrariedad. Por tanto, fijar criterios para una correcta individualización de la sanción es algo positivo.



En cuanto a la regulación de la mediación, se incorpora un párrafo para considerarla como un modo alternativo de resolución de conflictos.



Señor Presidente, no alcanzo a hablar de otros temas, pero sí quiero decir que hay que aprobar la iniciativa que reforma el sistema de adopción con el fin de apurar los trámites para adoptar -ojalá los niños en riesgo social no fueran a hogares de menores-, y en el proyecto que nos ocupa se requiere tener programas de reinserción efectiva, porque hoy día no se cumplen los objetivos de la ley establecidos hace diez años.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, generar una política nacional de la infancia es una urgencia para el país. Y cuando uno habla de una política nacional de la infancia está hablando, por una parte, de institucionalidad, por otra, de recursos, y por otra, de foco. 


En ese contexto, nosotros hemos insistido en la necesidad clara y evidente de avanzar, por ejemplo, en distinguir en el SENAME entre los menores infractores de ley y aquellos que han sido vulnerados en sus derechos. Pero esto también se relaciona con programas efectivos de rehabilitación.



Hace unas semanas el Senador Espina mencionaba, en este mismo Hemiciclo, las condiciones en que se encuentran hoy día los hogares cerrados y semicerrados desde el punto de vista de los programas de rehabilitación. Es penoso ver que no existen alternativas para un joven que quiera reinsertarse; más aún, las tasas de reincidencia de menores infractores de ley bordean el 80 por ciento, lo cual habla de un Estado fallido desde la perspectiva de la protección de la infancia.



Sin embargo, aquello de lo que fundamentalmente se habla (la distinción en la institucionalidad del SENAME) también debiera ocuparnos en otras materias que son importantes y que, de alguna manera, ha reseñado el Senador Patricio Walker, con quien integro la bancada por la infancia. 


Ello dice relación, por ejemplo, con disminuir los plazos de declaratoria de susceptibilidad para una adopción. Esperar dos años para un proceso de este tipo claramente significa abandonar a los menores, sobre todo considerando los promedios de edad de aquellos que son adoptados por padres chilenos. Efectivamente, un menor declarado susceptible pero de una edad relativamente avanzada no tiene otra alternativa que ser adoptado, al final, por padres extranjeros, lo cual provoca un problema adicional.



La modificación de la Ley de Adopción es absolutamente indispensable.



Hemos hablado de una nueva institucionalidad para el SENAME, de una Subsecretaría de la Niñez, de un Defensor de los Derechos de la Niñez, de la urgencia de modificar la Ley de Adopción, pero también es necesario entender que se debe realizar un esfuerzo sustantivo en relación con los recursos que hoy día se destinan, particularmente a aquellos menores vulnerados en sus derechos que se encuentran en hogares del SENAME.



Esta es una lucha que se dio. 



Quiero felicitar el trabajo que se realizó en la Comisión Especial de la Infancia, encabezada por el Senador Patricio Walker, y la labor que efectuamos, conjuntamente, en la bancada por la infancia, que también integra el Senador Letelier, para que estos temas estuvieran en la agenda pública. Destaco, además, la especial preocupación que ha tenido por estos asuntos, entre otros, el Senador Baldo Prokurica, lo que demuestra cuán necesario y urgente es entender que los niños están primero, no simplemente como una frase vacía o una frase de campaña, como podría parecer. Cuando uno habla de que los niños están primero en la fila, se refiere a la conveniencia de priorizar las necesidades de nuestro país con recursos que son escasos.



¿Dónde deben estar las prioridades? Por supuesto, en los menores.



La posibilidad de revisar la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil también involucra una necesidad urgente en un país como el nuestro, en el cual pocas veces hay revisión o seguimiento de las políticas públicas. Por lo tanto, hay que hacer una revisión o un seguimiento desde la perspectiva de la eficacia y la rehabilitación, no con un afán meramente punitivo, sino, más bien, con un propósito rehabilitador, para determinar el efecto de dichas políticas en los menores. Por eso, repito, hay que revisar la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil.



Esto es un avance en esa dirección.



Un concepto que a mí me tiene preocupado dice relación con el sesgo que existe respecto de los hogares de menores. Efectivamente, hay algunos en los cuales las condiciones en que se encuentran los menores no se condicen con la dignidad que ellos requieren. Obviamente, se debe hacer un esfuerzo sustantivo por cambiar eso.



Se consiguió un aumento de recursos en la Ley de Presupuestos que marca una dirección, pero que no satisface claramente toda la demanda. Y, en ese contexto, vuelvo a insistir: lo que no podemos hacer es que aquellas instituciones que hoy día están haciendo un esfuerzo sustantivo en esta materia, supliendo o subsidiando al Estado, finalmente se encuentren con las manos atadas en la nueva legislación. Estoy hablando de organizaciones como el Refugio de Cristo, María Ayuda, el Patronato de los Sagrados Corazones, por mencionar solo algunas. Otra es el Sanatorio Marítimo San Juan de Dios, que atiende a los niños más vulnerables de los vulnerables: cincuenta y dos niños con multidéficit. Lo mismo el Pequeño Cottolengo.



Entonces, uno se pregunta dónde está el Estado. ¿Puede este hacerse cargo solo, por sí y ante sí, de la situación de los menores más vulnerables? Hoy día, con los recursos de que se dispone, claramente no. Por tanto, debe existir capacidad para que instituciones como las mencionadas, que han hecho un esfuerzo sustantivo en esta materia, cuenten con apoyo estatal. 



Este es un proyecto que estamos discutiendo en general y que, por supuesto, vamos a aprobar. Instituir un consejo de acreditación, establecer y exigir planes de rehabilitación e introducir modificaciones a la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil va en la dirección correcta.

Esta iniciativa va a recibir, sin lugar a dudas, un cúmulo de indicaciones, pero, ciertamente, representa el comienzo de una discusión que nuestro país no ha hecho. ¿Por qué? Porque invisibilizamos algunas temáticas: se invisibiliza a los menores vulnerados en sus derechos, lo mismo que a aquellos que sufren maltrato. El índice de maltrato reportado por organismos internacionales (cercano al 70 por ciento de los menores en Chile) habla de una realidad crítica. Los problemas de una institucionalidad débil hablan de una situación que requiere una oportuna y necesaria política pública. 



Otros hechos invisibilizados son, por ejemplo, las 13 mil 500 familias que viven en campamentos en mi región, o las 40 mil en la misma condición que existen en todo Chile, así como la ausencia de una política nacional del adulto mayor.



Abocarnos al tema de la infancia y entender que los niños están primero implica tener claro que aquí se requiere una visión pluridimensional; una visión que sea capaz de abordar el problema no solo con recursos e institucionalidad, sino también con voluntad política. Hay que asumir que los niños están primero no solamente cuando se hace campaña o para expresar una frase que genere eco, sino para entender que aquella es una necesidad ineludible de la cual Chile debe hacerse cargo.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, celebro que estemos aprobando esta iniciativa y, de paso, saludo al señor Ministro de Justicia, que nos acompaña.



Este proyecto responde a una necesidad: la necesidad de separar la situación de niños vulnerados en sus derechos de la realidad de una política pública relativa a jóvenes que requieren reinserción social por ser infractores de la ley.


Estamos creando una institucionalidad -permítanme decirlo: vi que estuvo el señor Ministro de Hacienda un rato con nosotros, pero lamento que no esté ahora-, y espero que la cantidad de recursos que queremos invertir en esto tenga alguna relación con los recursos que debemos destinar a los niños de Chile.



El problema -lo ha mencionado el Senador Montes en varias ocasiones en la Sala y es una convicción de los Senadores de la bancada del Partido Socialista- es que Chile debe tener una política para sus niños, niñas y jóvenes.


No nos estamos haciendo cargo de que la realidad de estos niños, niñas y adolescentes ha cambiado en la sociedad.



El proyecto aborda solo una dimensión de los jóvenes infractores. Pero lo que tenemos que ver es cómo evitamos que los niños lleguen a esa realidad. Hay situaciones en las que el problema no solo es que los jóvenes tengan responsabilidad penal. Existen casos de niños de 13 años que encabezan bandas, algunos de 12 están metidos en el delito, y requieren un tipo de política pública que vaya más allá de lo propuesto en esta iniciativa.


Este es un Servicio Nacional que se hace cargo de las medidas y sanciones que establecen esencialmente los tribunales. A mi juicio, no se avanza lo suficiente en un diseño más detallado que separe a los niños y niñas o jóvenes que cometen delitos e infracciones por primera vez de aquellos que son reincidentes. No se abordan los temas de segregación entre un tipo de joven y otro, aspectos que, en nuestra opinión, deben ser estudiados.



Entendemos la importancia de tener una institucionalidad que se especialice y focalice en estas materias. ¿Es correcto pensar que terceros pueden administrar esto? Sinceramente, nos preocupa. 



Consideramos que, en ese sentido, requerimos un debate más detenido en el diseño planteado.



Quiero proponer que cuando pasemos a la discusión en particular comparemos el presupuesto que se quiere asignar a esta institucionalidad, la cantidad de niños y jóvenes involucrados, y lo que se establece en el proyecto de ley de garantías de los derechos de la niñez, considerando que esos niños y niñas han de tener abogados que los defiendan cuando sean vulnerados en sus derechos si se quiere prevenir que caigan en comportamientos que lleven a que el Estado los aborde.



Señor Presidente, por cierto votaremos a favor del proyecto.



Nos preocupa más qué pasará con el SENAME futuro; es decir, con el servicio que estará abocado no a la situación de quienes caen en el delito, sino a la protección de los niños vulnerados.



El Senador Patricio Walker se refirió a lo que pasa en la Región de O’Higgins.


Nuevamente se cierra una congregación italiana, con un rol social tremendamente importante, pero público, que le corresponde al Estado de acuerdo a la Convención sobre los Derechos del Niño. Se termina una institución que durante mucho tiempo fue encabezada por un sacerdote destacado, el padre Alceste Piergiovanni, a quien se le dio la nacionalidad chilena por especial gracia por la obra que realizó en la Región por una institucionalidad que ahora se cierra para aquellos que son sujetos de vulneración.



Este texto es para el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil. Espero que incorporemos conceptos de segregación de los niños infractores; que abordemos qué pasa con los infractores de ley menores de 14 años, y que discutamos cómo hacer prevención. 



Votaremos a favor. Sin embargo, quiero plantear mi inquietud en cuanto a que los recursos deberían estar centrados en la prevención para que los niños y niñas no caigan en esta situación, en el apoyo a familias que muchas veces no tienen los instrumentos para acogerlos.



Muchos de los casos de estos menores, de acuerdo a todos los estudios de la UNICEF, se relacionan con la pobreza, con una sociedad que no los acoge. Y considero que ese tipo de políticas públicas son las que más nos deben ocupar.



Votaremos a favor de la creación del Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil. Pero esperamos que en la discusión particular exista la voluntad de acoger conceptos que vayan más allá de una estructura tan rígida como la que, a mi juicio, se nos presenta ahora. 



Necesitamos un proyecto con mayor flexibilidad para abordar la diversidad de situaciones que existen con los jóvenes. Debemos evitar, en particular con los niños más jóvenes que delinquen, que se contaminen con otros jóvenes que han caído en una práctica que, lamentablemente, requiere otro tipo de abordaje, muy distinto del que precisan quienes son infractores por primera vez.



He dicho. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, la verdad es que tanto el Senador Letelier como el Senador Patricio Walker han planteado un tema relevante para nuestra Región.



Y quiero referirme a una carta que nos envió el sacerdote que está a cargo de la congregación Orden de la Madre de Dios, a la cual no solamente perteneció el padre Alceste Piergiovanni, a quien le otorgamos la nacionalidad por especial gracia, sino también el padre Baldo Santi, quien creó la Clínica Familia. Es una congregación que siempre se ha dedicado a ayudar a las personas más desvalidas. La carta está fechada en el mes de mayo de 2017. En ella nos cuenta cómo lo pasaron en los últimos dos años. 



En su texto se dice que la Fundación Alceste Piergiovanni es una fundación de derecho privado, sin fines de lucro y acreditada como un organismo colaborador del SENAME.



En ese contexto, en la actualidad tiene bajo su responsabilidad, en la comuna de Quinta de Tilcoco (Región de O’Higgins), el funcionamiento de tres proyectos residenciales de niños y niñas. El primero de ellos es la Residencia Familiar Femenina Mater Dei, que atiende a 19 niñas y adolescentes de entre 12 y 18 años; la residencia Villa Padre Alceste Piergiovanni, que atiende a 66 niños y niñas de entre 6 y 12 años; y la residencia de protección para lactantes y preescolares Olvido Riestra de Matetic, que atiende a 41 niños y niñas de entre 2 y 6 años.



Esa era la situación a mayo del 2017. Y en la carta -imagino que el Senador Letelier también la recibió- la fundación decía que les preocupaba sobremanera la situación por la que estaban atravesando sus residencias, que por su naturaleza transgredía el objetivo esencial de su labor: brindar una atención adecuada a niños, niñas y adolescentes en situación de vulnerabilidad.



En ese tiempo sus tres proyectos residenciales se encontraban funcionando con decreto de urgencia -¡con decreto de urgencia!-, situación que obedecía a que entre los meses de octubre y diciembre de 2015 se terminaron los convenios que regulaban el trabajo conjunto entre el SENAME y la fundación como organismo colaborador.



Se esperaba que, previo a la finalización de los convenios o inmediatamente después, se llamara a un concurso público para licitar la continuidad de las residencias, hecho que no se produjo hasta octubre de 2016. En esa fecha se licitó solo uno de los tres proyectos y no se presentaron a concurso público, dado que las condiciones ofrecidas no hacían viable el funcionamiento de la residencia desde el punto de vista financiero y, por sobre todo, técnico.



La residencia, entre otras características, debía atender a niños, niñas y jóvenes de entre 6 y 17 años. Mantener y atender a niñas, niños y adolescentes de ambos sexos en la misma residencia no permitía asegurar la entrega de un ambiente protector propicio para cada uno de ellos ni que se pudieran desarrollar conforme a sus propios requerimientos. 



Durante enero de 2017 se llamó a licitación para una segunda residencia: la de lactantes y preescolares, proceso que en la actualidad se encuentra en etapa de apelación a los resultados por parte de la fundación.



Además, la carta indicaba que, como se evidenciaba hasta la fecha, transcurridos 18 meses -estoy hablando de mayo del 2017-, aún no se regularizaba la situación de la residencia, manteniéndose las condiciones de urgencia.



Y voy más allá.



Especial gravedad tiene el caso de la residencia Mater Dei, que estuvo cuatro meses con el pago de las subvenciones pendiente -¡cuatro meses!-, entre junio, julio, agosto y septiembre del 2016. 



Además, el sacerdote hacía presente que esta situación no había variado hasta la fecha -mayo del 2017-, pues se encontraban pendientes de pago los meses de febrero y marzo de la misma residencia, y recién el 4 de mayo se había cancelado lo correspondiente al mes de marzo de las residencias Villa Padre Alceste Piergiovanni y Olvido Riestra de Matetic.



Lo complejo de esta situación -continuaba el sacerdote- ponía en riesgo la adecuada atención de los niños, niñas y adolescentes, dado que para poder cumplir con ellos habían debido contratar préstamos, con el consiguiente perjuicio económico para su institución, adicionalmente al estrés que generaba para todo el personal técnico, administrativo y de trato directo la incertidumbre respecto a la viabilidad de continuar con los proyectos. 



La Fundación se definía como un organismo colaborador del SENAME, que brindaba atención a los niños y niñas. 



Termino señalando, luego de resumida esta carta, señor Presidente, que el 31 de diciembre -es decir, hace tres días- se cerró ese hogar de menores, resolución tomada por unanimidad, incluso con la concurrencia del Superior General de la Orden. 



Por eso, cuando uno ve que hoy día el costo de mantener a un reo o a un interno en una cárcel es de 740 mil pesos, se da cuenta de que para los niños el trato económico es totalmente distinto e insuficiente. 



Ellos cerraron esta residencia. ¿Y a dónde van esos niños? Algunos vuelven ¡al propio hogar del que tuvieron que salir!, porque es la única alternativa que tienen; otros, a ciertos hogares que los están recibiendo. Pero un porcentaje importante no sabe dónde irá; posiblemente a otras regiones, tal como lo planteó el Senador Patricio Walker. 



Esa es la situación en la actualidad.



Y también me preocupa lo que puede ocurrir en el Pequeño Cottolengo. 



¿Saben lo de los niños -y no tan niños- fallecidos, desgraciadamente, en el Pequeño Cottolengo?



Estos menores no tienen dónde estar, y algunos han presentado problemas con la justicia. 



Además, el personal de esa institución ya no quiere trabajar ahí. Viven con una permanente presión, porque a cada rato ingresa la PDI, se solicitan exhumaciones, lo cual crea un ambiente dramático al interior de este tipo de organismos. Por eso nos dicen que parte de su personal, por mucha vocación que tenga para cuidar a los niños, prefiere no trabajar ahí.



Entonces, nos encontramos con situaciones que, a la larga, en vez de apoyar -sin duda hay que valorar el proyecto presentado ahora, y votarlo favorablemente- a estos organismos en los últimos años, los conducen al cierre, sin considerar la persecución a que se los somete. 



Ya dije hace un tiempo -y perdónenme la franqueza- que, curiosamente, todas las instituciones que están cerrando pertenecen a iglesias, y aquellas que de alguna manera persiguen lucro -entre comillas- no tienen mayores problemas. 



Señor Presidente, una institución con historia, como el hogar de esta Fundación, que llevaba 50 años apoyando a los niños vulnerables en mi Región, ¡acaba de cerrar el 31 de diciembre!



Eso está ocurriendo en nuestro país. 



Entonces, mucho se habla de la situación del SENAME; de que debemos preocuparnos de los niños vulnerables; sin embargo, por otro lado, queda de manifiesto la ausencia de recursos, la persecución de instituciones, la tramitación burocrática.



Imagínense un hogar de estos sin recursos por cuatro meses, que debe pedir préstamos o ayuda a sus voluntarios para atender y pagar los sueldos.



Me decía el padre Alejandro Abarca que una señora colaboró voluntariamente con dinero para poder pagar la indemnización de funcionarios que llevaban trabajando numerosos años. 



Esa es la situación de muchos hogares hoy día, señor Presidente. 



Por tanto, me parece estupendo el proyecto que ahora debatimos, con el cual estamos de acuerdo y lo vamos a apoyar. Pero me da la impresión de que estamos absolutamente atrasados en cuanto a la reacción que, como Estado, como Congreso, como Gobierno, debemos tener por la realidad que enfrentan hoy día en Chile los niños, por quienes más tenemos que preocuparnos. Y después decimos: “Miren el porcentaje de jóvenes que caen en la delincuencia. Qué apoyo se les está dando”. 



Entonces, considero que este es el momento de reflexionar, porque la realidad nos está pasando por encima y no se está reaccionando como el país necesita y, sobre todo, los niños necesitan. 



Quise traer esto a colación, pues se trata de hechos reales de la historia que aquí se está escribiendo. Y le digo al señor Ministro -por su intermedio, señor Presidente- que tengo gran confianza en que en los días que le quedan en el cargo podrá reaccionar y apoyar a este tipo de fundaciones.



De lo contrario, ¿qué pasaría si cerrara el Pequeño Cottolengo? ¿A dónde irán esos niños? No hay un lugar que los cobije. 



Tanto es así que a la Fundación que se menciona en la referida carta el Gobierno le pidió que, por favor, siguiera atendiendo. Pero se le dijo que no podía ni económica ni mentalmente continuar.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (26 votos a favor), dejándose constancia de que se reúne el quorum constitucional requerido. 



Votaron las señoras Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor CAMPOS (Ministro de Justicia y Derechos Humanos).- Muchas gracias, señor Presidente. 



En primer término, tengo que excusarme ante los señores Senadores por no haber participado en esta sesión desde sus inicios; pero, desgraciadamente, compromisos ineludibles me obligaron a permanecer en Santiago hasta un cuarto para las cinco de la tarde. Eso sí, gracias a las nuevas tecnologías de las comunicaciones, mientras viajaba hacia Valparaíso pude escuchar en el auto íntegramente el desarrollo de la sesión en lo que respecta a la discusión de este proyecto de ley.



En segundo lugar, debo agradecer, por cierto, a este Honorable Senado por la votación unánime con la que se aprobó esta iniciativa que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil e introduce modificaciones integrales a la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal de adolescentes y otras normas legales que se indican. 



Y el resultado de esta votación me demuestra que el trabajo que hemos desarrollado al interior del Senado en los últimos meses sobre el particular ha sido efectivo, pues de otra manera no habríamos alcanzado la unanimidad que hoy día observo y que, por cierto, celebro. 



En tercer término, y en aras de la unanimidad antes mencionada, obviamente no me referiré a algunas intervenciones que pueden ser polémicas o controvertidas, ya que iría en contra del espíritu cuya existencia constato hoy en la Sala. 



Sin embargo, señor Presidente, permítame hacer por lo menos tres precisiones. 



En esta ocasión, los señores Senadores han aprobado en general el proyecto de ley que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil e introduce modificaciones a la ley de responsabilidad penal de adolescentes. Dicho de otra manera: este es uno de los dos servicios que pretendemos crear, el cual, en forma particular, se dedica única y exclusivamente a los menores infractores de ley. 



Luego, todas las intervenciones o las referencias que he escuchado, que son muy respetables y todas muy ciertas, no guardan relación directa con la iniciativa que hoy se acaba de discutir, sino que se vinculan con el otro proyecto de ley, el que crea el Servicio Nacional de Protección, que hoy día está siendo conocido por la Cámara de Diputados.



Por ende, en su momento, cuando esa iniciativa llegue al Senado, lo que esperamos que acontezca a la brevedad, obviamente que las intervenciones que he escuchado cobrarán fuerza y vigor y tendrán la pertinencia y la lucidez que corresponde.



En segundo término, señor Presidente, yo no les puedo ocultar la satisfacción, no solo como Gobierno, sino también personal, que siento esta tarde, puesto que hace poco más de un año, cuando asumí el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, uno de los mandatos que recibí de la Presidenta Bachelet fue precisamente avanzar en la nueva institucionalidad y en la nueva política de menores en Chile, que, a diferencia de lo que he escuchado, no es algo que esté en suspenso hace tres años.



Menciono lo anterior porque desde hace más de diez años nuestro país esperaba iniciativas en tal sentido, ya que la institucionalidad y la política sectorial datan de 1979. Y no hay que ser muy advertido -y se desprende de las intervenciones de los señores Senadores- para constatar que esa política y esa institucionalidad hoy vigentes están completamente fracasadas y no generan los efectos esperados.



¡Y es a partir de esa realidad, de la constatación de ese diagnóstico tan duro, que la Presidenta Bachelet me dio el mandato de tratar de avanzar en una nueva institucionalidad y en una nueva política para la infancia vulnerada!



Por ello, hemos enviado al Congreso Nacional ocho proyectos de ley que apuntan a lo anteriormente dicho. Tres de ellos ya han sido aprobados y otros se encuentran en plena tramitación, como la iniciativa aprobada hoy, que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil y cuyo objetivo es establecer una institución única y exclusivamente abocada a la situación de los menores infractores de ley.



Entonces, el mandato que en su momento recibí se expresa ahora en la aprobación de iniciativas como esta, construida con el esfuerzo de todos los parlamentarios en las Comisiones respectivas, pues de otra manera no se explica la unanimidad manifestada hoy en la Sala. Ello me demuestra que al menos en este proyecto de ley hemos trabajado del modo y en el sentido que corresponde.



Y yo espero, señor Presidente, quedándome a lo más sesenta días para el término de mi gestión ministerial, que el mismo espíritu contenido en esta Sala en la aprobación de este proyecto y en su construcción, y posiblemente en la elaboración de las indicaciones que oportunamente presentaremos, se manifieste también en las otras iniciativas que se encuentran pendientes en el Parlamento, como la que crea el Servicio Nacional de Protección, la que establece el Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez, la que plantea una nueva ley de adopción, la que crea la Subsecretaría de la Niñez, la que establece la Defensoría de la Niñez, etcétera.



Solo así vamos a poder construir una política de Estado sobre el particular que perdure en el tiempo.



Y no me cabe la menor duda de que en la medida que ese espíritu se exprese en este Parlamento deberá ser acogido por el nuevo Gobierno de Chile y por quienes a futuro desempeñen el cargo de Ministro de Justicia.



Obviamente, con la aprobación de esta iniciativa no estamos dando una respuesta integral al problema de los menores vulnerados en Chile. Pero sí se trata de un paso decisivo. Sin esto no podemos pensar en una nueva política, ni en una nueva institucionalidad, ni en la determinación de nuevos instrumentos.



En consecuencia, además de avanzar en esta línea, debemos persistir en el día a día, en cómo gestionamos mejor la deficiente institucionalidad y política que tenemos hoy. 



En tal sentido, nuevamente le agradezco al Parlamento que, con motivo de la aprobación de la Ley de Presupuestos que ya entró en vigencia el 1 de enero, podamos solucionar la deuda relativa al 80 bis de la ley sobre tribunales de familia, que tantas veces reconocí durante el transcurso de 2017 en este Hemiciclo.



Del mismo modo, les agradezco que hubiésemos aumentado, en la misma Ley de Presupuestos, el tope del pago de las asignaciones o de las subvenciones que les podemos cancelar a los organismos colaboradores.



Insisto: la nueva institucionalidad, la nueva política solo va a surgir una vez que estén todos los otros proyectos de ley aprobados. Y espero, deseo, confío que eso ocurra a la brevedad.



Señor Presidente y señores Senadores, en nombre del Gobierno de la Presidenta Bachelet y del Ministerio de Justicia, y muy especialmente a título personal, les agradezco esta voluntad legislativa expresada en esta votación unánime, puesto que realmente es así como podemos contribuir a la construcción de una patria mejor.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Gracias, señor Ministro.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, en este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:

Mensaje



De su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que regula el empleo de plásticos desechables de un solo uso.



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, quiero solicitar que el proyecto que regula el ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua quede para el próximo martes en el primer lugar de la tabla.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Senador, no existe quorum para adoptar acuerdos. Vamos a tener presente su solicitud.

El señor QUINTEROS.- Gracias, señor Presidente.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.
)-------------(


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Ministro del Medio Ambiente, solicitándole antecedentes detallados que explican PROPUESTA DE MINISTERIO RESPECTO DE PLAN DE PREVENCIÓN Y DESCONTAMINACIÓN ATMOSFÉRICA PARA COMUNAS DE CONCÓN, QUINTERO Y PUCHUNCAVÍ, RECHAZADO RECIENTEMENTE POR CONTRALORÍA.



Del señor DE URRESTI:



A la señora Ministra de Salud, para consultarle sobre FECHA DE DERIVACIÓN A SANTIAGO DE DOÑA CAMILA MARILEO QUILAQUEO, DE TEMUCO, PARA TRASPLANTE DE MÉDULA ÓSEA y a fin de pedir BÚSQUEDA DE SOLUCIÓN PARA EXÁMENES DE LABORATORIO DE PACIENTES DE ATENCIÓN PRIMARIA EN COMUNA DE PANGUIPULLI.



Del señor ESPINA, de los señores CHAHUÁN, GARCÍA-HUIDOBRO, LARRAÍN, LETELIER, QUINTEROS, TUMA, WALKER (don Patricio) y de la señora VON BAER:



A la señora Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores, con el objeto de que entregue información detallada sobre CENTROS RESIDENCIALES DE NIÑOS VULNERADOS DEPENDIENTES DE ORGANISMOS COLABORADORES ACREDITADOS QUE CERRARON DURANTE 2017, RAZONES DEL CIERRE Y DESTINACIÓN DE NIÑOS QUE SE ENCONTRABAN EN ELLOS.



Del señor GARCÍA:



Al señor Superintendente de Electricidad y Combustibles, consultándole sobre CAPACIDAD TÉCNICA Y TECNOLÓGICA DE EMPRESA FRONTEL PARA PROPORCIONAR SERVICIO ELÉCTRICO A NEHUENTÚE Y MEDIDAS QUE SE TOMARÁN PARA SOLUCIONAR PROBLEMA DE SUMINISTRO DE LA COMUNA.
)---------------(



--En incidentes, ofrecida la palabra sucesivamente en los tiempos de los Comités Partido Renovación Nacional, Partido PAÍS, Partido Demócrata Cristiano e Independiente, Partido Unión Demócrata Independiente, Partido Por la Democracia, Partido Socialista e Independiente e Independientes y Partido Amplitud, ningún señor Senador interviene.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:3.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 73ª, ORDINARIA, EN MARTES 19 DE DICIEMBRE DE 2017


Presidencia del titular del Senado Honorable Senador señor Zaldívar y del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Girardi.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, Ignacio y Walker, Patricio.

Concurren los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor de la Fuente; de Justicia y de Derechos Humanos, señor Campos; del Trabajo y Previsión Social, señora Krauss; de Obras Públicas, señor Undurraga; de Vivienda y Urbanismo, señora Saball; y de Transportes y Telecomunicaciones, señora Tapia. Asimismo asisten la Subsecretaria de Previsión Social, señora Jara; la Coordinadora Legislativa del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señora Tapia; el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Godoy y el Coordinador Tributario, del mismo ministerio, señor Henríquez.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Labbé y Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 71ª y 72ª, ambas ordinarias, de los días 12 y 13 de diciembre, respectivamente; se encuentran en Secretaría a disposición de Sus Señorías, hasta la sesión próxima para su aprobación.

- - -

CUENTA

Mensajes

Seis de S.E. la Presidenta de la República


Con el primero, retira y hace presente la urgencia del inciso segundo del N°5) del artículo 53 de la Carta Fundamental para la tramitación del oficio de Su Excelencia, con el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Director de la Empresa Televisión Nacional de Chile al señor Jorge Andrés Richards Rojas, por el período que indica (Boletín N° S 1.940-05).


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley sobre Educación Superior (Boletín N° 10.783-04).


Con el tercero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.” (Boletín N° 10.647-09).


-- Se tienen presentes los retiros y las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.


Con los dos siguientes, manifiesta que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental, respecto de los siguientes proyectos de ley:


- El relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín   N° 7.963-06).


- El que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (Boletín        N° 10.584-07).


-- Se toma conocimiento y se manda comunicarlos al Excmo. Tribunal Constitucional.


Con el último, da inicio a un proyecto de ley sobre nueva ley de copropiedad inmobiliaria (Boletín N° 11.540-14).


-- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

Oficios

Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados


Con el primero, comunica que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA (Boletín N° 9.689-21).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar los antecedentes.


Con el segundo, señala que ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional durante la tramitación del proyecto de ley que modifica el artículo 37 de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, a fin de establecer nuevas obligaciones a los proveedores de crédito y a las empresas de cobranza extrajudicial (Boletín N° 10.226-03).


-- Se toma conocimiento y se mandó comunicar a S.E. la Presidenta de la República.


Con el tercero, comunica que aprobó la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional durante la tramitación del proyecto de ley que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (Boletín N° 10.584-07).


-- Se toma conocimiento y se mandó comunicar a S.E. la Presidenta de la República para los efectos de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental.


Con el cuarto, indica que ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, para perfeccionar la regulación del cobro de servicios de estacionamiento (Boletines N°s 11.148-03, 11.149-03, 11.150-03 y 11.194-03, refundidos).


-- Pasa a la Comisión de Economía.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia de la sentencia definitiva pronunciada en el control de constitucionalidad del proyecto de ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2018 (Boletín N°11.452-05).


Remite sentencias pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad recaídos en las siguientes normas:


- Inciso primero del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N°s 18.933 y 18.469.


- Inciso primero del artículo 20 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


- Artículo 15, inciso segundo del decreto con fuerza de ley N°2, sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales.


- Artículo 10 de la ley N° 20.921, que otorga bonificación por retiro voluntario a los funcionarios del sector salud que indica


- Artículos 170, 171, 172, 173, 174, 177, inciso cuarto, 178, incisos primero, segundo y tercero, artículos 190, 193, y 179 del Código Tributario.


- Artículos 29 y 54 N° 1, de la Ley de Impuesto a la Renta.


- Artículo 1° de la ley N° 19.070, sobre Estatuto Docente.


-- Se manda archivar los documentos.


Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.


- Artículo 768, inciso segundo, del Código de Procedimiento Civil.


- Inciso primero del artículo 4° de la ley N° 19.886, sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios, y de los artículos 294 bis y 495 N° 3 del Código del Trabajo.


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Responde inquietud, expedida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca del ejercicio del derecho de amamantamiento de las funcionarias de Carabineros.

Contesta petición, formulada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, sobre el otorgamiento del “Bono Enseres” para los afectados por los aluviones de la Región de Atacama.

Del señor Ministro de Defensa Nacional


Adjunta convenio suscrito entre el Ejército de Chile y la CONADI, para impartir cursos de lenguas originarias, a petición del Honorable Senador señor De Urresti.

De la señora Ministra de Educación


Contesta requerimiento, formulado en nombre del Honorable Senador señor Guillier, relativo a la situación horaria de ciertos jardines infantiles de la Fundación Integra.

De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social


Remite antecedentes sobre la posibilidad de incorporar la cuota mortuoria en las garantías estatales, para los familiares individualizados; consulta realizada en nombre del Honorable Senador señor García.

De la señora Ministra de Salud


Informa solicitud, expedida en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, relativa a las gestiones realizadas por la autoridad sanitaria ante la presencia de metales pesados en las escuelas de la comuna de Puchuncaví.

De la señora Subsecretaria de Educación


Atiende petición, expresada en nombre del Honorable Senador señor Guillier, para informar sobre los eventuales trabajadores que quedarían cesantes, de aprobarse el proyecto de ley que crea el sistema de educación pública y modifica diversos cuerpos legales (Boletín Nº 10.368-04).

Del señor Director Nacional de Gendarmería de Chile


Anexa datos relativos a la licitación del servicio de monitoreo telemático de condenados; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti.

Del señor Director Nacional del Servel


Remite antecedentes sobre requerimiento, expedido en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, acerca de ciertos datos de las elecciones efectuadas en el mes de noviembre pasado.

Del señor Alcalde de la comuna de Cartagena


Envía información del estado de conservación del estero San Sebastián de esta localidad; materia consultada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende.

Del señor Director General de la Dirección General de Aeronáutica Civil


Adjunta respuesta a solicitud, remitida en nombre del Honorable Senador señor  Tuma, relativa a la situación que afectó a la persona individualizada y a su familia, en la ciudad de San José de Costa Rica.

De la señora Secretaria Regional Ministerial de Bienes Nacionales

de la Región de Atacama


Informa consulta, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, en cuanto al título de dominio de la persona individualizada de la comuna de Chañaral.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que crea un seguro para el acompañamiento de niños y niñas que padezcan las enfermedades que indica, y modifica el Código del Trabajo para estos efectos (Boletín N° 11.281-13).


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece el Servicio de Tesorerías (Boletín     N° 11.468-05) (con urgencia calificada de “simple”).


-- Quedan para Tabla.

Mociones


Del Honorable Senador señor Bianchi, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el Código Aeronáutico, para especificar las indicaciones mínimas que deben contener los pasajes en los contratos de transporte aéreo (Boletín Nº 11.539-15).


-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


De los Honorables Senadores señoras Muñoz, Allende y Goic y señor Letelier, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica el artículo 38 del Código del Trabajo, en lo relativo al feriado legal durante las elecciones y plebiscitos (Boletín Nº 11.543-13).


-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

- - -


Terminada la Cuenta llega a la Mesa el siguiente documento:

Oficio

De la Honorable Cámara de Diputados


Con el que comunica que ha dado su aprobación a la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales (Boletín N° 11.200-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


-- Queda para Tabla.

- - -

Acuerdos de Comités


El Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:

1.- Tratar en segundo lugar del Orden del Día, en la sesión ordinaria de hoy, el Oficio de S.E. la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia, por el período que se indica, a la señora Gloria Alejandra De la Fuente González y al señor Francisco Javier Leturia Infante (Boletín N° S 1.955-05).


2.- Considerar en cuarto lugar de la sesión ordinaria, el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales (Boletín N° 11.200-06). 


3.- Citar a sesión extraordinaria mañana miércoles 20 del presente de 12:00 a 14:00 horas, para tratar en primer, segundo y tercer lugar, las siguientes iniciativas:


- Informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales (Boletín N° 11.200-06). 


- Informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.” (Boletín N° 10.647-09). 


- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (Boletín N° 11.101-19). Si no se alcanzare a despachar, tratarlo en el tercer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de la tarde y a continuación, considerar  el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece el Servicio de Tesorerías (Boletín N° 11.468-05).
- - -

La Sala acuerda, a petición del Honorable Senador señor Girardi,  desarchivar el proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Girardi y Chahuán y de los ex senadores señora Rincón y señor Cantero, que establece la garantía del acceso universal a las tecnologías de la información y la comunicación (Boletín N° 6.987-07); volviendo el proyecto al estado en que se encontraba al momento de archivarse, en conformidad con lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 36 bis del Reglamento del Senado.
- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que crea un seguro para el acompañamiento de niños y niñas que padezcan las enfermedades que indica, y modifica el Código del Trabajo para estos efectos.

(Boletín N° 11.281-13)

El Presidente pone en discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que este proyecto inició su tramitación en el Senado y en el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados efectuó diversas enmiendas a su texto.

Agrega que la Comisión de Trabajo y Previsión social aprobó la totalidad de las modificaciones efectuadas por la Cámara de Diputados. Prestó dicha aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Goic y Muñoz y señor Larraín.

Hace presente que en caso de que la Sala acuerde aprobar la proposición de la Comisión, las enmiendas realizadas por la Cámara de Diputados deben ser aprobadas con quórum calificado, esto es con 19 votos favorables, por regular materias de seguridad social. Se exceptúan de ello las modificaciones al artículo 38 -contenidas en el artículo 1 del proyecto- y al artículo 199 bis del Código del Trabajo -contenido en el artículo 2 del proyecto-, normas que no requieren un quórum calificado de aprobación.

- - -


Las enmiendas propuestas por la Honorable Cámara de Diputados al texto despachado por el Senado son las que siguen:

Al artículo primero

Artículo 7

Inciso primero

Letra b)


Ha incorporado, luego del vocablo “sólido, la frase “y de progenitores hematopoyéticos”.

Artículo 8


Ha agregado el siguiente inciso final:


“Para aquellos niños o niñas mayores de 15 y menores de 18 años de edad diagnosticados con algún cáncer que no forme parte de aquellos considerados dentro de las Garantías Explícitas en Salud, bastará con la acreditación establecida en la letra b) del inciso anterior.”.

Artículo 9


Ha agregado el siguiente inciso final:


“En caso de trasplante de progenitores hematopoyéticos las condiciones de acceso y acreditación serán que el trasplante haya sido efectuado y la licencia médica haya sido extendida por el médico tratante.”. 

Artículo 10

Inciso segundo

Letra a)


Ha eliminado la frase “, acompañada de la opinión del Comité de Ética Asistencial establecido en la ley N° 20.584 y su reglamento”. 

Letra b)


Ha agregado, a continuación del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Esta condición de acceso no será requerida para los cánceres de niños o niñas mayores de 15 y menores de 18 años de edad que no formen parte de las Garantías Explícitas en Salud.”. 


Ha incorporado la siguiente letra d):


“d) Informe escrito favorable emitido por el director del área médica del prestador institucional de salud respectivo.”.

Artículo 14

Inciso segundo


Ha agregado, después de la palabra “sólido”, la frase “y de progenitores hematopoyéticos”.

Inciso tercero


Lo ha reemplazado por el siguiente: 


“El permiso para cada trabajador o trabajadora en los casos de fase o estado terminal de la vida, durará hasta producido el deceso del hijo o hija.”.

Artículo 15


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo 15.- Reglas especiales para el uso del permiso. Cuando ambos padres sean trabajadores con derecho a las prestaciones del Seguro, cualquiera de ellos podrá traspasar al otro la totalidad del permiso que le corresponde, respecto de los casos establecidos en las letras a) y b) del artículo 7. Para los casos señalados en la letra d) del artículo 7, sólo se podrá traspasar hasta dos tercios del período total del permiso.


En los casos que el padre y la madre sean trabajadores con derecho a las prestaciones del Seguro y uno de ellos tenga el cuidado personal del hijo o hija otorgado por resolución judicial, este último tendrá derecho a la totalidad del período de permiso que corresponde a ambos padres. Sin perjuicio de lo anterior, el padre o madre que tenga el cuidado personal del hijo o hija podrá igualmente traspasar hasta el total del período máximo que le corresponde, al otro padre o madre.


La decisión de traspaso del permiso deberá ser comunicada a la o al empleador del padre o la madre que hará uso del permiso, a la entidad pagadora del subsidio y a la entidad administradora del Seguro, en la forma y plazos que establezca el procedimiento fijado por la Superintendencia de Seguridad Social. Con todo, la decisión de traspaso deberá ser informada, a lo menos, con cinco días hábiles de anticipación a la fecha de inicio del período traspasado.


Cuando opere el traspaso del permiso, el subsidio a que dé lugar se calculará sobre la base de las remuneraciones, rentas o subsidios que correspondan al padre o madre que haga uso efectivo del permiso de conformidad a las normas dispuestas en los artículos 16 y siguientes de esta ley.


Cuando el cuidado personal del niño o niña lo tenga un tercero distinto del padre o la madre, otorgado por resolución judicial, sólo éste podrá hacer uso del permiso, en los mismos términos que habría correspondido al padre o madre.”.

Artículo 16


Ha agregado el siguiente inciso final, nuevo:


“Las licencias a que dé lugar esta ley no se considerarán en el cómputo de los plazos de declaración de salud incompatible con el desempeño del cargo para las y los funcionarios públicos. Asimismo, no se considerarán para la aplicación de lo dispuesto en la letra h) del artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070 que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, y de las leyes que la complementan y modifican.”. 

Artículo 21

Inciso segundo


Ha sustituido la frase “las entidades recaudadoras deberán” por “, la Superintendencia de Seguridad Social deberá”.

Inciso final


Ha eliminado la expresión “, preferentemente”.

Artículo 22


Ha agregado el siguiente inciso final, nuevo:


“También se podrán efectuar los pagos a través de convenios con otras instituciones u organismos públicos o privados.”.

Artículo 38

Letra d)


Ha eliminado la oración final.

Al artículo segundo


Ha suprimido en el inciso quinto del artículo 199 bis propuesto por este artículo, la siguiente frase: “y no se considerará el límite del inciso primero del artículo 31”.

Al artículo segundo transitorio


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo segundo.- A partir del primer día del mes subsiguiente a la publicación de la presente ley, tendrán cobertura de este Seguro la contingencia señalada en la letra a) del artículo 7 y los tratamientos destinados al alivio del dolor y cuidados paliativos por cáncer avanzado indicados en la letra b) del artículo 10, ambos establecidos en el artículo primero de esta ley. 


Hasta el 31 de diciembre de 2019, en los casos de tratamientos destinados al alivio del dolor y cuidados paliativos por cáncer avanzado, la licencia para cada trabajador o trabajadora será en total de hasta 60 días por cada hijo o hija afectado, en relación con el mismo diagnóstico, contados desde el inicio de la primera licencia. Asimismo, cuando ambos padres sean trabajadores con derecho a las prestaciones del Seguro, cualquiera de ellos podrá traspasar al otro, hasta el total del período máximo de permiso que le corresponda.


A partir del 1 de julio de 2018, tendrá cobertura de este Seguro la contingencia señalada en la letra b) del artículo 7, establecido en el artículo primero de la presente ley. 


A partir del 1 de enero de 2020, tendrá cobertura de este Seguro la contingencia señalada en la letra c) del artículo 7, establecido en el artículo primero de la presente ley. 


A partir del 1 de diciembre de 2020, tendrá cobertura de este Seguro la contingencia señalada en la letra d) del artículo 7, establecido en el artículo primero de la presente ley.”.

Al artículo séptimo transitorio


Ha reemplazado su inciso primero por el siguiente:


“Artículo séptimo.- Durante el primer año de cobertura del Seguro, el proceso de calificación a que se refiere el artículo 21 establecido en el artículo primero de la presente ley corresponderá al Departamento de Coordinación Nacional de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, dependiente de la Subsecretaría de Salud Pública. Para tales efectos, las respectivas Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez receptoras deberán remitirle a dicho Departamento, la totalidad de la documentación necesaria para su pronunciamiento.”.

- - -

El Presidente pone en votación la proposición de la Comisión de Trabajo y Previsión Social que sugiere la aprobación de todas las enmiendas de la cámara revisora.


El resultado es de 34 votos favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.

Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señor Ossandón, señora Goic, señores Larraín, García Huidobro y Letelier, señoras Allende y Muñoz y señores Guillier, Bianchi, Prokurica, Rossi, Coloma y Navarro.


Interviene durante la votación con la anuencia de la Sala la Ministra de Trabajo y Previsión Social, señora Krauss.


El Presidente declara aprobada la proposición de la Comisión técnica.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de quórum calificado, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


“ARTÍCULO PRIMERO.- Créase el Seguro para el Acompañamiento de los Niños y Niñas que se regirá por las siguientes normas: 

TÍTULO PRIMERO

DEL SEGURO

Párrafo primero

De las normas generales del Seguro


Artículo 1°.- Objeto del Seguro. Establécese un seguro obligatorio, en adelante “el Seguro”, para los padres y las madres trabajadores de niños y niñas afectados por una condición grave de salud, para que puedan ausentarse justificadamente de su trabajo durante un tiempo determinado, con el objeto de prestarles atención, acompañamiento o cuidado personal, recibiendo durante ese período un subsidio que reemplace total o parcialmente su remuneración o renta mensual, en los términos y condiciones señalados en la presente ley.


Artículo 2°.- Personas protegidas por el Seguro. Estarán sujetos al Seguro las siguientes categorías de trabajadores: 


a) Los trabajadores dependientes regidos por el Código del Trabajo.


b) Los funcionarios de los órganos de la Administración del Estado señalados en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, con exclusión de los funcionarios de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública sujetos al régimen previsional de las Cajas de Previsión de la Defensa Nacional y de Carabineros de Chile. Estarán sujetos también al Seguro los funcionarios del Congreso Nacional, del Poder Judicial, del Ministerio Publico, del Tribunal Constitucional, del Servicio Electoral, de la Justicia Electoral y demás tribunales especiales creados por ley. 


c) Los trabajadores independientes a que se refieren los artículos 89, inciso primero, y 90, inciso tercero, del decreto ley N° 3.500, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1980.


La afiliación de un trabajador al Seguro se entenderá efectuada por el solo ministerio de la ley, cuando éste se incorpore al régimen del seguro de la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.


Artículo 3°.- Beneficiarios del Seguro. Son beneficiarios del Seguro, el padre y la madre trabajadores señalados en el artículo precedente, de un niño o niña mayor de un año y menor de quince o dieciocho años de edad, según corresponda, afectado o afectada por una condición grave de salud. También serán beneficiarios del Seguro el trabajador o la trabajadora que tenga a su cargo el cuidado personal de dicho niño o niña, otorgado por resolución judicial.


Artículo 4°.- De las prestaciones del Seguro. Los trabajadores afiliados al Seguro tendrán derecho, cumpliendo los requisitos establecidos en esta ley, a un permiso para ausentarse justificadamente de su trabajo durante un tiempo determinado y al pago de un subsidio que reemplace total o parcialmente su remuneración o renta mensual, durante el período que el hijo o hija requiera atención, acompañamiento o cuidado personal.


Artículo 5°.- Requisitos de acceso al Seguro. Para acceder a las prestaciones del Seguro los trabajadores deberán estar afiliados a él y cumplir los siguientes requisitos:


a) Los trabajadores dependientes deberán tener una relación laboral vigente a la fecha de inicio de la licencia médica y registrar, a lo menos, ocho cotizaciones previsionales mensuales, continuas o discontinuas, en los últimos veinticuatro meses anteriores a la fecha de inicio de la licencia médica. Las tres últimas cotizaciones más próximas al inicio de la licencia deberán ser continuas. 


b) Los trabajadores independientes deberán contar, a lo menos, con doce cotizaciones previsionales mensuales, continuas o discontinuas, en los últimos veinticuatro meses anteriores al inicio de la licencia médica. Las cinco últimas cotizaciones más próximas al inicio de la licencia deberán ser continuas. Además, estos trabajadores deberán encontrarse al día en el pago de las cotizaciones para pensiones, salud, el seguro de la ley N° 16.744 y para el Seguro contemplado en esta ley. Para los efectos de esta ley se considerará que se encuentran al día quienes hayan pagado las cotizaciones para pensiones, salud, el seguro de la ley N° 16.744 y el Seguro creado por esta ley, el mes inmediatamente anterior al inicio de la licencia.


c) Contar con una licencia médica emitida de conformidad a lo establecido en el artículo 13, junto con los demás documentos y certificaciones que correspondan.


Artículo 6°.- Requisitos de acceso al Seguro para el trabajador temporal cesante. Si a la fecha de inicio de la licencia médica el trabajador o la trabajadora no cuentan con un contrato de trabajo vigente, tendrá derecho a las prestaciones del Seguro cuando cumpla copulativamente con los siguientes requisitos:


a) Tener doce o más meses de afiliación previsional con anterioridad a la fecha de inicio de la licencia médica. 


b) Registrar, a lo menos, ocho cotizaciones previsionales mensuales, continuas o discontinuas, en calidad de trabajador dependiente, en los últimos veinticuatro meses anteriores a la fecha de inicio de la licencia médica. 


c) Las tres últimas cotizaciones registradas, dentro de los ocho meses anteriores al inicio de la licencia médica, deberán ser en virtud de un contrato a plazo fijo o por obra, trabajo o servicio determinado.

Párrafo segundo

De las contingencias protegidas por el Seguro


Artículo 7°.- Contingencia protegida. La contingencia protegida por el Seguro es la condición grave de salud de un niño o niña. Constituyen una condición grave de salud las siguientes: 


a) Cáncer. 


b) Trasplante de órgano sólido y de progenitores hematopoyéticos. 


c) Fase o estado terminal de la vida.


d) Accidente grave con riesgo de muerte o de secuela funcional grave y permanente.


En los casos de las letras a), b) y c) serán causantes del beneficio los niños y niñas mayores de un año y menores de dieciocho años de edad. En el caso de la letra d) serán causantes del beneficio los niños y niñas mayores de un año y menores de quince años de edad.


Artículo 8°.- Condiciones de acceso en caso de cáncer. Las condiciones de acceso y acreditación en caso de cáncer son las siguientes:


a) Que la condición de salud del niño o niña forme parte de las patologías consideradas dentro de las Garantías Explícitas en Salud establecidas en la ley N° 19.966 y sus reglamentos, en sus etapas de sospecha, confirmación diagnóstica, tratamiento, seguimiento y recidiva.


b) Licencia médica extendida por el médico tratante. 


Para aquellos niños o niñas mayores de 15 y menores de 18 años de edad diagnosticados con algún cáncer que no forme parte de aquellos considerados dentro de las Garantías Explícitas en Salud, bastará con la acreditación establecida en la letra b) del inciso anterior.


Artículo 9°.- Condiciones de acceso en caso de trasplante. Las condiciones de acceso y acreditación en caso de trasplante de órgano sólido son las siguientes:


a) Que se trate del trasplante de un órgano sólido de acuerdo a lo establecido en la ley N° 19.451, que establece normas sobre trasplante y donación de órganos, y su reglamento. 


b) Que se haya efectuado el trasplante. En los casos en que no se haya efectuado el trasplante y el niño o niña se encuentren inscritos en el registro nacional de potenciales receptores de órganos a cargo del Instituto de Salud Pública de Chile, priorizado como urgencia médica, se requerirá un certificado emitido por la Coordinadora Nacional de Trasplante que acredite esta circunstancia. 


c) Licencia médica extendida por el médico tratante.


En caso de trasplante de progenitores hematopoyéticos las condiciones de acceso y acreditación serán que el trasplante haya sido efectuado y la licencia médica haya sido extendida por el médico tratante.


Artículo 10.- Condiciones de acceso en caso de fase o estado terminal de la vida. La fase o estado terminal de la vida es aquella condición de salud en que no existe recuperación de la salud del niño o niña y su término se encuentra determinado por la muerte inminente. Se incluye dentro de esta condición de salud el tratamiento destinado al alivio del dolor y los cuidados paliativos por cáncer avanzado.


Las condiciones de acceso y acreditación son las siguientes: 


a) En caso de fase o estado terminal de la vida se requerirá un informe o declaración escrita expedida por el médico tratante que acredite la condición de salud del niño o niña.


b) En caso de tratamiento destinado al alivio del dolor y cuidados paliativos por cáncer avanzado, se requerirá que la condición de salud del niño o niña forme parte de las patologías consideradas dentro de las Garantías Explícitas en Salud establecidas en la ley N° 19.966 y sus reglamentos. Esta condición de acceso no será requerida para los cánceres de niños o niñas mayores de 15 y menores de 18 años de edad que no formen parte de las Garantías Explícitas en Salud.


c) Licencia médica extendida por el médico tratante. 


d) Informe escrito favorable emitido por el director del área médica del prestador institucional de salud respectivo.


Artículo 11.- Condiciones de acceso en caso de accidente grave. Las condiciones de acceso y acreditación en caso de accidente grave con riesgo de muerte o de secuela funcional grave y permanente son las siguientes:


a) Informe o declaración escrita expedida por el médico tratante que acredite:

1) Que el niño o niña se encuentra afectado por un cuadro clínico severo derivado de un accidente grave, y 


2) Que el cuadro clínico implique riesgo vital o de secuela funcional severa y permanente que requiera rehabilitación intensiva para su recuperación.


b) Documento o certificado que acredite que el niño o niña se encuentra hospitalizado o sujeto a un proceso de rehabilitación funcional intensiva o a cuidados especializados en el domicilio. 


c) Licencia médica extendida por el médico tratante. 


Artículo 12.- Reglamentos de ejecución. Uno o más reglamentos conjuntos de los Ministerios de Salud y del Trabajo y Previsión Social, suscritos además por el Ministro o Ministra de Hacienda, fijarán las normas para la adecuada aplicación y acreditación de lo dispuesto en los artículos 8°, 9°, 10 y 11, incluidas las normas relativas a la emisión de las licencias médicas y los demás antecedentes documentales.

TÍTULO SEGUNDO

DE LAS PRESTACIONES DEL SEGURO

Párrafo primero

De la licencia médica y el permiso

Artículo 13.- Licencia médica. La licencia médica será otorgada al trabajador o trabajadora por el médico tratante del niño o niña y en ella deberá certificarse la ocurrencia de alguna de las condiciones graves de salud señaladas en el artículo 7°.


La licencia médica se otorgará por períodos de hasta quince días, salvo lo dispuesto en el inciso sexto del artículo siguiente, pudiendo ser prorrogada por períodos iguales, sea en forma continua o discontinua. Con todo, la suma de los días correspondientes a cada licencia no podrá exceder de los plazos máximos establecidos en el artículo siguiente.


En el caso de la contingencia señalada en la letra d) del artículo 7°, la licencia médica sólo podrá otorgarse a partir del día décimo primero de ocurrido el accidente.


El uso, extensión y control de las licencias médicas se regirá por el o los reglamentos establecidos en el artículo anterior y las demás normas vigentes, especialmente lo dispuesto en la ley N° 20.585, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas.


Artículo 14.- Duración del permiso. El permiso para cada trabajador o trabajadora en caso de cáncer tendrá una duración de hasta noventa días, por cada hijo o hija afectado por esa condición grave de salud, dentro de un período de doce meses, contados desde el inicio de la primera licencia médica. El permiso podrá ser usado por hasta dos períodos continuos respecto del mismo diagnóstico.


El permiso para cada trabajador o trabajadora en caso de trasplante de órgano sólido y de progenitores hematopoyéticos tendrá una duración de hasta noventa días, por cada hijo o hija afectado por esa condición grave de salud, respecto del mismo diagnóstico, contados desde el inicio de la primera licencia médica.


El permiso para cada trabajador o trabajadora en los casos de fase o estado terminal de la vida durará hasta producido el deceso del hijo o hija.


El permiso para cada trabajador o trabajadora por accidente grave tendrá una duración máxima de hasta cuarenta y cinco días, en relación al evento que lo generó, por cada hijo o hija afectado por esa condición grave de salud, contados desde el inicio de la primera licencia médica.


Si el padre y la madre son trabajadores con derecho al Seguro podrán hacer uso del permiso conjunta o separadamente, según ellos lo determinen.


Los permisos establecidos en este artículo podrán usarse por media jornada en aquellos casos en que el médico tratante prescriba que la atención, el acompañamiento o el cuidado personal del hijo o hija pueda efectuarse bajo esta modalidad. Para efectos del cálculo de la duración del permiso se entenderá que las licencias médicas otorgadas por media jornada equivalen a medio día. Las licencias médicas por media jornada en los casos de cáncer, trasplante de órgano sólido y fase o estado terminal de la vida podrán tener una duración de hasta treinta días cada una de ellas.


Durante el goce del permiso que regula esta ley se aplicará lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 161 del Código del Trabajo. 


Artículo 15.- Reglas especiales para el uso del permiso. Cuando ambos padres sean trabajadores con derecho a las prestaciones del Seguro, cualquiera de ellos podrá traspasar al otro la totalidad del permiso que le corresponde, respecto de los casos establecidos en las letras a) y b) del artículo 7°. Para los casos señalados en la letra d) del artículo 7°, sólo se podrá traspasar hasta dos tercios del período total del permiso.


En los casos que el padre y la madre sean trabajadores con derecho a las prestaciones del Seguro y uno de ellos tenga el cuidado personal del hijo o hija otorgado por resolución judicial, este último tendrá derecho a la totalidad del período de permiso que corresponde a ambos padres. Sin perjuicio de lo anterior, el padre o madre que tenga el cuidado personal del hijo o hija podrá igualmente traspasar hasta el total del período máximo que le corresponde, al otro padre o madre.


La decisión de traspaso del permiso deberá ser comunicada a la o al empleador del padre o la madre que hará uso del permiso, a la entidad pagadora del subsidio y a la entidad administradora del Seguro, en la forma y plazos que establezca el procedimiento fijado por la Superintendencia de Seguridad Social. Con todo, la decisión de traspaso deberá ser informada, a lo menos, con cinco días hábiles de anticipación a la fecha de inicio del período traspasado.


Cuando opere el traspaso del permiso, el subsidio a que dé lugar se calculará sobre la base de las remuneraciones, rentas o subsidios que correspondan al padre o madre que haga uso efectivo del permiso de conformidad a las normas dispuestas en los artículos 16 y siguientes de esta ley.


Cuando el cuidado personal del niño o niña lo tenga un tercero distinto del padre o la madre, otorgado por resolución judicial, sólo éste podrá hacer uso del permiso, en los mismos términos que habría correspondido al padre o madre.

Párrafo segundo

Del subsidio


Artículo 16.- Subsidio. El trabajador o trabajadora que haga uso del permiso establecido en el artículo 14 tendrá derecho al pago de un subsidio con cargo al Seguro por todo el período de duración del permiso, si cumple con los requisitos de afiliación y cotización regulados en esta ley. 


El monto diario del subsidio de los trabajadores dependientes se calculará sobre la base del promedio de las remuneraciones netas y de los subsidios por incapacidad de origen común, laboral o maternal, o bien de este Seguro, percibidos en los últimos tres meses calendarios anteriores más próximos al inicio del permiso.


Se entienden por remuneraciones netas para la determinación de la base de cálculo la remuneración imponible respecto de la que se hayan efectuado las cotizaciones, con deducción de las cotizaciones de cargo del trabajador y de los impuestos, en su caso.


Tratándose de los trabajadores independientes, el subsidio se calculará sobre la base de las rentas netas y subsidios percibidos dentro de los cinco meses anteriores más próximos al mes en que se inicia el permiso.


El subsidio a que da lugar esta ley será imponible para previsión y salud de conformidad al artículo 17 del decreto ley N° 3.500, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1980. Durante el período en que el trabajador esté percibiendo este subsidio el empleador deberá continuar declarando y pagando las cotizaciones que son de su cargo.


En todo lo no previsto en este artículo se aplicarán al subsidio establecido en esta ley, en cuanto sea compatible con su naturaleza, las reglas establecidas en el decreto con fuerza de ley N° 44, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1978, que fija normas comunes para subsidios por incapacidad laboral de los trabajadores dependientes del sector privado, con excepción de los artículos 10 y 11. Respecto de los trabajadores independientes, se aplicarán las normas del Párrafo 2° del Título II del Libro II del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, promulgado el año 2005 y publicado el año 2006, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979 y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469.


Las licencias a que dé lugar esta ley no se considerarán en el cómputo de los plazos de declaración de salud incompatible con el desempeño del cargo para las y los funcionarios públicos. Asimismo, no se considerarán para la aplicación de lo dispuesto en la letra h) del artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, promulgado el año 1996 y publicado el año 1997, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, y de las leyes que la complementan y modifican.


Artículo 17.- Reglas aplicables al subsidio para el trabajador temporal cesante. En el caso de los trabajadores cesantes señalados en el artículo 6°, el monto diario del subsidio se calculará sobre la base del promedio de las remuneraciones netas y de los subsidios por incapacidad de origen común, laboral o maternal, o bien de este Seguro, percibidos en los últimos doce meses calendarios anteriores y más próximos al inicio del permiso.


Artículo 18.- Del tope del subsidio. El monto del subsidio equivaldrá al 100% de las remuneraciones o rentas netas del trabajador o trabajadora calculadas de acuerdo al procedimiento establecido en los artículos 16 y 17. 


Artículo 19.- Incompatibilidades. Las prestaciones del Seguro son incompatibles con el pago del subsidio por incapacidad de origen común o laboral, del subsidio por descanso maternal, incluido el tiempo de descanso postnatal parental o por el permiso por enfermedad grave del niño menor de un año, y se suspenderán por estas causas. Asimismo, serán incompatibles con el uso de feriado legal o permiso con goce de remuneración, en su caso.


Solamente se podrá hacer uso del Seguro una vez finalizados los permisos o descansos señalados en el inciso anterior. Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo, serán compatibles con el pago de subsidio de origen común, laboral o de otro beneficio de protección a la maternidad utilizado en jornada parcial de acuerdo con lo dispuesto en inciso sexto del artículo 14. 

Párrafo tercero

Del procedimiento para el otorgamiento de las prestaciones del Seguro


Artículo 20.- Presentación de la licencia médica. La licencia médica será presentada por el trabajador o la trabajadora al empleador, acompañada de los antecedentes respectivos. 


El empleador remitirá la licencia médica y los demás antecedentes a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez. En el caso de los trabajadores independientes, éstos presentarán la licencia médica y la documentación correspondiente en forma directa a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez.


En todo lo no regulado expresamente en este Párrafo se aplicara supletoriamente lo dispuesto en el decreto supremo N° 3, del Ministerio de Salud, de 1984, que aprueba el reglamento de autorización de licencias médicas por las comisiones de medicina preventiva e invalidez y por las instituciones de salud previsional, en cuanto sea compatible con lo establecido en este Párrafo.


Artículo 21.- Proceso de calificación. La calificación médica corresponderá a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez. Será competente para conocer de la calificación de la licencia médica la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez del lugar donde presta sus servicios el trabajador o la trabajadora o la del domicilio del trabajador o trabajadora independiente, en su caso. 


La Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez consultará los requisitos de elegibilidad establecidos en los artículos 5° y 6° y el número de días autorizados al trabajador o trabajadora con cargo a este Seguro, de acuerdo al procedimiento y a los mecanismos de verificación que establezca la Superintendencia de Seguridad Social. Para tal efecto, la Superintendencia de Seguridad Social deberá contar con un sistema electrónico de consulta en línea.


La Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez dispondrá de un plazo de siete días hábiles para revisar la licencia médica y los demás antecedentes y pronunciarse sobre la procedencia del permiso. Este plazo será prorrogable por siete días hábiles más. De no ser observada dentro de estos plazos, la licencia médica se entenderá aprobada.


La autorización o rechazo de la licencia médica será comunicada por la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez al trabajador o a la trabajadora y al empleador en forma electrónica. Las licencias médicas autorizadas deberán comunicarse también a la entidad pagadora y a la Superintendencia de Seguridad Social, en forma electrónica.


Artículo 22.- Cálculo y pago del subsidio. Las entidades pagadoras calcularán el monto del subsidio a que tiene derecho el trabajador o trabajadora de acuerdo a lo establecido en los artículos 16, 17 y 18. 


El subsidio se pagará con la misma periodicidad que la remuneración, sin que pueda ser, en caso alguno, superior a un mes.


El pago de los subsidios será realizado por las Mutualidades de Empleadores y el Instituto de Seguridad Laboral, según corresponda. 


También se podrán efectuar los pagos a través de convenios con otras instituciones u organismos públicos o privados.

TÍTULO TERCERO

DEL FINANCIAMIENTO DEL SEGURO Y DEL FONDO

Párrafo primero

Del Fondo para el Acompañamiento de los Niños y Niñas


Artículo 23.- El Fondo. El Fondo del Seguro para el Acompañamiento de los Niños y Niñas, en adelante el “Fondo”, tiene como objetivo financiar las prestaciones que otorga este Seguro, de acuerdo al artículo 3 de la ley N° 21.010.


Este Fondo tendrá un patrimonio independiente y separado del patrimonio de la entidad que lo administre o gestione.


Artículo 24.- Financiamiento del Fondo. El Fondo se financiará con los siguientes recursos:


a) Con una cotización mensual de un 0,03% de las remuneraciones o rentas imponibles de los trabajadores dependientes e independientes, de cargo del empleador o de estos últimos, establecida en el artículo 3 de la ley N° 21.010. 


b) Con la cotización para este Seguro que proceda durante los períodos en que el trabajador o la trabajadora esté haciendo uso de él y por los períodos de incapacidad laboral temporal de origen común, maternal o de la ley N° 16.744, de cargo del empleador.


c) Con el producto de las multas, reajustes e intereses que se apliquen en conformidad a la ley N° 17.322.


d) Con las utilidades o rentas que produzca la inversión de los recursos anteriores.


Artículo 25.- Destino del Fondo. Los recursos del Fondo se destinarán a financiar: 


a) El pago de los subsidios a que da lugar el Seguro. 


b) El pago de las cotizaciones previsionales y de salud que procedan durante el uso del Seguro. 


c) El pago de los gastos de administración, gestión, fiscalización y todo otro gasto en que incurran las instituciones y entidades que participan en la gestión del Seguro.

Párrafo segundo

De las cotizaciones


Artículo 26.- Cotizaciones. El empleador deberá cotizar por todos sus trabajadores. 


La cotización establecida en la letra a) del artículo 24 se calculará sobre las remuneraciones o rentas imponibles de los trabajadores, según corresponda, hasta el tope máximo vigente establecido en el artículo 16 del decreto ley N° 3.500, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1980, consideradas al último día del mes anterior al pago.


Para los efectos de lo dispuesto en la presente ley se considerara remuneración la señalada en el artículo 41 del Código del Trabajo y renta imponible la señalada en los artículos 90 y 92-K del citado decreto ley N° 3.500, de 1980.


Si un trabajador o trabajadora desempeña dos o más empleos se deberán efectuar cotizaciones por cada una de las remuneraciones y, en cada una, hasta el tope a que se refiere el inciso segundo de este artículo. En lo demás, se aplicará lo dispuesto en el artículo 16 del decreto ley N° 3.500, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1980.


En caso de incapacidad laboral temporal del trabajador o trabajadora de origen común, maternal, de la ley N° 16.744 o cuando el trabajador o trabajadora haga uso de este Seguro, el empleador deberá continuar declarando y pagando la cotización para el financiamiento de este Seguro. Por su parte, la entidad pagadora del Seguro deberá enterar las cotizaciones para previsión y salud de cargo del trabajador en los organismos que correspondan.


Las cotizaciones que pague el empleador para este Seguro durante el período en que el trabajador o trabajadora esté haciendo uso del permiso deberán efectuarse sobre la base de la última remuneración imponible enterada para el Seguro, correspondiente al mes anterior a aquel en que se haya iniciado el permiso.


Durante el período en que un trabajador independiente esté haciendo uso de un permiso por incapacidad laboral temporal de origen común, maternal, de la ley N° 16.744 o cuando esté haciendo uso de este Seguro, se encontrará exento de la obligación de contribuir al Seguro creado por esta ley. Con todo, para los efectos de acceder a sus beneficios, se entenderá que el trabajador independiente ha cumplido con el requisito relativo al pago de la cotización señalada en la letra a) del artículo 24. 


Para todos los efectos legales estas cotizaciones tendrán el carácter de cotización de seguridad social.


Artículo 27.- Entidad recaudadora. La recaudación de las cotizaciones se efectuará por las Mutualidades de Empleadores y el Instituto de Seguridad Laboral, conjuntamente con las demás cotizaciones que recaudan para el financiamiento del seguro de la ley N° 16.744. 


Artículo 28.- Obligación de pago de las cotizaciones. La declaración y pago de las cotizaciones de este Seguro se regirán por las reglas establecidas en el artículo 19 del decreto ley N° 3.500, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1980.


El pago de las cotizaciones de los trabajadores independientes se regirá por las normas relativas al pago provisional de las cotizaciones establecido en el inciso cuarto del artículo 92 del citado decreto ley N° 3.500, de 1980.


Artículo 29.- Mantención de las prestaciones del Seguro. Las cotizaciones declaradas y no pagadas por el empleador se reputarán enteradas para los efectos que los trabajadores accedan a las prestaciones que otorga este Seguro.


Artículo 30.- Cobro de cotizaciones. Corresponderá a la entidad recaudadora respectiva perseguir el cobro de las sumas adeudadas.


A las cotizaciones del Seguro le serán aplicables las normas de la ley N° 17.322 y gozarán de los mismos privilegios y garantías que las otras cotizaciones previsionales. 

Párrafo tercero

De la administración financiera del Fondo


Artículo 31.- Entero de los recursos al Fondo. Los ingresos recibidos por las entidades recaudadoras del Seguro serán depositados mensualmente en una cuenta única que será llevada por la entidad administradora del Fondo, dentro de los cinco días siguientes al vencimiento del plazo legal en que las entidades recaudadoras reciben las cotizaciones correspondientes, término que se prorrogará hasta el primer día hábil siguiente si dicho plazo expirare en día sábado, domingo o festivo.


Artículo 32.- Administración financiera del Fondo. La administración financiera del Fondo estará a cargo de una persona jurídica de derecho privado, constituida en la República de Chile, en adelante “la entidad administradora”, que tendrá por objeto exclusivo la administración del Fondo, la inversión de sus recursos y los giros que se dispongan de conformidad con esta ley.


La entidad administradora será determinada mediante licitación pública.


Artículo 33.- Licitación y adjudicación del Fondo. La licitación y la adjudicación del servicio se regirán por las normas establecidas en la presente ley y las respectivas bases de licitación, las que serán aprobadas por resolución de la Superintendencia de Seguridad Social, previa aprobación del Ministerio de Hacienda.


Las bases de licitación de la administración financiera del Fondo deberán contemplar, a lo menos, los requisitos de postulación; las garantías que deberán otorgar los oferentes; los criterios de idoneidad de las entidades postulantes; los criterios de adjudicación; la forma de determinación de la retribución por la administración del Fondo; las condiciones bajo las cuales la licitación se declararía desierta, las obligaciones que le corresponderán a la entidad que resulte adjudicada y la duración del contrato de administración, que en ningún caso podrá ser inferior a tres años ni superior a diez años.


Podrán postular a esta licitación las personas jurídicas, nacionales o extranjeras, que cumplan con lo establecido en las bases de licitación. 


La Superintendencia de Seguridad Social efectuará un proceso de precalificación de los postulantes a la licitación con el fin de asegurar su idoneidad técnica, económica y financiera. 


Si no hubiere interesados en la licitación o ésta fuere declarada desierta deberá llamarse, dentro de los treinta días siguientes, a una nueva licitación pública. Dicho plazo se contará desde la fecha de la resolución que declara desierta la licitación. En este caso, la Superintendencia de Seguridad Social deberá resolver la administración transitoria del Fondo.


La licitación se adjudicará evaluando las ofertas técnicamente aceptables atendiendo, a lo menos, a factores tales como el costo de administración y la calificación técnica para la prestación del servicio. La definición de estos factores y su forma de aplicación para adjudicar la prestación del servicio serán establecidas en las respectivas bases de licitación. 


La adjudicación será realizada a través de una resolución dictada por la Superintendencia de Seguridad Social con aprobación previa del Ministerio de Hacienda. Esta resolución será publicada en el Diario Oficial.


Artículo 34.- Contrato de administración. La entidad adjudicataria estará obligada a constituir, en el plazo de sesenta días contado desde la publicación en el Diario Oficial de la resolución mencionada en el artículo anterior y con los requisitos que las bases de licitación establezcan, una sociedad comercial de nacionalidad chilena o agencia de la empresa extranjera constituida en Chile, con quien se celebrará el contrato de administración y su objeto exclusivo será el mencionado en el artículo 32.


La entidad administradora será de duración indefinida y subsistirá hasta el cumplimiento del plazo de vigencia del contrato de administración respectivo.


El contrato de administración será suscrito por la Superintendencia de Seguridad Social y aprobado por resolución de la misma Superintendencia. Se entenderán incorporadas al contrato las bases de licitación. 


Existirá separación patrimonial entre los recursos propios de la entidad administradora y los del Fondo. La entidad administradora no tendrá dominio sobre el patrimonio que constituye el Fondo y tampoco podrá darlo en garantía. Los bienes y derechos que componen el patrimonio del Fondo serán inembargables.


Durante la vigencia del contrato, la entidad administradora deberá asegurar la continuidad de la prestación del servicio en condiciones de absoluta normalidad y en forma ininterrumpida. El incumplimiento de esta obligación constituirá infracción grave de las obligaciones de la entidad administradora.


La entidad administradora podrá celebrar contratos de prestación de servicios con entidades externas, según lo que al respecto establezcan las bases de licitación y el contrato de administración del Fondo.


La entidad administradora deberá presentar a la Superintendencia de Seguridad Social, a lo menos semestralmente, un informe que contendrá, respecto del período respectivo, los ingresos obtenidos, las cotizaciones enteradas, los egresos, la cartera de inversiones, la rentabilidad y los demás antecedentes que se establezcan en las bases de licitación.


Artículo 35.- Término del contrato de administración. El contrato de administración termina por las siguientes causales: 


a) Cumplimiento del plazo del contrato. 


b) Acuerdo entre la Superintendencia de Seguridad Social y la entidad que se adjudique la licitación. 


c) Infracción grave de las obligaciones que impone el contrato por parte de la entidad administradora.


d) Insolvencia de la entidad administradora.


e) Las que se estipulen en las bases de licitación. 


Para dar término al contrato de administración y proceder a su liquidación se requerirá previamente contar con la aprobación de la cuenta de liquidación por parte de la Superintendencia de Seguridad Social. Igual procedimiento se seguirá cuando se ponga término a la sociedad por haberse cumplido su objetivo. 


En caso de término anticipado del contrato, la Superintendencia de Seguridad Social deberá adoptar las providencias necesarias para dar continuidad operativa a la prestación de los servicios, debiendo convocar a una nueva licitación en el plazo máximo de sesenta días desde ocurrido el evento que dio origen al término del contrato.


Artículo 36.- Infracciones graves. La declaración de infracción grave de las obligaciones que impone el contrato por parte de la entidad administradora o de insolvencia de ésta corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social, a través de un procedimiento racional y justo, y deberá estar fundada en alguna de las causales establecidas en esta ley, en las bases de licitación o en el contrato de administración del Fondo. 


La Superintendencia de Seguridad Social deberá llamar a licitación pública en el plazo de sesenta días contado desde la declaración de la infracción grave o la insolvencia, con el objeto de seleccionar a la nueva entidad que se adjudicará la licitación. 


Producida alguna de las situaciones mencionadas en el inciso primero cesará la prestación del servicio de la entidad administradora. En este caso, la Superintendencia de Seguridad Social deberá adoptar todas las medidas necesarias para la continuidad operativa del servicio.


Artículo 37.- Inversión de los recursos del Fondo. Los recursos del Fondo se invertirán en los instrumentos financieros señalados en las letras a), b), c), d), e), g), h), i) y k) del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1980. 


Las normas que establezcan los criterios de elegibilidad de emisores y diversificación serán determinadas por el Ministerio de Hacienda.


Las inversiones que se efectúen con recursos del Fondo tendrán como único objetivo la obtención de una adecuada rentabilidad que asegure el otorgamiento de los beneficios establecidos en esta ley. 


Artículo 38.- Reglas de operación del Fondo. La contabilidad y la programación de los ingresos y egresos del Fondo se sujetarán a las siguientes reglas:


a) Mensualmente cada una de las entidades recaudadoras, junto con el entero de los recursos, enviará a la entidad administradora del Fondo, la información detallada sobre los ingresos percibidos por concepto de este Seguro.


b) Las entidades pagadoras informarán mensualmente a la entidad administradora del Fondo, los requerimientos estimados de recursos para los pagos que deberán efectuar por concepto de subsidios. Las entidades pagadoras que no remitan oportunamente los presupuestos y programas de egresos deberán solventar el pago de los subsidios con recursos propios, sin perjuicio de los ajustes que se realicen en los períodos posteriores. La entidad administradora del Fondo transferirá a las entidades pagadoras en forma anticipada los recursos solicitados para el pago de los subsidios.


c) La Superintendencia de Seguridad Social determinará mediante una norma de carácter general las modalidades y procedimientos que se seguirán para la entrega de información por parte de las entidades recaudadoras y pagadoras, y la forma en que la entidad administradora del Fondo efectuará las transferencias de los recursos a las entidades pagadoras.


d) Las entidades pagadoras deberán rendir mensualmente a la entidad administradora los recursos recibidos para el pago de los subsidios, de conformidad con las normas que fije la Superintendencia de Seguridad Social para estos efectos.


e) La entidad administradora del Fondo, al cierre de cada mes, informará a la Superintendencia de Seguridad Social los ingresos totales del Fondo, incluidas la información de las cotizaciones recibidas y los pagos efectuados. La información consolidada del Fondo será de carácter público y se difundirá a través del sitio web de la entidad administradora. Esta información también se publicará en el sitio web de la Superintendencia de Seguridad Social, cuando se encuentre aprobada por ella.


Artículo 39.- Gastos de administración. Los gastos de administración de las instituciones y entidades que participan de la recaudación de las cotizaciones, del pago de los subsidios, de la gestión, administración y fiscalización del Seguro no podrán exceder, en conjunto, del 8% de las cotizaciones recaudadas en cada año.


Un reglamento del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito por el Ministro o Ministra de Hacienda, establecerá los factores y los mecanismos para determinar la asignación de los gastos de administración del Seguro.


Por resolución anual de la Superintendencia de Seguridad Social, visada por la Dirección de Presupuestos, se establecerán los montos asignados para los gastos de administración entre las instituciones y entidades participantes de la gestión, administración y fiscalización del Seguro. 


Artículo 40.- Regla de sustentabilidad del Fondo. El valor total de los beneficios a pagar con cargo al Fondo en un mes determinado no podrá exceder el 16% del valor acumulado en el Fondo al último día del mes anterior. 


Si el valor total de los beneficios a pagar en el mes, con cargo al Fondo, excediere el monto indicado en el inciso anterior, el beneficio a pagar a cada afiliado se disminuirá proporcionalmente conforme al valor total de beneficios que pueda financiar el Fondo de acuerdo al inciso precedente. En estos casos la Superintendencia de Seguridad Social determinará la rebaja y los montos finales que se pagarán a cada beneficiario por concepto de subsidios.


Artículo 41.- Estudio actuarial. La Dirección de Presupuestos y la Superintendencia de Seguridad Social deberán realizar o encargar la elaboración, cada cinco años, de un estudio actuarial que permita evaluar la sustentabilidad del Fondo. Asimismo, este estudio deberá realizarse cada vez que se proponga una modificación legal a las prestaciones otorgadas por el Seguro, a sus condiciones de acceso o a cualquier variable que afecte los ingresos o gastos esperados del Fondo. Dicho estudio deberá, a lo menos, considerar un análisis sobre el efecto de la modificación en los ingresos y gastos del Fondo. Los resultados del estudio actuarial serán públicos.

TÍTULO CUARTO

DE LAS FACULTADES DE LA SUPERINTENDENCIA DE SEGURIDAD SOCIAL Y DE LAS SANCIONES PENALES


Artículo 42.- Funciones y atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social. La Superintendencia de Seguridad Social ejercerá las funciones y atribuciones de supervigilancia, control, regulación, fiscalización y sanción respecto del Seguro. Para estos efectos, la Superintendencia estará investida de las mismas facultades que su normativa legal le otorgue respecto de los organismos sometidos a su fiscalización.


En el ejercicio de estas funciones y atribuciones, la Superintendencia de Seguridad Social podrá dictar normas e instrucciones que serán obligatorias para todas las instituciones o entidades que participen en la gestión del Seguro, en la recaudación de las cotizaciones, en la calificación de las contingencias y en el otorgamiento y pago de sus beneficios. 


Artículo 43.- De las apelaciones y reclamaciones. Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social resolver las apelaciones efectuadas en contra de las resoluciones emitidas por las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez.


El trabajador o trabajadora podrá recurrir a la Superintendencia de Seguridad Social cuando estime que el rechazo o modificación de la licencia médica fue injustificado o cuando las prestaciones pecuniarias que recibe son menores a las que le corresponden. El reclamo deberá presentarse, preferentemente, en forma electrónica, señalando sus fundamentos, dentro de los treinta días hábiles siguientes a la notificación del rechazo o modificación de la licencia médica o del pago de la prestación pecuniaria, según corresponda. 


La Superintendencia de Seguridad Social conocerá del reclamo y resolverá las apelaciones en única instancia, para lo cual tendrá acceso directo a toda la información que sea necesaria para el otorgamiento del permiso y del subsidio establecidos en esta ley y podrá requerir informe a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, a las Mutualidades de Empleadores y al Instituto de Seguridad Laboral, según corresponda, organismos que deberán emitir sus informes, a más tardar, dentro de los cinco días hábiles siguientes al requerimiento.


Artículo 44.- Sanciones penales. Todo aquel que con el objeto de percibir beneficios indebidos del Seguro para sí o para terceros proporcione, declare o entregue a sabiendas datos o antecedentes falsos, incompletos o erróneos, será sancionado con las penas establecidas en el artículo 467 del Código Penal.


Sin perjuicio de las penas aplicadas en conformidad al inciso precedente, el infractor deberá restituir al Fondo las sumas indebidamente percibidas, reajustadas en conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes anterior a aquél en que se percibieron dichas sumas y el que antecede a la restitución. Las cantidades así reajustadas devengarán además el interés penal mensual establecido en el artículo 53 del Código Tributario.


La responsabilidad de realizar las gestiones necesarias para la restitución de las sumas indebidamente percibidas corresponderá a las entidades pagadoras, sin perjuicio de las facultades de la Superintendencia de Seguridad Social.


Artículo 45.- Sanciones por otorgamiento de certificaciones médicas sin fundamento. En caso que el profesional médico que certifique la condición de gravedad del niño o niña lo haga con evidente ausencia de fundamento médico, la Superintendencia de Seguridad Social, de oficio o mediante denuncia del empleador del beneficiario o de las entidades recaudadoras, podrá, si existe mérito para ello, iniciar una investigación, siendo aplicable lo dispuesto en el artículo 5° de la ley N° 20.585. Las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez tendrán, para este caso, las facultades señaladas en el artículo 2° de la citada ley N° 20.585.


Artículo 46.- Sanciones por conflicto de interés y uso de información privilegiada. Se aplicarán las penas de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo, a los directores, gerentes, apoderados, liquidadores, operadores de mesa de dinero y trabajadores de la entidad administradora del Fondo, que en razón de su cargo y posición y valiéndose de información privilegiada de aquella que trata el Título XXI de la ley N° 18.045:


a) Ejecuten un acto, por sí o por intermedio de otras personas, con el objeto de obtener un beneficio pecuniario para sí o para otros, mediante cualquier operación o transacción de valores de oferta pública. 


b) Divulguen información privilegiada relativa a las decisiones de inversión del Fondo a personas distintas de las encargadas de efectuar las operaciones de adquisición y enajenación de valores de oferta pública por cuenta o en representación del Fondo. 


ARTÍCULO SEGUNDO.- Reemplázase el artículo 199 bis del Código del Trabajo, por el siguiente:


“Artículo 199 bis.- Cuando la salud de un niño o niña mayor de un año y menor de dieciocho años de edad requiera el cuidado personal de su padre o madre con motivo de un accidente grave o de una enfermedad grave, aguda y con riesgo de muerte, tanto el padre como la madre trabajadores tendrán derecho a un permiso para ausentarse de su trabajo por el número de horas equivalentes a diez jornadas ordinarias de trabajo al año, distribuidas a elección del trabajador o trabajadora en jornadas completas, parciales o combinación de ambas, las que se considerarán como trabajadas para todos los efectos legales. El accidente o la enfermedad deberán ser acreditados mediante certificado otorgado por el médico que tenga a su cargo la atención del niño o niña.


Si el padre y la madre son trabajadores podrán usar este permiso conjunta o separadamente.


Cuando el cuidado personal del niño o niña lo tenga un tercero distinto del padre o la madre, otorgado por resolución judicial, sólo éste podrá hacer uso del permiso, en los mismos términos que el padre o la madre.


Cuando él o la cónyuge, el o la conviviente civil o el padre o la madre del trabajador o trabajadora estén desahuciados o en estado terminal, el trabajador o la trabajadora podrá ejercer el derecho establecido en el inciso primero de este artículo, debiendo acreditarse esta circunstancia mediante certificado médico. 


El tiempo no trabajado deberá ser restituido por el trabajador o trabajadora mediante imputación a su próximo feriado anual o laborando horas extraordinarias o a través de cualquier forma que convengan libremente las partes. En estos casos se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo 32. Sin embargo, tratándose de trabajadores regidos por estatutos que contemplen la concesión de días administrativos, en primer lugar, el trabajador deberá hacer uso de ellos, luego podrá imputar el tiempo que debe reponer a su próximo feriado anual o a días administrativos del año siguiente al uso del permiso a que se refiere este artículo o a horas extraordinarias. 


Asimismo, el trabajador y el empleador podrán utilizar y convenir directamente los mecanismos señalados en el artículo 375 y 376 de este Código para restituir y compensar el tiempo no trabajado.


En el evento de no ser posible aplicar los mecanismos señalados en los incisos anteriores se podrá descontar el tiempo equivalente al permiso obtenido de las remuneraciones mensuales del trabajador, en forma de un día por mes, lo que podrá fraccionarse según sea el sistema de pago, o en forma íntegra si el trabajador cesare en su trabajo por cualquier causa. 


Iguales derechos y mecanismos de restitución serán aplicables a los padres, a la persona que tenga su cuidado personal o sea cuidador en los términos establecidos en la letra d) del artículo 6° de la ley N° 20.422, de un menor con discapacidad, debidamente inscrito en el Registro Nacional de la Discapacidad, o siendo menor de seis años, con la determinación diagnóstica del médico tratante.


Lo dispuesto en el inciso precedente se aplicará, en iguales términos, tratándose de personas mayores de dieciocho años con discapacidad mental, por causa psíquica o intelectual, multidéficit, o bien, presenten dependencia severa.


La solicitud del permiso deberá formalizarse mediante cualquier medio escrito de comunicación interna de la empresa, ya sea físico o electrónico, acompañando el certificado médico correspondiente. Cumpliéndose los requisitos establecidos en este artículo, el empleador no podrá negarse a otorgar el permiso.


En todo caso, de la ausencia al trabajo se deberá dar aviso al empleador dentro de las 24 horas siguientes al ejercicio del derecho.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia a partir de su publicación en el Diario Oficial, sin perjuicio de las reglas especiales que se establecen en los artículos siguientes. 


Artículo segundo.- A partir del primer día del mes subsiguiente a la publicación de la presente ley, tendrán cobertura de este Seguro la contingencia señalada en la letra a) del artículo 7° y los tratamientos destinados al alivio del dolor y cuidados paliativos por cáncer avanzado indicados en la letra b) del inciso segundo del artículo 10, ambos establecidos en el artículo primero de esta ley. 


Hasta el 31 de diciembre de 2019, en los casos de tratamientos destinados al alivio del dolor y cuidados paliativos por cáncer avanzado, la licencia para cada trabajador o trabajadora será en total de hasta 60 días por cada hijo o hija afectado, en relación con el mismo diagnóstico, contados desde el inicio de la primera licencia. Asimismo, cuando ambos padres sean trabajadores con derecho a las prestaciones del Seguro, cualquiera de ellos podrá traspasar al otro, hasta el total del período máximo de permiso que le corresponda.


A partir del 1 de julio de 2018, tendrá cobertura de este Seguro la contingencia señalada en la letra b) del artículo 7°, establecido en el artículo primero de la presente ley. 


A partir del 1 de enero de 2020, tendrá cobertura de este Seguro la contingencia señalada en la letra c) del artículo 7°, establecido en el artículo primero de la presente ley. 


A partir del 1 de diciembre de 2020, tendrá cobertura de este Seguro la contingencia señalada en la letra d) del artículo 7°, establecido en el artículo primero de la presente ley.


Artículo tercero.- Los artículos 31 y 37, ambos contenidos en el artículo primero de la presente ley, entrarán en vigencia dentro de los noventa días siguientes a la constitución de la entidad administradora del Fondo señalada en el Párrafo tercero del Título Tercero, también contemplado en el artículo primero de esta ley.


En tanto se constituya e inicie sus operaciones la entidad administradora del Fondo, las funciones que señala el artículo 38 contenido en el artículo primero de la presente ley serán cumplidas por las entidades recaudadoras bajo las instrucciones que para este efecto les imparta la Superintendencia de Seguridad Social. Asimismo, respecto de las materias señaladas en los ya citados artículos 31 y 37 regirán las normas establecidas en el artículo 5 de la ley N° 21.010 y las instrucciones impartidas por la Superintendencia de Seguridad Social.


Artículo cuarto.- La primera licitación para la adjudicación del servicio de la entidad administradora del Fondo será convocada por la Superintendencia de Seguridad Social dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo quinto.- Una vez que la entidad administradora entre en operaciones, las entidades recaudadoras deberán efectuar el traspaso de los recursos del Fondo que cada una de ellas administre, en forma pormenorizada, acompañado de un informe de los ingresos, egresos y operaciones del período, según las instrucciones y en los plazos que señale la Superintendencia de Seguridad Social para estos efectos. 


Artículo sexto.- Si para el cumplimiento de los requisitos establecidos en los artículos 5° y 6°, ambos establecidos en el artículo primero de esta ley, se requiere considerar meses anteriores a abril de 2017, se entenderán cumplidos para cada mes, si el trabajador o trabajadora registra pago de cotizaciones previsionales a las que haya estado obligado, según corresponda.


Artículo séptimo.- Durante el primer año de cobertura del Seguro, el proceso de calificación a que se refiere el artículo 21, establecido en el artículo primero de la presente ley, corresponderá al Departamento de Coordinación Nacional de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, dependiente de la Subsecretaría de Salud Pública. Para tales efectos, las respectivas Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez receptoras deberán remitir a dicho Departamento, la totalidad de la documentación necesaria para su pronunciamiento.


Durante este mismo período y para efectos de esta ley, la licencia médica podrá ser reemplazada por un formulario que al efecto elabore la Superintendencia de Seguridad Social, en consulta al Ministerio de Salud.


Asimismo, durante el primer año de cobertura del Seguro y en tanto no se encuentre operativo el sistema electrónico de consulta en línea contemplado en el inciso segundo del artículo 21, ya citado, para la verificación de los requisitos señalados en los artículos 5° y 6°, ambos establecidos en el artículo primero de esta ley, las o los beneficiarios deberán acompañar a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, los certificados y documentos que den cuenta de su cumplimiento.


Artículo octavo.- La regla contenida en el artículo 40, establecido en el artículo primero de la presente ley, será aplicable veinticuatro meses después del inicio de la primera contingencia cubierta por el Seguro que crea esta ley.


Artículo noveno.- El primer estudio actuarial señalado en el artículo 41, establecido en el artículo primero de la presente ley, deberá ser publicado dentro de los veinticuatro meses siguientes a la entrada en vigencia de esta ley.


Articulo décimo.- La cotización indicada en la letra a) del artículo 24, contemplado en el artículo primero de la presente ley, será implementada en la forma establecida en el artículo segundo transitorio de la ley N° 21.010.


Artículo undécimo.- El primer estudio actuarial para evaluar la sustentabilidad del Fondo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 41 contemplado en el artículo primero de la presente ley, deberá ser remitido durante el mes de diciembre del año 2021, a las o a los Ministros de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, al Senado y a la Cámara de Diputados, y será publicado en el sitio web de la Dirección de Presupuestos y de la Superintendencia de Seguridad Social.


Artículo duodécimo.- En el mes de diciembre del año 2022, los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda deberán presentar conjuntamente un informe de evaluación de la implementación del seguro para el acompañamiento de niños y niñas creado en el artículo primero de esta ley. Este informe deberá considerar como insumo el estudio actuarial sobre sustentabilidad del Fondo, evaluar el impacto del seguro y formular una propuesta sobre el aumento de las contingencias protegidas, de la tasa de cotización y de la duración de los permisos, en caso que los antecedentes así lo justifiquen. Este informe será remitido al Senado y a la Cámara de Diputados. Asimismo será publicado en el sitio web de los ministerios citados.”.

- - -

Oficio de S.E. la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia, por el período que se indica, a la señora Gloria Alejandra De la Fuente González y al señor Francisco Javier Leturia Infante.

(Boletín N° S 1.955-05)


El Presidente pone en votación el asunto de la referencia.


Enseguida da la pablara al Honorable Senador señor Espina para que dé cuenta del informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Terminada la votación el resultado es de 32 votos favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.

Fundan el voto a favor los Honorables Senadores señores Larraín y De Urresti.


El Vicepresidente declara aprobada las designaciones propuestas por el Ejecutivo.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado al Ejecutivo es del siguiente tenor:


“Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado, en sesión del día de hoy, ha dado su acuerdo a vuestra proposición de designar como miembros del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia, por el período de seis años, que vence el año 2023, a la señora Gloria Alejandra De la Fuente González y al señor Francisco Javier Leturia Infante.”.
- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano.

(Boletín N° 10.163-14)

El Vicepresidente reanuda la discusión en particular del proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia, calificándola de “simple”, para el presente proyecto.


Recuerda que en la sesión del 28 de noviembre pasado se dieron por aprobados los artículos de quorum simple que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones.

Hace presente que se debe dejar constancia del quórum respecto del artículo 37, contenido en el número 7 del artículo primero, norma de rango orgánico constitucional que requiere para su aprobación de 21 votos favorables, y que no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones.

Agrega que con el mismo quórum deben ser aprobados en particular el inciso tercero del artículo 28 septies, contenido en el número 4, y las letras c) y g) del número 10, normas orgánicas constitucionales que no tuvieron modificaciones en el segundo informe.

Añade que la Comisión de Vivienda y Urbanismo efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, las cuales fueron acordadas por unanimidad, con excepción de aquellas que serán puestas en discusión y en votación oportunamente.

Indica enseguida que la Comisión de Hacienda, por su parte, se pronunció acerca de las normas de su competencia, y efectuó modificaciones unánimes (solo de precisión) en el artículo 28 septies, contenido en el número 4 del artículo primero, y en los artículos 1, 5 y 6 propuestos en el artículo cuarto del texto despachado por la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

Precisa que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas. De las enmiendas unánimes, las recaídas en el artículo 28 sexies, contenido en el número 3; en los artículos 28 octies y 28 nonies, y en las letras b) y c) del inciso primero del artículo 28 undicies, propuestos en el número 4; en el inciso primero del artículo 36, contenido en el número 6; el inciso primero propuesto en la letra a) del número 10; la letra b) de dicho numeral -salvo en lo relativo al ordinal ii, que fue aprobado solo por mayoría, y que se verá en su oportunidad-, y en la letra b) del número 11, todas son normas que requieren 21 votos favorables para su aprobación, por incidir en normas de rango orgánico constitucional.

Indica, finalmente, que hay normas de quórum que son unánimes, modificadas, como hay otras que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones pero que también requieren 21 votos favorables, y como también algunas que, habiendo sido objeto de indicaciones, no tuvieron modificaciones, como ya se señaló en la relación, todas las cuales requieren 21 votos favorables para su aprobación y que deben ser puestas en votación.


El Vicepresidente las declara aprobadas por la unanimidad de los 23 senadores presentes.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.

- - -

El Vicepresidente pone en discusión la enmienda de la Comisión de Vivienda y Urbanismo relativa a la letra a) del artículo 28 quinquies, nuevo, que se incorpora mediante el numeral 3, nuevo, del artículo primero.


Enseguida ofrece la palabra y hacen uso de ella el Honorable Senador señor Tuma; la Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Saball; y los Honorables Senadores señores Montes y Coloma.


El Vicepresidente pone en votación la enmienda.


El resultado es de 22 votos a favor,  8 en contra y 1 abstención.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.

Votan en contra los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Coloma, García Huidobro, Larraín, Moreira, Pérez Varela, Prokurica y Tuma.

Se abstiene el Honorable Senador señor García.

Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Montes y Lagos.


Funda su voto negativo el Honorable Senador señor García Huidobro.


Funda su abstención el Honorable Senador señor García.


El Vicepresidente declara aprobada la enmienda.


Interviene durante la votación, con la autorización de la Sala, la Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Saball.

- - -

El Vicepresidente pone en discusión la enmienda de la Comisión de Vivienda y Urbanismo que incorpora al artículo primero un numeral 8, nuevo.


Ofrece la palabra y hacen uso de ella la Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Saball y los Honorables Senadores señores García y Letelier.


Puesta en votación la enmienda, el resultado es de 23 votos de aprobación.


Votan favorablemente los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz y Pérez San Martín y señores Allamand, Bianchi, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Girardi, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Moreira, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma y Walker, Ignacio.


Funda su voto a favor el Honorable Senador señor Montes.


El Vicepresidente declara aprobada la enmienda.

- - -

Terminada la votación manifiesta su intención de voto a favor el Honorable Senador señor Guillier.
- - -

El Vicepresidente pone en discusión la enmienda de la Comisión de Vivienda y Urbanismo que consulta, un ordinal ii, nuevo, en la letra b), del numeral 10 del artículo primero del proyecto.


El Vicepresidente ofrece la palabra a la Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Saball, quien hace uso de ella.


Puesta en votación  la enmienda el resultado es de 22 votos a favor.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Allamand, Bianchi, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Girardi, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma y Walker, Ignacio.


Funda su voto a favor el Honorable Senador señor Navarro.


El Vicepresidente declara aprobada la enmienda.


Interviene durante la votación, con la anuencia de la Sala, la Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Saball.

- - -

Terminada la votación manifiesta su intención de voto a favor el Honorable Senador señor Guillier.
- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.

- - -

El Vicepresidente pone en discusión el artículo cuarto del proyecto de ley, cuya votación separada fue solicitada por el Honorable Senador señor Pérez Varela.


Ofrece enseguida la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor García.


Puesta en votación la norma el resultado es de 20 votos a favor, 6 en contra y 1 pareo.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, Ignacio y Walker, Patricio.


Votan en contra los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, García, García Huidobro, Moreira y Prokurica.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Larraín.

Funda su voto de aprobación el Honorable Senador señor Montes.


Fundan su voto de rechazo los Honorables Senadores señores Moreira y Coloma.


El Vicepresidente declara aprobada la disposición.
- - -

El Vicepresidente ofrece la palabra a la Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Saball, quien agradece el despacho de la iniciativa.

- - -

Queda concluida la tramitación de este proyecto.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo primero.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que aprueba la Ley General de Urbanismo y Construcciones, de la siguiente forma:


1. Modifícase el artículo 3 en el siguiente sentido:


a) Derógase su inciso cuarto, pasando los actuales incisos quinto y sexto a ser cuarto y quinto, respectivamente.


b) Reemplázase en su inciso quinto, que pasa a ser cuarto, la frase “y los Reglamentos de Instalaciones Sanitarias de Agua Potable y Alcantarillado, y de Pavimentación” por la frase “y las normas sobre pavimentación”.


c) Reemplázanse en su inciso sexto, que pasa a ser quinto, las expresiones “Los decretos supremos mencionados en los dos últimos incisos precedentes, se dictarán”, por la frase “El decreto supremo mencionado en el inciso precedente se dictará”.


2. Agrégase a continuación del epígrafe del Capítulo II del Título II, “De la Planificación Urbana en particular”, el siguiente epígrafe nuevo: “PÁRRAFO PRELIMINAR.- Ámbitos de competencia y medidas de transparencia en la Planificación Urbana”.


3. Introdúcense a continuación del artículo 28 ter los siguientes artículos 28 quáter, 28 quinquies y 28 sexies, nuevos:


“Artículo 28 quáter.- Estándares urbanísticos mínimos para los instrumentos de planificación urbana comunal. Los instrumentos de planificación urbana comunal deberán ajustarse, en su elaboración o modificación, a:


a) La superficie, accesibilidad y tipos de áreas verdes por ocupantes o habitantes que señale la Ordenanza General.


b) La superficie, accesibilidad y tipos de equipamientos por ocupantes o habitantes que señale la Ordenanza General.


c) El mínimo de estacionamientos que estarán localizados al interior del predio que determine la Ordenanza General, con las excepciones que esta misma establezca. Para el caso de viviendas, será uno por cada dos unidades, a menos que el propio instrumento contemple límites diferentes, sean inferiores o superiores, por razones de congestión o densidad, y sin perjuicio de respetar lo dispuesto en el artículo 8° de la ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria. Tratándose de usos distintos al habitacional, se estará a lo que determine la Ordenanza General en función del destino e intensidad de ocupación.


d) Una trama vial que incorpore circulaciones destinadas al uso público cuyas intersecciones no excedan de 200 metros lineales, con las excepciones que señale la Ordenanza General, para garantizar la continuidad del espacio público y la conectividad con la vialidad del sector.


e) Los demás estándares que indique la Ordenanza General para garantizar el acceso equitativo a los bienes públicos urbanos.


En los literales a) y b) se considerará la totalidad de ocupantes o habitantes que pueda llegar a tener la comuna como consecuencia de las disposiciones del instrumento o de su modificación.


La Ordenanza, al reglamentar estos estándares, reconocerá las condiciones locales y de diversidad territorial.


Artículo 28 quinquies.- Normas urbanísticas supletorias para territorios sin planificación comunal o seccional. Las construcciones que se levanten en zonas urbanas que no estén normadas por un Plan Regulador Comunal o un Plan Seccional deberán ajustarse, mientras mantengan esta situación, a las siguientes disposiciones:


a) No podrán superar la altura promedio de los edificios ya construidos en las manzanas edificadas, con un máximo de diez pisos. En caso de no haber edificación no podrán exceder de dos pisos, salvo que se trate de conjuntos habitacionales de viviendas sociales, los que podrán alcanzar cuatro pisos.


b) No podrán superar la densidad promedio de la manzana en que se emplacen y, de no ser aplicable esta norma, la del promedio de las zonas contiguas que ya estén edificadas, salvo que se trate de conjuntos habitacionales de viviendas sociales.

c) No podrán alterar el sistema de agrupamiento de las edificaciones, sus características arquitectónicas y volumétricas ni las líneas oficiales y de edificación del sector, debiendo adaptarse al entorno urbano en que se emplacen.


d) Deberán dar continuidad a la trama vial existente.


e) Deberán cumplir las demás normas urbanísticas supletorias que, para estos efectos y reconociendo las condiciones locales y de diversidad territorial, señale la Ordenanza General.


Las normas precedentes se aplicarán también cuando se declare la nulidad total o parcial de un Plan Regulador Comunal o Seccional.


Lo dispuesto en este artículo regirá sin perjuicio de las normas que respecto de las áreas de extensión urbana establezcan los Planes Reguladores Intercomunales.


Artículo 28 sexies.- Actualización de los instrumentos de planificación territorial. Los instrumentos de planificación territorial deberán actualizarse periódicamente en un plazo no mayor a diez años, conforme a las normas que disponga la Ordenanza General.”.


4. Agréganse a continuación del artículo 28 sexies, los siguientes artículos 28 septies, 28 octies, 28 nonies, 28 decies y 28 undecies:


“Artículo 28 septies.- Acceso a la información de los instrumentos de planificación territorial. Los actos administrativos que promulguen la aprobación o modificación de un instrumento de planificación territorial deberán publicarse en el sitio electrónico del organismo que los promulgue junto con la respectiva Ordenanza, y se informará de su disponibilidad en aquel mediante un aviso en un periódico de circulación local, regional o en una radio comunal o regional, según sea el caso, debiendo la autoridad que los promulgue informar de este hecho al Servicio de Impuestos Internos dentro de quinto día, indicando si involucran modificaciones de límites urbanos y en qué zonas. La memoria explicativa, los planos y la ordenanza correspondiente se archivarán en los Conservadores de Bienes Raíces respectivos, en la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, en la respectiva secretaría regional de dicho ministerio y, cuando se trate de instrumentos de nivel comunal, en las municipalidades correspondientes.


Estos documentos, junto con su memoria explicativa y el informe ambiental, deberán estar disponibles en el sitio electrónico del organismo que los promulgue conforme a lo dispuesto en el artículo 7 del artículo primero de la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública. Asimismo, deberá publicarse en dicho sitio electrónico un resumen ejecutivo del instrumento de planificación que incluya su descripción y los principales efectos esperados, sin perjuicio de la difusión de otros resúmenes explicativos en lenguaje claro y simple.


Con el objeto de facilitar el acceso a los textos y planos vigentes de los instrumentos de planificación territorial que hayan sido modificados, la autoridad facultada para promulgarlos podrá aprobar versiones actualizadas de los planos y fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado de las ordenanzas, pudiendo introducirles los cambios de forma que sean indispensables, siempre que con ello no se altere, en caso alguno, su verdadero sentido y alcance. Los actos administrativos que promulguen estas versiones actualizadas estarán sujetos a toma de razón por parte de la Contraloría General de la República y no se someterán al procedimiento de evaluación ambiental estratégica.


Artículo 28 octies.- Imagen objetivo de los instrumentos de planificación territorial y consulta pública. El proceso de elaboración de los planes reguladores intercomunales o metropolitanos, de los planes reguladores comunales y de los planes seccionales, así como el relativo a sus modificaciones, deberá ser transparente y participativo, debiendo requerirse la opinión de los vecinos afectados y de los principales actores del territorio planificado. Con tal objetivo se debe contemplar, como paso previo a la elaboración del anteproyecto del plan, la formulación de una imagen objetivo del desarrollo urbano del territorio a planificar, conforme al siguiente procedimiento:


1. El alcalde o el secretario regional ministerial de Vivienda y Urbanismo, según se trate de un instrumento de nivel comunal o intercomunal, formulará una propuesta de imagen objetivo del desarrollo urbano del territorio a planificar, la que se plasmará en un resumen ejecutivo que sintetizará, en un lenguaje claro y simple, el diagnóstico y sus fundamentos técnicos; los objetivos generales y los principales elementos del instrumento a elaborar; las alternativas de estructuración del territorio por las que se propone optar, y los cambios que provocarían respecto de la situación existente, apoyándose en uno o más planos que expresen gráficamente estos conceptos. En los casos en que se considere modificar el límite urbano, el resumen ejecutivo deberá señalarlo expresamente.


2. El resumen ejecutivo y sus planos deberán ser aprobados por acuerdo del concejo municipal o consejo regional, según se trate de un instrumento de nivel comunal o intercomunal, dentro de los quince días siguientes a su recepción. Transcurrido este plazo sin un pronunciamiento expreso se entenderá que tanto el resumen ejecutivo como sus planos fueron aprobados. Una vez aprobados serán publicados en el sitio web de la municipalidad o de la secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo, según corresponda, y simultáneamente se expondrán a la comunidad en lugares visibles y de libre acceso al público pudiendo los interesados formular observaciones fundadas, por medios electrónicos o en soporte papel, hasta treinta días, prorrogables hasta cuarenta y cinco días después de publicado el resumen ejecutivo y sus respectivos planos. El órgano encargado deberá informar de todo lo anterior y de la fecha de realización de las audiencias públicas al consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil, a las organizaciones de la sociedad civil, a los vecinos afectados y demás interesados que señale la ordenanza mediante carta certificada despachada al domicilio actualizado que se tenga de dicha organización, a más tardar, el mismo día en que se publiquen el resumen ejecutivo y sus planos.


3. Durante los primeros quince días del periodo de exposición deberán realizarse, además, dos o más audiencias públicas para presentar la imagen objetivo a la comunidad, debiendo invitarse al consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil, a las organizaciones de la sociedad civil, a los vecinos afectados y demás interesados que señale la ordenanza. Tratándose de instrumentos del ámbito comunal deberá presentarse, además, ante el consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil.


4. El lugar y plazo de exposición y el lugar, fecha y hora de las audiencias públicas, así como la disponibilidad de los antecedentes en internet, deberán comunicarse previamente por medio de dos avisos publicados en semanas distintas, en algún diario de los de mayor circulación en la comuna o las comunas involucradas, mediante su exposición en lugares de afluencia de público como consultorios y colegios, a través de avisos radiales y en la forma de comunicación masiva más adecuada o habitual en la comuna o comunas objeto del plan.


5. Terminado el periodo para realizar observaciones, la autoridad encargada de elaborar el plan deberá emitir un informe que sintetice todas las observaciones presentadas al Consejo Regional o Concejo Municipal, según corresponda, el que dentro de treinta días contados desde la recepción de dicho informe por la secretaría del órgano respectivo deberá acordar los términos en que se procederá a elaborar el anteproyecto de plan, siguiendo lo establecido para cada instrumento en los párrafos siguientes de este capítulo. El organismo competente deberá dar respuesta fundada a cada una de las observaciones realizadas, indicando si las acepta o las rechaza. Tanto el informe elaborado como el acuerdo adoptado deberán estar disponibles en el sitio electrónico de la autoridad encargada. En caso que este acuerdo considere una modificación del límite urbano, la misma autoridad deberá informar de este hecho al Servicio de Impuestos Internos, dentro de quinto día, señalando la zona considerada para estos efectos.

6. Si el organismo competente para aprobar en definitiva el instrumento de planificación territorial rechaza o altera una propuesta de modificación del límite urbano contenida en el acuerdo a que se refiere el numeral precedente, conforme lo disponen la letra c) del artículo 36 de la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional y el inciso octavo del artículo 43 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, la autoridad encargada de su elaboración deberá informar de este hecho a los consejos comunales de organizaciones de la sociedad civil, a las organizaciones de la sociedad civil, a los vecinos afectados y demás interesados que señale la ordenanza que hayan formulado observaciones fundadas, al Ministerio de Vivienda y Urbanismo para lo dispuesto en la letra b) del artículo 28 undecies de esta ley y al Servicio de Impuestos Internos identificando las zonas.


Todas las publicaciones que señala este artículo deberán estar disponibles dentro de los mecanismos de participación ciudadana que exige el artículo 7 del artículo primero de la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.


Artículo 28 nonies.- Intervención de particulares en la elaboración y aprobación de los instrumentos de planificación territorial. Los particulares podrán proponer nuevos instrumentos de planificación territorial o modificaciones de los existentes solamente mediante presentaciones formales realizadas en ejercicio del derecho de petición consagrado en el numeral 14 del artículo 19 de la Constitución Política de la República. La autoridad que promueva un nuevo instrumento o una modificación del instrumento deberá mencionar expresamente las solicitudes planteadas por particulares que se relacionen directamente con su propuesta.


Los particulares podrán acompañar antecedentes para fundamentar nuevos instrumentos de planificación territorial o sus modificaciones, siempre que en ellos se consigne con claridad quien los presenta, quien los elaboró y a qué título. Dichos antecedentes sólo podrán ser considerados por los órganos administrativos si se cumple con lo anterior y son aprobados por un órgano del Estado.


La infracción de los deberes señalados en los incisos anteriores será considerada una grave vulneración del principio de probidad administrativa.


Artículo 28 decies.- Transparencia en el ejercicio de la potestad planificadora. La planificación urbana es una función pública cuyo objetivo es organizar y definir el uso del suelo y las demás normas urbanísticas de acuerdo con el interés general. Su ejercicio deberá:


a) Ser fundado, señalando expresamente sus motivaciones y los objetivos específicos que persigue en cada caso, especialmente cuando se realicen cambios en las propuestas, anteproyectos o proyectos.


b) Considerar información suficiente sobre la realidad existente y su evolución previsible.


c) Ajustarse a los principios de sustentabilidad, cohesión territorial y eficiencia energética, procurando que el suelo se ocupe de manera eficiente y combine los usos en un contexto urbano seguro, saludable, accesible universalmente e integrado socialmente.


d) Evitar la especulación y procurar la satisfacción de las necesidades de vivienda de la población, y


e) Ser consistente con los estudios técnicos referidos a movilidad urbana, infraestructura sanitaria y energética, riesgos y protección del patrimonio natural y cultural, entre otros, conforme establezca la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, los que necesariamente deberán estar en coordinación con las políticas sectoriales asociadas a cada materia.


Artículo 28 undecies.- Observatorios del mercado del suelo urbano, de los instrumentos de planificación territorial y de los permisos. Para promover la transparencia del mercado del suelo, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo mantendrá en un Portal Único de Información:


a) Un observatorio del mercado del suelo urbano que informará de la evolución de precios por metro cuadrado de los bienes raíces a nivel nacional, regional, comunal y otras zonas geográficas específicas. Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos pondrá a disposición del observatorio los montos y otros antecedentes necesarios para que pueda caracterizar los bienes raíces enajenados, informados en las Declaraciones sobre Enajenación e Inscripción de los Bienes Raíces, o la declaración que las reemplace, y que el Servicio recibe en el ejercicio de sus atribuciones, exceptuados aquellos datos que permitan individualizar a los predios, sus propietarios, poseedores u ocupantes. El Ministerio de Hacienda determinará, mediante una resolución exenta, que también suscribirá el Ministro de Vivienda y Urbanismo, previa propuesta del Servicio de Impuestos Internos, las zonas geográficas específicas que se considerarán en el observatorio y la forma y oportunidad de entrega de dicha información, resguardando que el procedimiento no identifique o no permita identificar bienes raíces, propietarios, poseedores u ocupantes en particular, y cumpliendo las disposiciones de la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 7, del Ministerio de Hacienda, de 1980, y en el Código Tributario.

b) Un sistema de información de los procesos de elaboración y aprobación de los instrumentos de planificación territorial, así como de sus modificaciones, el que deberá dar cuenta de manera sistematizada de toda la información disponible en los sitios electrónicos referidos en los artículos 28 septies y 28 octies. Para estos efectos, las municipalidades y los gobiernos regionales y demás órganos y servicios competentes deberán suministrar la información que señale la ordenanza de esta ley en la forma y plazos que allí se indiquen, con el objeto de poner a disposición del público la información referida de forma fácil y expedita.


c) Un sistema de información sobre el estado de tramitación de los permisos de urbanización y de edificación en cada municipalidad, en la forma que determine la Ordenanza General, que también permitirá a las respectivas direcciones de obras municipales cumplir con los trámites que regula la presente ley de manera electrónica.


La infracción de los deberes señalados en el inciso anterior será considerada una grave vulneración del principio de probidad administrativa.”.


5. Reemplázase el inciso final del artículo 35 por el siguiente:


“Para los efectos de su aprobación, modificación y aplicación, estos documentos constituirán un solo cuerpo normativo.”.


6. Reemplázase el artículo 36 por el siguiente:


“Artículo 36.- El anteproyecto de Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, o sus modificaciones, será elaborado por la secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo, con consulta a las municipalidades correspondientes y a los organismos de la administración del Estado que sean necesarios, con el fin de resguardar una actuación pública coordinada sobre el territorio planificado. Este proceso se iniciará con la formulación y consulta de la imagen objetivo del instrumento, conforme a lo dispuesto en el artículo 28 octies de esta ley, y se ajustará a lo señalado en el inciso cuarto del artículo 7 bis de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.


De conformidad al inciso quinto del artículo 7 bis de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, el anteproyecto de plan regulador que se elabore contendrá un informe ambiental, que será remitido al Ministerio del Medio Ambiente para sus observaciones. Posteriormente, ambos documentos, junto con un resumen ejecutivo que incluya su descripción y los principales efectos esperados, sin perjuicio de la difusión de otros resúmenes explicativos en lenguaje claro y simple, serán sometidos a un proceso de consulta pública conforme a lo dispuesto en los numerales 2, 3 y 4 del artículo 28 octies.


En paralelo a la consulta pública se solicitará la opinión de las Municipalidades correspondientes, las que deberán pronunciarse sobre el anteproyecto dentro del plazo de treinta días, contado desde su conocimiento oficial, vencido el cual la falta de pronunciamiento será considerada como aprobación.


Terminadas las consultas anteriores, la secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo elaborará un proyecto de Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano y lo remitirá, junto al expediente completo, al gobierno regional para continuar su trámite de aprobación en conformidad a las disposiciones de su ley orgánica constitucional. En caso que el proyecto altere la propuesta de modificación del límite urbano contenida en el acuerdo a que se refiere el numeral 5 del artículo 28 octies, la misma autoridad informará de este hecho, dentro de quinto día, al Servicio de Impuestos Internos, señalando la zona afectada.”.


7. Reemplázase el artículo 37 por el siguiente:


“Artículo 37.- Previa autorización de la secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo correspondiente, un grupo de municipalidades afectas a relaciones intercomunales podrán elaborar directamente un anteproyecto de Plan Regulador Intercomunal, el que deberá ser diseñado de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo precedente y enviado a dicha secretaría para que verifique, dentro del plazo de sesenta días, si el instrumento propuesto se ajusta a esta ley y su ordenanza. Si el informe es favorable, la secretaría deberá remitirlo al gobierno regional para iniciar su trámite de aprobación en conformidad a las disposiciones de su ley orgánica constitucional.”.


8. Agrégase, a continuación del artículo 37, el siguiente artículo 37 bis:


“Artículo 37 bis.- Podrán aprobarse enmiendas a los planes reguladores intercomunales cuando se trate de modificaciones que no sean sustantivas y recaigan en disposiciones relativas al ámbito de competencia propio de estos instrumentos, dentro de los márgenes y de acuerdo al procedimiento simplificado que establezca la Ordenanza General, el que en todo caso deberá contemplar una consulta a las municipalidades correspondientes y un proceso de consulta pública.


Tratándose de modificaciones en los trazados de las vías intercomunales, será necesario un informe favorable de la autoridad regional o metropolitana competente en materia urbanística.”.

9. Reemplázase el inciso segundo del artículo 42 por el siguiente:


“Para los efectos de su aprobación, modificación y aplicación, estos documentos constituirán un solo cuerpo normativo.”.


10. Modifícase el artículo 43 en el siguiente sentido:


a) Reemplázanse su inciso primero y el encabezado de su inciso segundo por los siguientes:


“Artículo 43.- El anteproyecto de Plan Regulador Comunal o de sus modificaciones será diseñado por la municipalidad correspondiente, iniciándose este proceso con la formulación y consulta de su imagen objetivo, conforme lo dispone el artículo 28 octies de esta ley, y ajustándose a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 7 bis de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.


De conformidad al inciso quinto del artículo 7 bis de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, el anteproyecto de plan regulador que se elabore contendrá un informe ambiental, que será remitido al Ministerio del Medio Ambiente para sus observaciones. Posteriormente, ambos documentos serán sometidos al siguiente proceso de participación ciudadana:”.


b) Modifícase su inciso segundo en el siguiente sentido:


i. Reemplázanse, en sus numerales 3 y 5, las expresiones “consejo económico y social comunal” por las siguientes: “consejo comunal de organizaciones de la sociedad civil”.


ii. Agrégase en su numeral 5, después del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Tal consulta no será necesaria cuando el informe ambiental declare que el anteproyecto se ajusta al acuerdo del concejo municipal a que se refiere el número 5 del artículo 28 octies.”.


iii. Reemplázase en su numeral 6 la expresión “quince” por “treinta”, y agrégase la siguiente frase a continuación de la palabra anterior: “o del vencimiento del plazo de exposición del proyecto a la comunidad, en su caso”.


c) Sustitúyese, en sus incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, la palabra “proyecto” por “anteproyecto”.


d) Agrégase, en su inciso tercero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Sin perjuicio de lo anterior, los documentos que integren el anteproyecto del instrumento de planificación territorial deberán estar disponibles en el sitio web municipal desde el inicio del proceso de participación ciudadana, junto con un resumen ejecutivo que incluya, en un lenguaje claro y simple, la descripción del instrumento de planificación y sus principales consecuencias.”.


e) Reemplázase, en su inciso cuarto, la frase “la audiencia pública indicada en el N° 5” por las expresiones “que venza el plazo para formular tales observaciones”.


f) Agrégase, en su inciso quinto, después de la expresión “plan regulador”, la frase “, dentro de un plazo máximo de sesenta días”, e intercálase, a continuación de la palabra “impugnadas”, lo siguiente: “; transcurrido el plazo anterior sin un pronunciamiento expreso, se entenderá que el proyecto fue aprobado”.


g) Agrégase, en su inciso sexto, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Si el proyecto altera la propuesta de modificación del límite urbano contenida en el acuerdo a que se refiere el numeral 5 del artículo 28 octies, el alcalde, junto con enviarlo a la secretaría regional ministerial respectiva, informará de este hecho al Ministerio de Vivienda y Urbanismo, dentro de quinto día, para lo dispuesto en la letra b) del artículo 28 undecies de esta ley, y al Servicio de Impuestos Internos, identificando la zona afectada, con copia al Concejo Municipal.”.


h) Elimínase su inciso duodécimo.


11. Modifícase el artículo 45 en el siguiente sentido:


a) Elimínanse, en su inciso primero, la expresión “inciso primero del”.


b) En el inciso segundo:


i. Reemplázase, en el encabezado, la frase “podrán omitir el trámite previsto en la letra c) del inciso primero del artículo 43, y, en tal caso, las publicaciones que dispone la letra d) se entenderán referidas al acuerdo del Consejo de Desarrollo Comunal:”, por la frase “aplicarán lo dispuesto en los numerales 1 al 6 del inciso segundo del artículo 43 y en los incisos tercero a quinto del mismo artículo y, una vez aprobadas tales enmiendas por el concejo, serán promulgadas por decreto alcaldicio:”.


ii. Sustitúyese el numeral 2 por el que se señala a continuación:

“2. Ajustes en los trazados de los pasajes y de las vías locales o de servicio que tengan un informe favorable de la autoridad regional o metropolitana competente en materia urbanística, y”.


c) Elimínase su inciso tercero.


12. Reemplázase en el artículo 46 la frase “el inciso primero del artículo 43” por las expresiones “los artículos 28 octies y 43”.


13. Derógase el artículo 48.


14. Derógase el inciso segundo del artículo 134.


15. Intercálase en el artículo 177, entre la palabra “respectivas” y el punto final, la frase “y publicándolo en el sitio electrónico del Gobierno Regional”.


16. Intercálase en el inciso primero del artículo 183, entre la frase “integración social” y la coma que le sigue, la expresión: “y la sustentabilidad urbana”.


17. Reemplázase en el inciso primero del artículo 184, la frase “integración social urbana” por la siguiente: “integración social y sustentabilidad urbana”.


18. Agrégase, a continuación del artículo 184, el siguiente artículo 184 bis, nuevo:


“Artículo 184 bis.- Las viviendas sociales que resulten de la aplicación de los incentivos permitidos en los artículos precedentes o en otras normas, se identificarán en los respectivos permisos de edificación y recepciones municipales, y solo podrán ser adquiridas u ocupadas por personas que cumplan los requisitos relativos a los programas habitacionales específicos a que correspondan esas viviendas o los de los programas que los reemplacen.


Dichas viviendas quedarán sujetas a la prohibición de ser transferidas a personas que no paguen total o parcialmente el precio con el subsidio referido al programa habitacional específico original, o al que lo reemplace.”.


Artículo segundo.- Agrégase el siguiente inciso tercero al artículo 3 del decreto ley N° 1.939, de 1977, del Ministerio de Tierras y Colonización, que establece Normas sobre Adquisición, Administración y Disposición de Bienes del Estado:


“El Ministerio mantendrá la información de los bienes a que se refieren los incisos precedentes en un sistema informático georreferencial, disponible en su sitio electrónico institucional, con el fin de permitir conocer su ubicación, avalúo, titularidad, destino y demás antecedentes que señale el reglamento a que hace referencia el inciso anterior. Dicha información deberá publicarse en el sitio web en forma completa y actualizada, y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito.”.


Artículo tercero.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1998, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, de la siguiente manera:


1. Modifícase el artículo 3 en el siguiente sentido:


a) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto y así sucesivamente:


“No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, el Servicio de Impuestos Internos deberá reavaluar, en el período comprendido entre dos reavalúos nacionales, aquellas comunas o sectores de éstas en que se produzca una ampliación en el límite urbano de un plan regulador. Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos deberá ser informado por la autoridad que promulgue los respectivos planes reguladores del hecho de la publicación de éstos, dentro del plazo de tercero día.


Para efectos del reavalúo a que se refiere el inciso anterior, el Servicio de Impuestos Internos tendrá un plazo de seis meses contados desde que reciba la información señalada.”.


b) Agrégase el siguiente inciso sexto a continuación del inciso tercero, que pasa a ser quinto, pasando el actual inciso cuarto a ser séptimo y así sucesivamente:


“No obstante lo establecido en el inciso anterior, a aquellos predios cuyo avalúo se determine conforme a lo dispuesto en el inciso segundo, se les girará el total del impuesto reavaluado en el semestre anterior al que corresponda aplicarle el nuevo avalúo fiscal.”.


c) En el inciso final, reemplázase la palabra “cuarto” por “séptimo”.


2. Modifícase el artículo 8 en el siguiente sentido:

a) Elimínase de su inciso primero la frase “con urbanización”.


b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:


“Con todo, esta sobretasa no se aplicará a los inmuebles localizados fuera de los límites del área geográfica donde se prestan los servicios públicos de distribución de agua potable y de recolección de aguas servidas. Dicha situación deberá acreditarse por el dueño u ocupante del inmueble ante la respectiva municipalidad mediante la presentación de certificado expedido por la empresa concesionaria correspondiente.”.


c) Sustitúyese en su inciso cuarto la frase “declaradas como abandonadas y las correspondientes a pozos lastreros”, por la siguiente: “a que se refieren los incisos primero y segundo de este artículo,”.


Artículo cuarto.- Apruébase la siguiente Ley sobre Incrementos de Valor por Ampliaciones de los Límites Urbanos:


“Artículo 1.- Hecho gravado. Se gravará con impuesto a la renta con una tasa de 10%, la parte del mayor valor obtenido en aquellas enajenaciones a título oneroso de bienes raíces situados en Chile, derechos reales constituidos en ellos, o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, que se encuentren en zonas incluidas en un proceso de ampliación del límite urbano.


Este impuesto no será deducible como gasto, pero no se gravará con la tributación dispuesta en el artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974.


Este impuesto se aplicará a las enajenaciones que se efectúen a contar de los actos a que hacen referencia los literales a) y b) del número 1 del artículo 5 de esta ley, según corresponda, y hasta la primera enajenación que se realice después de la publicación del plan regulador que amplíe el límite urbano.


La parte del mayor valor gravado a que hace referencia el inciso primero, corresponderá al incremento de valor experimentado en el proceso de ampliación del límite urbano, según lo establecido en el artículo 4 de esta ley.


No estarán gravadas con este impuesto aquellas enajenaciones a que se refiere el inciso primero, que se realicen transcurridos dieciocho años contados desde que cualquiera de los siguientes hechos ocurra primero:


a) La fecha de publicación del plan regulador que amplíe el límite urbano.


b) Desde el cumplimiento de un plazo de siete años a contar de la fecha de notificación contemplada en el numeral 1 del artículo 8 de la presente ley.


Lo dispuesto en el inciso anterior no se aplicará cuando los bienes referidos se enajenen en el marco de operaciones de leasing.


Con todo, si la modificación que amplía el límite urbano fuese rechazada, no será aplicable el impuesto a que se refiere el inciso primero respecto de aquellas enajenaciones que ocurran a contar de dicho evento. Tampoco se aplicará el impuesto respecto de aquellas enajenaciones que ocurran con posterioridad a su exclusión de la zona de ampliación del límite urbano por modificaciones al plan regulador, conforme a lo establecido en el inciso final del artículo 36 y el inciso sexto del artículo 43, ambos de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Tampoco se aplicará este impuesto en los casos de enajenaciones forzadas en cumplimiento de una ley especial o general que autorice la expropiación por causa de utilidad pública o del interés nacional.


Artículo 2.- Exenciones. El impuesto a que se refiere el artículo 1 de la presente ley no se aplicará a aquellas enajenaciones en que el precio o valor asignado a ellas no exceda, a la fecha de perfeccionamiento de la enajenación, el equivalente a 5.000 unidades de fomento. Para estos efectos, se considerará la suma de los precios o valores asignados a las enajenaciones que efectúe el contribuyente de la totalidad de los derechos reales constituidos sobre los bienes raíces o de las cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, dentro del año comercial respectivo.


Artículo 3.- El impuesto establecido en el artículo 1 de esta ley se aplicará con independencia de lo establecido en la letra b) del número 8 del artículo 17 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974, o del régimen general de tributación que resulte aplicable al mayor valor obtenido en las enajenaciones referidas conforme a dicha ley, y sin perjuicio de la tributación que resulte aplicable conforme a las disposiciones antes señaladas.


Artículo 4.- Base imponible. Para determinar la parte del mayor valor que corresponda al incremento de valor experimentado en la ampliación del límite urbano derivado de un proceso de cambio a un plan regulador, se deducirá del valor comercial final el valor comercial inicial que corresponda, los que serán determinados de conformidad con lo dispuesto en los artículos 5 y 6 siguientes.

El valor comercial así determinado se incrementará por la variación positiva que haya experimentado el valor de los bienes raíces rurales, expresado en porcentaje, entre el mes anterior a aquel en que se fije el valor comercial inicial y el mes anterior a aquel en que se fije el valor comercial final. Para tales efectos, el Servicio de Impuestos Internos publicará mensualmente un índice de variación del valor de los bienes raíces rurales, el que reflejará la variación, en los últimos doce meses, del valor que hayan tenido las enajenaciones de bienes raíces rurales situados en Chile o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes. Para la elaboración del índice referido se excluirán a aquellas enajenaciones que recaigan sobre bienes raíces que se encuentren en zonas incluidas en un proceso de ampliación del límite urbano a que hace referencia esta ley. Asimismo, el valor comercial inicial se incrementará por los desembolsos incurridos en mejoras que hayan aumentado el valor del bien, reajustados de acuerdo a la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la mejora y el mes anterior a la enajenación, efectuadas por el enajenante o un tercero, siempre que hayan pasado a formar parte de la propiedad del enajenante y hayan sido declaradas en la oportunidad que corresponda ante el Servicio, para ser incorporadas en la determinación del avalúo fiscal de la respectiva propiedad para los fines del impuesto territorial, con anterioridad a la enajenación. El Servicio de Impuestos Internos deberá determinar la metodología de cálculo de este índice, así como la forma y oportunidad en que deban informarse las mejoras, a través de resoluciones que dictará previa consulta pública obligatoria en los términos establecidos en el número 1° de la letra A del inciso segundo del artículo 6 del Código Tributario.


Los valores comerciales inicial y final así determinados, serán convertidos a su equivalente en unidades de fomento, según el valor vigente de ésta a la fecha de determinación de cada uno de ellos.


El valor gravado con el impuesto por cada uno de los inmuebles, expresado en unidades de fomento, será convertido según el valor de ésta a la fecha del respectivo acto jurídico o contrato que sirva de título para la enajenación, y tal suma se reajustará por la variación experimentada por el índice de precios al consumidor entre el mes anterior al de la enajenación y el mes anterior al término del año comercial respectivo.


En ningún caso las diferencias que se puedan generar por aplicación de estas reglas darán lugar a una devolución de impuestos.


Artículo 5.- Valor comercial inicial. Para efectos de la presente ley, el valor comercial inicial será determinado conforme a las siguientes reglas, según sea el caso:


1. Para la primera enajenación de un bien raíz, de derechos reales constituidos sobre tales bienes o de cuotas poseídas en comunidad respecto de ellos, que se encuentre gravada con el impuesto a que se refiere esta ley, el valor comercial inicial se determinará según la tasación que, para este solo efecto, practique el Servicio de Impuestos Internos.


Esta tasación, en adelante “valor comercial inicial de referencia”, deberá realizarse cuando se incorpore un área o sub-área en el proceso de ampliación del límite urbano a través de alguno de los siguientes actos:


a) El acuerdo del Concejo Municipal o Consejo Regional, según corresponda, de los términos en que se procederá a diseñar un anteproyecto de plan regulador que considere una ampliación del límite urbano, a que se refiere el numeral 5 del artículo 28 octies del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.


b) La elaboración del proyecto de plan regulador por la Secretaría Regional Ministerial competente o la aprobación por el Concejo Municipal a que se refieren, respectivamente, el inciso final del artículo 36 y el inciso sexto del artículo 43, ambos de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, cuyas modificaciones incluyan bienes raíces no contemplados en el literal anterior en la ampliación del límite urbano.


2. Para las enajenaciones de un bien raíz, de derechos reales constituidos sobre tales bienes o de cuotas poseídas en comunidad respecto de ellos, realizadas con posterioridad a la primera enajenación que se haya gravado con el impuesto a que se refiere esta ley, el valor comercial inicial corresponderá al valor de adquisición del bien respectivo.


3. Tratándose de derechos reales constituidos sobre los bienes raíces o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, para determinar el valor comercial inicial de cada derecho o cuota se considerará la proporción que corresponda de los derechos o cuotas sobre el valor comercial inicial del bien raíz respectivo.


Artículo 6.- Valor comercial final. Para efectos de la presente ley, el valor comercial final será determinado conforme a las siguientes reglas, según sea el caso:


1. Para aquellas enajenaciones a que se refieren los literales a) y b) siguientes, el valor comercial final se determinará según la tasación que, para este solo efecto, practique el Servicio de Impuestos Internos. Esta tasación en adelante “valor comercial final de referencia” se utilizará en las siguientes circunstancias:


a) Enajenaciones de bienes raíces, de derechos reales constituidos sobre ellos o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, que sean efectuadas con posterioridad a la publicación de un plan regulador que amplíe el límite urbano de las zonas en que se emplazan, o


b) Enajenaciones de bienes raíces, de derechos reales constituidos sobre ellos, o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, que sean efectuadas después de transcurridos siete años contados desde la fecha de notificación del acuerdo a que hace referencia el numeral 5 del artículo 28 octies del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, y previo a la publicación del plan regulador que amplíe el límite urbano de las zonas en que se emplazan.


2. Para enajenaciones que se realicen en el tiempo intermedio entre el inicio del proceso a que hace referencia el numeral 5 del artículo 28 octies del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones y antes de la publicación de un plan regulador que amplíe el límite urbano, el valor comercial final será equivalente al precio estipulado por las partes en la enajenación, a menos que corresponda aplicar la regla del literal b) del numeral precedente.


3. Tratándose de las enajenaciones a que se refiere el número 1 podrá considerarse como valor comercial final el precio estipulado por las partes en la enajenación. Los contribuyentes que ejerzan esta opción deberán acompañar los antecedentes que justifiquen que ese precio responde a consideraciones de mercado.


Tratándose de derechos reales constituidos sobre los bienes raíces o de cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes, para determinar el valor comercial final de cada derecho o cuota se considerará la proporción que corresponda de los derechos o cuotas sobre el valor comercial final del bien raíz respectivo.


Artículo 7.- Tasación. Para efectos de la aplicación del impuesto a que se refiere la presente ley, el Servicio de Impuestos Internos deberá establecer los valores comerciales iniciales y finales de referencia conforme a las siguientes reglas:


1. Para los actos a que se refiere el literal a) del numeral 1 del artículo 5 de la presente ley, el valor comercial inicial de referencia será el que corresponda al 31 de diciembre del año inmediatamente anterior al de publicación de la imagen objetivo, según lo establecido en el numeral 2 del artículo 28 octies de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


2. Para los actos a que hace referencia el literal b) del número 1 del artículo 5 de la presente ley, el valor comercial inicial de referencia será el que corresponda al 31 de diciembre del año inmediatamente anterior en que éstos ocurran.


3. Para las enajenaciones a que se refiere el literal a) del numeral 1 del artículo 6 de la presente ley, el valor comercial final de referencia será el que se determine dentro del plazo de seis meses contados desde la publicación del plan regulador.


4. Para las enajenaciones a que se refiere el literal b) del numeral 1 del artículo 6 de la presente ley, el valor comercial final de referencia será el que se determine dentro del plazo de seis meses contados desde el cumplimiento del plazo de siete años a que se refiere el mismo numeral.


Para establecer el valor comercial inicial de referencia a que aluden los numerales 1 y 2 del inciso precedente, el Servicio de Impuestos Internos tendrá el plazo de seis meses a contar de la notificación y recepción de la información correspondiente, según lo establecido en el artículo 8.


Artículo 8.- Entrega de información. La autoridad encargada de la elaboración o promulgación de un plan regulador, según corresponda, deberá comunicar al Servicio de Impuestos Internos la información establecida en los numerales siguientes. El plazo para el otorgamiento de la misma será de cinco días contados desde los hechos que se indican en cada caso:


1. Las propuestas de modificación del límite urbano adoptadas en el acuerdo sobre los términos en que se procederá a elaborar el anteproyecto de plan a que se refiere el numeral 5 del artículo 28 octies del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones. En la misma oportunidad, la autoridad deberá comunicar la fecha exacta de publicación de los documentos que formulan la imagen objetivo, establecida en el numeral 2 del artículo 28 octies del mismo cuerpo legal.


2. Las alteraciones o el rechazo de la propuesta de modificación del límite urbano contenida en el acuerdo a que se refiere el numeral 1 precedente, conforme lo disponen el inciso final del artículo 36 y el inciso sexto del artículo 43, ambos de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


3. Las alteraciones o el rechazo de la propuesta de modificación del límite urbano realizada por el organismo competente para aprobar en definitiva el instrumento de planificación territorial.


4. La publicación de un plan regulador que contenga modificaciones al límite urbano.


En la entrega de la información a que se refiere este artículo, se deberán acompañar los planos y demás antecedentes necesarios para establecer el valor comercial de referencia de los bienes raíces ubicados en las zonas consideradas para estos efectos, según se determine en un reglamento suscrito por los Ministros de Hacienda y de Vivienda y Urbanismo.


Artículo 9.- Metodología para determinar precios de referencia. Para establecer los valores comerciales de referencia, el Servicio de Impuestos Internos deberá aplicar métodos públicos y objetivos de valoración, siguiendo un sistema generalmente reconocido o que refleje adecuadamente los valores de mercado de los bienes raíces. El Servicio de Impuestos Internos, mediante resolución dictada al efecto, deberá individualizar los métodos o sistemas de valoración que aplicará hacia el futuro, previa consulta pública obligatoria en los términos establecidos en el número 1° de la letra A del inciso segundo del artículo 6 del Código Tributario.


En ningún caso el valor comercial inicial o final de referencia podrá ser superior al valor de mercado de los bienes raíces ubicados en áreas homogéneas rurales o urbanas, respectivamente, próximas o cercanas.


Artículo 10.- Declaración y pago del impuesto, así como liquidación y giro del mismo, según corresponda. El impuesto a que se refiere esta ley sólo le será exigible al propietario o poseedor del inmueble o de los derechos reales constituidos en él o de cuotas poseídas en comunidad en tales bienes, en el momento en que se verifique la enajenación del bien respectivo, conforme a lo señalado en el artículo 1 de esta ley.


Este impuesto deberá ser declarado y pagado por el enajenante sobre la base de la renta percibida o devengada, conforme a lo dispuesto en los artículos 65, número 1, y 69 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Cuando dicho impuesto no fuere declarado ni pagado por el contribuyente respectivo, el Servicio de Impuestos Internos procederá a la liquidación y giro del mismo, previa citación conforme a lo dispuesto en el artículo 63 del Código Tributario.


El valor asignado en la enajenación, así como la liquidación y giro del impuesto único correspondiente, será susceptible de tasación de acuerdo a los artículos 64 del Código Tributario y 17 número 8 de la Ley sobre Impuesto a la Renta y de fiscalización conforme a las reglas generales.


En caso de que, pendiente la determinación del valor comercial inicial o final de referencia, según corresponda, los bienes raíces, los derechos reales constituidos en ellos o las cuotas poseídas en comunidad respecto de tales bienes comprendidos en la ampliación del límite urbano sean enajenados, el Servicio de Impuestos Internos podrá liquidar y girar los impuestos que hubiere correspondido aplicar conforme a los valores establecidos en los artículos 5 y 6, ambos de la presente ley, en el mes siguiente de publicada la tasación.


Artículo 11.- Reclamo. El contribuyente podrá reclamar de la liquidación y giro conforme a las reglas generales del Código Tributario. En la liquidación y giro de este impuesto, el Servicio de Impuestos Internos comunicará al contribuyente el detalle de los valores comerciales de referencia que haya utilizado y de aquellos valores que determine por aplicación del artículo 64 del Código Tributario en caso que corresponda, respecto de los cuales también podrá reclamarse conforme a las reglas generales del Código Tributario.


Artículo 12.- Los recursos que se recauden por aplicación del impuesto establecido en la presente ley se distribuirán de la siguiente forma:


a) Un 37,5% se incorporará al patrimonio de la municipalidad correspondiente a la comuna en que se encuentre situado el respectivo bien raíz, para ser aplicado por la autoridad comunal al financiamiento de obras de desarrollo local. Si el bien raíz se encuentra situado en varias comunas, la recaudación se repartirá entre ellas en proporción a la parte de la superficie total que corresponda a cada una.


b) Un 62,5% se incorporará al patrimonio del Fondo Común Municipal establecido en el artículo 14 de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior.


El Servicio de Tesorerías recaudará el referido impuesto y pondrá a disposición de las respectivas municipalidades y del Fondo Común Municipal los recursos correspondientes, dentro del mes subsiguiente al de su recaudación.”.


Artículo quinto.- Declárase, interpretando los artículos 183 y 184 del decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, que son válidos los incentivos o condiciones que hubieran contemplado los Planes Reguladores Intercomunales o Comunales con anterioridad a la vigencia de la ley N° 20.958, que establece un sistema de aportes al espacio público.

Con todo, no se aplicará en estos casos la limitación contenida en el inciso tercero del artículo 184 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Artículo transitorio.- Las normas contenidas en la presente ley entrarán en vigencia seis meses después de su publicación en el Diario Oficial.”.

- - -
Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el Código Penal en lo relativo a los delitos de cohecho y soborno, aumentando las penas, tipifica los delitos de soborno entre particulares y de administración desleal; y la ley N° 20.393, que establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho que indica.

(Boletín Nº 10.739-07)

El Vicepresidente pone en discusión las enmiendas al proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que el proyecto inició su tramitación en el Senado y a su respecto la Cámara de Diputados efectuó múltiples enmiendas.

Agrega que la Sala debe pronunciarse respecto de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados al texto despachado por el Senado, las cuales la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Harboe, Larraín y Pizarro, propone rechazar, con lo cual, naturalmente, el proyecto pasaría a la Comisión Mixta.
- - -

Las enmiendas propuestas por la Honorable Cámara de Diputados al texto sancionado por el Senado son las que siguen:

Al artículo 1


-Ha agregado los siguientes números 1, 2, 3, 4, 5 y 6, nuevos, adecuándose el orden correlativo de los demás numerales:

“1) En el artículo 233:

a) Sustitúyese en el numeral 1° la expresión “presidio menor en su grado medio y multa de cinco unidades tributarias mensuales” por “presidio menor en sus grados medio a máximo”.

b) Sustitúyese en el numeral 2° la expresión “presidio menor en su grado máximo y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales” por “presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo”.

c) Suprímese en el numeral 3° la expresión “y multa de once a quince unidades tributarias mensuales”.

d) En el inciso final:

i. Sustitúyese la expresión “la pena” por “las penas de multa del doble de lo substraído y”.

ii. Reemplázase la palabra “mínimo” por “medio”.

2) En el artículo 235:

a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión “diez al cincuenta por ciento” por “la mitad al tanto”.

b) Sustitúyese en el inciso final la expresión “del cinco al veinticinco por ciento” por “de la mitad”.

3) En el artículo 239:

a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión “sus grados medio a máximo” por “su grado máximo”.

b) Sustitúyese en el inciso segundo la oración “el juez podrá aumentar en un grado la pena señalada en el inciso anterior” por “se impondrá la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo”.

c) Sustitúyese en el inciso tercero la frase “su grado mínimo” por “sus grados mínimo a medio”.

d) Sustitúyese en el inciso final la expresión “del diez al cincuenta por ciento” por “de la mitad al tanto”.

4) Reemplázase el artículo 240 por el siguiente:

“Artículo 240.- Será sancionado con la pena de reclusión menor en sus grados medio a máximo, inhabilitación absoluta temporal para cargos, empleos u oficios públicos en sus grados medio a máximo y multa de la mitad al tanto del valor del interés que hubiere tomado en el negocio:

1° El empleado público que directa o indirectamente se interesare en cualquier negociación, actuación, contrato, operación o gestión en la cual hubiere de intervenir en razón de su cargo.


2° El árbitro o el liquidador comercial que directa o indirectamente se interesare en cualquier negociación, actuación, contrato, operación o gestión en la cual hubiere de intervenir en relación con los bienes, cosas o intereses patrimoniales cuya adjudicación, partición o administración estuviere a su cargo.


3° El veedor o liquidador en un procedimiento concursal que directa o indirectamente se interesare en cualquier negociación, actuación, contrato, operación o gestión en la cual hubiere de intervenir en relación con los bienes o intereses patrimoniales cuya salvaguardia o promoción le corresponda.


4° El perito que directa o indirectamente se interesare en cualquier negociación, actuación, contrato, operación o gestión en la cual hubiere de intervenir en relación con los bienes o cosas cuya tasación le corresponda.


5° El guardador o albacea que directa o indirectamente se interesare en cualquier negociación, actuación, contrato, operación o gestión en la cual hubiere de intervenir en relación con el patrimonio de los pupilos y las testamentarías a su cargo.


6° El administrador del patrimonio de una persona afectada por un impedimento para controlar los actos de aquél, que directa o indirectamente se interesare en cualquier negociación, actuación, contrato, operación o gestión en la cual hubiere de intervenir en relación con ese patrimonio.


7° El director o gerente de una sociedad anónima que directa o indirectamente se interesare en cualquier negociación, actuación, contrato, operación o gestión que involucre a la sociedad, incumpliendo las condiciones establecidas por la ley, así como toda persona a quien le sean aplicables las normas que en materia de deberes se establecen para los directores o gerentes de estas sociedades.


La misma pena se impondrá si, en cualquiera de las situaciones enumeradas en el inciso precedente, y dándose en lo demás las mismas circunstancias, el que hubiere incurrido en la conducta diere o dejare tomar interés a su cónyuge o conviviente civil, a un pariente en cualquier grado de la línea recta o hasta en el tercer grado inclusive de la línea colateral, sea por consanguinidad o afinidad.


Lo mismo valdrá en caso de que el que hubiere incurrido en alguna de las conductas descritas en los numerales 1° a 7° del inciso primero diere o dejare tomar interés a terceros asociados con él o con las personas indicadas en el inciso precedente, o a sociedades, asociaciones o empresas en las que él mismo, dichos terceros o esas personas ejerzan su administración en cualquier forma o tengan interés social, el cual deberá ser superior al diez por ciento si la sociedad fuere anónima.”.


5) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 240 bis la palabra “tercero” por “segundo”.


6) Reemplázase en el artículo 241 la oración “inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en cualquiera de sus grados y multa del duplo al cuádruplo de los derechos o del beneficio obtenido” por la siguiente: “reclusión menor en su grado máximo, salvo que el hecho sea constitutivo de un delito que merezca mayor pena, caso en el cual se aplicará sólo la pena asignada por la ley a éste. En todo caso se impondrán, además, las penas de inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en sus grados medio a máximo y multa del duplo al cuádruplo de los derechos o del beneficio obtenido”.
oooo
N° 1


-Ha pasado a ser N° 7, modificando el nuevo artículo 248 del Código Penal, contenido en este numeral, de la siguiente manera:

a) Ha sustituido el vocablo “indebido” por la expresión “económico o de otra naturaleza”.

b) Ha reemplazado la frase “reclusión menor en sus grados medio a máximo, inhabilitación absoluta para cargos u oficios públicos en cualquiera de sus grados y multa del tanto al duplo de los derechos o del beneficio solicitados o aceptados” por “reclusión menor en su grado medio, inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en su grado mínimo y multa del tanto al duplo de los derechos o del beneficio solicitados o aceptados”.

-Ha modificado el nuevo artículo 248 bis del Código Penal propuesto por el Senado en el siguiente sentido:

a) Ha sustituido la palabra “indebido” por la expresión “económico o de otra naturaleza”.

b) Ha reemplazado la frase “reclusión menor en su grado máximo a reclusión mayor en su grado mínimo y, además, con la pena de inhabilitación absoluta perpetua para cargos u oficios públicos y multa del duplo al cuádruple del provecho solicitado o aceptado” por “reclusión menor en su grado máximo, y además, con las penas de inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en su grado medio a máximo y multa del duplo al cuádruplo del provecho solicitado o aceptado.”.

c) Ha sustituido su inciso segundo por el siguiente:

“Si la infracción al deber del cargo consistiere en ejercer influencia en otro empleado público con el fin de obtener de éste una decisión que pueda generar un provecho para un tercero interesado, se impondrá la pena de inhabilitación absoluta para cargos u oficios públicos, perpetua, además de las penas de reclusión y multa establecidas en el inciso precedente.”.

-Ha reemplazado el nuevo artículo 249 del Código Penal propuesto por el Senado por el siguiente:

“Artículo 249.- El empleado público que solicitare o aceptare recibir un beneficio económico o de otra naturaleza, para sí o para un tercero para cometer o por haber cometido alguno de los crímenes o simples delitos expresados en este Título, o en el párrafo 4 del Título III, será sancionado con las penas de reclusión menor en su grado máximo, aplicada en su máximum, de inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en su grado máximo y multa del cuádruplo del provecho solicitado o aceptado. Si el beneficio fuere de naturaleza distinta de la económica, la multa será de ciento cincuenta a mil quinientas unidades tributarias mensuales.

Las penas previstas en el inciso anterior se aplicarán sin perjuicio de las que además corresponda imponer por la comisión del crimen o simple delito de que se trate.”.

-Ha reemplazado el nuevo artículo 250 del Código Penal propuesto por el Senado por el siguiente:


“Artículo 250.- El que diere, ofreciere o consintiere en dar a un empleado público un beneficio económico o de otra naturaleza, en provecho de éste o de un tercero, para que realice las acciones o incurra en las omisiones señaladas en los artículos 248, 248 bis y 249, o por haberla realizado o haber incurrido en ellas, será castigado con las mismas penas de multa e inhabilitación establecidas en dichas disposiciones.


Tratándose del beneficio dado, ofrecido o consentido en relación con las acciones u omisiones del artículo 248, el sobornante será sancionado, además, con la pena de reclusión menor en su grado medio, en el caso del beneficio dado u ofrecido, o de reclusión menor en su grado mínimo, en el caso del beneficio consentido.


Tratándose del beneficio dado, ofrecido o consentido en relación con las acciones u omisiones señaladas en el artículo 248 bis, el sobornante será sancionado, además, con pena de reclusión menor en su grado máximo, en el caso del beneficio dado u ofrecido, o de reclusión menor en su grado medio, en el caso del beneficio consentido.


Tratándose del beneficio dado, ofrecido o consentido en relación con los crímenes o simples delitos señalados en el artículo 249, el sobornante será sancionado, además, con pena de reclusión menor en su grado máximo, aplicada en su máximum, en el caso del beneficio dado u ofrecido, o con reclusión menor en su grado medio, aplicada en su máximum, en el caso del beneficio consentido. Las penas previstas en este inciso se aplicarán sin perjuicio de las que además corresponda imponer por la comisión del crimen o simple delito de que se trate.”.
oooo

-Ha intercalado el siguiente numeral 8):

8) Reemplázase en el artículo 250 bis la palabra “procesado” por “imputado”.
oooo
Nº 2


-Ha pasado a ser Nº 9, sustituyendo el nuevo artículo 251 bis del Código Penal aprobado por el Senado por el siguiente:

“Artículo 251 bis.- El que, con el propósito de obtener o mantener para sí o para un tercero cualquier negocio o ventaja en el ámbito de cualesquiera transacciones internacionales o de una actividad económica desempeñada en el extranjero, ofreciere, prometiere, diere o consintiere en dar a un funcionario público extranjero un beneficio económico o de otra naturaleza en provecho de éste o de un tercero, para que omita o ejecute, o por haber omitido o ejecutado, una acción en el ejercicio de sus funciones, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado máximo y, además, multa del duplo al cuádruplo del beneficio ofrecido, prometido, dado o solicitado, e inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en sus grados medio a máximo. Si el beneficio fuere de naturaleza distinta de la económica, la multa será de cien a mil unidades tributarias mensuales.

Los bienes recibidos por el funcionario público caerán siempre en comiso.”.

Nº 3


-Ha pasado a ser N° 10, sustituido por el siguiente:

“10) Incorpóranse, en el Título Quinto del Libro Segundo, a continuación del artículo 251 ter, el párrafo §IX ter, denominado “§IX ter. Normas comunes a los párrafos anteriores”, y el siguiente artículo 251 quáter que lo integra:

“Artículo 251 quáter.- El que cometiere cualquiera de los delitos previstos en los dos párrafos anteriores será condenado, además, a la pena de inhabilitación absoluta, temporal o perpetua, para ejercer cargos, empleos, oficios o profesiones en empresas que participen como proveedoras de bienes y servicios de los órganos de la administración del Estado o cuyo objeto sea la provisión de bienes o servicios de utilidad pública, en cualquiera de sus grados.”.”.
oooo

-Ha agregado en el artículo 1 el siguiente numeral 11):


“11) Agrégase, a continuación del artículo 260, el siguiente artículo 260 bis:


“Artículo 260 bis.- La prescripción en el caso de los delitos dispuestos en los párrafos V, VI, IX y IX bis de este título se suspende respecto de sus autores, cómplices y encubridores, mientras el empleado público que intervino en ellos se encuentre desempeñando el cargo o función pública o un cargo con dependencia, supervigilancia, control o jerarquía, sobre el anteriormente desempeñado.”.”.

oooo
Nº 4


-Ha pasado a ser N° 12, reemplazado por el siguiente:

“12) Intercálase, en el Título Sexto del Libro Segundo, a continuación del artículo 287, el párrafo §VII bis, denominado “§VII bis. De la corrupción entre particulares”, y los siguientes artículos 287 bis y 287 ter que lo integran:

“Artículo 287 bis.- El empleado o mandatario que solicitare o aceptare recibir un beneficio económico o de otra naturaleza, para sí o un tercero, para favorecer o por haber favorecido en el ejercicio de sus labores la contratación con un oferente sobre otro, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado medio y multa del tanto al duplo del beneficio solicitado o aceptado. Si el beneficio fuere de naturaleza distinta de la económica, la multa será de cincuenta a quinientas unidades tributarias mensuales.

Artículo 287 ter.- El que diere, ofreciere o consintiere en dar a un empleado o mandatario un beneficio económico o de otra naturaleza, para sí o un tercero, para que favorezca o por haber favorecido la contratación con un oferente por sobre otro será castigado con la pena de reclusión menor en su grado medio, en el caso del beneficio dado u ofrecido, o de reclusión menor en su grado mínimo, en el caso del beneficio consentido. Además se le sancionará con las penas de multa señaladas en el artículo precedente.”.”.

oooo

-Ha agregado en el artículo 1º el siguiente número 13:


“13) Agrégase en el artículo 470 el siguiente numeral 11°:


“11° Al que teniendo a su cargo la salvaguardia o la gestión del patrimonio de otra persona, o de alguna parte de éste, en virtud de la ley, de una orden de la autoridad o de un acto o contrato, le irrogare perjuicio, sea ejerciendo abusivamente facultades para disponer por cuenta de ella u obligarla, sea ejecutando u omitiendo cualquier otra acción de modo manifiestamente contrario al interés del titular del patrimonio afectado.


Si el hecho recayere sobre el patrimonio de una persona en relación con la cual el sujeto fuere guardador, tutor o curador, o de una persona incapaz que el sujeto tuviere a su cargo en alguna otra calidad, se impondrá, según sea el caso, el máximum o el grado máximo de las penas señaladas en el artículo 467.

En caso de que el patrimonio encomendado fuere el de una sociedad anónima abierta o especial, el administrador que realizare alguna de las conductas descritas en el inciso primero, ocasionando perjuicio al patrimonio social será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, además de las penas de inhabilitación especial de tres a cinco años para desempeñarse como gerente, director, liquidador o administrador a cualquier título de una sociedad o entidad sometida a fiscalización de la Superintendencia respectiva, y multa del diez al cien por ciento del perjuicio causado.”.”.
Artículo 2


-Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo 2.- Modifícase la ley N° 20.393, sobre responsabilidad penal de personas jurídicas, en el siguiente sentido:


1) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 1, la expresión “artículos 250, 251 bis y 456 bis A” por “artículos 240, 250, 251 bis, 287 bis, 287 ter, 456 bis A y 470, numeral 11°,”.


2) Intercálase en el inciso final del artículo 9, entre las expresiones “los casos de crímenes” y “en que concurra” la frase “y simples delitos”.


3) En el artículo 12:


a) Reemplázase en el numeral 1) la frase “desde doscientas a dos mil unidades tributarias mensuales” por “desde cuatrocientas a cuatro mil unidades tributarias mensuales”.


b) Reemplázase en el numeral 2) la frase “desde dos mil una a diez mil unidades tributarias mensuales” por “desde cuatro mil una a cuarenta mil unidades tributarias mensuales”.


c) Reemplázase en el numeral 3) la frase “desde diez mil una a veinte mil unidades tributarias mensuales” por “desde cuarenta mil una a trescientas mil unidades tributarias mensuales.”.


4) Sustitúyese el numeral 2 del artículo 13 por el siguiente:


“2) Comiso. El producto del delito y demás bienes, efectos, objetos, documentos, instrumentos, dineros o valores del mismo serán decomisados. Cuando por cualquier circunstancia no sea posible decomisar estas especies, se podrá aplicar el comiso a una suma de dinero equivalente a su valor.


Asimismo, en todos los casos, se decomisarán los activos patrimoniales cuyo valor correspondiere a la cuantía de las ganancias obtenidas a través de la perpetración del delito.


Dichas ganancias comprenden los frutos obtenidos y las utilidades que se hubieren originado, cualquiera que sea su naturaleza jurídica.


Sin embargo, no podrá imponerse el comiso respecto de las ganancias obtenidas por o para una persona jurídica y que hubieren sido distribuidas entre sus socios, accionistas o beneficiarios que no hubieren tenido conocimiento de su procedencia ilícita al momento de su adquisición.”.


5) Reemplázanse los incisos primero y segundo del artículo 15 por el siguiente:


“Artículo 15.- Determinación legal de la pena aplicable al delito. A los delitos sancionados en el inciso segundo del artículo 250 del Código Penal y en el artículo 8° de la ley Nº 18.314 se les aplicarán las penas previstas en esta ley para los simples delitos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior. A los delitos contemplados en los artículos 240, 250, 251 bis, 287 bis, 287 ter y 470, numeral 11°, del Código Penal, y en el artículo 27 de la ley Nº 19.913, les serán aplicables las penas de crímenes, según lo dispuesto en el artículo precedente.”.”.
oooo

-Ha intercalado el siguiente artículo 3:


“Artículo 3.- Reemplázase en la letra a) del artículo 27 de la ley 19.913, la frase “y los artículos 468 y 470, N° 8, ambos en relación al inciso final del artículo 467 del Código Penal, o bien, a sabiendas de dicho origen”, por la frase “y los artículos 468 y 470, N° 8, ambos en relación con el inciso final del artículo 467 del Código Penal, y el artículo 470, N° 11, del Código Penal, o bien, a sabiendas de dicho origen”.”.
Artículo transitorio


-Lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo transitorio.- Esta ley sólo se aplicará a los hechos cometidos con posterioridad a su entrada en vigencia. En consecuencia, aquellos hechos perpetrados con anterioridad se regirán por las disposiciones legales vigentes en el momento de su comisión para todos los efectos relativos a la persecución de los delitos, sin perjuicio de las normas relativas a la pena, en que regirá lo dispuesto en el artículo 18 del Código Penal.”.
oooo


El Vicepresidente informa que se ha solicitado segunda discusión de la iniciativa.


Queda pendiente el asunto.

- - -

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Matta, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quintana, Quinteros, por medio del cual, solicitan a S.E. la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, se sirva enviar un proyecto de ley que extienda el otorgamiento de la gratificación especial de protección de autoridades, a todos los funcionarios de Carabineros y de la Policía de Investigaciones que cumplan esta labor.

(Boletín N° S 1.954 -12)

El Vicepresidente pone en votación el asunto de la referencia.


El Secretario General da lectura al proyecto de acuerdo.


Enseguida el Vicepresidente da por aprobado el proyecto de acuerdo por la unanimidad de los senadores presentes.


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:


“Solicitar a la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, que, si lo tiene a bien, en ejercicio de sus facultades constitucionales privativas, envíe a trámite legislativo un mensaje por el que se extienda la "Gratificación Especial de Protección de Autoridades", contemplada en la letra g) del artículo 51 del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, a todos los funcionarios que cumplan funciones de protección de personas importantes (PPI), sean de la Policía de Investigaciones o de Carabineros de Chile, que hoy se encuentran excluidos del goce de ese beneficio por no encontrarse prestando efectivamente los servicios específicos a que se refiere el inciso sexto del artículo 3° de la Ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros.”.
- - -

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor De Urresti, señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Girardi, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, Ignacio y Walker, Patricio, por medio del cual solicitan a S.E. la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, se sirva adoptar las medidas pertinentes para fortalecer y potenciar la formación e inserción regional equitativa de profesionales hematólogos; habilitar los establecimientos hospitalarios del sistema público para realizar trasplantes de médula, especialmente, mediante el sistema haploidéntico, evitando así la compra de servicios por este concepto en el sistema privado y las listas de espera de pacientes con donantes.

(Boletín N° S 1.956 -12)

El Vicepresidente pone en votación el asunto de la referencia.


El Secretario General da lectura al proyecto de acuerdo.


Enseguida el Vicepresidente da por aprobado el proyecto de acuerdo por la unanimidad de los senadores presentes.


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:


“Solicitar a la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, que, si lo tiene a bien, se sirva instruir a los señores Ministros de Salud y de Hacienda para que se adopten todas las medidas administrativas y financieras necesarias que permitan:


- Fortalecer y potenciar la formación e inserción regional equitativa de profesionales hematólogos;


- Habilitar aquellos establecimientos hospitalarios del sistema público que, además de ser centros de referencia en distintas zonas geográficas, puedan realizar trasplantes de médula ósea, favoreciendo el hecho de que, a diferencia de otros trasplantes, los TMO, a través del sistema haploidéntico, logran curar la misma cantidad de pacientes que cuentan con donantes hermanos compatibles y disminuyen la brecha de accesibilidad.


- Reducir gastos al tener que comprar servicios de trasplantes haploidénticos al sistema privado, generando un mayor costo para un menor número de pacientes.


- Evitar las largas esperas que muchos pacientes, que cuentan con un donante, especialmente de regiones, deben tolerar para ser intervenidos en Santiago.”.

- - -

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz y Pérez San Martín, y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro,  Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Patricio y  Zaldívar, por medio del cual solicitan a S.E. la  Presidenta  de  la  República que, si lo tiene a bien, disponga la asignación de un porcentaje de los recursos contemplados para el Fondo de Administración Pesquera en la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2018, para los ex tripulantes pesqueros desplazados durante la vigencia de la ley N° 19.713.
(Boletín N° S 1.958 -12)

El Vicepresidente pone en votación el asunto de la referencia.


El Secretario General da lectura al proyecto de acuerdo.


Enseguida el Vicepresidente da por aprobado el proyecto de acuerdo por la unanimidad de los senadores presentes.


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:


“Solicitar a la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, que, si lo tiene a bien, se sirva instruir que el 30% de los recursos contemplados en la Partida 07, Programa 02 Fondo de Administración Pesquera, sean destinados a los tripulantes pesqueros desplazados durante la vigencia de la Ley N° 19.713.”.

- - -


El Vicepresidente informa que ha concluido el Orden del Día.

- - -

Peticiones de Oficios


El Secretario General informa que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señores Bianchi, De Urresti, García, Navarro y Ossandón, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 74ª, EXTRAORDINARIA, EN MIÉRCOLES 20 DE DICIEMBRE DE 2017


Presidencia del titular del Senado Honorable Senador señor Zaldívar y del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Girardi.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio y Walker, Patricio.

Concurren los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor de la Fuente y de Obras Públicas, señor Undurraga; e1 Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Cifuentes y el Jefe de Asesores del Ministerio de Obras Públicas, señor Álvarez.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Labbé y Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.

- - -
CUENTA

Mensaje

De S.E. la Presidenta de la República


Con el que retira y hace presente la urgencia calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que crea el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (Boletín N° 11.101-19).


-- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

- - -


Terminada la Cuenta llega a la Mesa el siguiente documento:

Informe


De la Comisión Mixta constituida para resolver las discrepancias suscitadas en la tramitación del proyecto de ley que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.” (Boletín N° 10.647-09) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


-- Queda para Tabla
- - -

A solicitud del Honorable Senador señor Navarro la Sala acuerda el desarchivo del proyecto de ley, que considera los informes geológicos en los planes reguladores comunales e intercomunales (Boletín N° 6.912-14), en conformidad con lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 36 bis del Reglamento del Senado.

- - -

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DIA

Informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales.

(Boletín Nº 11.200-06)


El Presidente pone en discusión y en votación el informe señalado en la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho y la calificó de “discusión inmediata”.

Añade que las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, de una enmienda efectuada por el Senado, consistente en la sustitución del artículo primero transitorio.


Explica que la Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias entre ambas Corporaciones, efectúa una proposición que incorpora dos literales en el número 9 del artículo 10, que modifica la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios. El literal c) que se incorpora tiene la finalidad de establecer el procedimiento a seguir en el caso de existir varios escrutinios. El literal e) propuesto agrega un artículo transitorio que se refiera a las regiones pares y a las impares.


Agrega que por otra parte, la Comisión Mixta contempla la sustitución del artículo primero transitorio por una norma que dispone que los consejos regionales, que sean electos el año 2017, asumirán conforme a las reglas vigentes al 19 de noviembre de 2017 y terminarán su mandato el 11 de marzo del año 2022.


Indica luego que la Comisión adoptó el acuerdo por la unanimidad de sus miembros presentes.


Hace presente que las letras c) y e), que se incorporan al número 9 del artículo 10, y el artículo primero transitorio, propuesto por la Comisión Mixta, tienen carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación 21 y 22 votos favorables, respectivamente.

Finalmente expresa que la Cámara de Diputados, en sesión del día de ayer, aprobó la proposición de la Comisión Mixta.

- - -


La proposición de la Comisión Mixta para salvar las diferencias entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, es aprobar el proyecto en los términos en que lo despachara el Senado en el segundo trámite constitucional, con las siguientes enmiendas:

Artículo 10

(texto de ambas Cámaras)

Número 9


-Introducir las siguientes modificaciones:


1) Intercalar la siguiente letra c), nueva, pasando su actual letra c) a ser letra d):


“c) Reemplázase el inciso primero del artículo 76 por los siguientes incisos primero y segundo, nuevos, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:


“Artículo 76.- Si hubiere que practicarse más de un escrutinio, primero se realizará el de plebiscito, luego el de Presidente de la República, posteriormente el de senadores y, por último, el de diputados.


En el caso de las elecciones territoriales, primero se realizará el escrutinio de gobernador regional, posteriormente el de consejeros regionales, a continuación el del alcalde y, por último, el de concejales.”.”.


2) Agregar, la siguiente letra e), nueva:


“e) Incorpórase como artículo transitorio, nuevo, el siguiente:


“Artículo transitorio.- Toda vez que las leyes hagan referencia a regiones pares, se entenderá por tales a las siguientes:


Región de Antofagasta.


Región de Coquimbo.


Región del Libertador General Bernardo O´Higgins.


Región de Ñuble.


Región del Biobío.


Región de Los Ríos.


Región de Los Lagos.


Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, y 


Región Metropolitana de Santiago.


Asimismo, toda vez que las leyes hagan referencia a regiones impares, se entenderá por tales las siguientes:


Región de Arica y Parinacota.


Región de Tarapacá.


Región de Atacama.


Región de Valparaíso.


Región del Maule.


Región de La Araucanía, y


Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo.”.”.

Disposiciones transitorias

Artículo primero

(texto de ambas Cámaras)


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia el primer día hábil del mes siguiente a la fecha de su publicación.


La primera elección por sufragio universal en votación directa de los gobernadores regionales se verificará en conformidad con lo dispuesto en el artículo 83 de la ley N° 19.175 y una vez promulgada la ley que establezca un nuevo procedimiento de transferencia de las competencias a las que se refiere el artículo 114 de la Constitución Política de la República.


En conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo de la disposición vigésima octava transitoria de la Constitución Política de la República, los consejeros regionales que sean electos el año 2017 asumirán conforme a las reglas vigentes al 19 de noviembre de 2017, y terminarán su mandato el 11 de marzo del año 2022.


La siguiente elección de consejeros regionales se celebrará, por única vez, conjuntamente con las elecciones parlamentarias del año 2021. Los consejeros regionales que resultaren electos en ella asumirán el 11 de marzo del año 2022, y terminarán su mandato el 6 de enero del año 2025.


Las disposiciones contenidas en los numerales 20; 24; 25; 28, letra d); 29; 32; 33; 35; 39, y 40 del artículo 1 de esta ley, así como los artículos 5, 6, 7 y 8 entrarán en vigencia una vez que asuman los primeros gobernadores electos. Mientras no asuman los gobernadores regionales electos, ejercerán sus funciones y atribuciones los delegados presidenciales regionales, con excepción de las funciones del presidente del consejo regional. Asimismo, mientras no asuman dichas autoridades, las disposiciones que establece la ley referida a los delegados presidenciales regionales y a los delegados presidenciales provinciales serán aplicables a los intendentes y gobernadores, respectivamente.


Una vez que asuman los gobernadores regionales electos, los presidentes de los consejos regionales cesarán de pleno derecho en sus funciones, las que serán asumidas por el respectivo gobernador regional.”.

- - -


El resultado de la votación es de 30 sufragios favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Allamand, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señores Quinteros, Harboe, Espina, Pizarro, De Urresti y Lagos, señora Pérez San Martín y señores Montes, Tuma, Bianchi y Walker, Patricio.

- - -


Interviene durante la votación la Honorable Senadora señora Von Baer y manifiesta una vez concluida aquella su intención de votas favorablemente.

- - -


El Presidente declara aprobada la proposición de la Comisión Mixta.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional. Asimismo se dio cumplimiento al quórum exigido en el inciso segundo de la disposición VIGÉSIMO OCTAVA de la Constitución Política de la República, respecto de la disposición primera transitoria; sobre un universo de 37 senadores en ejercicio. 

- - -


Queda concluido el tratamiento de este proyecto.


El texto despachado por el Senado es como sigue:


“Artículo 1.-  Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior:


1.  En el epígrafe del capítulo I del título primero, reemplázase la expresión “Del Intendente” por “Del Delegado Presidencial Regional”.


2.  En el artículo 1:


a) En el inciso primero sustitúyese la expresión “el intendente” por “el delegado presidencial regional”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “El intendente será subrogado por el gobernador de la provincia asiento de la capital regional y, a falta de éste, por el funcionario de más alto grado del respectivo escalafón.” por la oración “El delegado presidencial regional será subrogado por el delegado presidencial provincial que designe el Presidente de la República.”.


3) En el artículo 2:


a) En su inciso primero:


i. Sustitúyese su encabezamiento por el siguiente: 


“Artículo 2.- Corresponderá al delegado presidencial regional:”. 


iii. Modifícase su letra l) de la siguiente forma:


a. En su párrafo primero intercálase, entre su voz final “región” y el punto aparte (.) que le sigue, la frase “que no dependan o se relacionen con el gobierno regional”, antecedida de una coma (,).


b. En su párrafo segundo reemplázase el vocablo “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.


b) En el inciso segundo sustitúyese la palabra “intendente” por “delegado presidencial regional”, y el vocablo “gobernadores” por “delegados presidenciales provinciales”.


4. En el epígrafe del capítulo II del título primero sustitúyese la expresión “Del Gobernador” por “Del Delegado Presidencial Provincial”.


En el artículo 3:


a) Sustitúyense los incisos primero y segundo por los siguientes:


“Artículo 3.- En cada provincia existirá una delegación presidencial provincial, que será un órgano territorialmente desconcentrado del delegado presidencial regional. Estará a cargo de un delegado presidencial provincial, quien será nombrado y removido libremente por el Presidente de la República.


Corresponderá al delegado presidencial provincial ejercer, de acuerdo a las instrucciones del delegado presidencial regional, la supervigilancia de los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de la función administrativa existentes en la provincia, que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un Ministerio.


b) En el inciso tercero, reemplázase la expresión “del gobernador” por “del delegado presidencial provincial”.


6. En el artículo 4:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 4.- El delegado presidencial provincial ejercerá las atribuciones que menciona este artículo, informando al delegado presidencial regional de las acciones que ejecute en el ejercicio de ellas.”.


b) En el inciso segundo:


i. Sustitúyese su encabezamiento por el siguiente:


“El delegado presidencial provincial tendrá todas las atribuciones que el delegado presidencial regional le delegue y, además, las siguientes que esta ley le confiere directamente:”.


ii. Sustitúyese en el párrafo segundo de la letra h) el vocablo “gobernador” por la expresión “delegado presidencial provincial


iii. Reemplázase, en su letra i), la expresión final “, y” por un punto y coma (;), e intercálase a continuación como nuevas letras j), k) y l) las siguientes:


“j) Supervisar los programas y proyectos de desarrollo que los servicios públicos creados por ley efectúen en la provincia, que no dependan o se relacionen con el gobierno regional;


k) Disponer las medidas de coordinación necesarias para el desarrollo provincial;


l) Hacer presente al delegado presidencial regional o a los respectivos secretarios regionales ministeriales, con la debida oportunidad, las necesidades que observare en su territorio jurisdiccional, y”.


7. En el artículo 5:


a) En su inciso primero sustitúyese la expresión “Del intendente, el gobernador” por “del delegado presidencial regional, el delegado presidencial provincial”, y la palabra “delegados” por “encargados”, respectivamente.


b) En su inciso segundo, reemplázase la palabra “delegado” por “encargado”, y la expresión “acto de la delegación, el gobernador” por “acto de designación del encargado, el delegado presidencial provincial”, respectivamente.


c) En su inciso tercero sustitúyese la palabra “delegado” por “encargado” las dos veces que aparece, y suprímese su expresión final “, y no formará parte de la dotación de personal del gobierno regional respectivo”.


d) En su inciso final reemplázase la voz “delegado” por “encargado”.”.


8. El epígrafe del capítulo III del título primero sustitúyese por el siguiente: “Disposiciones Comunes a Delegados Presidenciales Regionales y Delegados Presidenciales Provinciales”.


9. En el artículo 6:


a) En el encabezamiento del inciso primero, reemplázase la expresión “intendente o gobernador” por “delegado presidencial regional o delegado presidencial provincial”. 


b) En el inciso segundo, sustitúyese la expresión “intendente o gobernador” por “delegado presidencial regional o delegado presidencial provincial”.


10. En el artículo 7 sustitúyese la frase “intendente, gobernador, alcalde, concejal y consejero municipal, miembro del consejo económico y social provincial y consejero regional” por la siguiente: “gobernador regional, delegado presidencial regional, delegado presidencial provincial, consejero regional, alcalde, concejal y consejero comunal de organizaciones de la sociedad civil”.


11. Modifícase el artículo 8° de la siguiente forma:


a) En el encabezamiento, reemplázase la expresión “intendentes y gobernadores” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales”.


b) En la letra f), reemplázase la expresión “49 N°1)” por “53 N°1)”.”.


12. Sustitúyese el artículo 9 por el siguiente:


“Artículo 9.- Los delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales ejercerán sus funciones en la capital regional o provincial, según corresponda, sin perjuicio de que puedan ejercerlas transitoriamente en otras localidades de sus territorios jurisdiccionales.”.


13. En el artículo 10 reemplázase la expresión “intendentes y gobernadores” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales”.


14. En el artículo 11 sustitúyese la expresión “intendentes y gobernadores” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales


15. En el artículo 12 reemplázase la expresión “intendentes y gobernadores” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales”.


16. En el artículo 22 sustitúyese la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


17. Sustitúyese el epígrafe del párrafo 1° del capítulo III por el siguiente: “Del Gobernador Regional”.


18. Reemplázase el artículo 23 por el siguiente: 


“Artículo 23.- El gobernador regional será el órgano ejecutivo del gobierno regional, correspondiéndole además presidir el consejo regional. Ejercerá sus funciones con arreglo a la Constitución Política de la República, y las leyes.


El gobernador regional será elegido por sufragio universal en votación directa, en cédula separada y conjuntamente con la elección de consejeros regionales, conforme a las normas establecidas en el Capítulo VI del Título Segundo.”.


19. Intercálanse los siguientes artículos 23 bis, 23 ter, 23 quáter, 23 quinquies, 23 sexies, 23 septies y 23 octies:


“Artículo 23 bis.- Para ser elegido gobernador regional se requerirá:


a) Ser ciudadano con derecho a sufragio.


b) No estar inhabilitado para el ejercicio de funciones o cargos públicos.


c) No tener la calidad de persona deudora sujeta a un procedimiento concursal de liquidación en virtud de lo dispuesto en la ley N° 20.720, de reorganización y liquidación de empresas y personas, ni de condenada por crimen o simple delito.


d) Haber cursado la enseñanza media o su equivalente.


e) Residir en la región respectiva, a lo menos dos años antes de la elección.


f) No estar afecto a alguna de las inhabilidades que establece esta ley. 


No podrá ser gobernador regional el que tuviere dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas ilegales, a menos que justifique su consumo por un tratamiento médico. Para asumir este cargo, el interesado deberá prestar una declaración jurada que acredite que no se encuentra afecto a esta causal de inhabilidad


Artículo 23 ter.- No podrán ser candidatos a gobernador regional:


a) Los ministros de Estado, los subsecretarios, los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los secretarios regionales ministeriales, los miembros del consejo del Banco Central y el Contralor General de la República.


b) Los diputados y senadores.


c) Los alcaldes y concejales.


d) Los miembros y funcionarios de los diferentes escalafones del Poder Judicial, del Ministerio Público, de la Contraloría General de la República, del Tribunal Constitucional, del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, del Tribunal de Contratación Pública, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los tribunales electorales regionales, los consejeros del Consejo para la Transparencia, los consejeros y funcionarios del Servicio Electoral, y los miembros activos de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública.


e) Las personas que a la fecha de inscripción de sus candidaturas tengan vigente o suscriban, por sí o por terceros, contratos o cauciones ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más con el respectivo gobierno regional. Tampoco podrán serlo quienes tengan litigios pendientes con el gobierno regional, a menos que se refieran al ejercicio de derechos propios, de su cónyuge, conviviente civil, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive. Igual prohibición regirá respecto de los directores, administradores, representantes y socios titulares del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más, o litigios pendientes, con el gobierno regional.


f) Las personas que se hallen condenadas por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva.


g) Las personas que hayan infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, desde la fecha que lo declare por sentencia firme el Tribunal Calificador de Elecciones, conforme lo dispone el artículo 125 de la Constitución Política de la República.


Las inhabilidades establecidas en las letras a), b), c) y d) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección de gobernador regional.


Artículo 23 quáter.- El cargo de gobernador regional es incompatible con los cargos de Presidente de la República, diputado, senador, consejero regional, alcalde y concejal. También será incompatible con todo otro empleo o comisión retribuidos con fondos del Fisco, de las municipalidades, de los demás órganos de la Administración del Estado o de las empresas del Estado o en las que éste tenga participación por aportes de capital, y con toda otra función o comisión de la misma naturaleza. Se exceptúan los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter de la enseñanza superior, media, básica y especial, hasta el límite de doce horas semanales. Asimismo, el cargo de gobernador regional es incompatible con las funciones de directores o consejeros, aun cuando sean ad honorem, en las entidades fiscales autónomas, semifiscales o en las empresas estatales, o en las que el Estado tenga participación por aporte de capital.


Artículo 23 quinquies.- Quedarán inhabilitados para desempeñar el cargo de gobernador regional:


a) Los gobernadores regionales respecto de los cuales se configure una de las situaciones descritas en la letra c) del artículo 23 ter. 


b) Los gobernadores regionales que actúen como abogados o mandatarios en cualquier clase de juicio contra el respectivo gobierno regional.


Artículo 23 sexies.- El gobernador regional cesará en el ejercicio de su cargo por las siguientes causales:


a) Pérdida de la calidad de ciudadano.


b) Incapacidad psíquica o física para el desempeño del cargo.


c) Incurrir en una contravención grave al principio de la probidad administrativa, en notable abandono de deberes o en alguna de las incompatibilidades previstas en los artículos 23 quáter y 23 quinquies.


d) Renuncia por motivos justificados aceptada por el consejo regional. Sin embargo, la renuncia que fuere motivada por la postulación a otro cargo de elección popular no requerirá de acuerdo alguno.


e) Inhabilidad sobreviniente por alguna de las causales previstas en el artículo 23 ter.


f) Ser declarado culpable en virtud del procedimiento de acusación constitucional, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 52 y 53 de la Constitución Política de la República. 


g) Haber infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, conforme lo dispone el artículo 28 bis de la ley N° 19.884. 


La causal establecida en la letra a) será declarada por el tribunal calificador de elecciones, una vez verificada la existencia de alguna de las circunstancias que contempla el artículo 17 de la Constitución Política de la República. Se otorgará acción pública para sustanciar este procedimiento.


Las causales establecidas en las letras b) y e) serán declaradas por el mismo tribunal, a requerimiento de a lo menos un tercio del consejo regional respectivo. El gobernador regional que estime estar afectado por alguna causal de inhabilidad deberá darla a conocer al consejo regional tan pronto tenga conocimiento de ella.


La causal establecida en la letra c) será declarada por el tribunal calificador de elecciones, a requerimiento de, a lo menos, un tercio de los consejeros regionales en ejercicio, observándose el procedimiento establecido en los artículos 17 y siguientes de la ley Nº 18.593, de los tribunales electorales regionales, para lo cual no se requerirá patrocinio de abogado.


En el requerimiento, los consejeros regionales podrán pedir al tribunal calificador de elecciones la cesación en el cargo o, en subsidio, la aplicación de alguna de las medidas disciplinarias dispuestas en la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. 


El tribunal calificador de elecciones adoptará las medidas necesarias para acumular los respectivos antecedentes, a fin de evitar un doble pronunciamiento sobre una misma materia.


La cesación en el cargo de gobernador regional, tratándose de las causales contempladas en las letras a), b), c) y e) operará sólo una vez ejecutoriada la resolución que las declare. Sin perjuicio de ello, en el caso de notable abandono de deberes o contravención grave a las normas sobre probidad administrativa, el gobernador regional quedará suspendido en el cargo tan pronto le sea notificada la sentencia de primera instancia que acoja el requerimiento. En tal caso se aplicará lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 23 septies. En el evento de quedar firme dicha resolución, el afectado estará inhabilitado para ejercer cualquier cargo público por el término de cinco años.


Se considerará que existe notable abandono de deberes cuando el gobernador regional transgrediere, inexcusablemente y de manera manifiesta o reiterada, las obligaciones que le imponen la Constitución Política de la República y las demás normas que regulan el funcionamiento del gobierno regional, y en aquellos casos en que una acción u omisión, que le sea imputable, cause grave detrimento al patrimonio del gobierno regional, o afecte gravemente la actividad de éste destinada a dar satisfacción a las necesidades básicas de la comunidad regional.


La causal establecida en la letra g) será declarada por el tribunal calificador de elecciones, conforme lo establece el artículo 28 bis de la ley N° 19.884, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral, conforme lo dispone el artículo 125 de la Constitución Política de la República.


Artículo 23 septies.- El gobernador regional, en caso de ausencia o incapacidad temporal, deberá ser reemplazado conforme a los incisos siguientes.


En caso de ausencia o impedimento no superior a cuarenta y cinco días, será subrogado en sus funciones administrativas por el funcionario en ejercicio que le siga en orden de jerarquía dentro del gobierno regional. Sin embargo, previa consulta al consejo regional, el gobernador regional podrá designar como subrogante a un funcionario que no corresponda a dicho orden. No obstante, si la ausencia o impedimento obedeciere a razones médicas o de salud que imposibiliten temporalmente el ejercicio del cargo, la subrogancia se extenderá hasta ciento treinta días.


La subrogación comprenderá, también, la representación judicial y extrajudicial del Gobierno Regional y el derecho a asistir a sus sesiones sólo con derecho a voz, con excepción de la representación protocolar. Mientras proceda la subrogancia, la presidencia del consejo regional la ejercerá el consejero regional presente que haya obtenido mayor votación ciudadana en la elección de consejeros regionales respectiva, salvo cuando se verifique lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 84. 


El consejero regional que presida durante la subrogancia, además, representará protocolarmente al gobierno regional, y convocará al consejo regional.


Cuando el gobernador regional se encuentre afecto a una incapacidad temporal superior a cuarenta y cinco días, salvo en la situación prevista en la oración final del inciso segundo, el consejo regional designará de entre sus miembros un gobernador regional suplente, mediante acuerdo adoptado por la mayoría absoluta de los consejeros regionales en ejercicio y en sesión especialmente convocada al efecto, aplicando, en lo pertinente, el procedimiento de elección establecido en el artículo siguiente.


Artículo 23 octies.- En caso de vacancia del cargo de gobernador regional, el consejo regional procederá a elegir un nuevo gobernador regional que complete el período, de entre sus propios miembros y por mayoría absoluta de los consejeros regionales en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. De no reunir ninguno de ellos dicha mayoría, se repetirá la votación, circunscrita sólo a los dos consejeros regionales que hubieren obtenido las dos más altas mayorías relativas. En caso de no lograrse nuevamente la mayoría absoluta en esta segunda votación, o produciéndose empate, será considerado gobernador regional aquél de los dos consejeros regionales que hubiere obtenido mayor número de sufragios en la elección respectiva. El mismo mecanismo se aplicará para resolver los empates en la determinación de las mayorías relativas en la primera votación.


La elección se efectuará en una única sesión extraordinaria que se celebrará dentro de los diez días siguientes a la fecha en que se hubiere producido la vacante. El secretario ejecutivo del consejo regional citará al efecto a este órgano con tres días de anticipación a lo menos. El nuevo gobernador regional así elegido permanecerá en el cargo por el tiempo que faltare para completar el respectivo período, pudiendo ser reelegido.


Mientras no sea elegido el nuevo gobernador regional, regirá lo dispuesto en el artículo anterior.


En caso que dicha sesión no pudiere realizarse en la fecha convocada, el secretario ejecutivo citará a una nueva, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes a la fracasada, en idénticas condiciones que ésta.


Si la segunda sesión nuevamente no pudiere realizarse en la fecha convocada, el secretario ejecutivo citará a una nueva, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes a la anterior. Esta nueva sesión extraordinaria, destinada a elegir gobernador regional, se celebrará con el o los consejeros regionales que asistan y resultará elegido gobernador regional aquel consejero regional que obtenga la mayor cantidad de votos. En caso de empate, será considerado gobernador regional aquél de los consejeros regionales igualados que hubiere obtenido mayor número de sufragios en la elección respectiva.


Si la tercera sesión extraordinaria convocada tampoco pudiere realizarse, asumirá como gobernador regional aquel consejero regional en ejercicio que hubiere obtenido el mayor número de sufragios en la elección correspondiente.”.


20. En el artículo 24:


a) Reemplázase su encabezamiento por el siguiente: 


“Artículo 24.- Corresponderá al gobernador regional:”.


b) En la letra d) reemplázase la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


c) Sustituir su letra q) por la siguiente:


“q) Presidir el Consejo Regional.


En las sesiones del Consejo regional el gobernador regional tendrá  derecho a voto. En los casos en que se produzca un empate en el resultado de las votaciones, el Gobernador Regional ejercerá el derecho de voto dirimente.”.


d) reemplázase su letra r) por la que sigue:


“r) Convocar al Consejo Regional y disponer la citación a las sesiones. 


Las citaciones al consejo regional deberán realizarse al menos con 24 horas  de anticipación a la fecha de su celebración. Sin perjuicio de lo anterior, podrá citarse al Consejo Regional en un plazo menor, con la aprobación de la unanimidad de los consejeros regionales en ejercicio.


El Gobernador Regional elaborará la tabla de la sesión, la que comunicará a los consejeros regionales conjuntamente con la citación a la sesión.


El Gobernador Regional, al inicio de la sesión, podrá proponer, mediante urgencias, la inclusión en la tabla de uno o más puntos de tabla para su despacho, señalando además, la razón de la inclusión. Los consejeros regionales podrán desechar dicha inclusión con los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Con todo, si existiere un plazo legal o reglamentario que obligue a resolver dentro de éste alguna materia o iniciativa, el consejo no podrá rechazar la inclusión de ésta en la tabla.”.


21. En el inciso segundo del artículo 25 sustitúyese el vocablo “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


22. En el artículo 26:


a) Sustitúyese su expresión inicial “El intendente, a lo menos una vez al año, dará cuenta al consejo de su gestión” por “El gobernador regional, en el mes de mayo de cada año, dará cuenta al consejo regional de su gestión”.


b) Reemplázanse sus palabras finales “la página web del correspondiente gobierno regional o de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo” por “en la página web del correspondiente gobierno regional”.”.


“c) Agrégase como inciso final el siguiente:


“El incumplimiento de lo establecido en este artículo será considerado causal de notable abandono de sus deberes por parte del Gobernador Regional.”.


23. En el inciso primero del artículo 27 reemplázase la expresión “El intendente” por “El gobernador regional”.


24. Derógase el artículo 30 bis.


25. Remplazar el artículo 30 ter por el siguiente;


“Artículo 30 ter.- Corresponderá al gobernador regional en su calidad del presidente del consejo regional:


a) Ordenar que se reciba la votación, fijar su orden y proclamar las decisiones del consejo.


b) Mantener el orden en el recinto, pudiendo solicitar, si lo estima necesario, el auxilio de la fuerza pública.


c) Mantener la correspondencia del consejo regional con las autoridades de nivel central, con el delegado presidencial regional, con las Cortes de Apelaciones con asiento en la región, con el Tribunal Electoral Regional y con la contraloría regional respectiva. La correspondencia con cualquier otro cuerpo o persona se llevará a efecto por el secretario a que se refiere el artículo 43, en nombre del consejo y por orden del presidente.


d) Actuar en representación del consejo en los actos de protocolo que correspondan.


e) Cuidar de la observancia del reglamento a que se refiere la letra a) del artículo 36.”.


26. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 32:


a) En su encabezado, reemplazar la expresión “ser consejeros” por “ser candidatos a consejeros”.


b) En su letra b), reemplázase la frase “los intendentes, los gobernadores, los alcaldes, los concejales y los funcionarios públicos de la exclusiva confianza del Presidente de la República o del Intendente respectivo.” por la siguiente: “los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los alcaldes, los concejales y los funcionarios públicos de la exclusiva confianza del Presidente de la República o del delegado presidencial regional respectivo;”.


c) Incorpórase como inciso final el siguiente:


“Las inhabilidades establecidas en las letras a), b), c) y d) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección de consejeros regionales.”.


27. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 33:


a) Intercálase la expresión “gobernador regional, de” entre la voz “de” y la palabra “alcalde”;


b) Sustitúyese la referencia a “los consejos económicos y sociales provinciales y comunales”, por otra a “los consejos comunales de la sociedad civil”,  y


c) Incorpórase como incisos segundoy tercero, nuevos, los siguientes:


“Las inhabilidades establecidas en las letras a), b), c) y d) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección de consejeros regionales.


No podrán desempeñar el cargo de consejero regional aquellos que tengan, respecto del gobernador regional del mismo gobierno regional, la calidad de cónyuge, conviviente civil, hijo, adoptado o pariente hasta el segundo grado de consanguinidad o de afinidad.”.


28. En el artículo 36:


a) En las letras d), e) y f) sustitúyese la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


b) En la letra g):


i. Reemplázase la frase “intendente regional en su calidad de órgano ejecutivo del mismo” por la siguiente: “gobernador regional”.


ii. Sustitúyese la voz “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


c) En la letra h) sustitúyese el vocablo “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


d) en la letra i) reemplazar su expresión final “, y” por un punto y coma (;), e intercalar como letra j), pasando su letra j) a ser letra k), la siguiente:


“j)  Agregar uno o más  puntos en la tabla al inicio de la sesión del Consejo. Para ello se requerirá la propuesta de un consejero regional, la que deberá ser aprobada por la unanimidad de dicho órgano, y”.


29) En el artículo 39:


a) Suprímese su inciso segundo.


b) En los incisos séptimo, décimo y undécimo, reemplázase la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional”.”.


31. En el artículo 41, agréguese el siguiente inciso segundo:


“La causal establecida en la letra g) será declarada por el Tribunal Calificador de Elecciones, conforme lo establece el artículo 28 bis de la ley N° 19.884, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral.”.”.


32. Derógase el párrafo 3° del capítulo III del título segundo.”.


33. En el artículo 62: 


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “del intendente, al que estará subordinado en todo lo relativo a la elaboración, ejecución y coordinación de las políticas, planes, presupuestos, proyectos de desarrollo y demás materias que sean de competencia del gobierno regional”, por la frase “del delegado presidencial regional. Asimismo, cada secretario regional ministerial estará subordinado al delegado presidencial regional en las materias que sean de competencia de éste último”.


b) En el inciso tercero sustitúyese la voz “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.


34. Sustitúyese el artículo 65 por el siguiente:


“Artículo 65.- Habrá un órgano auxiliar del delegado presidencial regional, integrado por los delegados presidenciales provinciales y los secretarios regionales ministeriales. El delegado presidencial regional podrá disponer que también integren este órgano o que concurran a él en calidad de invitados, jefes regionales de organismos de la Administración del Estado.”.


35. En el artículo 66 elimínase la oración final.


36. En el inciso primero del artículo 68 reemplázase el vocablo “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


37. En el inciso primero del artículo 70, reemplázase la palabra “intendente” por los vocablos “gobernador regional”, todas las veces que aparece.


38. En el inciso primero del artículo 71 reemplázase el vocablo “intendente” por las palabras “gobernador regional”.


39. En el artículo 73: 


a) En el inciso segundo reemplázase la voz “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


b) En el inciso tercero sustitúyese la frase “el presidente del consejo y el intendente representarán” por la siguiente: “el gobernador regional representará”.


c) En el inciso quinto reemplázase la palabra “Intendente” por la expresión “gobernador regional”.


40. En el artículo 78 reemplázase la voz “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


41. Sustitúyese el epígrafe del capítulo VI del título II por el siguiente:


“De la Elección del Gobernador Regional y del Consejo Regional”.


42. En el artículo 82, entre las expresiones “Para las elecciones” y “de consejeros regionales”, intercálase la frase “de gobernadores regionales y”.


43. En el artículo 83:


a) Intercálase, entre el vocablo “elecciones” y la expresión “de consejeros regionales”, la frase “de gobernadores regionales y”.


b) Sustitúyese la voz “parlamentarias” por “municipales”.


44. En el artículo 84: 


a) En el inciso primero, entre la palabra “candidaturas” y la expresión “a consejeros regionales”, intercálase la frase “a gobernador regional y”.


b) En el inciso segundo, a continuación de la frase “corresponda elegir en la respectiva”, agrégase la expresión “región o”.


c) En el inciso tercero:


i. Incorpórase como primera oración la siguiente: 


“Los candidatos a gobernador regional no podrán postular al mismo tiempo como candidatos a los cargos de Presidente de la República, senador, diputado, alcalde, concejal o consejero regional en las elecciones que se realizan conjuntamente.”.


ii. Sustitúyese la expresión “o diputado” por la frase “, diputado, alcalde, concejal o gobernador regional”. 


d) Intercálase el siguiente inciso cuarto, pasando el actual cuarto a ser inciso quinto:


“Cada declaración de candidatura a gobernador regional deberá ser acompañada por una declaración jurada del candidato, en la que señalará cumplir con los requisitos constitucionales y legales para ser candidato y no estar afecto a las inhabilidades señaladas en el artículo 23 ter. Esta declaración jurada será hecha ante notario público o ante oficial del Registro Civil. La falsedad de cualquiera de los hechos aseverados en esta declaración, o su omisión, producirá la nulidad de aquella, y de todos los efectos legales posteriores, incluida la elección del candidato. Además, la declaración de candidatura deberá consignar los nombres, cédula de identidad y domicilio del Administrador Electoral y del Administrador Electoral General, en su caso. En el caso que un gobernador regional postulare a su reelección conforme con lo dispuesto en el artículo 111 de la Constitución Política de la República, o a su elección como consejero regional en la región donde desempeña su cargo, se procederá a su subrogación en conformidad con el inciso segundo del artículo 23 septies, desde los treinta días anteriores a la fecha de la elección y hasta el día siguiente de ella. En todo caso, durante el período señalado el gobernador regional conservará su remuneración y la atribución de participar en las sesiones del consejo regional con derecho a voz. Sin embargo, la presidencia del consejo regional sólo podrá ejercerla un consejero regional que no estuviere repostulando a dicho cargo o postulando al cargo de gobernador regional. Si hubiere más de uno en tal situación la presidencia le corresponderá a quien haya obtenido individualmente mayor votación ciudadana en la elección respectiva. Si todos los consejeros regionales estuvieren repostulando, la presidencia se decidirá por sorteo entre ellos.”.


e) En el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, intercálase, entre las expresión “del candidato” y la coma que le sucede, la frase “a consejero regional”, y sustitúyese sus expresiones “La circunstancia de no encontrarse afecto a las prohibiciones señaladas en las letras b), c), d) y e) del inciso primero y en el inciso final del artículo 32 deberá acreditarse al momento de declararse la respectiva candidatura. Las prohibiciones contempladas en la letra a) del inciso primero y en el inciso segundo del citado artículo 32 se acreditarán al momento de asumir el cargo de consejero regional.”, por la frase “La circunstancia de no encontrarse afecto a las prohibiciones señaladas en el artículo 32 deberá acreditarse al momento de declararse la respectiva candidatura.”.


f) Suprímese el inciso quinto. 


g) En el inciso sexto:


i. Agrégase, a continuación de la expresión “declaraciones de candidaturas”, la frase “a gobernador regional y a consejeros regionales”. 


ii. Sustitúyese la frase “3° bis, con excepción de su inciso tercero; 4°, incisos segundo y siguientes; y 5° de la ley N°18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.” por 3°, con excepción de su inciso tercero; 4°, con excepción de sus incisos primero a quinto; 5°, inciso segundo y siguiente; y 6° y 8° de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios. En el caso de las candidaturas a gobernador regional, sea que se trate de elecciones primarias o definitivas, según corresponda, junto con la declaración de ellas, los candidatos deberán presentar un programa en el cual se indicarán las principales acciones, iniciativas y proyectos que pretende desarrollar durante su gestión. De no hacerlo, el Servicio Electoral establecerá un plazo para que se acompañe, bajo apercibimiento de tener por no declarada la candidatura.”.


h) Agrégase el siguiente inciso octavo:


“Las declaraciones de candidaturas de gobernador regional deberán ser presentadas por los partidos políticos o pactos electorales en un solo acto respecto de cada región.”. 


45. Intercálase el siguiente artículo 84 bis:


“Artículo 84 bis.- Las candidaturas a gobernador regional podrán ser declaradas por un partido político, por un pacto de partidos, por un pacto entre un partido político e independientes, por un pacto de partidos e independientes, y por independientes.


Las candidaturas a gobernador regional declaradas sólo por independientes se sujetarán a los porcentajes y formalidades establecidos en los artículos 89 y 90.”.


46. En el artículo 86:


a) En el inciso cuarto reemplázase la expresión “y quinto” por “y sexto”.


b) Agréganse los siguientes incisos quinto y sexto:


“Los partidos políticos e independientes que así lo prefieran podrán subscribir un pacto electoral para la elección de gobernadores y otro pacto electoral para la elección de consejeros regionales.


Los pactos para la elección de consejeros regionales a que alude el inciso anterior sólo podrán ser conformados por uno o más partidos políticos o por independientes que integren un mismo pacto electoral para la elección de gobernadores regionales.”.


47. En el artículo 88:


a) En el inciso primero sustitúyese la frase “los nombres completos de los candidatos afiliados al respectivo partido” por la siguiente: “los nombres completos del candidato a gobernador regional o, en su caso, de los candidatos a consejeros regionales afiliados al respectivo partido”.


b) Agrégase el siguiente inciso cuarto:


“Las declaraciones de candidaturas a gobernador regional y consejeros regionales de una misma lista o pacto deberán señalar expresamente el cargo al cual postulan los respectivos candidatos.”.


48. En el artículo 89 sustitúyese el inciso primero por el siguiente: 


“Artículo 89.- Las declaraciones de candidaturas independientes a gobernador regional o a consejero regional deberán ser patrocinadas por un número no inferior al 0.5% de los electores que hayan sufragado en la elección popular más reciente en la región respectiva o en la circunscripción provincial respectiva, según corresponda.”.


49. Reemplázase, en el artículo 94, la expresión “Presidente del Tribunal Electoral Regional” por la frase “Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones o al Presidente del Tribunal Electoral Regional, según corresponda”.”.


50. En el artículo 95:


a) Incorpórase el siguiente inciso primero, pasando el actual primero a ser inciso segundo, y así sucesivamente:


“Artículo 95.- El escrutinio general y la calificación de las elecciones de gobernador regional serán practicados por el Tribunal Calificador de Elecciones. Para ello, serán aplicables las normas establecidas en los títulos IV y V de la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.”.


b) Intercálase en el inciso primero, que pasa a ser inciso segundo, entre las expresiones “calificación de las elecciones” y “serán practicados”, la siguiente expresión: “de consejeros regionales”.


51. Intercálase el siguiente artículo 98 bis:


“Artículo 98 bis.- Tratándose de elecciones de gobernador regional, el Tribunal Calificador de Elecciones proclamará elegido al candidato que hubiere obtenido la mayoría de los sufragios válidamente emitidos y siempre que dicha mayoría sea equivalente, al menos, al 40% de los votos válidamente emitidos, conforme lo dispone el inciso cuarto del artículo 111 de la Constitución Política de la República. Para estos efectos, los votos en blanco y nulos se considerarán como no emitidos.


Si ninguno de los candidatos a gobernador regional hubiere obtenido la mayoría señalada en el inciso anterior, se procederá a una segunda votación que se circunscribirá a los candidatos que hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas y en ella resultará electo aquél de los candidatos que obtenga el mayor número de sufragios. Esta elección se verificará el cuarto domingo después de efectuada la primera. 


El proceso de calificación de la elección de gobernador regional deberá quedar concluido dentro de los quince días siguientes, tratándose de la primera votación, o dentro de los treinta días siguientes tratándose de la segunda votación.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 111 de la Constitución Política de la República, el Tribunal Calificador de Elecciones hará la correspondiente declaración, indicando los candidatos que hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas y ordenará su publicación en el Diario Oficial, lo que deberá efectuarse el día siguiente hábil al del vencimiento del plazo establecido en el inciso precedente.


Si muere uno de los candidatos a los que se refiere el inciso segundo, el Tribunal calificador de Elecciones convocará a una nueva elección dentro del plazo de diez días contado desde la fecha del deceso. La elección se celebrará ciento veinte días después de la convocatoria si ese día correspondiere a un domingo, y si no lo fuere se realizará el domingo inmediatamente siguiente. Las declaraciones de candidaturas a gobernador regional se realizarán en la forma prescrita en el artículo 84.”.


52. Reemplázase el artículo 99 por el siguiente:


“Artículo 99.- Dentro de los dos días siguientes a aquél en que su fallo quede a firme, el Tribunal Calificador de Elecciones enviará una copia autorizada de la parte pertinente del mismo y el acta complementaria de proclamación, en lo que se refiera a las respectivas regiones, al delegado presidencial regional, al delegado presidencial provincial, al gobernador regional y al consejo regional. Asimismo, el tribunal electoral regional enviará una copia autorizada de la parte pertinente del fallo y el acta complementaria de proclamación, en lo que se refiera a las respectivas circunscripciones provinciales, al delegado presidencial regional, a los delegados presidenciales provinciales de la región y al gobernador regional. Comunicarán, al mismo tiempo, su proclamación a cada uno de los candidatos elegidos.


Una copia completa del fallo y de su acta complementaria se remitirán, además, por el presidente del Tribunal Calificador de Elecciones o el tribunal electoral regional respectivo, según corresponda, al Ministro del Interior y Seguridad Pública y al Director del Servicio Electoral, con el objeto de que tomen conocimiento del término del proceso electoral.”.


53. Sustitúyase el artículo 99 bis por el siguiente:


“Artículo 99 bis.- El consejo regional se instalará el día seis de enero del año siguiente a la elección respectiva, con la asistencia de la mayoría absoluta de los consejeros regionales declarados electos por el tribunal electoral regional competente, convocados para tal efecto por el secretario ejecutivo. El período de los cargos de gobernador regional y de consejeros regionales se computará siempre a partir de dicha fecha.


En la primera sesión, el secretario ejecutivo procederá a dar lectura a los fallos del Tribunal Calificador de Elecciones y del tribunal electoral regional, según corresponda, que den cuenta del resultado definitivo de la elección en la región y en las circunscripciones provinciales, tomará al gobernador regional y a los consejeros regionales electos el juramento o promesa de observar la Constitución y las leyes, y de cumplir con fidelidad las funciones propias de sus respectivos cargos.”.


54) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 101, la palabra “intendente” por la denominación “gobernador regional”.


55) Sustitúyase, en el artículo 102, la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional” las dos veces que aparece.


56) Reemplázase el artículo 105 por el siguiente:


“Artículo 105.-  Los gobiernos regionales, los gobernadores regionales y los delegados presidenciales regionales se relacionarán con el Presidente de la República a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.”.


57. En el artículo 108:


a) Reemplázase el vocablo “intendente” por la expresión “gobernador regional”, todas las veces que aparece.


b) En la letra c) y en el párrafo segundo de la letra d) sustitúyese la expresión “la intendencia regional” por “el gobierno regional”.


Artículo 2.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley N° 20.640, que establece el sistema de elecciones primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, parlamentarios y alcaldes:


1. En el epígrafe de la ley, entre el vocablo “parlamentarios” y la expresión “y alcaldes”, intercálase la frase “, gobernadores regionales”.


2. En el artículo 2, a continuación de la palabra “Diputado”, agrégase la frase “, Gobernador Regional”.


3. En el artículo 3:


a) En su inciso primero intercálase entre su voz final “Alcalde” y el punto final (.) que le sigue la expresión “y Gobernador Regional”. 


b) En su inciso tercero, reemplázase la expresión “al cargo de Alcalde” por “a los cargos de Alcalde y de Gobernador Regional”.


4. En el artículo 4:


a) En el inciso primero, a continuación de la frase “, de Parlamentarios”, agrégase la siguiente: “, de Gobernadores Regionales”.


b) En el inciso tercero, a continuación del punto y coma que sigue a la frase “al territorio comprendido por el distrito electoral”, agrégase lo siguiente: “en el caso de la elección de Gobernadores Regionales, al territorio comprendido por la región,”.


5. En el artículo 6, entre la expresión “Servicio Electoral” y la coma que le sigue, intercálase la frase “, de la ley N° 19.175, orgánica constitucional de Gobierno y Administración Regional”.


6. En el artículo 8:


a) En el inciso primero, a continuación de la expresión “Presidente de la República”, agrégase la frase “, Gobernador Regional”.


b) Intercálase el siguiente inciso quinto, pasando los actuales incisos quinto y sexto a ser sexto y séptimo:


“El pacto para las elecciones de Gobernadores Regionales deberá ser común, abarcando todas las regiones.”.


7. En el inciso primero del artículo 10, entre el vocablo “Parlamentarios” y la expresión “y de Alcaldes”, intercálase la siguiente frase: “, Gobernadores Regionales”.


8. En el artículo 14: 


a) En el inciso primero, entre la palabra “parlamentarios” y la expresión “o alcaldes”, las dos veces que aparecen, intercálase la frase “, gobernadores regionales”.


b) En el inciso segundo:


i. Intercálase, entre el vocablo “Parlamentarios” y la expresión “o de Alcaldes”, las dos veces que aparece la siguiente frase: “, de Gobernadores Regionales”.


ii. Intercálase, entre la frases “No será necesaria la formalización del pacto conforme al artículo 3° bis de la ley N°18.700” y “, o al artículo 110 de la ley N°18.695,”, lo siguiente: “, al artículo 87 de la ley N° 19.175”.


iii. Intercálase, entre el vocablo “Parlamentarios” y la expresión “o a Alcaldes”, la siguiente frase: “, a Gobernadores Regionales”.


iv. Intercálase como penúltima oración la siguiente: “Los pactos y subpactos electorales para la elección de consejeros regionales que contemple un pacto electoral, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la ley N° 19.175, deberán constituirse dentro del plazo a que se refiere el artículo 14, y en forma simultánea a las declaraciones de candidaturas de las elecciones primarias.”.


c) En el inciso tercero, entre las expresiones “sin perjuicio de lo establecido” y “en el artículo 109 de la ley N° 18.695”, intercálase la frase “en el artículo 86 de la ley N° 19.175 o”.


d) Intercálase el siguiente inciso cuarto, pasando el actual cuarto a ser inciso quinto:


“Sin perjuicio de lo establecido previamente y tratándose del pacto electoral de gobernadores regionales y del pacto electoral de consejeros regionales, los candidatos independientes podrán incorporarse a éstos hasta la fecha de declaración de candidaturas indicada en el artículo 84 de la ley Nº 19.175, para lo que se requerirá el acuerdo unánime de los partidos que hayan suscrito originalmente dicho pacto electoral.”.


9. En el artículo 19, entre las expresiones “N° 18.700” e “y 112”, intercálase la frase “, 89 de la ley N° 19.175”.


10. En el artículo 21:


a) En el inciso primero, a continuación de la expresión “presidencial, parlamentaria”, agrégase la frase “, de gobernador regional”.


b) En el inciso tercero, a continuación de la expresión “Presidente de la República”, agrégase la frase “o Gobernador Regional”.


11. En el inciso primero del artículo 23, entre el vocablo “Diputados” y la expresión “o Alcaldes”, intercálase la frase “, Gobernadores Regionales”.


12. En el inciso primero del artículo 24, a continuación de la expresión “la elección primaria al cargo de Diputado”, agrégase la siguiente frase: “, una para la elección primaria al cargo de Gobernador Regional”.


13. En el artículo 25, entre las expresiones “de Parlamentario” e “y de Alcalde”, intercálase la siguiente frase: “, de Gobernador Regional”.


14. En el artículo 31: 


a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“En el caso de las elecciones primarias para la nominación de candidaturas al cargo de Gobernador Regional o  Alcalde, la mesa procederá a  escrutar primero la elección primaria de Gobernador Regional y después la de Alcalde.”.


b) En el inciso segundo, a continuación de la palabra “diputado”, agrégase la frase “, gobernador regional”.


15. En el inciso primero del artículo 32, entre la voz “Presidenciales” y la expresión “o de alcalde”, intercálase la frase “, de gobernadores regionales”.


16. En el artículo 33, reemplazar la expresión “o de parlamentarios” por “de parlamentarios o de gobernadores regionales”.


17. En el inciso segundo del artículo 34, a continuación de la frase “Para el caso de las elecciones primarias de”, agrégase la siguiente: “Gobernadores Regionales o de”.


18. En el artículo 35 sustitúyese la expresión “de parlamentarios o de alcaldes” por “de parlamentarios, de gobernadores regionales o de alcaldes”.


19. En el artículo 37, a continuación de la expresión “de la ley N° 18.700”, agrégase la frase “, en el artículo 93 de la ley N° 19.175”.


20. En el artículo 38, a continuación de la expresión “Presidente de la República”, agrégase la siguiente frase: “, de gobernador regional”.


21. En el artículo 40:


a) En el encabezamiento, entre las expresiones “N° 18.700,” e “y en el artículo 107”, intercálase la siguiente frase: “en el artículo 84 de la ley N° 19.175”.


b) En la letra a), a continuación del vocablo “Presidencial”, agrégase la frase siguiente: “, a gobernador regional


Artículo 3.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral:


1. En el inciso primero del artículo 1, a continuación de la expresión “Populares y Escrutinios,” agrégase la siguiente frase: “en la ley N° 19.175, orgánica constitucional de Gobierno y Administración Regional,”.


2. En el artículo 4:


a) En el inciso primero, a continuación de la coma que sigue al vocablo “diputado”, agrégase la siguiente expresión: “gobernador regional,”.


b) En el inciso segundo:


i. Intercálase, entre la palabra “senador” y la expresión “, el límite de gasto no podrá”, lo siguiente: “o gobernador regional”.


ii. Agrégase, a continuación de la expresión “respectiva circunscripción”, la siguiente frase: “o región, según corresponda”.


3. En el artículo 10: 


a) En la letra c) del inciso segundo, sustitúyense los vocablos “o senador” por la frase “, senador o gobernador regional”.


b) Intercálase el siguiente inciso cuarto, pasando el actual cuarto a ser inciso quinto, y así sucesivamente:


“La situación prevista en el inciso quinto del artículo 111 de la Constitución Política de la República será entendida como otra elección, pudiendo la persona aportar en ella hasta ciento diez unidades de fomento.”.


c) En el inciso octavo, que pasa a ser noveno, a continuación de la frase “una elección de senadores,”, agrégase la siguiente: “una elección de gobernadores regionales


4. En el artículo 15:


a) En el inciso primero:


i. Intercálase, entre las expresiones “diputados,” y “alcaldes,”, la siguiente: “gobernadores regionales,”.


ii. Agrégase, a continuación de la expresión “circunscripciones, distritos”, la siguiente: “, regiones”.


5. En el inciso primero del artículo 20 reemplázase la expresión “a senador y diputado” por “a senador, diputado o gobernador regional”.


6. En el inciso primero del artículo 36 sustitúyese la expresión “o a diputado” por “, a diputado o a gobernador regional”.


7. En el inciso primero del artículo 38, entre las expresiones “de diputados” e “y de alcaldes”, intercálase la siguiente: “, de gobernadores regionales”.


8. En el inciso primero del artículo 47, a continuación de la palabra “parlamentaria”, agrégase la expresión “, de gobernador regional”.


9. En el inciso primero del artículo 54 reemplázase la expresión “y diputado” por “, diputado y gobernador regional”.


10. En el inciso primero del artículo 55, entre la voz “parlamentarias” y las palabras “o municipales”, intercálase la siguiente frase: “, de gobernadores regionales”.


11. En el artículo 56 intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual segundo a ser inciso final:


“Tratándose de la segunda votación contemplada en el inciso quinto del artículo 111 de la Constitución Política de la República, las disposiciones sobre plazos y procedimientos establecidos en la presente ley se aplicarán, en la forma que corresponda, considerando la fecha de verificación de dicha segunda votación.”.


12. En el artículo 59 reemplázase la expresión “las intendencias, las gobernaciones,” por “las delegaciones presidenciales regionales, las delegaciones regionales provinciales,”.


Artículo 4.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 1 de la ley N° 19.379, que fija plantas de personal de los servicios administrativos de los gobiernos regionales:


1. En el número 1 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A
	1



2. En el número 2 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A
	1



3. En el número 3 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A
	1



4. En el número 4 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A
	1



5. En el número 5 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A
	1



6. En el número 6 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A
	1



7. En el número 7 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A
	1



8. En el número 8 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A
	1



9. En el número 9 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A
	1



10. En el número 10 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A
	1



11. En el número 11 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A
	1



12. En el número 12 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A
	1



13. En el número 13 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A
	1



14. En el número 14 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A
	1



15. En el número 15 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A
	1



Artículo 5.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 60, de 1990, del Ministerio del Interior, que adecua plantas y escalafones del servicio de gobierno interior:


1. Reemplázase la expresión “Intendentes” por “Delegados Presidenciales Regionales”.


2. Sustitúyese el guarismo “13” por “15”.


3. Reemplázase la expresión “Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Provinciales”.


4. Sustitúyese el guarismo “50” por “38”.


Artículo 6.- Elimínanse en el artículo 4 de la ley N° 20.174, que crea la XIV Región de Los Ríos y la Provincia de Ranco en su territorio, los cargos que a continuación se indican:

	AUTORIDADES 

DE GOBIERNO

Intendente

Gobernador
	1A

3°
	1

1
	2



Artículo 7.- Elimínanse en el artículo 4 de la ley N° 20.175, que crea la XV Región de Arica y Parinacota y la Provincia del Tamarugal en la Región de Tarapacá, los cargos que a continuación se indican:

	AUTORIDADES 

DE GOBIERNO

Intendente

Gobernador
	1A

3°
	1

1
	2



Artículo 8.- Suprímese el artículo 2 de la ley N° 20.368, que crea la Provincia de Marga Marga y modifica el territorio de las provincias de Valparaíso y Quillota, en la V Región de Valparaíso.


Artículo 9°.- Incorpórase, en el número 16 que agrega el artículo 3 de la ley N° 21.033, que Crea la XVI Región de Ñuble y las provincias de Diguillín, Punilla e Itata, el cargo que se indica a continuación:

	Planta/ Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A
	1



Artículo 10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en los textos legales que a continuación se indican:


1. En el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de municipalidades:


a) En el artículo 9, sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Corresponderá al delegado presidencial regional de la región respectiva, respecto de los planes nacionales, y al gobernador regional, respecto de los planes regionales, velar por el cumplimiento de lo que dispone el inciso anterior.”.


b) En el artículo 10, reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 10.- La coordinación entre las municipalidades y entre éstas y los servicios públicos que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un ministerio, y que actúen en sus respectivos territorios, se efectuará mediante acuerdos directos entre estos organismos. A falta de acuerdo, el delegado presidencial provincial que corresponda dispondrá de las medidas necesarias para la coordinación requerida, a solicitud de cualquiera de los alcaldes interesados. Asimismo, la coordinación entre las municipalidades y entre éstas y los servicios públicos que dependan o se relacionen con el gobierno regional, y que actúen en sus respectivos territorios, se efectuará mediante acuerdos directos entre estos organismos. A falta de acuerdo, el gobernador regional que corresponda dispondrá de las medidas necesarias para la coordinación requerida, a solicitud de cualquiera de los alcaldes interesados.”.


c) En el inciso sexto del artículo 16 bis sustitúyese la palabra “intendencia” por la expresión “delegación presidencial regional”.


d) En el inciso cuarto del artículo 68 reemplázase el vocablo “gobernador” por la expresión “delegado presidencial provincial”.


e) En la letra a) del inciso primero del artículo 74 sustitúyese la expresión “los intendentes, los gobernadores” por lo siguiente: “los gobernadores regionales, los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los secretarios regionales ministeriales,”.


f) Agrégase como inciso final el siguiente:


“Las inhabilidades establecidas en las letras a) y b) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección municipal.”.


g) En el artículo 104 B:


i. Sustitúyese en la letra a) del inciso primero la expresión “intendente o, en subsidio, el gobernador”, por la siguiente: “delegado presidencial regional o, en subsidio, el delegado presidencial provincial”.


ii. Reemplázase en el inciso octavo la palabra “intendencia” por la expresión “delegación presidencial regional”, las dos veces que aparece.


h) En la letra b) del inciso segundo del artículo 104 C sustitúyese el vocablo “intendentes” por la expresión “delegados presidenciales regionales”.


i) En el inciso quinto del artículo 104 D reemplázase la voz “intendencia” por la expresión “delegación presidencial regional”.


j) El artículo 104 F:


i. Sustitúyese en el inciso octavo la palabra “intendencia” por la expresión “delegación presidencial regional”.


ii. Reemplázase en el inciso duodécimo el vocablo “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.


k) En el inciso primero del artículo 128 sustitúyese la voz “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.


l) En el artículo segundo transitorio reemplázanse la palabra “gobernador” por “delegado presidencial provincial”, y el vocablo “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.


2. En el inciso tercero del artículo 1 de la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, sustitúyese la expresión “Intendencias, Gobernaciones” por “Delegaciones Presidenciales Regionales, Delegaciones Presidenciales Provinciales”.


3. En el inciso tercero del artículo 1 del decreto ley N° 2.460, de 1979, que dicta la ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile, reemplázase la expresión “Intendencias Regionales, Gobernaciones Provinciales” por “Delegaciones Presidenciales Regionales, Delegaciones Presidenciales Provinciales”.


4. En la ley N° 19.696, que establece el Código Procesal Penal:


a) Reemplázase el epígrafe del párrafo 2° del título IV del libro cuarto por el siguiente: “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales y Gobernadores Regionales”.


b) En el artículo 423, sustitúyese la expresión “de un intendente, de un gobernador o de un presidente de consejo regional” por “de un delegado presidencial regional, de un delegado presidencial provincial o de un gobernador regional”.


5. En la ley N° 1.552, que aprueba el Código de Procedimiento Civil:


a) En el artículo 10 reemplázase la expresión “intendentes de provincia, gobernadores de departamento o secretarios de Intendencia,” por “delegados presidenciales regionales, delegados presidenciales provinciales o gobernadores regionales”.


b) En el número 1 del inciso primero del artículo 361 (350) sustitúyese la expresión “Intendentes Regionales, los Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales”.


c) En el número 1 del inciso primero del artículo 389 (379) sustitúyese la expresión “los Intendentes” por “los Delegados Presidenciales Regionales”.


6. En la ley N° 7.421, que aprueba el Código Orgánico de Tribunales:


a) En el número 2 del artículo 50 reemplázase la expresión “Intendentes y Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales, Gobernadores Regionales”.


b) En el artículo 257 sustitúyese la expresión “Intendentes, Gobernadores o Secretarios de Intendencia” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales o Gobernadores Regionales”.


c) En el inciso cuarto del artículo 471 reemplázase la expresión “intendente o gobernador” por “delegado presidencial regional o delegado presidencial provincial”.


7. En la ley N° 20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses:


a) En el número 1 del artículo 4 reemplázase la expresión “los intendentes, los gobernadores” por “los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los gobernadores regionales”.


b) En el número 2 del inciso primero del artículo 45 sustitúyese la expresión “los intendentes”, la primera vez que aparece, por “los delegados presidenciales regionales, los gobernadores regionales”.


8. En el artículo 3 de la ley N° 20.730, que regula el lobby y las gestiones que representen intereses particulares ante las autoridades y funcionarios, reemplázase la expresión “los intendentes y gobernadores” por “los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los gobernadores regionales”.


9. En la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:


a) En el inciso primero del artículo 45 reemplázase la expresión “Intendentes, Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales, Gobernadores Regionales”.


b) En el inciso sexto del artículo 58 sustitúyese la expresión “Gobernador Provincial” por “delegado presidencial provincial”.


c) Reemplázase el inciso primero del artículo 76 por los siguientes incisos primero y segundo, nuevos, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:


“Artículo 76.- Si hubiere que practicarse más de un escrutinio, primero se realizará el de plebiscito, luego el de Presidente de la República, posteriormente el de senadores y, por último, el de diputados.


En el caso de las elecciones territoriales, primero se realizará el escrutinio de gobernador regional, posteriormente el de consejeros regionales, a continuación el del alcalde y, por último, el de concejales.”.


d) En el inciso segundo del artículo 161 reemplázase la expresión “Intendentes, Consejeros Regionales, Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales, Gobernadores Regionales, Consejeros Regionales”.


e) Agréguese el siguiente artículo transitorio, nuevo:


“Artículo transitorio.- Toda vez que las leyes hagan referencia a regiones pares, se entenderá por tales a las siguientes:


Región de Antofagasta.


Región de Coquimbo.


Región del Libertador General Bernardo O´Higgins.


Región de Ñuble.


Región del Biobío.


Región de Los Ríos.


Región de Los Lagos.


Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, y 


Región Metropolitana de Santiago.


Asimismo, toda vez que las leyes hagan referencia a regiones impares, se entenderá por tales las siguientes:


Región de Arica y Parinacota.


Región de Tarapacá.


Región de Atacama.


Región de Valparaíso.


Región del Maule.


Región de La Araucanía, y


Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo.”.


10. En el inciso primero del artículo 64 de la ley N° 18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, reemplázase la expresión “de Intendente, de Gobernador” por “de Gobernador Regional, de Delegado Presidencial Regional, de Delegado Presidencial Provincial”.


11. En el inciso tercero del artículo 71 de la ley N° 18.603, orgánica constitucional de Partidos Políticos, sustitúyese la expresión “Intendente Regional” por “Delegado Presidencial Regional”.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia el primer día hábil del mes siguiente a la fecha de su publicación.


La primera elección por sufragio universal en votación directa de los gobernadores regionales se verificará en conformidad con lo dispuesto en el artículo 83 de la ley N° 19.175 y una vez promulgada la ley que establezca un nuevo procedimiento de transferencia de las competencias a las que se refiere el artículo 114 de la Constitución Política de la República.


En conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo de la disposición vigésima octava transitoria de la Constitución Política de la República, los consejeros regionales que sean electos el año 2017 asumirán conforme a las reglas vigentes al 19 de noviembre de 2017, y terminarán su mandato el 11 de marzo del año 2022.


La siguiente elección de consejeros regionales se celebrará, por única vez, conjuntamente con las elecciones parlamentarias del año 2021. Los consejeros regionales que resultaren electos en ella asumirán el 11 de marzo del año 2022, y terminarán su mandato el 6 de enero del año 2025.


Las disposiciones contenidas en los numerales 20; 24; 25; 28, letra d); 29; 32; 33; 35; 39, y 40 del artículo 1 de esta ley, así como los artículos 5, 6, 7 y 8 entrarán en vigencia una vez que asuman los primeros gobernadores electos. Mientras no asuman los gobernadores regionales electos, ejercerán sus funciones y atribuciones los delegados presidenciales regionales, con excepción de las funciones del presidente del consejo regional. Asimismo, mientras no asuman dichas autoridades, las disposiciones que establece la ley referida a los delegados presidenciales regionales y a los delegados presidenciales provinciales serán aplicables a los intendentes y gobernadores, respectivamente.


Una vez que asuman los gobernadores regionales electos, los presidentes de los consejos regionales cesarán de pleno derecho en sus funciones, las que serán asumidas por el respectivo gobernador regional.


Artículo segundo.- Para efectos de la aplicación en la primera elección de gobernadores regionales de lo señalado en el artículo 15 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, se considerará como última elección de igual naturaleza a aquella que corresponda a la última elección de senadores. Se aplicará, asimismo, para efectos de lo dispuesto en el artículo 4 de dicha ley, los límites de gasto electoral permitidos para un senador.”.

- - -
Informe de la Comisión Mixta encargada de proponer la forma y modo de superar las discrepancias producidas entre el Senado y la Cámara de Diputados en la tramitación del proyecto de ley que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.”.

(Boletín Nº 10.647-09)


El Presidente pone en discusión el informe de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho y la calificó de “discusión inmediata”.

Agrega que las divergencias entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte del Senado, en tercer trámite, de las dos enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados: supresión de la letra a) del artículo 11 y eliminación del artículo segundo transitorio.


Añade que la Comisión Mixta, al resolver las divergencias, efectúa una proposición que consiste en reincorporar las dos normas eliminadas durante el segundo trámite constitucional; lo que acordó con las votaciones que consigna en su informe.


Hace presente que la letra a) del artículo 11 y el artículo segundo transitorio propuestos son normas de quorum calificado, por lo que requieren de 19 votos favorables.

- - -

La proposición de la Comisión Mixta para resolver las discrepancias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional, es la siguiente:


Aprobar en una sola votación la letra a) del artículo 11 y el artículo segundo transitorio, según los siguientes textos, sancionados por el Senado en el primer trámite constitucional:


- “a) El capital inicial que suscribirán y pagarán el Fisco y la Corporación de Fomento de la Producción, en proporción a la participación accionaria de ambos. El Fisco podrá suscribir y pagar el capital inicial, total o parcialmente, con el aporte de bienes fiscales y nacionales de uso público, valorados económicamente, operación que en todo caso se encontrará exenta de impuesto.


La Corporación de Fomento de la Producción podrá suscribir y pagar el capital inicial, total o parcialmente, con el aporte de recursos o activos financieros.


Los aportes del Fisco serán individualizados y valorizados económicamente en los instrumentos administrativos que correspondan.”.


- “Artículo segundo.- Autorízase al Ministerio de Hacienda para que mediante decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” efectúe, dentro de los cinco años siguientes a la constitución del Fondo, los aportes de capital señalados en la letra a) del artículo 11 de la presente ley, los que incluirán todas aquellas rutas y carreteras cuya explotación se encuentre regulada por el decreto supremo N° 900, del Ministerio de Obras Públicas, de 1996, facultándose a éste para explotarlas una vez finalizado el período de la respectiva concesión.


Con todo, los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas, de forma conjunta y fundadamente, podrán decidir no aportar algunos de los bienes a que se refiere el inciso anterior. Dicha decisión deberá informarse a las Comisiones de Obras Públicas y de Hacienda del Senado y a las Comisiones de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones y de Hacienda de la Cámara de Diputados.”.

- - -

El Presidente ofrece la palabra al Honorable Senador señor Coloma, quien hace uso de ella y explica los contenidos de la proposición.


Enseguida puesta en votación la proposición el resultado es de 25 votos a favor, 1 en contra y 3 abstenciones.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Allamand, Bianchi, De Urresti, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.


Vota en contra el Honorable Senador señor Coloma. 


Se abstienen los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señor Larraín.


El Presidente declara aprobada la propuesta de la Comisión Mixta.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de quórum calificado, sobre un universo de 36 senadores en ejercicio.

- - -

Queda terminada la tramitación de este proyecto.


El texto que despacha el Senado es del siguiente tenor:

“TÍTULO I

DE LA AUTORIZACIÓN PARA LA CREACIÓN DEL

FONDO DE INFRAESTRUCTURA S.A.

Párrafo 1°

De la autorización para el desarrollo de la actividad empresarial


Artículo 1°.- Autorízase al Estado para desarrollar las actividades empresariales de financiamiento e inversión referidas a proyectos de infraestructura, así como el desarrollo, a través de terceros no relacionados, de los servicios anexos a los mismos, incluyendo su construcción, ampliación, reparación, conservación y explotación, en conformidad y con estricta sujeción a lo dispuesto en esta ley.


Artículo 2°.- De acuerdo con la autorización establecida en el artículo anterior, el Fisco y la Corporación de Fomento de la Producción, en conformidad a su ley orgánica, constituirán, dentro del plazo de seis meses contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, una sociedad anónima que se denominará “Fondo de Infraestructura S.A.”, en adelante e indistintamente el “Fondo”, la que se regirá por las normas de las sociedades anónimas abiertas y por las de la presente ley. 


Artículo 3°.- Facúltase al Ministro de Hacienda para que, en representación del Fisco y conjuntamente con el Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción, concurran a la aprobación de los estatutos sociales, de sus modificaciones posteriores y suscriban los documentos pertinentes.

Párrafo 2°

De las atribuciones y obligaciones del Fondo de Infraestructura S.A.


Artículo 4°.- Para el desarrollo de su objeto, el Fondo podrá: 


1) Financiar o invertir en proyectos de infraestructura, directamente o a través de terceros, así como elaborar y realizar los estudios necesarios para tales proyectos.


2) Construir, ampliar, reparar, conservar, explotar y desarrollar, sólo a través de terceros no relacionados, dichos proyectos de infraestructura.


3) Realizar gastos o inversiones de carácter físico o financiero, para nuevos proyectos, fomentando su construcción y desarrollo, en la forma que determine el Directorio, velando por mantener la solvencia de la empresa.


4) Emitir instrumentos financieros de deuda, de garantías y otros autorizados expresamente por el Directorio.


5) Constituir sociedades anónimas filiales o coligadas para cumplir su objeto, previa autorización de la junta de accionistas.


6) En general, ejecutar todos los actos y celebrar todos los contratos tendientes a cumplir con el objeto de la sociedad.


7) Realizar las demás actividades que expresamente se establezcan en la ley.


En el ejercicio de todas estas atribuciones, el Fondo deberá orientarse a la sostenibilidad financiera de su cartera de proyectos y a producir utilidades anuales durante cada ejercicio.


Artículo 5°.- El Fondo sólo podrá construir, ampliar, reparar, conservar, explotar o desarrollar proyectos de infraestructura a través de terceros no relacionados, pudiendo hacerlo por medio del otorgamiento de concesiones u otras modalidades contractuales, las que deberán definirse mediante procedimientos de licitación pública que garanticen condiciones de competencia e igualdad entre los oferentes. Los procedimientos de licitación pública se realizarán en forma transparente y con estricta sujeción, de los participantes y del Fondo, a las bases administrativas y técnicas que los regulen, las que deberán establecer de manera clara y precisa los elementos de la esencia de la concesión o del respectivo contrato.


Para el otorgamiento de concesiones a terceros, el Fondo deberá utilizar el estatuto jurídico de concesiones de obras públicas contenido en el decreto supremo N° 900, del Ministerio de Obras Públicas, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, del mismo Ministerio, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas, y su reglamento. Excepcionalmente y para proyectos determinados, el Fondo podrá utilizar otra modalidad de concesión o contratación aplicando los procedimientos de licitación pública que éste determine siguiendo los criterios establecidos en el inciso anterior. En este último caso, la modalidad de contratación y el procedimiento de licitación pública deberán ser autorizados por la junta de accionistas en los términos que establece el artículo 25 de la presente ley. 


En la utilización del estatuto jurídico de concesiones de obras públicas serán aplicables las normas establecidas en los Capítulos III al XI, ambos inclusive, de la Ley de Concesiones de Obras Públicas, así como las normas correspondientes de su reglamento, con excepción de lo establecido en sus artículos 8; 9; 19, inciso final; 20; 20 bis; 21; 25, y 39, así como de las normas reglamentarias que se deriven de estas disposiciones. El Fondo podrá convenir con el Ministerio de Obras Públicas para que este último actúe como representante del primero en el desarrollo del procedimiento de licitación para el otorgamiento de concesiones a terceros, debiendo detallar en el respectivo convenio los términos del mandato, señalando específicamente la aplicación total o parcial de la normativa indicada precedentemente. No obstante lo anterior, el Fondo podrá acordar con otras entidades públicas convenios destinados a contar con apoyo técnico para la estructuración, asignación y ejecución de dichos contratos.


Cualquiera sea el estatuto jurídico que se utilice, el Fondo deberá comparecer personalmente en la suscripción de los contratos. Con todo, los contratos señalados anteriormente no comprometerán de manera directa ni indirecta el crédito y la responsabilidad financiera del Estado.


Artículo 6°.- Una vez adjudicada la licitación, los concesionarios deberán constituirse en Chile como sociedad anónima de giro exclusivo, cualquiera que sea el número de sus accionistas, y se regirán por las normas de las sociedades anónimas abiertas. Su objeto será la construcción, desarrollo, mantención y explotación de la concesión respectiva.


Dichas sociedades podrán relacionarse en los términos que señala el Título XV de la ley Nº 18.045, de mercado de valores, con otras sociedades concesionarias que desarrollen, construyan, conserven o exploten concesiones dentro de la misma región. Un reglamento suscrito por los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas determinará los requisitos que al efecto deberán cumplir dichas sociedades concesionarias.


Artículo 7°.- Las concesiones que el Fondo podrá otorgar tendrán el plazo de duración que determine el contrato, sin que en ningún caso éste pueda ser superior a cincuenta años. El Fondo podrá convenir con el concesionario las adecuaciones a los contratos de concesión que resulten imprescindibles, a objeto de incrementar los niveles de servicio y estándares técnicos establecidos en las bases de licitación, velando siempre por mantener o incrementar el valor económico del Fondo.


El derecho de concesión otorgado es transferible únicamente al que reuniere los requisitos que la presente ley, las bases y el contrato respectivo establezcan para ser concesionario, debiendo cederse como un todo, comprendiendo el conjunto de derechos y obligaciones de dicho contrato. 


El Fondo autorizará dicha transferencia siempre que en ella se dé cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior. La transferencia hecha en contravención al presente artículo es nula de pleno derecho, siendo juez competente para declarar la nulidad el del domicilio del Fondo.


Concluida la vigencia de una concesión, el Fondo podrá licitar nuevamente, manteniendo, disminuyendo o aumentando los bienes y derechos comprendidos en la nueva licitación. Ésta deberá efectuarse con la anticipación necesaria para que no exista interrupción en la prestación de servicios en el período que medie entre el término de una concesión y el comienzo de la siguiente.


Artículo 8°.- La enajenación de cualquier porcentaje que, separada o conjuntamente, sea superior al 15% de las acciones en la propiedad de la sociedad concesionaria deberá contar con la aprobación del Fondo.


Artículo 9°.- El Fondo desarrollará su giro, en lo referente al financiamiento parcial o total de proyectos, directamente o por intermedio de sociedades anónimas en las cuales tenga participación, las que podrán ser constituidas con personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, las que para todos los efectos legales posteriores a su constitución se regirán por las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas.

Párrafo 3°

De la constitución y del patrimonio del Fondo de Infraestructura S.A.


Artículo 10.- En la constitución de la sociedad anónima “Fondo de Infraestructura S.A.”, corresponderá al Fisco una participación del 99% del capital social y a la Corporación de Fomento de la Producción una participación del 1%.


En ningún caso la suma de las acciones del Fisco y de la Corporación de Fomento de la Producción podrá ser inferior al 100% del total de las acciones de la sociedad respectiva.


Artículo 11.- El patrimonio del Fondo estará constituido por:


a) El capital inicial que suscribirán y pagarán el Fisco y la Corporación de Fomento de la Producción, en proporción a la participación accionaria de ambos. El Fisco podrá suscribir y pagar el capital inicial, total o parcialmente, con el aporte de bienes fiscales y nacionales de uso público, valorados económicamente, operación que en todo caso se encontrará exenta de impuesto.


La Corporación de Fomento de la Producción podrá suscribir y pagar el capital inicial, total o parcialmente, con el aporte de recursos o activos financieros.


Los aportes del Fisco serán individualizados y valorizados económicamente en los instrumentos administrativos que correspondan.


b) Las utilidades que obtenga en el desarrollo de sus actividades financieras comerciales, cuya capitalización haya sido autorizada por la junta de accionistas.


c) En general, toda clase de bienes que adquiera a cualquier título, inclusive donaciones.


El Fondo podrá ampliar su capital mediante el aporte de nuevos bienes por parte del Fisco, en los mismos términos establecidos en la letra a) del presente artículo.


Artículo 12.- Los actos, contratos, publicaciones, inscripciones y subinscripciones que tengan por objeto o sean originados por la constitución de la sociedad anónima a que se refiere esta ley, o los posteriores aportes de capital, estarán exentos de todo impuesto o derecho.


Las inscripciones y anotaciones existentes a nombre del Fisco sobre los bienes que se aporten al capital social, se entenderán hechas en favor de la sociedad anónima a que se refiere esta ley por el solo ministerio de la ley. Los Conservadores de Bienes Raíces y el Servicio de Registro Civil e Identificación deberán practicar las inscripciones y anotaciones que procedan con el solo mérito del decreto que asigne dichos bienes a la referida sociedad anónima.


Artículo 13.- Aplícase lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 116 del decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, promulgado el año 1975 y publicado el año 1976, que aprobó la nueva ley general de urbanismo y construcciones, a las obras de infraestructura derivadas directamente del objeto del Fondo. 


Artículo 14.- Decláranse de utilidad pública los bienes inmuebles necesarios para ejecutar obras derivadas directamente del objeto del Fondo, quedando facultado el Ministerio de Obras Públicas para ordenar las expropiaciones correspondientes por cuenta y para dicha entidad, a petición de ésta.


El valor de las indemnizaciones y demás gastos que se originen de la aplicación de lo dispuesto en el inciso anterior serán de cargo del Fondo.


El Fondo reembolsará a la Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas el monto de los gastos en que incurra con motivo de la tramitación de las expropiaciones. Estos dineros ingresarán directamente a esa Fiscalía para financiar los respectivos gastos.

TÍTULO II

DEL FUNCIONAMIENTO DEL FONDO DE INFRAESTRUCTURA S.A.

Párrafo 1°

De la administración y organización del Directorio


Artículo 15.- La administración del Fondo estará sujeta, en lo que fuere pertinente, a las normas del Título IV de la ley N° 18.046, sobre administración de sociedades anónimas, y a su normativa complementaria, sin perjuicio de las normas a que se refiere este Párrafo, las que prevalecerán respecto de aquéllas.


La administración la ejercerá un Directorio que estará compuesto por cinco miembros, designados de la siguiente forma:


a) Dos directores nombrados por el Presidente de la República, elegidos de una nómina de cinco candidatos propuesta por el Ministro de Obras Públicas. El Presidente de la República designará de entre estos directores al Presidente del Directorio. 


b) Tres directores nombrados por el Presidente de la República de entre personas de reconocido prestigio profesional o académico por su experiencia y conocimiento en materias referidas al giro del Fondo, a partir de una terna propuesta para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública, con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros. Los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas deberán definir los perfiles profesionales, de competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos a los cargos de directores y enviarlos al Consejo de Alta Dirección Pública. Las ternas deberán ser presentadas por el Consejo de Alta Dirección Pública al Presidente de la República con una anticipación de, a lo menos, sesenta días a la fecha en que haya de producirse la expiración del plazo en el cargo del director respectivo. Para la confección de las ternas, el Consejo de Alta Dirección Pública establecerá un procedimiento especial de búsqueda y selección de candidatos a director. Dicho procedimiento podrá contemplar la participación de una empresa de reconocido prestigio internacional en materia de selección de directivos, la que deberá proponerle al Consejo de Alta Dirección Pública una nómina de posibles candidatos a director.


Los directores designados de conformidad con lo dispuesto en la letra b) tendrán el carácter de independientes, entendiendo por éstos aquéllos que no mantengan vinculación alguna con el Fondo, las empresas que formen parte del mismo grupo empresarial del que éste forme parte en los términos del artículo 96 de la ley N° 18.045, de mercado de valores, ni con los ejecutivos principales de cualquiera de éstas, ni que se encuentren en alguna de las circunstancias contempladas en el inciso tercero del artículo 50 bis de la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas, que pueda generar un potencial conflicto de interés de conformidad a lo establecido en el artículo 44 del mismo cuerpo legal.


En caso de sobrevenir alguna de las situaciones referidas en el inciso anterior, el director implicado cesará automáticamente en su cargo, sin perjuicio de su responsabilidad frente a los accionistas. 


Los directores nombrados de acuerdo a lo dispuesto en la letra a) durarán cuatro años en sus cargos, y aquellos nombrados según lo establecido en la letra b) durarán cinco años. Todos los directores podrán ser designados por nuevos períodos. El Directorio se renovará por parcialidades.


Si alguno de los directores cesare en sus funciones antes de cumplirse el período respectivo, se procederá a designar, por el período restante, al o a los nuevos directores que corresponda en la misma forma prevista en este artículo, para lo cual deberá seguirse el procedimiento de designación correspondiente según si el director que ha cesado en su cargo era uno de los directores a los que se refieren las letras a) o b) del inciso segundo. En el caso de los directores señalados en la letra b), el Consejo de Alta Dirección Pública deberá presentar al Presidente de la República la respectiva terna, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha en la que el director correspondiente hubiere cesado en el cargo.


Artículo 16.- Los directores tendrán derecho a una remuneración, la que será establecida y revisada por el Ministro de Hacienda. En la determinación de las remuneraciones y sus revisiones, el Ministro de Hacienda considerará la propuesta de una comisión especial que designe al efecto, la que deberá estar integrada por tres personas que hayan desempeñado el cargo de Ministro de Hacienda, de Director de Presupuestos, de director o gerente general de la empresa, o profesionales que se hayan desempeñado como directivos de la Dirección Nacional del Servicio Civil. La comisión deberá formular propuestas de determinación o revisión de remuneraciones, según corresponda, considerando las remuneraciones que para cargos similares se encuentren vigentes en los sectores público y privado. Asimismo, en las remuneraciones que proponga podrá incluir componentes asociados a la asistencia a sesiones, a la participación en comités y al cumplimiento de metas anuales de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de desempeño del Fondo. Los directores no podrán recibir remuneraciones u honorarios del Fondo por servicios profesionales distintos de los contemplados en la propuesta de la comisión antes señalada.


Artículo 17.- Sólo podrán ser nombrados directores del Fondo las personas que cumplan, a lo menos, con los siguientes requisitos:


a) Ser mayor de edad; 


b) Estar en posesión de un título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o de un título de nivel equivalente otorgado por una universidad extranjera, reconocido o validado de acuerdo a la normativa vigente, y acreditar una experiencia profesional de, a lo menos, cinco años, continuos o no, como director, gerente, administrador o ejecutivo principal en empresas públicas o privadas, o en cargos de primer o segundo nivel jerárquico en servicios públicos; 


c) No haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva, de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, por delitos tributarios, por delitos de cohecho, soborno, por los delitos establecidos en el inciso sexto del artículo 39 bis y en el artículo 62, ambos del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 211, de 1973, o por los contemplados en la ley N° 18.045, de mercado de valores;


d) No haber sido declarado fallido o condenado por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta o por delitos concursales, o haber sido administrador o representante legal de personas fallidas o condenadas por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta o por delitos concursales y, si lo hubiere sido, encontrarse rehabilitado;


e) No tener dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas ilegales, a menos que se justifique su consumo por tratamiento médico; 


f) No haber sido afectado por la revocación a que se refiere el artículo 77 de la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas, y


g) Poseer antecedentes comerciales y tributarios intachables. Para estos efectos, se entenderá que una persona posee antecedentes comerciales intachables cuando no registre protestos vigentes de documentos no aclarados. Asimismo, se entenderá que una persona posee antecedentes tributarios intachables cuando se encuentre al día en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, de acuerdo al certificado que emita al efecto la Tesorería General de la República dando cuenta de este hecho.


El director que deje de cumplir con alguno de los requisitos señalados en los literales anteriores, se considerará inhábil para desempeñar dicho cargo. Con todo, si alguno de los directores hubiere sido acusado de alguno de los delitos señalados en el literal c) del inciso anterior, quedará suspendido de su cargo hasta que concluya el proceso por sentencia firme. En este caso, se entenderá también suspendido el derecho del director acusado a la totalidad de la remuneración que corresponda en razón de su cargo.


Artículo 18.- La calidad de director del Fondo, así como de sus filiales o coligadas, será incompatible con los siguientes cargos:


a) Senador, diputado, ministro del Tribunal Constitucional, ministro de la Corte Suprema, consejero del Banco Central, Fiscal Nacional del Ministerio Público, Contralor General de la República y cargos del alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.


b) Ministro de Estado, subsecretario y demás funcionarios de exclusiva confianza del Presidente de la República.


c) Jefe de servicio, directivo superior que deba subrogarlo y aquellos que sean equivalentes.


d) Intendente y gobernador; alcalde y concejal; consejero regional; miembro del cuerpo diplomático o consular; miembro del Escalafón Primario del Poder Judicial; secretario y relator del Tribunal Constitucional; fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones y su secretario-relator; miembro de los tribunales electorales regionales, sus suplentes y sus secretarios-relatores; miembro de los demás tribunales creados por ley.


e) Funcionario público de la Administración del Estado, con exclusión de los cargos docentes.


f) Presidente, vicepresidente, secretario general o tesorero de las directivas nacionales o regionales de los partidos políticos.


g) De elección popular y dirigentes de asociaciones gremiales o sindicales.


La incompatibilidad de los candidatos a cargos de elección popular regirá desde la inscripción de las candidaturas y hasta cumplidos seis meses desde la fecha de la respectiva elección. En el caso de los dirigentes gremiales y sindicales, la incompatibilidad regirá, asimismo, hasta cumplidos seis meses desde la fecha de cesación en el cargo de dirigente gremial o sindical, según correspondiere.


h) Director, administrador, gerente, subgerente o ejecutivo principal de una empresa cuyo giro se relacione con el objeto del Fondo. 


Si una vez designado en el cargo sobreviniere a un director alguna de las incompatibilidades o inhabilidades señaladas en el artículo anterior o en el inciso precedente, deberá informarlo inmediatamente al Presidente del Directorio, cesando automáticamente en el cargo de director.


Con todo, los directores del Fondo podrán desempeñar labores docentes en instituciones públicas o privadas reconocidas por el Estado. Además, deberán contar con un suplente, los que serán nombrados de conformidad a las letras a) o b) del inciso segundo del artículo 15 de la presente ley, según corresponda.


Para efectos de lo dispuesto en este artículo y en el anterior, las personas que hayan sido designadas para desempeñarse como directores deberán presentar una declaración jurada que acredite el cumplimiento de los requisitos antes dispuestos y que no se encuentran afectos a las inhabilidades e incompatibilidades establecidas en este Párrafo. Tratándose de los directores a que se refiere el literal b) del inciso segundo del artículo 15, dicha declaración deberá presentarse al Consejo de Alta Dirección Pública.


Todos los directores del Fondo deberán presentar las declaraciones de patrimonio e intereses a que se refiere el Título II de la ley N° 20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses.


Artículo 19.- Serán causales de cesación en el cargo de director las siguientes:


a) Expiración del plazo por el que fue nombrado;


b) Renuncia notificada al Presidente del Directorio;


c) Incapacidad física o síquica para el desempeño del cargo;


d) Sobreviniencia de alguna causal de inhabilidad o incompatibilidad, y


e) Falta grave al cumplimiento de sus obligaciones como director. Serán faltas graves al cumplimiento de sus obligaciones, entre otras, la inasistencia injustificada a tres sesiones consecutivas o a cuatro sesiones del Directorio, ordinarias o extraordinarias, durante un semestre calendario; el haber incluido maliciosamente datos inexactos u omitido información relevante en la declaración de intereses o patrimonio, o en la declaración jurada de incompatibilidades e inhabilidades a las que se refiere el artículo anterior; el haber intervenido o votado en acuerdos que incidan en operaciones en las que él, su cónyuge, o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad, inclusive, tengan un interés de carácter patrimonial; el haber infringido alguna de las prohibiciones y deberes a que se refiere la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas; el haber votado favorablemente acuerdos del Directorio que redunden en el incumplimiento de la obligación de elaborar y presentar cada año el Plan de Negocios Quinquenal ante el Ministerio de Obras Públicas en la fecha requerida y/o ante la Junta de Accionistas, de acuerdo a lo establecido en el artículo 25 de la presente ley; e incurrir en un grave y manifiesto incumplimiento de los estatutos o de la normativa legal o reglamentaria aplicable al Fondo o que impliquen causar un daño patrimonial significativo a éste.


Los directores que hubieren incurrido en alguna de las causales de las letras c) o d) anteriores cesarán automáticamente en sus cargos, sin perjuicio de que deberán comunicar de inmediato dicha circunstancia al Directorio o al gerente general del Fondo. De igual forma, cesará en su cargo el director cuya renuncia hubiere sido aceptada por el Directorio.


La remoción del director que hubiere incurrido en alguna de las causales descritas en el literal e) anterior se efectuará, fundadamente, por el Presidente de la República.


Artículo 20.- Los directores que cesen en sus funciones por cualquiera de las causales establecidas en el artículo 19 serán inhábiles para ejercer cualquier cargo en una empresa que haya sido beneficiada con el Fondo, por un período máximo de seis meses.


Adicionalmente, estarán obligados a informar al Directorio sus participaciones societarias y todas las actividades laborales y de prestación de servicios que realicen en empresas previamente beneficiadas por el Fondo, sean o no remuneradas. Esta obligación comienza una vez terminada la prohibición del inciso anterior y se extenderá hasta los seis meses posteriores al término de la prohibición a que se refiere el inciso anterior.


Las infracciones a lo dispuesto en este artículo serán sancionadas con multa a beneficio fiscal de hasta quinientas unidades tributarias mensuales.

Párrafo 2°

De las juntas de accionistas


Artículo 21.- Los accionistas se reunirán en juntas ordinarias o extraordinarias, a las que el Fisco concurrirá representado por los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas, y la Corporación de Fomento de la Producción por quien designe el Consejo Directivo del Sistema de Empresas Públicas o quien lo sustituya en la administración y representación de sus derechos, acciones y cuotas en el Fondo.


Artículo 22.- Las juntas serán convocadas por el Directorio de la sociedad, de oficio o a requerimiento del Ministro de Obras Públicas. En el último caso, el Ministro deberá expresar en su solicitud las materias a tratar.

Párrafo 3°

Del proceso de evaluación de proyectos de infraestructura que requieren especial aprobación


Artículo 23.- En el caso de que el Directorio acuerde financiar o invertir en proyectos de infraestructura que puedan requerir aporte fiscal, se deberá cumplir con los requisitos y procedimientos que se señalan a continuación, de manera previa a su materialización:


1) Un comité de directores, que deberá estar conformado sólo por aquéllos que tengan el carácter de independientes de acuerdo con lo establecido en el artículo 15 de esta ley, deberá pronunciarse respecto de las implicancias y condiciones financieras de los proyectos, así como evaluar si se está dando cumplimiento a los mecanismos de neutralidad competitiva que resulten aplicables de acuerdo con los principios generalmente aceptados.


2) Dicho comité de directores deberá designar al menos un evaluador independiente para informar, tanto al Directorio como a los accionistas y al público en general, respecto de las condiciones de la operación, sus efectos, su potencial impacto para el Fondo, las condiciones financieras del proyecto y el cumplimiento con los mecanismos de neutralidad competitiva señalados en el número anterior. En su informe, los evaluadores independientes deberán también pronunciarse acerca de los puntos que el comité de directores, en su caso, haya solicitado expresamente que sean evaluados. Sin perjuicio de lo anterior, el Directorio podrá designar un evaluador independiente adicional.


El comité de directores deberá pronunciarse respecto de la conveniencia de la operación para el interés social, dentro de los cinco días hábiles siguientes desde la fecha que se recibió el último de los informes de los evaluadores.


3) Cuando el Directorio del Fondo deba pronunciarse respecto de proyectos señalados en este Párrafo, deberá considerar la conveniencia de dichos proyectos para el interés social, que contemplen criterios de equidad territorial y los intereses de cada región del país, los reparos u objeciones que hubiese expresado el comité de directores, en su caso, así como las conclusiones de los informes de los evaluadores independientes. Cada director deberá fundar su voto de manera individual, dejando constancia en acta del razonamiento y antecedentes que respaldan su decisión.


Los informes de los evaluadores independientes, así como el pronunciamiento del comité y los acuerdos de Directorio correspondientes, serán comunicados al mercado como hecho esencial. Junto con su comunicación, todos los antecedentes anteriores serán puestos a disposición del público en el sitio web del Fondo por un plazo mínimo de quince días hábiles.


En caso que la Administración del Estado solicite o requiera al Fondo incorporar obras o realizar modificaciones a proyectos en ejecución que provoquen impacto negativo en su patrimonio, deberá observarse el procedimiento señalado en los incisos anteriores. Asimismo, y previo a su materialización, se deberá contar con la autorización que corresponda en la Ley de Presupuestos del Sector Público, según lo señalado en el artículo 28 de esta ley.

TÍTULO III

DE LA ADMINISTRACIÓN FINANCIERA DEL

FONDO DE INFRAESTRUCTURA S.A.

Párrafo 1°

De la administración financiera, de la contabilidad y del personal


Artículo 24.- De conformidad a lo preceptuado en la presente ley, el Fondo estará sujeto a las mismas normas financieras, contables y tributarias que rigen para las sociedades anónimas abiertas. Sus balances y estados de situación financiera deberán ser sometidos a auditorías de entidades auditoras externas, de acuerdo al procedimiento que establezcan las referidas normas.


Artículo 25.- El Directorio deberá elaborar un Plan de Negocios Quinquenal. Este Plan deberá, previamente, ser puesto en conocimiento del Ministerio de Obras Públicas a más tardar el 31 de marzo del año que corresponda, el que emitirá un informe técnico dentro de los noventa días siguientes a su recepción, pronunciándose sobre su contenido. En dicha instancia el Ministerio de Obras Públicas podrá proponer al Directorio la realización de proyectos de infraestructura contemplados en su Programa de Concesiones. Sin perjuicio de lo anterior, el Plan de Negocios Quinquenal podrá ser objeto de adecuaciones, modificaciones y actualizaciones anuales que el Directorio deberá presentar en los mismos términos señalados anteriormente.


Una vez recibido el referido informe o transcurrido el plazo señalado en el inciso anterior y revisado el Plan, el Directorio deberá presentarlo ante la junta de accionistas para su aprobación o rechazo.


El Plan deberá considerar, al menos, lo siguiente:


a) Los objetivos y metas de rentabilidad de la sociedad y los planes de inversión y desarrollo. Con todo, la rentabilidad esperada deberá ser superior al costo del endeudamiento del Fisco, ajustado por riesgo.


b) La política y necesidad de endeudamiento.


c) El programa de disposición de activos y de unidades de negocios no esenciales.


d) La política de traspasos o de capitalización de utilidades, si los hubiere.


e) Los planes de asociación y expansión de la sociedad.


f) Los requerimientos de transferencias fiscales, si fueren necesarias.


g) Los proyectos de infraestructura a desarrollar, señalando la modalidad y el procedimiento de licitación pública a utilizar de conformidad a lo dispuesto en el artículo 5° de la presente ley.


h) El cronograma de los llamados a licitación para el otorgamiento de nuevas concesiones.


En caso de contemplar operaciones que impliquen, directa o indirectamente, requerimientos de aportes fiscales, cada una de las operaciones deberá, además de someterse al procedimiento de evaluación a que se refiere el Párrafo 3° del Título II de la presente ley, contar con la autorización del Ministerio de Hacienda, otorgada por medio de un informe técnico que se refiera a los fines, objetivos e instrumentos a utilizar.


El Plan contendrá una visión territorial, para lo cual sus proyectos contemplarán infraestructura en diferentes zonas del país, procurando un desarrollo armónico entre ellas, sujeto a las restricciones operacionales y de rentabilidad del Fondo.


Artículo 26.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2° de la presente ley, al Fondo le serán aplicables las normas contenidas en el inciso segundo del artículo 3° del decreto ley N° 1.056, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 1975 y publicado el año 1976; en el artículo 44 del decreto ley N° 1.263, del Ministerio de Hacienda, de 1975; en el artículo 11 de la ley N° 18.196, que establece normas complementarias de administración financiera, personal y de incidencia presupuestaria, y en el artículo 24 de la ley N° 18.482, relativa a las precitadas materias.


Artículo 27.- El Fondo no podrá, en caso alguno, obtener créditos, fianzas o garantías del Estado o de cualquiera de sus organismos, entidades o empresas. 


Artículo 28.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo precedente, la Ley de Presupuestos del Sector Público de cada año sólo podrá contemplar transferencias de capital destinadas a proyectos específicos a ser desarrollados por el Fondo, siempre y cuando se cumplan los siguientes requisitos:


a) Que se haya dado cumplimiento al procedimiento señalado en el artículo 23;


b) Que el proyecto se encuentre incluido en el Plan de Negocios Quinquenal aprobado por la junta de accionistas, de acuerdo a lo indicado en el artículo 25;


c) Que el proyecto se encuentre evaluado y recomendado por el Ministerio de Desarrollo Social, conforme a su normativa y a lo señalado en el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, del Ministerio de Hacienda, de 1975, orgánico de administración financiera del Estado;


d) Que el proyecto se encuentre debidamente identificado, previo a su ejecución, de acuerdo a lo prescrito en el artículo 26, y


e) Que el monto máximo de las transferencias al proyecto, en el período que dure la concesión respectiva, no exceda al monto necesario para que el Fondo registre variaciones patrimoniales por efecto de la ejecución del proyecto beneficiado.


Artículo 29.- El Fondo quedará sujeto a la fiscalización de la Comisión para el Mercado Financiero.


Sin perjuicio de lo preceptuado en el inciso anterior, la Contraloría General de la República ejercerá su función fiscalizadora de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 16 del decreto N° 2.421, del Ministerio de Hacienda, de 1964, que fija el texto refundido de la ley N° 10.336, de organización y atribuciones de la Contraloría General de la República.


Artículo 30.- Los trabajadores del Fondo quedarán sujetos, de manera exclusiva, a las disposiciones contenidas en el Código del Trabajo y en su normativa complementaria.


Artículo 31.- Semestralmente se informará a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado los principales aportes y transferencias financieras realizadas en el semestre anterior.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Para los efectos de la renovación parcial del Directorio a la que se refiere el artículo 15 de la presente ley, los miembros del primer Directorio durarán en sus cargos el número de años que a continuación se indica, sin perjuicio de que podrán ser designados por nuevos períodos sucesivos y completos:


a) Los directores que corresponda nombrar de conformidad a la letra a) del inciso segundo del artículo 15 serán elegidos en sus cargos por un período de dos años.


b) Los directores que corresponda nombrar de conformidad a la letra b) del inciso segundo del artículo 15 serán elegidos por un período de tres años.


El Presidente de la República, en el decreto de nombramiento que corresponda, deberá indicar la calidad de los directores nombrados en cada caso.


Artículo segundo.- Autorízase al Ministerio de Hacienda para que mediante decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” efectúe, dentro de los cinco años siguientes a la constitución del Fondo, los aportes de capital señalados en la letra a) del artículo 11 de la presente ley, los que incluirán todas aquellas rutas y carreteras cuya explotación se encuentre regulada por el decreto supremo N° 900, del Ministerio de Obras Públicas, de 1996, facultándose a éste para explotarlas una vez finalizado el período de la respectiva concesión.


Con todo, los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas, de forma conjunta y fundadamente, podrán decidir no aportar algunos de los bienes a que se refiere el inciso anterior. Dicha decisión deberá informarse a las Comisiones de Obras Públicas y de Hacienda del Senado y a las Comisiones de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones y de Hacienda de la Cámara de Diputados.


Artículo tercero.- En tanto no se determinen las remuneraciones para los directores del Fondo de conformidad a lo establecido en el artículo 16, ellos percibirán: 


a) Una remuneración mensual bruta equivalente a treinta unidades tributarias mensuales, por concepto de su participación en sesiones del Directorio. El presidente del Directorio percibirá una remuneración mensual bruta única e incompatible con la anterior, equivalente a sesenta unidades tributarias mensuales.


Para que proceda el pago de las remuneraciones indicadas en el párrafo anterior, se requerirá la asistencia del director como mínimo a una reunión de Directorio durante el mes respectivo. 


b) Los directores que deban integrar un comité de directores, sea que se trate del establecido en el artículo 50 bis de la ley N° 18.046 o de cualquier otro que se constituya por acuerdo del Directorio, recibirán una remuneración mensual bruta adicional equivalente a diez unidades tributarias mensuales por su participación en éstos. 


c) Quien presida el comité de directores establecido en el artículo 50 bis de la ley N° 18.046 recibirá una remuneración mensual bruta equivalente a veinte unidades tributarias mensuales, incompatible con la señalada para sus demás integrantes. 


Para que proceda el pago de las remuneraciones indicadas en las letras b) y c) precedentes se requerirá la asistencia del director a una reunión de comité durante el mes respectivo, como mínimo. No se pagará por la asistencia a más de una sesión de Directorio o comité en el mes.”.

- - -

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación
(Boletín N° 11.101-19)


El Presidente pone en discusión en particular el proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia y la calificó de “discusión inmediata”.

Agrega que la iniciativa fue aprobada en general en sesión del 13 de septiembre del 2017, cuenta con un segundo informe de la Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación y con informe de la Comisión de Hacienda.

Añade que las Comisiones dejan constancia para los efectos reglamentarios de que los artículos 9, 11, 14, 15, 21, 22, 24 a 30, permanentes y los artículos primero a cuarto, séptimo, octavo, decimoquinto y decimoséptimo transitorios no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones por lo cual deberían darse por aprobados, salvo que por acuerdo unánime se pida su discusión y votación.

El Presidente las declara aprobadas.


El Secretario General continúa señalando que la Comisión de Desafíos del Futuro efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, todas las cuales fueron aprobadas por unanimidad.


Indica que por su parte, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca de normas de su competencia e introdujo diversas enmiendas al texto despachado por la Comisión de Desafíos del Futuro, alguna de las cuales sólo aprobó por mayoría.


Recuerda que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión o haya petición de votaciones separadas o indicaciones renovadas. De las enmiendas unánimes la recaída en el inciso primero del artículo 20 incide en una norma de rango orgánico constitucional, por lo que debe ser aprobada con 21 votos favorables en su oportunidad.


Finalmente señala que quedaría pendiente una norma aprobada en forma unánime, porque requiere para ser aprobada un quórum orgánico constitucional, la que se señalará en su oportunidad.


El Presidente declara que, con excepción de la de quórum orgánico constitucional, se aprobarían las enmiendas unánimes.

- - -


Las enmiendas propuestas por la Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación al texto aprobado en general son las siguientes:

Artículo 2


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 2.- Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. Para efectos de esta ley, el Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (en adelante también “el Sistema”) se compone de los organismos públicos, instituciones públicas de investigación y desarrollo e instituciones de educación superior estatales; y por las personas e instituciones privadas; que realizan, fomentan o apoyan actividades relacionadas con ciencia, tecnología e innovación. Se comprenderán dentro de estas materias las actividades relacionadas con la formación de recursos humanos altamente calificados y técnicos especializados; la investigación básica y aplicada y la generación de conocimiento en las diversas disciplinas del saber; el desarrollo, transferencia y difusión de tecnología, y la innovación pública y privada en todas sus dimensiones.


La institucionalidad pública del Sistema se estructura, principalmente, en torno a tres ámbitos: a) ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, y formación de recursos humanos altamente calificados, a cargo del Ministerio de Ciencia y Tecnología y la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo; b) fomento productivo, emprendimiento e innovación productiva o empresarial, desarrollo tecnológico para fines productivos y fortalecimiento de recursos humanos para este ámbito, a cargo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y la Corporación de Fomento de la Producción; y c) formación de técnicos y profesionales, y del conocimiento y el cultivo de las ciencias, las artes y las humanidades en las instituciones de educación superior, a cargo del Ministerio de Educación. 


Los organismos públicos señalados en el inciso anterior deberán coordinarse entre sí y con el resto de las entidades públicas que forman parte del Sistema con el fin de desarrollar e implementar aquellas tareas, programas o instrumentos que requieran de su participación o colaboración dentro de sus competencias.”.

Artículo 4

Letra c)


Intercalar, a continuación de la expresión “Fomento y Turismo” y antes del punto y aparte (.), la frase “, teniendo en consideración lo señalado en el artículo 2”.

Letra d)


Agregar después del punto y aparte (.) que pasa a ser punto y seguido (.), la frase: “En el cumplimiento de esta función deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y la Corporación de Fomento de la Producción, en consideración a lo señalado en el artículo 2”.

°°°

Letra j), nueva


Intercalar la siguiente letra j), nueva, pasando la actual a ser k), y así sucesivamente:


“j) Generar y dirigir instancias de coordinación con otros Ministerios y organismos públicos para el fomento y la actuación conjunta de los institutos tecnológicos y de investigación públicos. 


Se entenderá por institutos tecnológicos y de investigación públicos a las instituciones que formen parte de la Administración del Estado; y a las personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro en las que el Estado tenga participación o representación; excluidas las instituciones de educación superior; que lleven a cabo actividades de investigación y desarrollo, transferencia de tecnología e innovación, asistencia tecnológica y técnica especializada, difusión tecnológica o generación de investigación e información de apoyo a la regulación y las políticas públicas.”.

°°°

Artículo 5

Letra c)


Intercalar luego de la frase “encargar estudios” la expresión “, análisis prospectivos”.

°°°

Letra k), nueva


Intercalar la siguiente letra k), nueva, pasando la actual letra k) a ser l):


“k) Realizar procesos de capacitación a los funcionarios y funcionarias públicas en materias relacionadas con las funciones del Ministerio, los que también podrán otorgarse a particulares”.

°°°

Letra l), nueva


Intercalar la siguiente letra l), nueva, reordenándose los siguientes: 


“l) Solicitar a las universidades, que se encuentren acreditadas en el área de investigación, de acuerdo a lo establecido en la ley N° 20.129, para que, de conformidad a su misión, colaboren en la elaboración de políticas, planes y programas que propendan al desarrollo científico y tecnológico del país, a nivel nacional y regional. En el cumplimiento de esta atribución, deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Educación.”.

°°°

Artículo 7


Reemplazar la palabra “cuatro” por la expresión “cinco”.

°°°


Agregar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, del siguiente tenor:


“Mediante uno o más decretos supremos, expedidos a través del Ministerio, se establecerán las regiones que le corresponderán a cada una de las Secretarías Regionales, así como la ciudad en la que tendrá su asiento cada Secretario o Secretaria Regional Ministerial. Para efecto de estas definiciones se deberán considerar las características comunes de los territorios en cuanto a sus desafíos y oportunidades de desarrollo, además de sus capacidades y potencialidades para el desarrollo de la ciencia y la tecnología.


Cada Secretaría Regional Ministerial dispondrá de una organización interna adecuada para relacionarse regularmente con las unidades de los gobiernos regionales cuyas funciones y tareas principales se refieran a ciencia, tecnología e innovación y con otros actores del Sistema.”.

°°°

Artículo 8

Letra b)


Reemplazarla por la siguiente:


“b) Participar en la elaboración de políticas, planes, programas e instrumentos del Ministerio que tengan incidencia o perspectiva regional, considerando para ello las estrategias de desarrollo y de ciencia, tecnología e innovación adoptadas por las regiones sobre las que tenga competencia, en el marco de la búsqueda de un desarrollo territorial armónico y equitativo.”.

Letra d)


Reemplazar la expresión “la coordinación y” por “instancias de coordinación entre los actores regionales del Sistema e impulsar”.

Artículo 13

Letra g)


Intercalar luego de la expresión “Agencia”, la segunda vez que aparece, y antes del punto y aparte (.), la expresión “, a excepción de la definición de los programas e instrumentos que deba ejecutar”.


Agregar luego del punto y aparte (.) que pasa a ser punto y seguido (.), lo siguiente: “Dichos convenios deberán contemplar cláusulas que permitan a la Agencia ponerles fin de forma anticipada por razones de interés general o en el evento que no se esté dando cumplimiento a los objetivos tenidos en cuenta para su celebración.”.

Artículo 16

Inciso segundo


Reemplazar la conjunción disyuntiva “o” ubicada en entre las palabras “nacional” y “regional” por la siguiente expresión: “y/o”.

Artículo 17

Inciso cuarto


Intercalar, después de la expresión “de las mismas.” y antes de “Un reglamento”, la siguiente frase: “Los gastos necesarios para la concurrencia de los consejeros a las sesiones serán financiados según el presupuesto de la Subsecretaría de Ciencia, Tecnología e Innovación.”.

Artículo 19

Inciso primero


Agregar, después del punto seguido (.) ubicado a continuación de la palabra “evaluación”, lo siguiente: “Sin perjuicio de lo anterior, el plan de acción deberá mencionar la forma en que será ejecutado en cada una de las regiones del país, cuando corresponda.”.

Artículo 20

Inciso primero


Consultar, a continuación de la expresión “coherencia y eficiencia” la frase: “, y considerando las necesidades del país”.

Inciso cuarto


Reemplazar entre la frase: “El Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación” y la expresión: “invitar a otros Ministros o Ministras de Estado” el verbo “podrá” por “deberá”.

°°°

Artículo 34, nuevo

Intercalar el siguiente artículo 34, nuevo:


“Artículo 34.- Modifícase el artículo 42 de la ley N° 17.374, que Fija nuevo texto refundido, coordinado y actualizado del DFL N° 313 de 1960, que aprobara la ley orgánica de la Dirección Estadística y Censos y crea el Instituto Nacional de Estadísticas, de la siguiente manera:


1) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “actualmente confecciona la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica” por “confeccione el Ministerio de Ciencia y Tecnología”.


2) Derógase su inciso segundo.”.

°°°

Disposiciones Transitorias

Artículo quinto

°°°


Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Lo mismo se aplicará respecto de los reglamentos y decretos que regulen el funcionamiento orgánico de los institutos tecnológicos y de investigación públicos a que se refiere el literal j) del artículo 4.”. .”.

°°°

°°°

Artículo decimotercero, nuevo


Intercarlar el siguiente artículo decimotercero transitorio, nuevo, pasando el actual a ser artículo decimocuarto: 


“Artículo decimotercero.- Durante el primer año de vigencia de la ley, y en ejercicio de las facultades establecidas en el artículo 7 del decreto con fuerza de ley N° 211 de 1960, del Ministerio de Hacienda, que Fija normas por que se regirá la Corporación de Fomento de la Producción, el Consejo de dicha Corporación creará un comité denominado “Comité de Institutos Tecnológicos y de Investigación Públicos. 


Este Comité tendrá como objetivo fomentar la generación y fortalecimiento de capacidades científicas y tecnológicas para la innovación y provisión de bienes públicos, y servirá de instancia de coordinación e intercambio de información y buenas prácticas entre instituciones públicas y privadas sin fines de lucro que llevan a cabo actividades de investigación y desarrollo, transferencia de tecnología e innovación, asistencia tecnológica y técnica especializada, difusión tecnológica o generación de investigación e información de apoyo a la regulación y las políticas públicas.  


Para estos fines, la Corporación podrá delegar en el Comité la facultad de administrar instrumentos de financiamiento, los que podrán contemplar metas multianuales y evaluaciones de desempeño destinados a institutos tecnológicos y de investigación públicos y a personas jurídicas privadas sin fines de lucro, excluidas las instituciones de educación superior; en función de la Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. 


Dicho financiamiento podrá destinarse, entre otras finalidades, a la creación y mantención de capacidades tecnológicas especializadas de las entidades antes señaladas, así como a su funcionamiento, según se establezca en los convenios respectivos.


El Comité tendrá un consejo directivo compuesto por el Ministro o Ministra de Ciencia y Tecnología, quien lo presidirá; el Ministro o Ministra de Economía, Fomento y Turismo, quien actuará como su vicepresidente; el vicepresidente ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción; el Director o Directora Nacional de la Agencia de Investigación y Desarrollo; representantes de los ministerios con los que se relacionen los institutos tecnológicos y de investigación públicos; y otros representantes del sector público y el sector privado relacionados con ciencia, tecnología, innovación y fomento productivo; según determine el Consejo de la Corporación. Los integrantes del Comité que pertenezcan a organismos públicos podrán ser reemplazados por quienes ellos designen.”. 

°°°

°°°

Artículo decimocuarto, nuevo


Intercalar, el siguiente artículo decimocuarto transitorio, nuevo, pasando el actual artículo decimotercero a ser decimoquinto:


“Artículo decimocuarto.- El o los decretos supremos que definan las regiones que le corresponderán a cada una de las Secretarías Regionales Ministeriales de Ciencia y Tecnología, así como la ciudad donde tendrá su asiento el Secretario o Secretaria Regional Ministerial, según lo indicado en el artículo 7, deberán ser dictados dentro del plazo de tres meses desde la publicación de esta ley.”.

°°°

Artículo decimotercero


Pasa a ser decimoquinto, sin enmiendas.

- - -


Las modificaciones que la Comisión de Hacienda introdujo al proyecto de ley aprobado por la Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación en su segundo informe, son los siguientes:

ARTÍCULO 4


Intercalar, en su literal e), luego de la expresión “privados de investigación y desarrollo,” la frase “institutos tecnológicos y de investigación públicos señalados en el literal j) del presente artículo,”.


Sustituir, en el literal h), el punto final (“.”), por lo siguiente: “, promoviendo especialmente su incorporación en el sistema escolar, para lo cual deberá coordinarse con el Ministerio de Educación.”.


Intercalar, en el párrafo primero de su literal j), luego de la expresión “organismos públicos para”, lo siguiente: “velar por el desarrollo,”. 

- - -


Intercalar el siguiente literal p), nuevo, pasando el actual p) a ser q):


“p) Promover el acceso abierto a los resultados generados por la investigación financiada con recursos públicos, en el marco de la normativa vigente.”.

- - -

ARTÍCULO 5


Agregar, en su literal g), a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: 


“En el ejercicio de esta atribución, promoverá el acercamiento de la ciencia, tecnología e innovación a los establecimientos educacionales, debiendo coordinarse con el Ministerio de Educación para estos efectos.”.


Reemplazar, en su literal k) la expresión: “los funcionarios y funcionarias públicas” por “las funcionarias y funcionarios públicos”.

- - -


Intercalar el siguiente literal m), nuevo, pasando el actual a ser literal n):


“m) Solicitar a los institutos tecnológicos y de investigación públicos información o datos relevantes para la elaboración de políticas, planes y programas que propendan al desarrollo científico y tecnológico del país, a nivel nacional y regional.”.

ARTÍCULO 6


Suprimir su inciso final.

ARTÍCULO 7


Rechazarlo, pasando el actual artículo 8 a ser artículo 7, y así sucesivamente.

ARTÍCULO 8


Pasó a ser artículo 7, con una enmienda consistente en intercalar el  siguiente literal g), nuevo, pasando el actual a ser literal h):


“g) Generar instancias de coordinación con los jefes de las unidades de los gobiernos regionales cuyas funciones y tareas principales se refieran a ciencia, tecnología e innovación.”.

ARTÍCULO 9


Pasó a ser artículo 8, con las siguientes enmiendas:


- Reemplazar, en su epígrafe, la expresión “rendición de cuentas” por “cuenta pública”.


- Reemplazar, en su inciso segundo, la frase “una única cuenta pública que contenga” por “cuenta pública de”.


- Suprimir su inciso final.

ARTICULO 10


Pasó a ser artículo 9, sin enmiendas.

ARTICULO 11


Pasó a ser artículo 10, con enmiendas consistentes en reemplazar en sus letras a), b), c), d), e), f), g) y h), la conjunción “o” la primera vez que aparece, por la frase “y los diferentes”.

ARTICULO 12


Pasó a ser artículo 11, sin enmiendas.

- - -

ARTÍCULO 12, NUEVO


Intercalar, dentro del párrafo 2° del título III, el siguiente artículo 12, nuevo:


“Artículo 12.- Rendiciones de cuenta. La Agencia deberá solicitar rendiciones de cuenta periódicas por los recursos que asigne, en la forma que determine el reglamento. La persona o entidad receptora que mantenga pendientes rendiciones de cuenta con la Agencia no podrá recibir transferencias de cuotas de proyectos nuevos o ya asignados.


Para estos efectos, atendida la naturaleza del programa o instrumento, se establecerá en cada adjudicación la persona o entidad responsable de las rendiciones de cuenta en la forma y según los criterios que establezcan las bases de cada concurso de acuerdo al reglamento. Tratándose de concursos en que participe de cualquier forma una institución de educación superior, la persona o entidad responsable de las rendiciones de cuenta podrá ser la misma institución; o bien una facultad o unidad académica de jerarquía equivalente, caso en el que la prohibición establecida en el inciso anterior no podrá afectar al resto de la institución, aun cuando quien firme el convenio respectivo sea el Rector o el representante de la institución. 


Los recursos entregados a instituciones por concepto de gastos de administración deberán rendirse de manera anual y consolidada, en la forma que determine el reglamento. La infracción a este deber de rendición suspenderá el pago de estos recursos a la respectiva institución.”.

ARTICULO 17


Intercalar, en su inciso tercero, a continuación de la expresión “disciplinas, enfoques y competencias” y antes del punto y seguido, la frase “y por el Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación.”.

ARTÍCULOS 30, 31 y 32


Suprimirlos, pasando los artículos 33 y 34 a ser artículos 30 y 31, respectivamente.

ARTICULO SEXTO TRANSITORIO


Intercalar el siguiente inciso primero, nuevo pasando los actuales incisos primero y segundo, a ser segundo y tercero, respectivamente:


“En el primer nombramiento de los consejeros y consejeras del Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo, la mitad durará dos años en el ejercicio de sus funciones, debiendo el Presidente o Presidenta de la República identificarlos en el decreto o decretos que determinen la primera conformación del Consejo. La otra mitad durará cuatro años en sus funciones, de acuerdo a las reglas generales establecida en el inciso cuarto del artículo 17, de la presente ley.”.

- - -


Intercalar, a continuación del artículo octavo transitorio, los siguientes artículos noveno, décimo y decimoprimero transitorios, nuevos, pasando los actuales artículos noveno, décimo y decimoprimero transitorios a ser artículos decimosegundo, decimotercero y decimocuarto transitorios.


“Artículo noveno.- Facúltase al Presidente o Presidenta de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro o Ministra de Hacienda, dicte las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1) Fijar la planta de personal de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente o Presidenta de la República dictará todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije y, en especial, podrá determinar el número de cargos y grados de éstas; los requisitos específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones, y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882. Asimismo, podrá determinar las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. Además podrá establecer las normas de encasillamiento del personal.


Los grados superiores e iniciales de las plantas que se fijen en virtud de este artículo serán los siguientes:


Planta de Directivos: grados 1°B y 4º.


Planta de Profesionales: grados 5º y 14º.


Planta de Técnicos: grados 10º y 15º.


Planta de Administrativos: grados 13º y 23º.


Planta de Auxiliares: grados 19º y 23º.


2) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije. Además podrá determinar la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento del personal que practique.


3) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios y funcionarias titulares de planta y de personal a contrata desde la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica a la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo. El traspaso del personal de planta y a contrata se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije las plantas de personal se determinará la forma en que se realizará el traspaso correspondiente y el número de funcionarios o funcionarias que serán traspasados, por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente la República”, por intermedio del Ministerio de Ciencia y Tecnología.


4) Determinar la dotación máxima del personal de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


5) Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios o funcionarias titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios o funcionarias a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.


6) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.


b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios o funcionarias fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios y funcionarias, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores y trabajadoras del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.


d) Los funcionarios o funcionarias traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


7) El Presidente o Presidenta de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, a la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo. 


Artículo décimo.- El encasillamiento a que se refiere el artículo anterior quedará sujeto a las condiciones que se establezcan en el o los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas Plantas de personal de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, debiéndose considerar lo siguiente:


1) Los funcionarios titulares de las plantas de directivos, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares, se encasillarán en el mismo grado que tenían a la fecha del encasillamiento, manteniendo el orden del escalafón de mérito. Si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, éstos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta.


2) Una vez practicado el mecanismo anterior, los cargos que queden vacantes en las plantas de profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares, se proveerán previo concurso interno, en el que sólo podrán participar los funcionarios a contrata asimilados a las plantas respectivas, y que en dicha calidad se hayan desempeñado sin solución de continuidad, durante al menos, 4 años en la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, al 31 de julio de 2017. Dichos funcionarios serán encasillados en el mismo grado y estamento al que se encontraban asimilados al 31 de julio de 2017. No obstante, si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían dichos funcionarios a contrata, por haber variado los grados de ingreso a ellas, éstos podrán postular en el último grado que se consulte en la nueva planta.


3) En los concursos internos a que se refieren el numeral anterior, sólo podrán participar los funcionarios a contrata asimilados a la respectiva planta que se encuentren calificados en lista 1, de distinción, o lista 2, buena y que cumplan con los requisitos del cargo respectivo. El o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo anterior definirán los factores que, a lo menos, considerarán los concursos internos antes señalados. 


4) La provisión de cargos vacantes de los concursos internos a que se refieren el numeral anterior, se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y, en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el Director Nacional. 


Artículo decimoprimero.- En tanto no se constituyan el o los Servicios de Bienestar del Ministerio de Ciencia y Tecnología y  de la de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, sus funcionarios y funcionarias podrán afiliarse o continuar afiliados a sus actuales servicios de bienestar.


Los funcionarios y funcionarias de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT) que sean traspasados al Ministerio de Ciencia y Tecnología, o a la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, conservarán su afiliación a las asociaciones de funcionarios de las señaladas entidades. Dicha afiliación se mantendrá hasta que la Subsecretaría de Ciencia y Tecnología o la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo hayan constituido su propia asociación. Con todo, transcurridos dos años de la entrada en vigencia del decreto con fuerza de ley a que se refieren los artículos octavo y noveno transitorios, cesará por el solo ministerio de la ley su afiliación a las asociaciones de funcionarios de la institución de origen.”.

- - -

ARTÍCULO NOVENO TRANSITORIO


Pasó a ser artículo decimosegundo transitorio, con una enmienda consistente en reemplazar la expresión “mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación,” por lo siguiente: “mediante uno o más decretos expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación y el primer presupuesto de la Agencia de Investigación y Desarrollo,”.

ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO


Pasó a ser artículo decimotercero transitorio, con una enmienda consistente en reemplazar la expresión “22, 23, 30, 31 y 32” por “22 y 23”.

ARTICULO DECIMOPRIMERO TRANSITORIO


Pasó a ser artículo decimocuarto transitorio, con una enmienda consistente en suprimir la frase “, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio Secretaría General de la Presidencia”. 

ARTÍCULO DECIMOSEGUNDO TRANSITORIO


Pasó a ser artículo decimoquinto transitorio, sin enmiendas. 

ARTÍCULO DECIMOTERCERO TRANSITORIO


Rechazarlo.

ARTÍCULO DECIMOCUARTO TRANSITORIO


Rechazarlo.

- - -


Intercalar el siguiente artículo decimosexto transitorio, nuevo, pasando el actual artículo decimoquinto transitorio a ser artículo decimoséptimo transitorio:


“Artículo decimosexto.- Mientras no entre en funcionamiento la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, lo establecido en el artículo 12 de esta ley será aplicable por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica para los programas e instrumentos que administre.”.

- - -

ARTÍCULO DECIMOQUINTO TRANSITORIO


Pasó a ser artículo decimoséptimo transitorio, sin enmiendas.

- - -


El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Coloma, Girardi y De Urresti.


Enseguida informa que ha concluido el Orden del Día.


Queda pendiente la tramitación de esta iniciativa.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA EL USO DE PLÁSTICOS DESECHABLES DE UN SOLO USO 

(10.054-12)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales del Senado tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señoras Allende y Goic y señores Horvath y Walker, don Patricio, que regula el uso de plásticos desechables de un solo uso. (Con urgencia calificada de “suma”).

La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

Concurrieron a las sesiones en que la Comisión trató esta iniciativa, los siguientes invitados:

Del Ministerio del Medio Ambiente: el Ministro, señor Marcelo Mena; el Subsecretario, señor Jorge Canals; y las abogadas señoras Lorna Püschel y Alejandra Guerra.
De la Asociación Chilena de Municipalidades: los asesores señores Rodrigo Barco y Marcel Rossé.

De la Asociación Gremial de Industriales del Plástico (ASIPLA): el Director Ejecutivo, señor Nicolás Bär; el director honorario y Presidente del Comité de Bolsas Plásticas, señor Pablo Escobar; y la Jefa de Comunicaciones, señora Rosario Cuevas.

Del Centro de Envases y Embalajes de Chile: la Gerenta General, señora Mariana Soto; las señoras Soledad Ruiz, Sara Navón y el señor Gustavo Arriagada.

De la Asociación de Supermercados de Chile: la Presidenta, señora Catalina Mertz.

De la Organización Triciclos: el Subgerente Comercial, señor Tomás García.

Se deja constancia que los documentos acompañados por quienes concurrieron a la Comisión fueron conocidos por los señores Senadores integrantes de la misma, y han sido publicados en la página web del Senado (en www.senado.cl; ir a trámite de proyectos; ingresar N° de Boletín 10.054-12; hacer click en pestaña “Presentaciones ante Comisión”).
- - -
I.- OBJETIVO DEL PROYECTO

El propósito de la iniciativa es el de integrar y reforzar el tratamiento de los plásticos de único uso a escala nacional bajo el principio de jerarquía en gestión de residuos, vale decir establecer una política pública que priorice la reducción de origen, la reutilización y el reciclaje de los mismos, dejando como última alternativa su eliminación (sea disposición final o incineración), con el objeto de promover un cambio en el comportamiento de la población que impacte positivamente el medio ambiente, la salud y la calidad de vida humana.
- - -
II.- NORMAS DE QUÓRUM

Tiene el rango de ley de quórum calificado el artículo 2°, en relación con el artículo 19 N° 23 de la Constitución Política de la República.
- - -

III.- ANTECEDENTES

Para el estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- Constitución Política de la República, artículo 19, numerales 8°, 21°, 23° y 26°.
2.- Ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, artículo 2°, letras c), d) ll) y m) y q).
ANTECEDENTES DE HECHO
Los autores de la iniciativa legal aseveran que el modelo de desarrollo actual basado en alcanzar el crecimiento económico, con el consiguiente aumento de la cantidad de bienes y servicios disponibles, da cuenta de una degradación progresiva de nuestra condición ambiental, alterando flujos e intercambios esenciales que sostienen los ciclos de la biosfera, en la medida que "crecer" implica, necesariamente, una mayor presión sobre la naturaleza, en tanto fuente de la totalidad de insumos del proceso productivo, y sumidero de todos los desechos que deriven del mismo.
Lo anterior, obliga a impulsar el desarrollo de herramientas que minimicen los efectos negativos que sobre la naturaleza tienen los procesos productivos, y racionalizar la utilización de los recursos naturales. En tal  sentido, el plástico es de aquellos materiales que requieren de la adopción urgente de medidas específicas.

Esta urgencia, afirman, se origina en las características del material, que es elaborado en base a recursos fósiles, son livianos, aislantes térmicos y eléctricos, resistentes a la corrosión y otros factores químicos, gozan de versatilidad y tienen bajo precio en comparación a otras alternativas, por lo que su producción va en aumento. Se calcula que la producción global alcanza a 300 millones de toneladas por año, lo que conlleva un incremento del volumen de residuos plásticos, que permanecen inalterables por un periodo de entre 100 y 500 años. Esta cifra es alarmante considerando que a nivel mundial se acumulan en el ambiente, anualmente, 25 millones de toneladas de plásticos.
Destacan los autores que alrededor de 80 millones de toneladas de plásticos se encuentran flotando en los océanos Atlántico y Pacífico, destruyendo la vida marina, provocando reacciones tóxicas y liberando alteradores endocrinos – sustancias que son cancerígenas, mutagénicas o tóxicas para la reproducción –, nanopartículas y contaminantes orgánicos persistentes en los ecosistemas y, por tanto, afectando la cadena alimentaria.
Por ello, se requiere avanzar enérgicamente en el tratamiento de los plásticos de escasa vida útil, de los cuales gran parte son desechables tras un único uso, y que se convierten rápidamente en basura. Lo anterior, en consideración a que su utilización es evitable y su baja utilidad no se justifica económicamente en relación a los costos ambientales. Cabe destacar que un reciente estudio del Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUD) considera que los costos ambientales de la industria plástica ascienden a 75 millones de dólares y que sólo la basura marina tiene un costo ambiental de 13 millones de dólares.

En Chile, el plástico es utilizado como materia prima en diversas industrias, según publicaciones de Chileplast, el consumo nacional de plástico se concentra en empresas de envasado (52.1 %), aplicaciones de uso industrial (14.40 %), construcción (14 %) y minería (8 %). Es decir el 52 % del plástico es utilizado como un elemento comúnmente desechable y cuyo consumidor final y principal es un residente.

Según lo afirma la moción, los denominados plásticos flexibles representan en nuestro país un 54 % de los residuos plásticos (2010), y de ellos se recicla sólo el 10 %, el resto es dispuesto en rellenos sanitarios, vertederos o destino desconocido. Dentro de este porcentaje encontramos el segmento de films y bolsas que concentra el 39 % de la producción física de envases y embalajes.
Los films están relacionados a la industria agroalimentaria, en tanto que las bolsas plásticas a la distribución gratuita que realizan los establecimientos comerciales para el transporte de mercadería. Cifras del Ministerio del Medio Ambiente señalan que en el país se utilizan cerca de 250 millones de bolsas plásticas al mes, de las cuales el 90% termina en un vertedero.

Para analizar la gravedad de estos índices, se debe considerar que la eliminación de basura plástica importa la pérdida total del valor energético y económico de su producción, además de presentar serias dificultades ambientales y sanitarias, ya sea a través de su disposición final en rellenos como por medio de la incineración. En efecto, la disposición final de los plásticos importa una degradación muy lenta y consiste principalmente en su fragmentación en partículas más pequeñas, mismas que se distribuyen en los mares (en estos se han encontrado entre 3 a 30 kg/km2), ríos, sedimentos y suelos; por su parte, la eliminación a través de la incineración contribuye a la formación de dioxina, furanos, cadmio y plomo, entre otros compuestos extremadamente peligrosos para la salud humana.

Los avances de la tecnología respecto a la degradación del plástico consisten en un proceso dirigido a modificar la estructura del polímero para hacerlo vulnerable, posibilitando su desaparición como residuo. Los procedimientos de degradación de plásticos que existen actualmente son: a) fotodegradación (luz); b) degradación térmica (calor); c) degradación oxidativa (atmósfera); degradación hidrolítica (humedad); y e) biodegradación (microorganismos).

Afirman los autores que los plásticos degradables desarrollados no han logrado ser válidos para las condiciones requeridas en la mayoría de los vertederos de basuras existentes en el país, refiriendo que para el Parlamento Europeo el avance sobre la degradabilidad de los plásticos es incipiente, solo acelera su desintegración pero no los efectos ambientales persistentes, y conforme a la información científica disponible entre aquellos plásticos que perturban más la salud humana y el medio ambiente se encuentran precisamente los plásticos microbiodegradables y oxobiodegradables.

Prueba de ello ha sido la preocupación de este parlamento en orden a avanzar para desarrollar un instrumento que restringa la utilización de bolsas plásticas no degradables, reflejo de ello son los proyectos de ley que se han presentado al Congreso Nacional desde el año 2008, correspondiente a los Boletines N°s 6.046-12; 6.045-12; 6.520-12; 6.080-12; 6.585-12; 9.133-12, y 9.878-06.

El propósito de este proyecto es integrar y reforzar el tratamiento de los plásticos de un único uso a escala nacional bajo el principio de jerarquía en gestión de residuos, vale decir ser parte de una política pública que apunte a un orden de preferencia en el manejo de residuos, priorizando la reducción de origen, la reutilización y el reciclaje de los mismos, dejando como última alternativa su eliminación (disposición final o incineración), con el objeto de promover un cambio en el comportamiento humano que impacte positivamente el medio ambiente, la salud y calidad de vida humana.

Por último, destacan sus autores, que el proyecto de ley se enmarca dentro de la potestad legal que se otorga al Servicio Nacional de Salud de velar por la eliminación o control de todos los factores, elementos o agentes del medio ambiente que afecten la salud, la seguridad y el bienestar de los habitantes.

Contenido de la moción

La moción se articula en base a cinco artículos permanentes y una disposición transitoria.

El artículo 1°, preceptúa que el objeto de la ley es el de establecer un marco jurídico adecuado para los plásticos desechables de un único uso, específicamente bolsas plásticas y films, con el objeto de disminuir los impactos negativos de la basura plástica sobre la salud y medioambiente humano.

El artículo 2°, por su parte, prohíbe a supermercados, multitiendas, tiendas, farmacias y otros establecimientos comerciales similares, así como a sus contratistas o prestadores de servicios, la distribución gratuita u onerosa a los consumidores finales, de bolsas plásticas no degradables.

El artículo 3°, obliga a la industria de empaque agroalimentaria a sustituir los films plásticos no degradables, por plásticos degradables en el plazo de dos años corridos desde la publicación del reglamento que fije los estándares de degradabilidad plástica, conforme al reglamento a que se refiere el artículo 4°.

A su vez, el artículo 4° establece que un reglamento determinará los establecimientos a que se refiere el artículo 2°, la definición de plásticos degradables, biodegradables y no degradables conforme al estándar que indica. Además, el reglamento establecerá las normas técnicas que fijen las características que deberán tener las bolsas biodegradables. Respecto a la oxi-biodegradación, dispone que las características establecidas reglamentariamente no podrán ser inferiores a aquellas contenidas en la Guía Estándar ASTM D6954-04 (2013) o a su equivalente internacional.

Añade que el reglamento deberá fijar las señales mediantes las cuales se pueda identificar claramente las bolsas biodegradables de aquellas que no lo son, y la especificación del mecanismo de degradación de las mismas.

El artículo 5° dispone que la infracción a las normas establecidas en la presente ley y su reglamento, se sancionará en conformidad a lo establecido en el libro X del Código Sanitario.

Finalmente, la disposición transitoria señala que las disposiciones de esta ley serán obligatorias para las empresas medianas y de menor tamaño, un año después de la publicación del reglamento, en tanto que las micro y pequeñas empresas dispondrán del plazo de dos años contados desde la fecha de la publicación del reglamento para ajustarse a ellas.

IV. DISCUSIÓN EN GENERAL
En sesión efectuada el 19 de diciembre de 2017, el Ministro del Medio Ambiente, señor Marcelo Mena, señaló coincidir con los objetivos de la Moción, no obstante aseveró que el Ejecutivo ingresará una Indicación que prohíbe a los establecimientos de comercio de las comunas costeras la entrega, a título gratuito u oneroso, de bolsas plásticas no biodegradables, y faculta a las demás municipalidades para regular la entrega de tales bolsas.

Señaló que se exime de la regulación señalada a las bolsas plásticas biodegradables, la que no incluye a las bolsas oxodegradables.

Agregó que el comercio detallista ha tenido una respuesta positiva, refiriendo la situación y el modo cómo las tiendas por departamentos están preparando o implementando la medida.

El asesor de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Marcel Rossé, declaró que la moción en estudio establece una prohibición de entrega, a cualquier título, de bolsas plásticas a los consumidores de los establecimientos de comercio que indica, sin embargo, el proyecto de ley no hace ninguna mención a las municipalidades, razón por la cual no se referirá a dicho texto.

Puntualizó que dentro de las funciones privativas que establece el artículo 4° de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, estas tienen un rol activo en la materia, señalando que en dicha virtud actualmente existen 50 municipios que tienen ordenanzas municipales vigentes o en proceso de promulgación, que regulan la entrega de bolsas plásticas en el comercio, las que son diversas entre sí, y que van desde la prohibición absoluta – reparada por la Contraloría General de la República –, a la sustitución progresiva de bolsas o el desincentivo a su uso.

Destacó que la totalidad de las regulaciones dictadas incluyen educación ambiental en las escuelas, difusión y participación de la comunidad, así como el establecimiento de sellos ambientales, subrayando que en su mayoría corresponden a comunas del sur del país.

Refirió que la evaluación de los municipios es positiva y por ello pretenden continuar regulando y avanzando en la materia, al tiempo que consideran que la medida también ha impactado favorablemente en aspectos como aseo, ornato, limpieza visual y efectos paisajísticos. Resaltó, también, la amplia participación que se da en el proceso, ya que este se realiza en conversación con los diferentes actores involucrados: cámaras de comercio, asociaciones gremiales y comunidad en general. También relevó los efectos beneficiosos de la medida en el desarrollo del turismo sustentable.

Continuó refiriéndose a las dificultades que han debido enfrentar los municipios, que los ha llevado a modificar el enfoque en la regulación de la materia, aludiendo a dos dictámenes de la Contraloría General de la República, que instan a las municipalidades a adecuar dichas ordenanzas a la normativa vigente (Dictamen N° 86.870, de 2014).

Lo anterior, se corroboró mediante dictamen N° 39.704, de 2015, en el que el Organismo Fiscalizador reitera que la eliminación del uso de determinadas bolsas plásticas, imponen prohibiciones o restricciones al desarrollo de actividades económicas y deben contar con un sustento legal.

Por ello han apoyado el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, encomendando a una ordenanza la regulación de la utilización de bolsas plásticas, actualmente en discusión en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado.

La citada iniciativa incorpora un inciso final al artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades que señala lo siguiente: “En el cumplimiento de las funciones antes descritas y mediante la ordenanza respectiva, las municipalidades, podrán desarrollar un plan gradual tendiente a eliminar, restringir, limitar o establecer parámetros mínimos de calidad relativos a la entrega a cualquier título, de bolsas plásticas, sean estas biodegradables o no degradables, que tengan por objeto el transporte de mercaderías desde los establecimientos de comercio tales como supermercados, farmacias, multitiendas, kioskos y otros análogos.”.

Es así como se otorga de manera categórica a los municipios la facultad de regular estas materias, dada la realidad particular de cada comuna, considerando que las normas tienen, también, consecuencias sociales y económicas.

Señaló que si bien no conoce la indicación que presentará el Ejecutivo, entiende que ella otorgará a las municipalidades la facultad de fiscalización de las normas, agregando que es necesario que también se les asignen recursos para efectuar tal labor.

El Director Ejecutivo de la Asociación de Industriales del Plástico (ASIPLA), señor Nicolás Bär, indicó que la entidad gremial que representa cumplió 65 años de existencia, cuenta con una amplia base de asociados que abarca empresas que producen materia prima, industrias que transforman el plástico, hasta aquellas que reciclan el material, destacando que el 15 % de los asociados corresponde a recicladores, situación que permite a la Asociación tener una visión de mediano y largo plazo en relación con la materia, agregando que la entidad se ha destacado como un actor propositivo que se ha anticipado en el tratamiento del tema, señalando que ASIPLA fue una de los impulsores tempranos de la ley sobre Responsabilidad Extendida del Productor (Ley REP).

Respecto al proyecto de ley en estudio, puntualizó que se habla de bolsas plásticas que tienen un único uso, en circunstancias que existen bolsas que tienen dos o más usos, tales como las de supermercado que son ambientalmente eficiente, precisando que el 94 % de la población declara usar las del supermercado como contenedoras de basura domiciliaria, por consiguiente, cabe preguntarse por el embalaje donde se contendrán los residuos domiciliarios, particularmente en los hogares de mayor vulnerabilidad. Aseveró que en algunos hogares ya se compran bolsas para ello, y también están usando alternativas complementarias, pero es difícil pensar que una familia de ingresos bajos destine $ 5.000 mensuales a bolsas para basura domiciliaria.

Aseguró que en sectores urbanos de alta densidad se pueden generar externalidades negativas, producto de contaminación de vectores cruzados, ya que si la población no tiene bolsas plásticas, quemará la basura o bien la botará en cajas de cartón, lo que generará problemas sanitarios serios que deben considerarse al establecer la prohibición.

Explicó que existen bolsas plásticas que resisten un segundo uso y que si ellas no están disponibles pueden generar un problema. Las bolsas de segundo uso son las comúnmente conocidas como bolsas camisetas usadas en el comercio en general, son de mejor calidad, no se rompen fácilmente, se pueden poner en recipientes pequeños, segundo uso como bolsa de basura domiciliaria.

Opinó, como segundo punto, que Chile ha optado por el camino de la regulación eficiente, siguiendo el modelo de los países más avanzados en materia ambiental, la Ley REP promueve la adecuada gestión de los residuos, entonces, ¿para qué prohibir las bolsas plásticas si eso se puede incluir en la Ley REP? Es más eficiente como instrumento ambiental una regulación adecuada que una prohibición absoluta.

Como camino a la solución del problema, sostuvo que con los incentivos adecuados – REP, cobro por uso – se espera una fuerte reducción de bolsas plásticas, oferta de bolsas de mejor calidad que permita la reutilización, un importante incremento en el uso de material reciclado en su fabricación y aumento en las tasas de reciclaje (las bolsas son 100 % reciclables). Esto significa un camino eficiente a la economía circular, todo lo que se usa se recicla o reutiliza.

El consumo anual de bolsas plásticas tipo camiseta a nivel nacional, apuntó, se estima en 25 mil toneladas anuales, con un 10 % promedio de utilización de material reciclado en su fabricación. Si se asume que el 60 % de las bolsas camiseta se utilizan para depositar la basura domiciliaria, y disminuye su utilización en un 40 %, el total de las bolsas tendría un segundo uso eficiente. Si, además, aumenta el uso de material reciclado a un 50 %, entonces se reduciría el uso de materia prima virgen que ingresa al sistema en un 66,6 %, disminuyendo de 25 a 7,5 millones de toneladas por año.
Por último, aludió al carácter de degradable o biodegradable de las bolsas plásticas, en especial, a un sistema de certificación confiable, clave para el funcionamiento de la regulación. Existe certificación internacional y nacional, pero hay bolsas que se autodenominan con tal característica y no lo son, por eso se debe buscar el cumplimiento de una norma uniforme.

Concluyendo, señaló que la regulación debiera diferenciar las bolsas pequeñas, livianas y ligeras que tienen un solo uso (principalmente presentes en el comercio y en ferias libres), de las bolsas con un segundo uso ambientalmente eficiente como contenedoras de basura domiciliaria (principalmente presentes en supermercados, multitiendas y otros establecimientos similares). Luego, los incentivos que incorpora la Ley REP, sumados al cobro de las bolsas, permiten avanzar hacia una solución integral del problema, que no implica necesariamente la prohibición, siempre que el carácter biodegradable sea debidamente certificado.

Hasta que no se disponga de un sistema de gestión de residuos adecuado, afirmó, la forma más eficiente de disponer finalmente la basura domiciliaria es en bolsas de plástico. Cuando se alcance un sistema óptimo que considere la recolección diferenciada de residuos y su separación en origen, se pueden buscar soluciones diferentes, como la prohibición absoluta del uso de bolsas plásticas.

A continuación, expuso la Gerente General del Centro de Envases y Embalajes Chile (CENEM), señora Mariana Soto, quien manifestó que el proyecto de ley en discusión regula el plástico desechable de un solo uso, ámbito más extenso que el de bolsas plásticas. El CENEM, explicó, es una corporación privada técnica sin fines de lucro, que reúne a toda la cadena de valor de la industria del envase y embalaje, desde la fabricación de materiales al reciclaje de residuos. Lleva 25 años trabajando por el bien de la industria del envase y embalaje, basado en cuatro pilares estratégicos: capital humano, innovación, sustentabilidad e industria digital.

En materia de sustentabilidad, aludió al estudio de Minimización de Residuos provenientes de Envases y Embalajes, de 2001, elaborado en conjunto con la Comisión Nacional del Medio Ambiente, antecesora del actual Ministerio del ramo, al Acuerdo de Producción Limpia (APL) del sector 2015-2018 que contempla ocho metas de sustentabilidad y a un piloto REP, con excelentes resultados por parte de la comunidad. El APL se relaciona con cuatro de las metas de sustentabilidad, entre ellas, la incorporación de la gestión ambiental en los procesos productivos del sector envases y embalajes; y el piloto desarrollado en la I. Municipalidad de Providencia, sobre separación en origen de residuos, con buenos resultados en cooperación ciudadana y estadísticas asociadas a su comportamiento.
Asimismo, se refirió al Comité de Polímeros Biodegradables y Compostables de Chile, que se constituyó en junio de 2014 con el objetivo de difundir conocimiento en la ciudadanía sobre los productos fabricados con materiales biodegradables compostables, en base en información técnica, certificados y respaldados con normativas adecuadas, internacionales y/o nacionales, como también difundir, denunciar y rechazar las malas prácticas informativas – publicidad engañosa – que dañan enormemente la reputación de la industria de envases y embalajes, problema que se agrava por la ausencia de uniformidad en conceptos generales sobre materiales biodegradables compostables.

Al respecto, graficó, existen bolsas autodenominadas 100 % biodegradable, con normativa inadecuada sobre el material, siendo que en Chile se ha elaborado una guía que explica el procedimiento para notificar la información adecuada en un material. Otras bolsas refieren a normas sin ninguna relación con la compostabilidad y la biodegradabilidad, o son oxobiodegradables, material que se degrada pero se fragmenta, fragmentos que resultan más peligrosos que la propia bolsa, porque contienen material pesado o aditivos orgánicos, que tampoco aseguran que el producto sea biodegradable compostable. Otras bolsas se denominan ecológicas porque son de material vegetal y natural, que se degrada de 10 a 15 meses, pero ocultan que solo el 20 % corresponde a material de un recurso renovable, el resto es polietileno común que no es biodegradable. Por estos ejemplos, fue enfática en afirmar que normar la certificación es fundamental para evitar información incompleta, equívoca o incompatible, que confunda al consumidor.

Con respecto al proyecto de ley, expresó que su nombre es confuso y general, ya que incluirá una serie de productos que no debiera considerar, como guantes de plástico utilizados para manipulación de alimentos y en hospitales, bolsas de basura, vasos, platos y cubiertos de plástico, botellas de bebida no retornables, pajillas de plástico, redes de pesca, mallas agrícolas o Strech Films. Por ello, sugirió que la nueva regulación se denomine proyecto de ley sobre la reducción o regulación del consumo de bolsas de plástico convencional.
En cuanto al artículo 1° de la iniciativa en estudio, este se refiere a bolsas plásticas y films. Las bolsas fabricadas con materiales plásticos compostables, certificados y reconocidos por la Unión Europea no tienen impactos negativos sobre la salud y el medio ambiente humano, tampoco su incineración. Los plásticos en general son materiales inertes, por lo tanto, su uso restringido, su calidad normada (gramaje mínimo, dimensiones) y una adecuada cadena de reciclaje, garantizarían su uso racional y su gradual disminución.
Por otra parte, no existen mayores fundamentos para eliminar los films plásticos, que se usan en la industria agrícola (invernaderos, embalaje), porque no se conocen estudios sobre el impacto de su uso. Además, propuso que el término bolsas plásticas no degradables se sustituya por bolsas plásticas no biodegradables compostables, ya que cualquier material o producto es degradable, el punto esencial es el tiempo y las condiciones en que lo logra. Es cierto señalar que un plástico es biodegradable, aunque su degradación pueda tardar 500 años.

Sobre los conceptos a utilizar, recordó que existen normas nacionales como la Norma CH 655, donde aparece el glosario de todos los materiales, el que debiera utilizarse en caso de aprobarse una iniciativa de esta índole, como también las normas para biodegradación y compostabilidad, como la Norma ASTM D6954-04 (2013) “Guía estándar para exponer y probar plásticos que se degradan en el medio ambiente mediante una combinación de oxidación y biodegradación”.
En relación con los materiales oxo u otro aditivo de cualquier origen, sostuvo que debieran ser eliminados, dado que no son biodegradables porque solo fragmentan los polímeros, los que no son digeridos por ningún tipo de microorganismos. Además, no son reciclables y contienen metales pesados.
En materia de infracciones, advirtió que se debe evaluar el impacto económico y social que implican estas disposiciones y, al menos, buscar soluciones viables que constituyan alternativas reales de uso; es imprescindible evaluar el impacto de sustituir las bolsas plásticas.
En definitiva, se mostró de acuerdo con regular el uso de bolsas plásticas convencionales, en particular, para cubrir los aspectos que no contemplará la Ley REP. Para dicho objeto, sugirió considerar el proyecto de la Unión Europea, sobre todo por la mayor experiencia en reciclaje de esa comunidad de países. Igualmente, solicitó eliminar la prohibición de films, ya que no existe evidencia ni estudio de impacto sobre tal medida y es incompatible con la realidad de la industria agroalimentaria chilena. En concreto, alegó que las alternativas de bolsas aceptadas o sugeridas en el proyecto de ley, deben ser evaluadas por sus externalidades negativas, evitando así introducir al mercado nuevos problemas ambientales, como por ejemplo, el uso de bolsas reutilizables sin otro destino que un relleno sanitario, o de bolsas falsamente biodegradables.
La Honorable Senadora señora Allende consultó por la existencia en Chile de organismos o instituciones que certifiquen la calidad de una bolsa plástica.

La señora Mariana Soto indicó que no existe un organismo que certifique íntegramente la calidad de una bolsa plástica. Se pueden encontrar laboratorios que miden ciertas características, como resistencia o contenido reciclado. Tal ausencia, insistió, es una restricción para la aplicación de una legislación sobre el uso de bolsas plásticas. Como país integrante de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) se debiera implementar una normativa similar a la Unión Europea.
También señaló que se deben promover políticas y directrices institucionales que favorezcan la compra de materiales plásticos compostables; mejorar la cadena de reciclaje para residuos sólidos plásticos; incentivar la investigación y desarrollo de materiales alternativos; encarecer el costo de disponer residuos en relleno sanitarios para incentivar el reciclaje y la reutilización. Asimismo, relevó la importancia de fomentar la compostabilidad de residuos orgánicos (50 % de la basura domiciliaria), donde las bolsas plásticas compostables serían una excelente solución para contenerla y necesarias para los espacios de compostaje. Tan importante como ello, declaró, es contar con un sello que permita a los usuarios identificar las instituciones y comercios que se sumen a estos materiales compostables, certificables bajo normativas determinadas reglamentariamente, así como productos elaborados con materiales alternativos (algodón, lino, papel).
A continuación, la Presidenta de la Asociación de Supermercados de Chile A.G., señora Catalina Mertz, expuso que la industria de supermercados es el canal de distribución de bienes de consumo más importante, con aproximadamente 1.400 establecimientos a lo largo del país. Alrededor de 150 mil personas se desempeñan en la industria, cuyo motor es responder a las preferencias de los consumidores. Es una industria competitiva, altamente receptiva a sus demandas.
Supermercados de Chile A.G. es una organización gremial sin fines de lucro, abierta a todos los supermercados del territorio nacional, que tiene por objeto gestionar iniciativas propias o en colaboración con otras entidades o el sector público, que contribuyan y fomenten el desarrollo de la industria, representando, también, a la industria en procesos regulatorios. Actualmente reúne a 11 cadenas de supermercados, que constituyen alrededor del 90 % de la industria.
Señaló que entre las dudas sobre el proyecto de ley, están la definición precisa de plásticos de un solo uso, luego que se trataría de bolsas de un solo uso, es decir, no reutilizable para el mismo objeto que es el transporte de productos y bienes (reutilización primaria), sin existir claridad sobre la inclusión de las bolsas de servicio (pan, vegetales, carnes, etc.). Tampoco si el concepto de film – industria de empaque agroalimentario – consideraría a los supermercados, en la medida en que hay empaque de productos al peso y a granel en sala. Por otra parte, recibe productos envueltos en film industrial (trastienda), que se entendería incluido.
En la introducción del proyecto de ley, se detallan los tipos de degradación – fotodegradación, degradación térmica, degradación oxidativa, degradación hidrolítica y biodegradación –; se reconoce que los vertederos en Chile no cuentan con las condiciones requeridas para degradar los plásticos; y que los más dañinos para la salud y el medio ambiente son los plásticos microbiodegradables y oxobiodegradables. Sin embargo, el texto versa sobre plásticos no degradables, tampoco se incluyen otros usuarios de empaques plásticos, como la correspondencia. En este sentido, coincidió con los demás expositores en la falta de precisión de los conceptos utilizados por la nueva normativa propuesta.

La realidad actual, afirmó, muestra a 50 comunas donde se han establecido esquemas de reducción en la entrega de bolsas plásticas, que han contado con la colaboración de los supermercados. Asimismo, la Presidenta anunció ante la Organización de las Naciones Unidas (ONU), un proyecto de ley para prohibir el uso de bolsas plásticas en 102 comunas costeras del país en un plazo de un año y 11 mociones parlamentarias sobre la materia. Todo esto, sumado a la implementación de la Ley REP, dado que las bolsas plásticas y los films son un envase y embalaje, o sea, uno de los productos prioritarios definidos en dicha ley. En plásticos, el 12 % se recicla y tan solo el 2,9 % corresponde a residuos domiciliarios.

Resaltó también, el arduo trabajo que la asociación ha desempeñado en la fase de implementación de la Ley REP, dada la calidad de productores por productos con marca propia e importación directa, comercializadores y distribuidores de sus integrantes. Es un trabajo complejo, aseguró, porque se debe gestionar y diseñar gobiernos corporativos de los sistemas de gestión colectivos (SIG); es un enorme esfuerzo tanto para autoridades como para regulados. Estadísticas internacionales sobre el diseño de un SIG demuestran que su costo puede ser muy variable, y según cómo se diseñe en Chile podría costar entre $ 40 mil millones y $ 258 mil millones anuales.

En resumen, manifestó que el uso de bolsas plásticas desechables para compras tiene externalidades negativas, en particular, sobre el paisaje y los ecosistemas acuáticos. Todos los materiales alternativos tienen externalidades también, por lo que las soluciones no van por un simple reemplazo, si no que se requiere de políticas sistémicas. Existe una fuerte tendencia, tanto a nivel nacional como internacional, de restringir la cantidad de bolsas plásticas entregadas en el comercio a través de distintos mecanismos.
En general, las iniciativas a nivel internacional que han sido exitosas en reducir el uso de bolsas plásticas se han materializado a través de regulaciones que establecen prohibiciones (totales o parciales) o cobros asociados a su entrega. Otro tanto ha aportado la educación, concientización y difusión respecto a impactos, alternativas, normativas y buenas prácticas hacia la ciudadanía.
Es importante normar no sólo la bolsa camiseta, sino también las alternativas a estas para optimizar sus características (resistencia, reciclabilidad, biodegradabilidad), reduciendo efectivamente así sus impactos en el medio. La cooperación público-privada es fundamental para lograr sistemas óptimos.

Además, se recomienda, desde el punto de vista de política pública, promover la estandarización de otros tipos de bolsas, tanto desechables (papel, biodegradables) como reutilizables (calidad, durabilidad, reciclabilidad). Establecer cobros por bolsas, internalizando las externalidades en la decisión de compra del consumidor. En Escocia, el cobro de $ 50 pesos por bolsa generó un cambio de hábito y un menor consumo. Asimismo, sostuvo que, a veces, las alternativas a las bolsas plásticas causan una mayor huella de carbono o tienen efectos más adversos para la  fauna marina (eutrificación).

En definitiva, declaró que la inocuidad de los alimentos, clave para la salud de la población, exige uso de envases impermeables y resistentes a carga y temperatura. No hay datos sobre el porcentaje de la basura plástica que corresponde a bolsas ni a film. El film industrial, por su parte, no tiene efecto de disposición inadecuada de residuos, y es actualmente reciclado (sujeto a capacidad en la localidad en cuestión). También existen precisiones pendientes, ya que todavía hay confusión sobre plásticos degradables por diversidad de términos y de resinas y condiciones de degradación. Además, los impactos ambientales de los distintos materiales varían según composición y, sobre todo, el comportamiento de los consumidores, sobre el que no existen estudios empíricos en Chile.
Finalmente, argumentó que las bolsas plásticas son envases y embalajes y, por tanto, producto prioritario en la Ley REP, por lo que los sistemas de gestión buscarán las alternativas más costo-eficaces para reducir los envases introducidos al mercado y, luego, disminuir los costos de recolección y valorización. Por tal motivo, se requiere sintonizar esta nueva regulación con la aplicación de la Ley REP, por ejemplo, con una estandarización de bolsas, que permitiría una solución más costo-efectiva al mejorar la información disponible para compradores de bolsas.
El Subgerente Comercial de la Organización Triciclos, señor Tomás García, advirtió que la generación actual de residuos a nivel mundial es insostenible, con una población que supera los siete mil millones, disponiendo dos mil millones de toneladas de basura en rellenos sanitarios. El material contenido en los residuos implicó extraer recursos, procesarlos, transformarlos, convertirlos en un producto, distribuirlos y comercializarlos. La basura, como concepto, es una consecuencia del modelo actual de desarrollo, como demuestra la generación mundial de basura per cápita liderada por los Estados Unidos.

La realidad de los plásticos, por su parte, muestra que el 40 % producido se dispone finalmente en vertederos, el 32 % llega a los océanos, el 14 % es incinerado y el 14 % es reciclado. A nivel industrial es más fácil reciclar, porque la mayor complejidad está en la fase de posconsumo domiciliario, impactando en el agua, aire y tierra. Graficó que en el 2015, se vertía al océano una tonelada de plástico por cada cinco de peces, y si se continúa a este ritmo el flujo será de uno a uno al 2050.

La institución que representa integra, junto con Kyklos y la Fundación Legado de Chile ONG, la organización Recrea Lago Llanquihue. Triciclos es una empresa B Certificada, de economía circular aplicada. La generación de basura no es una consecuencia necesaria, sino un error de diseño. Si se anticipara en cada fase del proceso productivo el destino de un producto una vez terminada su vida útil, el residuo no existiría. Triciclos cuenta con más de 50 puntos limpios en Chile y 100 en Brasil, con en un acción balanceada entre educación ambiental y trazabilidad. El objeto sería redefinir la industria del plástico hacia modelos de economía circular, por ello la iniciativa de la organización se basa en cinco pilares: generar mecanismos de diálogos en cada cadena de valor del plástico, establecer un protocolo global de uso del plástico, motivar la innovación, producir evidencia científica sólida y un compromiso de los actores interesados.

El trabajo se concentra en tres estrategias para transformar el mercado global de envases plásticos. Para el 30 % del total se debe repensar el diseño porque es imposible encargarse de sus residuos, en un 20 % debe orientarse el modelo de negocios hacia el reuso y el 50 % restante debiera apuntar al reciclaje. El mejor residuo es el que no se genera, por ello, la idea es crear bolsas reutilizables de cinco años de vida útil.

El proyecto de ley que aborde esta materia debiera aplicarse en todas las comunas del país, no solo en las costeras, ya que el plástico llega al océano por diferentes cursos de agua que lo alimentan. Además, es recomendable iniciar este proceso de cambio por las bolsas plásticas y films, pero en un futuro se debe avanzar hacia otros plásticos, como bombillas o vajillas plásticas de un solo uso. Toda bolsa plástica es degradable, la diferencia está en el tiempo en que ese proceso se desarrolla. Asimismo, la bolsa plástica compostable será útil solo si el residuo también lo es. Por otro lado, se debiera regular qué tipos de films se pueden utilizar para el empaque agroalimentario, invernaderos y cobertura de tierra de cultivo, films que debieran ser degradables debidamente certificados. En cuanto a las bolsas oxodegradables, estas han cobrado fuerza en países con una legislación ambiental débil. Por último, aclaró, la incineración de residuos no responde a la filosofía de una economía circular.

El Ministro del Medio Ambiente, señor Marcelo Mena, explicó que la indicación que presentará el Ejecutivo abordará solamente las bolsas plásticas, prohibirá las oxodegradables y facultará a los municipios no costeros para prohibir también la entrega de bolsas plásticas no biodegradables. Coincidió en que la reciente ley que fomenta el reciclaje no es suficiente para una eficiente gestión de residuos; se consumen 3.400 millones de bolsas plásticas y no se necesita tal cantidad de bolsas de basura. A nivel global, existen dos tipos de prohibiciones: entrega gratuita, como en países OCDE y de la Unión Europea; prohibición absoluta, como en Kenia o la ciudad de Punta Arenas. En Chile, el comercio detallista anunció su incorporación al proceso de eliminación del uso de bolsas plásticas, como su voluntad de participar en un mecanismo de certificación del carácter biodegradable de las bolsas. Recordó que la Ley REP fomenta el uso de ecoetiquetado, donde se puede considerar a los productos biodegradables. La medida de prohibir o restringir el uso de bolsas plásticas es ampliamente apoyada por la ciudadanía, incluso el Presidente electo también ha manifestado su intención de avanzar en este sentido.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, señaló que el debate genera diversas dudas sobre la implementación de la medida, como la certificación o el modelo de costo efectividad, por tanto, la discusión puede conducirse resolviendo todas las aprensiones y, luego, votar en general el proyecto de ley, o bien, aprobar en general la iniciativa y discutir a fondo el tema en el segundo trámite reglamentario.

El Honorable Senador señor Allamand observó la dificultad de aprobar en general un texto desconocido para los integrantes de la Comisión, dado que la indicación del Ejecutivo aún no ha sido presentada. Está de acuerdo con la idea general del proyecto en discusión, pero este cambiará sustantivamente con la indicación comprometida. Sería aconsejable conocer el contenido de ella, antes de pronunciarse en general sobre la iniciativa.

El Honorable Senador señor García-Huidobro se manifestó de acuerdo con el Senador que lo antecedió en el uso de la palabra sobre la necesidad de conocer el documento del Ejecutivo. Del mismo modo, anticipó que la falta de un sistema de certificación confiable complicará la implementación de una medida como la que se propone.

El Honorable Senador señor Navarro, a su turno, mostró su inquietud porque esta sea una medida que se implemente solo en las comunas costeras y por la política pública que abordará la alternativa que se brindará a esta restricción o prohibición para disponer basura domiciliaria.

La Honorable Senadora señora Allende solicitó conocer la indicación del Ejecutivo antes de emitir un pronunciamiento sobre la idea general de legislar.

El Ministro del Medio Ambiente, señor Marcelo Mena, se mostró de acuerdo en dar a conocer el texto de la indicación, la que no se ha presentado solo por un aspecto procedimental. El texto recoge las mejores prácticas en materia internacional y reúne buena parte de las mociones parlamentarias presentadas sobre el particular. Propone un mecanismo de certificación ante el Instituto Nacional de Normalización y una implementación gradual de un año. La configuración final de la medida exigirá precisar si se establecen definiciones exhaustivas de biodegradabilidad en la misma ley o se considera un concepto mínimo que permita flexibilidad para incorporar nuevos materiales biodegradables o eliminar aquellos que ocasionan consecuencias secundarias negativas, como los oxobiodegradables.

A continuación, expresó que la indicación sugiere reemplazar los artículos 1°, 2°, 3°, 4° y 5°, por los siguientes:

"Artículo 1°.- Objeto. La presente ley prohíbe a los establecimientos de comercio en comunas costeras la entrega de bolsas plásticas no biodegradables y faculta a las demás municipalidades para regular la entrega de tales bolsas, su restricción o prohibición.

Artículo 2°.- Definiciones. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

a) Bolsa: Embalaje flexible constituido de un cuerpo tubular cerrado en uno de sus extremos.

b) Bolsa plástica: Bolsa que contiene como componente fundamental un polímero que se produce a partir del petróleo o fuentes renovables.

c) Bolsa biodegradable: Bolsa fabricada de materiales de origen biológico y degradable, como el resultado de la acción espontánea de microorganismos tales como bacterias, hongos y algas en condiciones adecuadas. Se excluye de la presente definición la bolsa oxo degradable.

d) Bolsa oxo degradable: Bolsa que contiene un polímero que se produce a partir del petróleo y que se diferencia par la inclusión de un aditivo oxo en la matriz polimérica. Los aditivos producen una degradación oxidativa de las cadenas poliméricas.

e) Comunas costeras: Comunas cuyo territorio se encuentra adyacente al borde costero del litoral nacional.

Artículo 3°.- Prohibición. Prohíbese a los establecimientos de comercio ubicados en comunas costeras la entrega, a cualquier título, de bolsas plásticas no biodegradables para el transporte de productos expedidos a consumidores.

Se excluyen de esta prohibición las bolsas que constituyan el envase primario de alimentos que sea necesario por razones higiénicas o porque su uso ayude a prevenir el desperdicio de alimentos.

Artículo 4°.- Ordenanzas municipales. En el caso de las municipalidades que no correspondan a comunas costeras podrán regular, restringir o prohibir a establecimientos de comercio la entrega, a cualquier título, de bolsas plásticas no biodegradables, de conformidad a lo dispuesto en su ley orgánica constitucional.

Artículo 5°.- Certificación. La entrega de bolsas biodegradables en establecimientos de comercio deberá encontrarse certificada por un organismo de certificación de producto acreditado ante el Instituto Nacional de Normalización, dando cuenta que el tipo de bolsa respectiva posee las cualidades señaladas en la letra c) del artículo 2 de la presente ley.

Para lo anterior, el Ministerio del Medio Ambiente, mediante resolución exenta, aprobará una o más normas técnicas que establezcan los estándares de calidades propias de las bolsas biodegradables y los procedimientos y métodos de ensayo.”.
Asimismo, propone incorporar los siguientes artículos 6°, 7°, 8°, 9°, 10 y transitorio, nuevos:

"Artículo 6°. Fiscalización. Corresponderá a las municipalidades fiscalizar y dar seguimiento al cumplimiento de las obligaciones señaladas en la presente ley.

Artículo 7°.- Infracción y multa. El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 2° de la presente ley será sancionado con multa de hasta cinco unidades tributarias mensuales por cada bolsa entregada.

Las sanciones establecidas en esta ley serán impuestas por los Juzgados de Policía Local correspondientes, de conformidad al procedimiento establecido en la ley N° 18.287, y se aplicarán a beneficio de la respectiva municipalidad.

Artículo 8°.- Determinación de la multa. Para la determinación del monto específico de la multa señalada en el artículo precedente, se considerarán las siguientes circunstancias:

a) El número de bolsas entregadas.
b) La conducta anterior del infractor.
c) La capacidad económica del infractor.

Artículo 9°.- Agrégase, en el inciso tercero del artículo 5, de la ley N° 18.695, ley orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, la siguiente oración final:

"Además, mediante ordenanza y previo informe de la unidad encargada de la función de medio ambiente, aseo y ornato respectiva, las municipalidades que no correspondan a comunas costeras podrán regular, restringir o prohibir a establecimientos de comercio la entrega, a cualquier título, de bolsas plásticas no biodegradables.".

Artículo 10.- Agrégase, en la letra c) del artículo 13 de la ley N° 15.231, ley de organización y atribuciones de los juzgados de policía local, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto N° 307, de 1978, del Ministerio de Justicia, el siguiente numeral 14, nuevo:

"14°- A la ley que prohíbe y regula la entrega de bolsas plásticas no biodegradables en establecimientos de comercio.".

Artículo único transitorio. Vigencia. La presente ley entrará en vigencia transcurrido un año desde la publicación de la presente ley.".
- - -

A continuación, el señor Presidente de la Comisión puso en votación general el proyecto, que resultó aprobado por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señor Patricio Walker Prieto (Presidente), señora Isabel Allende Bussi, y señores Andrés Allamand Zavala, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes y Alejandro Navarro Brain.

- - -

V.- TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales tiene el honor de proponer la aprobación en general del proyecto de ley en informe, cuyo texto es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
Artículo 1: La presente ley tiene por objeto establecer un marco jurídico adecuado para los plásticos desechables de un único uso, específicamente bolsas plásticas y films, con la finalidad de disminuir los impactos negativos de la basura plástica sobre la salud y medioambiente humano.

Artículo 2: Se prohíbe a supermercados, multitiendas, tiendas, farmacias y otros establecimientos comerciales similares, así como a sus contratistas o prestadores de servicios, la distribución gratuita u onerosa a los consumidores finales, de bolsas plásticas no degradables.

Artículo 3. La industria de empaque agroalimentario deberá sustituir los films plásticos no degradables, por plásticos degradables en el plazo de dos años corridos desde la publicación del reglamento que fijará los estándares de degradabilidad plástica, conforme a las definiciones contenidas en el reglamento a que se refiere el artículo siguiente.

Artículo 4. Un reglamento determinará los establecimientos a que se refiere el art. 2, las definiciones de plásticos degradables, biodegradables y no degradables, conforme al estándar ASTM D883-12 o su equivalente internacional. Asimismo establecerá las normas técnicas que fijen las características que deberán tener las bolsas biodegradables. Respecto a la oxo-biodegradación, las características establecidas reglamentariamente, no podrán en caso algún, ser inferiores a las establecidas en la Guía Estándar ASTM D6954-04 D6954-04(2013) o a su equivalente internacional.
Dicho reglamento fijará además, las señales mediante las cuales se pueda identificar claramente las bolsas degradables de aquellas que no lo son, y la especificación del mecanismo de degradación de la misma, el que deberá modificarse en consonancia con la estandarización normativa a la que se haya adscrito.

Artículo 5. Las infracciones a las normas establecidas en presente ley y su reglamento complementario, se sancionarán en conformidad a lo establecido en el Libro X del Código Sanitario.

Artículo Transitorio. Las disposiciones de la presente ley serán obligatorias para las empresas medianas y de mayor tamaño tras un año de la publicación del reglamento aludido en el artículo 5 del presente cuerpo normativo. Mientras que las microempresas y pequeñas empresas habrán de ajustarse a lo establecido en esta ley en el plazo de dos años, contados desde la fecha de publicación del reglamento.

- - -
Acordado en sesiones celebradas los días 21 de noviembre de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Alfonso De Urresti Longton (Isabel Allende Bussi), Iván Moreira Barros, Alejandro Navarro Brain y Patricio Walker Prieto; y 19 de diciembre de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Isabel Allende Bussi, y señores Andrés Allamand Zavala, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro Navarro Brain y Patricio Walker Prieto.
Sala de la Comisión, a 27 de diciembre de 2017.
(Fdo.): Magdalena Palumbo Ossa, Secretario Abogado.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PERFECCIONA LOS BENEFICIOS OTORGADOS A BOMBEROS POR ACCIDENTES Y ENFERMEDADES Y LA DEMÁS LEGISLACIÓN APLICABLE A DICHAS INSTITUCIONES 

(11.465-22)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República respecto del cual, no se ha hecho presente urgencia.

Cabe destacar que esta iniciativa de ley fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.


A la sesión en que la Comisión analizó este proyecto de ley asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Ricardo Lagos Weber.


Asimismo, asistieron las siguientes personas:

-De la Superintendencia de Valores y Seguros: el Intendente de Seguros, señor Daniel García, y el Jefe de la División Control de Entidades no Aseguradoras, señor Bayardo Arsenio Goudeau.

-De la Junta Nacional de Bomberos de Chile: el Presidente, señor Miguel Reyes; el Jefe de Gabinete, señor Claudio Garrido, y el Abogado, señor Fernando Recio.

-Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Asesor, señor Hernán Campos.

-De la Biblioteca del Congreso Nacional: la Analista, señora Gabriela Dazarola.

-El Asesor del Senador García, señor Felipe Cox.

-La Asesora del Senador Lagos, señora Leslie Sánchez.

-El Asesor del Senador Quinteros, señor Jorge Frites.

-El Asesor de la Senadora Von Baer, señor Jorge Barrera.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Definir el concepto de actos de servicio desempeñados por los miembros de los Cuerpos de Bomberos y de labores que tengan relación directa con la institución bomberil.

Mejorar las prestaciones y beneficios otorgados a los miembros de los Cuerpos de Bomberos, y adecuar la legislación agregando entre los beneficiarios quien haya suscrito un acuerdo de unión civil con el bombero fallecido.
Establecer una sanción penal para quien obtenga o intente obtener de manera fraudulenta los beneficios contemplados para Bomberos.

Regularizar las rendiciones de cuenta de los Cuerpos de Bomberos y Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos que figuran pendientes en la contabilidad de la Superintendencia de Valores y Seguros al año 2012.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

No tiene.
- - -

Durante la discusión general del proyecto, concurrió especialmente invitado a exponer su punto de vista, el Presidente de la Junta Nacional de Bomberos de Chile, señor Miguel Reyes.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Ley N° 20.564, establece ley Marco de los Bomberos de Chile.
2.- Decreto ley N° 1.757, otorga beneficios por accidentes y enfermedades a los miembros de los Cuerpos de Bomberos.

3.- Ley N° 19.830, modifica el Código Penal para proteger la seguridad de los voluntarios de los Cuerpos de Bomberos en actos de servicio.

4.- Ley N° 10.336, sobre Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República.     
II.- ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje que da origen al presente proyecto de ley señala que durante muchos años se han aprobado normas que otorgan beneficios a los bomberos voluntarios, que consisten en atención médica y hospitalaria gratuita y otorgamiento de pensiones por incapacidad permanente, viudez y orfandad a la cónyuge e hijos menores de los bomberos fallecidos en actos de servicio.


Indica que en el año 1941 se dictó la ley N° 6.935, que otorgaba beneficios a los bomberos accidentados o fallecidos en actos de servicios, que posteriormente fue derogada mediante el decreto ley N° 1.757, del año 1977, que vino a mejorar las prestaciones y beneficios otorgados tanto a la cónyuge y descendientes menores de edad de los bomberos caídos en actos del servicio, como a aquellos que quedaban lesionados en tales circunstancias, norma que fue posteriormente complementada mediante el decreto ley N° 2245, de 1978.


El año 2002 fue promulgada la ley Nº 19.798, mediante la cual se introducen importantes modificaciones al referido decreto ley N° 1.757 para mejorar las prestaciones y beneficios otorgados a los miembros de los Cuerpos de Bomberos ampliando el ámbito de coberturas médico-hospitalarias para sus integrantes, disponiendo que la certificación de la enfermedad contraída o de la invalidez que afecte a un voluntario de bomberos la efectuara el Compin del territorio donde ocurra el accidente, reemplazando a las Comisiones Regionales Especiales. 

Hace presente que en la aplicación de las mejoras han existido algunas dificultades especialmente en la interpretación del concepto de acto de servicio y en el de labores que digan relación con la actividad bomberil, lo que hace necesario incorporar aclaraciones al texto legal vigente, para facilitar su aplicación y disminuir su marco interpretativo al momento de otorgar los beneficios contemplados en la ley.

Subraya que con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley N° 20.564, correspondía a la Superintendencia de Valores y Seguros transferir fondos fiscales a los Cuerpos de Bomberos y a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, entidades que debían rendir cuenta del uso y destino de los fondos. Luego, la ley ya señalada modificó tal situación estableciendo que será la Subsecretaría de Interior la que ejercerá dichas labores respecto de los Cuerpos de Bomberos y su Junta Nacional.


Sostiene que no obstante el cambio legal aludido las sumas que fueron transferidas con anterioridad por la Superintendencia mencionada, y que no fueron rendidas ante ella por las entidades bomberiles, figuran como cuentas por cobrar en la contabilidad de dicho Servicio, por lo que es necesario regularizar estas situaciones pendientes de manera que dichas instituciones puedan destinar sus recursos a la atención de emergencias.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe, el Intendente de Seguros, señor Daniel García destacó que la iniciativa busca explicitar de mejor manera la definición de acto de servicio haciendo una serie de precisiones con el objeto que los beneficios  otorgados  a bomberos que hayan sufrido accidentes en actos de servicio no puedan ser rechazados en forma posterior.


Señaló que el proyecto incorpora como adjudicatario del beneficio por incapacidad temporal a aquellos bomberos que, habiendo sufrido un accidente en acto de servicio, han cursado estudios superiores o estén recién titulados, sean egresados de educación superior o cursen estudios para la preparación de la PSU. Agregó que es un cambio relativamente pequeño, que busca precisar el alcance de los beneficios que incorpora.


Asimismo, dijo, se permite a la Superintendencia de Valores y Seguros continuar con el pago de las pensiones a los beneficiarios sin tener que licitar una nueva póliza de renta vitalicia. Precisó que el cambio se debe a que la ley establece que cada vez que un bombero sufre un accidente en acto de servicio que dé origen a una renta vitalicia, la Superintendencia tiene que licitar.


Explicó que el proceso de licitación es muy engorroso en términos administrativos y que demanda un tiempo muy importante desde el momento en que se produce el accidente hasta que se materializa la adjudicación de la licitación.


Agregó que a lo anterior se suma la falta de interés de las compañías aseguradoras en participar en este proceso de licitación, quedando varias desiertas, debiendo licitarse nuevamente. Agregó que se trata de temas bastante formales y que son recursos que provienen de las compañías de seguro que se transfieren a la compañía que gana la licitación para que sirva una pensión, por la vigencia que corresponda, al bombero afectado y a los beneficiarios en caso de existir.


Enseguida destacó que la Superintendencia administra las pensiones antiguas y también las temporales que no son licitadas, que corresponden a cerca de 150 pensiones.


Hizo presente que esta iniciativa legal busca equiparar ese régimen de la administración de pensiones y beneficios que existe en la actualidad a los nuevos beneficiarios. Dijo que en la práctica todos los meses se recaudan recursos de parte de las compañías que venden primas de incendio, a prorrata, dependiendo de la participación de mercado, los cuales son distribuidos entre los beneficios que administran, por lo que en la práctica cuando se licita en ese mes se recauda el valor total de esa prima y se transfiere a la compañía que gana la licitación y, con esta normativa, ello se difiere en el tiempo.


En otro orden de cosas destacó que se establece una sanción penal para las personas que obtengan o intenten obtener de manera fraudulenta los beneficios contenidos en la ley, y que se incorpora como beneficiario de renta vitalicia de sobrevivencia al conviviente civil, pues la idea es recoger las regulaciones que establecen otros cuerpos legales sobre la materia.


Además, se incorpora como beneficio la cobertura de todos los gastos incurridos para la recuperación del voluntario, incluyendo honorarios profesionales del área de salud no médicos, y los gastos de traslados para la rehabilitación y recuperación. Añadió que se busca que queden reconocidos en forma legal, y no sólo administrativamente, ciertos gastos que pudieron ser objetos de observaciones en el pasado tales como los gastos asociados a tratamiento psicológico, que sólo tiene como condición que sea recomendado por el médico tratante.


Sobre la extinción de cuentas por cobrar pendientes del Cuerpo de Bomberos anteriores al año 2012, hizo presente que la idea surge de planteamientos que hizo oportunamente la Contraloría General de la República en el sentido que son gastos que originalmente se rindieron, en la mayor parte de los casos, a Gobernaciones o Intendencias  pero que en una jurisprudencia posterior la Contraloría estableció que además tenían que ser rendidos ante la Superintendencia de Valores.


Lo anterior, según explicó, derivó en que durante el año 2015 se desarrolló un procedimiento en que todos los gastos que no fueron rendidos oportunamente, en función de este criterio de la Contraloría, fueron cobrados a los respectivos Cuerpos y a la Junta Nacional de  Bomberos. Así fue como algunos de esos casos se resolvieron porque se presentaron los comprobantes originales, que es lo que está exigiendo la Contraloría.


Los casos donde no se pudo acreditar adecuadamente el rendimiento de cuenta, según aclaró, fueron derivados al Consejo de Defensa del Estado que resolvió, en base al mérito de los antecedentes que tuvo a la vista, la inembargabilidad de algunos de los bienes que estaban asociados a bomberos; la prescripción de algunas de las causas, y no perseverar en los casos que estaban rendidos ante las gobernaciones e intendencias, como lo contemplaba la ley de Presupuestos respectiva. En virtud de lo anterior, dijo que se procedió al castigo de esas cuentas por cobrar.

No obstante, señaló que la Contraloría resolvió que aún cuando se hubieran rendido como lo estipulaba la ley vigente en ese momento igual debían rendirse a la Superintendencia, por lo que con esta normativa se pretenden resolver dichas cuentas antiguas que en la mayor parte ya están castigadas por resoluciones de la Superintendencia ratificadas por la Dipres.


A continuación, el Presidente de la Junta Nacional de Bomberos, señor Miguel Reyes subrayó que la ley que regula a esta institución es del año 1941 y que  ha sufrido sucesivas reformas para mejorar los beneficios de los bomberos accidentados.


Señaló que se había observado una interpretación por parte de la Superintendencia que acogía en algunos casos y en otros rechazaba ciertos beneficios otorgados a voluntarios accidentados en el desempeño de sus labores, por lo que se estimó oportuno precisar con mayor exactitud qué es lo que se entiende por actos de servicio, de modo que no queden dudas ni al momento de solicitar los beneficios ni al concederlos.

Destacó que la normativa propone importantes innovaciones porque hasta el año 2002, en que se modificó por última vez esta ley, los beneficios a bomberos los pagaba la Superintendencia, pero se introdujo una modificación que se estimó más beneficiosa y que consistió en licitar el pago de los beneficios y rentas vitalicias a través de compañías de seguro, que ha sido un fracaso porque no resulta atractivo para las compañías de seguro la licitación de este sistema.


Agregó que fue la misma Superintendencia la que planteó que es más conveniente volver al sistema antiguo que daba certeza en cuanto a que al requerirse los aportes a las compañías de seguro los valores pueden estar en poder de la Superintendencia en un  plazo no mayor a 30 ó 60 días, para que ella cancele a los adjudicatarios todos los beneficios de este cuerpo legal.


En cuanto a la sanción a quienes hayan hecho uso malicioso en la obtención de beneficios, manifestó que le parecía prudente.


Respecto a la prescripción que dice relación con algunas rendiciones, indicó que hasta el año 2012  en la ley Marco de Bomberos los Cuerpos de Bomberos debían hacer su rendición de cuentas a la respectiva intendencia o gobernación, quienes recibían la documentación, siendo un trámite muy largo porque generalmente había sólo un funcionario para ello. En ese escenario, se estimó oportuno cambiar el sistema y que fuera la Junta Nacional quien hiciera la revisión pertinente, para luego  entregar las rendiciones al Ministerio del Interior, que es el que actualmente traspasa los recursos. 


Sin embargo, quedaron pendientes una serie de rendiciones ya efectuadas, cuya documentación con el transcurso del tiempo se extravió, no obstante que contaban con el certificado emanado de la respectiva intendencia o gobernación. Agregó que la Contraloría estimó pertinente que se revisara esta documentación por la Superintendencia, y que determinó que si bien la inmensa mayoría cumplió con este requisito no guardaron adecuadamente la documentación.


Luego, la Contraloría insistió en su exigencia y realizó las denuncias respectivas ante el Consejo de Defensa del Estado para requerir a aquellos cuerpos que no habían dado cumplimiento a lo solicitado por el organismo contralor, pese a que se rindió en su momento a las gobernaciones.


Destacó que con esta normativa se regulariza una situación muy importante para la institución, que evita que algunos Cuerpos de Bomberos queden en calidad de morosos usando recursos fiscales que no se rindieron, para lo cual se estimó que lo mejor era sanear esta situación no sólo por la prescripción sino también por una norma jurídica que así lo estableciera en forma expresa.


El Honorable Senador señor Bianchi manifestó su total apoyo a este proyecto de ley y al mismo tiempo dijo que  en la medida que bomberos sigue siendo tan eficiente y es una institución que genera un gran orgullo, hay instituciones que tienen un beneficio directo de dicha labor que son las compañías de seguro, por lo que señaló que es llamativo que ellas, que son los más beneficiadas del accionar de bomberos no estén interesadas en las licitaciones.


En este escenario, consultó si se podría obligar o buscar algún mecanismo para que estas empresas que tienen un beneficio directo por el buen desempeño de una institución como bomberos tengan que cubrir mejores beneficios en caso de accidentes.


El Intendente de Seguros, señor Daniel García, precisó que las compañías cubren el monto de las pensiones de invalidez y sobrevivencia que se generan como consecuencia de actos de servicio de un bombero. Agregó que todos los meses las compañías que tienen la cobertura de incendios tienen que aportar un monto que va en función de la participación de mercado que tienen en el rubro de incendio, que es lo que recauda la Superintendencia, el cual se transfiere mes a mes a los bomberos que presentan beneficios, los que además son variables porque dependen de los gastos médicos, rentas vitalicias u otras que se hayan generado.
- - -


- Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi y Quinteros.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 1757, de 1977: 

1. En el artículo 1: 

a) Intercálanse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, ordenándose la numeración correlativa de los restantes incisos:

“Para los efectos de esta ley, se entenderá por acto de servicio toda actividad desempeñada por los miembros de los Cuerpos de Bomberos en situaciones de emergencia, tales como incendios, rescates, salvamentos de personas y animales, en medios acuáticos, montaña, acantilados, mineros, subterráneos, túneles, pozos, inundaciones, aluviones, temporales, derrames, contención y recuperación de materias peligrosas, fugas de gas o similares. De igual manera, se considerará acto de servicio la participación en actividades de capacitación y entrenamiento bomberil en Chile o en el extranjero, acuartelamientos, guardias nocturnas y prestación de servicios a la comunidad consistentes, entre otros, en distribución de agua, cambios de drizas de banderas y lavado de calzadas.

Para los efectos de esta ley, se entenderá como labores que tengan relación directa con la institución bomberil aquellas consistentes en la participación de los miembros de los Cuerpos de Bomberos en exposiciones de materiales y equipos, en formaciones para funerales y desfiles, en actos de representación institucional y en actividades para recaudación de fondos institucionales, entre otras.”.

b) En el inciso tercero, que ha pasado a ser quinto:

i. Introdúcense las siguientes modificaciones en el literal b):

- Intercálase, entre las expresiones “o superior,” y “este subsidio”, la siguiente frase: “hasta dos años después de su titulación o que acredite estar cursando un programa en una institución que otorgue los servicios de preparación a la Prueba de Selección Universitaria, mediante certificado extendido al efecto,”.

- Agrégase en su párrafo segundo, después de los vocablos “actividades laborales”, la frase “o académicas en el caso de estudiantes”.

ii. Sustitúyese el párrafo final de la letra c) por el siguiente:

“Luego de esta segunda acreditación de invalidez, y para efectos del pago de la renta vitalicia correspondiente, la Superintendencia de Valores y Seguros continuará pagando la pensión respectiva.”.

iii. Modifícase la letra d) en la siguiente forma:

- Intercálase en su párrafo primero, entre las palabras “cónyuge sobreviviente” y la expresión “y los hijos menores de 18 años”, la siguiente frase: “o la persona con quien el causante haya mantenido un acuerdo de unión civil, vigente al momento del fallecimiento,”.

- Reemplázase en el párrafo tercero la expresión “y el cónyuge sobreviviente falleciere,” por la frase “y falleciere el cónyuge sobreviviente o la persona con quien el causante haya mantenido un acuerdo de unión civil, vigente al momento del fallecimiento,”. 

- Sustitúyese en el párrafo cuarto la expresión “la viuda” por “el cónyuge sobreviviente”. 

- Introdúcese en el párrafo cuarto, a continuación del punto y aparte que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Igual procedimiento se aplicará respecto de la persona con quien el causante haya mantenido un acuerdo de unión civil, vigente al momento del fallecimiento, cuando aquella contraiga matrimonio o celebre un nuevo acuerdo civil de vida en común.”.

- Intercálase en el párrafo quinto, entre las expresiones “A falta de cónyuge sobreviviente” y “e hijos,”, la siguiente frase: “o de la persona con quien el causante haya mantenido un acuerdo de unión civil, vigente al momento del fallecimiento,”.

- Reemplázase el párrafo sexto por el siguiente:

“El pago de la renta vitalicia por muerte del voluntario se efectuará por la Superintendencia de Valores y Seguros.”.

- Elimínase en el párrafo octavo la siguiente oración: “En este último caso, si el voluntario se encontraba percibiendo su pensión de parte de la Superintendencia, corresponderá a este organismo, cotizar y contratar la renta vitalicia para sus beneficiarios.”.

- Suprímese en el párrafo noveno la frase “y que, en este último caso, la pensión estuviera siendo pagada por la Superintendencia,”.

c) Agrégase el siguiente inciso final:

“Junto a la certificación de Carabineros de Chile a que se refiere este artículo, el Superintendente del Cuerpo de Bomberos al que pertenece el voluntario fallecido, lesionado o enfermo, deberá remitir a la Superintendencia de Valores y Seguros y a la Junta Nacional un informe fundado en una investigación sumaria, que dé cuenta de las circunstancias de hecho que dan origen a la petición de otorgamiento de los beneficios contemplados en esta ley, y que evite la incidencia de futuros accidentes.”.

2. Suprímese en el inciso primero del artículo 4 lo siguiente: “; cotizará y contratará por cuenta de los voluntarios o sus beneficiarios, según corresponda, rentas vitalicias en compañías de seguros de vida, conforme a lo señalado en las letras c) y d) del artículo 1° de este decreto ley,“.

3. En el artículo 5: 

a) Intercálase en el inciso tercero, entre las expresiones “de los honorarios profesionales de los médicos” y “y paramédicos”, la siguiente frase: “, de otros profesionales del área de la salud, cuya intervención haya sido dispuesta por el médico tratante,”.

b) Intercálase en el inciso cuarto, entre la frase “pagará los servicios prestados por” y la expresión “personal paramédico”, la siguiente frase: “otros profesionales del área de la salud, de acuerdo a lo indicado por el médico tratante, y por”.

c) Intercálese en el inciso quinto, entre las expresiones “la Superintendencia” y “podrá extenderlo a un período”, la siguiente frase: “, previa autorización médica,”.

d) Agrégase el siguiente inciso sexto, pasando los actuales incisos sexto y séptimo a ser séptimo y octavo, respectivamente. 

“Se entenderán comprendidos en los gastos de traslado establecidos en el inciso precedente aquellos correspondientes a los traslados desde y hacia el hospital y el lugar de tratamiento ambulatorio o desde el domicilio del convaleciente hasta el hospital o lugar de su tratamiento y hasta su alta definitiva; e, igualmente, desde el lugar en que ocurre el accidente o se contrae la enfermedad hasta el centro hospitalario en que se le preste atención o entre este último lugar y el centro médico de mayor complejidad o especialidad al que sea derivado.”.

4. Agrégase en el artículo 7 el siguiente inciso segundo:

“Al que fraudulentamente obtuviere o intentare obtener los beneficios consagrados en esta ley le serán aplicables las penas previstas en los artículos 467 y siguientes del Código Penal.”.

Artículo 2.- Decláranse extinguidas, por el solo ministerio de la ley, todas las cuentas por cobrar pendientes a los Cuerpos de Bomberos y a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, que figuren en la contabilidad de la Superintendencia de Valores y Seguros, y que correspondan a transferencias de fondos fiscales efectuadas por ese organismo entre los años 2008 a 2012.

La extinción precedente bastará para regularizar administrativamente las rendiciones de cuenta pendientes en la Superintendencia de Valores y Seguros, por parte de los Cuerpos de Bomberos y la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile por el período señalado en el párrafo anterior, debiendo éstas ajustarse en la contabilidad de dicho Servicio con el solo mérito de esta disposición.

Artículo 3.- Esta ley regirá a contar de su publicación. Sin embargo, su entrada en vigor no afectará a los procesos de licitación de renta vitalicia que se hayan iniciado con anterioridad, los que se regirán por la ley vigente en el momento de publicación de las bases respectivas. Las primas para el pago de dichas rentas serán de cargo y cobradas por la Superintendencia de Valores y Seguros a las aseguradoras y mutualidades que vendan el riesgo de incendio, en la misma forma que los demás beneficios del decreto ley N° 1757, de 1977. 

Las rentas vitalicias de invalidez o sobrevivencia contratadas con compañías de seguros de vida autorizadas para operar en Chile a favor de voluntarios accidentados o sus beneficiarios, y las que se contraten en virtud de lo indicado en el inciso anterior, continuarán vigentes, y no serán afectadas por la presente modificación.”.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 29 de noviembre del presente, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Ena von Baer Jahn y señores Carlos Bianchi Chelech y Rabindranath Quinteros Lara (Presidente).

Sala de la Comisión, a 20 de diciembre de 2017.

(Fdo.): Juan Pablo Durán G., Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.571 CON EL OBJETO DE INCENTIVAR EL DESARROLLO DE GENERADORAS RESIDENCIALES Y HACER APLICABLES SUS DISPOSICIONES A TODOS LOS SISTEMAS ELÉCTRICOS DEL PAÍS 

(8.999-08)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Minería y Energía tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Horvath, señora Allende y señor Prokurica, y ex Senadores señora Rincón y señor Gómez.

Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 19 de junio de 2013, disponiéndose su estudio por la Comisión de Minería y Energía.

Concurrió a sesiones de la Comisión el Honorable Senador señor Horvath.

- - -


Asistieron, también, a sesiones de la Comisión, los siguientes personeros:


- El Ministro de Energía, señor Andrés Rebolledo; el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía, señor Andrés Romero; el Jefe de la División de Energías Renovables, señor Cristián Santana, y el asesor señor Sebastián Arroyo. Además, quienes se desempeñaron como Ministro de Energía, señor Máximo Pacheco, y asesor legislativo de la Cartera del Ramo, señor Felipe Venegas.


- El Superintendente de Electricidad y Combustibles, señor Luis Ávila, y el Jefe del Departamento de Informática, señor Francisco Balcázar.


- El entonces Subsecretario de Energía, señor Sergio del Campo.

- Por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo: la Jefa de la División Técnica, señora Jocelyn Figueroa; el Jefe del Departamento de Tecnología de la Construcción, señor Marcelo Soto, y el arquitecto señor Camilo Lanata.


- Los asesores de la SEGPRES, señorita Tania Larraín y señor Renato Valenzuela.


- La especialista del Instituto Igualdad, señorita Daniela Fuentes.


- Los siguientes asesores parlamentarios: de la oficina del Honorable Senador señor Prokurica, la señorita Carmen Castañaza; de la oficina del Senador señor Guillier, el señor Fernando Navarro; de la oficina del Honorable Senador señor García-Huidobro, los señores Felipe Álvarez y Cristián Rivas; de la oficina de la Honorable Senadora señora Allende, el señor Alejandro Sánchez; de la oficina del Honorable Senador señor Pizarro, la señora Kareen Herrera; de la oficina del Honorable Senador señor Horvath, los señores Patricio Araya y Manuel Baquedano.


- Los analistas de la Biblioteca del Congreso Nacional, señores Rafael Torres y Nicolás García.


- Los periodistas del Departamento de Prensa del Senado, señor Francisco Ramdohr; del Comité RN, señor Andrés González, y del Diario El Pulso, señorita Constanza Valenzuela.


- La Directora de Gestión Comunicación, señora Carolina Tirado.
- - -


Se hace presente que una vez concluido el día 30 de septiembre de 2013 el plazo originalmente fijado para presentar indicaciones respecto de esta iniciativa de ley, la Sala del Senado acordó fijar un nuevo plazo para formular indicaciones, directamente en la Secretaría de la Comisión, hasta el día 14 de octubre de ese mismo año.


Con posterioridad, luego de retomarse el estudio de este asunto, se fijaron nuevos plazos para presentar indicaciones hasta el 29 de septiembre, el 30 de octubre y el 11 de diciembre de 2017.


A fin de facilitar el análisis de las indicaciones, se las ha numerado en la forma que se consigna más adelante en este informe.
- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto 


de indicaciones ni modificaciones: No hay.
2.-
Indicaciones aprobadas 


sin modificaciones: Ninguna.
3.-
Indicaciones aprobadas 


con modificaciones: N° 1 bis.
4.-
Indicaciones rechazadas: N°s. 1a, 1b, 2, 3, 3a, 3c, 4, 4a, 5, 6.
5.-
Indicaciones retiradas: N° 1.
6.-
Indicaciones declaradas 


inadmisibles: N°s. 2a, 2b, 3b.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

En forma previa al análisis de las indicaciones, tuvo lugar en el seno de la Comisión un intercambio de opiniones con el Ejecutivo acerca del significado y alcance de aquéllas, así como del proyecto mismo.

El entonces Subsecretario de Energía, señor Del Campo, explicó que la idea de ampliar el límite de 100 a 300 kW implica aumentar la exención tributaria establecida en el artículo 149 quinquies de la ley N° 20.257. Esta disposición prescribe que los ingresos asociados a las inyecciones de los generadores distribuidos no constituyen renta ni están afectos a IVA, salvo para los contribuyentes de primera categoría. En lo tocante a este aspecto, en consecuencia, la Moción sería inadmisible dado que el aumento planteado constituye una enmienda de carácter tributario y el artículo 65, inciso cuarto, N° 1°, de la Constitución Política, entrega a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República la imposición de tributos de cualquier clase o naturaleza, el establecimiento de exenciones y la determinación de la forma, proporcionalidad o progresión de los gravámenes.

Por otra parte, dijo, el aumento del límite en cuestión suscita un problema práctico. Ello, porque copa rápidamente la capacidad de conexión en redes de baja tensión: las instalaciones más grandes suponen un mayor riesgo a la seguridad y calidad de servicio. La experiencia alemana demuestra que más del 95% de la generación distribuida instalada desde el año 2011 es <100 kW. El personero agregó que existen otros instrumentos legales y reglamentarios que fomentan la conexión de equipos que pertenecen al segmento de generadores mayores a 100kW, y que se conectan en redes de distribución.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Horvath relativa a los mecanismos de fomento a los pequeños medios de generación distribuida, el ex representante gubernamental respondió que existen exenciones en el pago del sistema de transmisión que consideran la opción del autodespacho (hasta 9 MWh), al igual que en el caso del generador distribuido. Estos clientes tienen también la opción de vender bajo dos metodologías de precio: costo marginal o precio estabilizado (en virtud de un contrato a plazo).

La posibilidad de modificar la valorización de inyecciones de clientes con potencia conectada menor a 10 KW, arguyó el ex Subsecretario, supone cambiar la metodología y el procedimiento mediante los cuales la Comisión Nacional de Energía calcula las tarifas de distribución. Además, modificar el valor agregado de distribución (que se fija cada cuatro años) incide en las atribuciones de la CNE, lo cual afectaría materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la Republica al tenor de lo prescrito en el artículo 65, inciso cuarto, N° 2°, de la Carta Fundamental.
No obstante, precisó, aún en presencia de generación distribuida las redes de transmisión y distribución deben diseñarse para abastecer la demanda de energía y potencia de los clientes finales, bajo cualquier condición (a fin de respaldarla). En este sentido, como los generadores distribuidos no garantizan la regularidad del suministro, porque sólo producen cuando el recurso está presente, siempre habrá de existir una red que permita suministrar lo que ellos no son capaces de producir.
Ahondando en este punto, señaló que las redes se diseñan sin contemplar el aporte de la generación distribuida. Por ende, si el componente transmisión y distribución se recolecta para cubrir costos de inversión y operación de redes, el cambio propuesto implica que lo que deja de recolectar la empresa distribuidora y transmisora (por entregarse como remuneración al generador distribuido) deberá ser aportado por los clientes regulados que no tienen equipos de generación.
Lo anterior, adujo el personero, constituye un subsidio cruzado regresivo a favor de quienes instalen equipos de generación distribuida, en desmedro de quienes no tienen la capacidad financiera para instalarlos. En otras palabras, el valor agregado de distribución (VAD) será percibido por las personas de mayores recursos. La parte que deje de percibir la distribuidora se repartirá entre el resto de los clientes, que tendrán que pagar a dicha distribuidora lo que dejó de percibir por la parte que no pagó el generador residencial.

A la luz de lo expuesto, el ex Subsecretario recomendó no introducir enmiendas en el actual esquema de remuneración de la ley N° 20.571.

El Honorable Senador señor Horvath advirtió que el objetivo del proyecto de ley es adoptar una alternativa que funciona en varios países del mundo: a saber, que a los pequeños generadores se les pague lo que efectivamente se les cobra, tanto por razones de beneficio social, como por el aumento en la disponibilidad de energía. Hasta ahora no se ha dicho que esta opción influya en los medidores, en términos que haga exigible una forma de medición distinta para el consumo y la generación.

El ex Subsecretario de Energía destacó que la idea del Ejecutivo es, básicamente, privilegiar el autoconsumo residencial y no dar pábulo para incentivar la creación de un negocio o industria adicional. Se busca avanzar con lo que ya existe, esto es, una ley que todavía debe ser probada en la práctica (por lo que recién entonces podrán identificarse sus falencias y aciertos) y un reglamento cuya redacción está muy próxima a concluir. En ese entendido, dijo, la iniciativa en discusión paralizará todo lo que se ha logrado avanzar, dado que los nuevos cálculos y calificación de nuevas áreas de distribución que surgen de su articulado ameritará incorporar ajustes y adecuaciones a lo ya acordado en la materia entre el Ejecutivo y los asesores parlamentarios.

En tal sentido, adujo, lo mejor es impulsar la ley que ya está vigente y, una vez puesta en ejecución, revisar sus resultados prácticos.

En otro orden de ideas, previno que la pretensión del proyecto de incluir en el VAD el financiamiento de obras adicionales, implica alterar de manera importante la metodología y el procedimiento mediante los cuales la Comisión Nacional de Energía calcula el valor agregado de distribución (VAD). Según señalara, esto también corresponde a una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la Republica.

El ex Subsecretario precisó que tratándose del cálculo del cargo por uso de las redes de distribución, el fundamento responde a la necesidad de diseñar y remunerar una red óptima para abastecer la totalidad de la demanda, sin contemplar la existencia de inyección en redes de distribución. Además, como el cálculo del cargo por uso de las redes de distribución (esto es, el valor agregado de distribución o VAD) contempla la agrupación de las empresas distribuidoras en grupos y la definición de cargos por uso de redes de distribución, el costo medio de las empresas distribuidoras está relacionado con la distribución de la demanda en sus redes.

En ese entendido, si las ampliaciones de red requeridas para que se conecten los generadores distribuidos se incluyen en el cálculo, las redes de distribución habrán de diseñarse no sólo para el abastecimiento de la demanda, sino también para permitir la inyección de la generación distribuida que exista y pueda existir en la red. Esto supone modificar los principios que rigen en la materia: el nivel de penetración de generación distribuida variará entre las distintas empresas distribuidoras (por ejemplo, la penetración de los generadores distribuidos en una distribuidora ubicada en el sur de Chile frente a otra ubicada en el norte del país). En los hechos será necesario efectuar una tarificación que refleje distintos niveles de penetración, para lo cual se requerirán estudios de tarificación para cada una de las más de treinta empresas distribuidoras existentes, en contraposición a los seis estudios de VAD que hoy se realizan (uno por cada área típica de distribución). Tales estudios, acotó, son de competencia del Ejecutivo.
Ante una consulta surgida en el seno de la Comisión, el señor Subsecretario explicó que la experiencia internacional muestra que existe una penetración paulatina de generación distribuida, por lo que alcanzar el momento en que la ejecución de obras adicionales se transforme en una barrera de entrada a la instalación de equipos de generación podría tardar algún tiempo. Atendida la experiencia comparada (en especial la alemana) no parece conveniente dilatar la entrada en vigencia de la ley por este motivo.

El Honorable Senador señor Horvath manifestó su inquietud por la circunstancia de que, a su juicio, el Ejecutivo ha sido reticente a introducir enmiendas en la normativa referida a la generación distribuida. Enseguida, enfatizó que esta clase de generación debe constituir una decisión de política pública de carácter prioritario.

De allí es que recabara del Ejecutivo apoyar al menos aquellas indicaciones relativas a, por una parte, mejorar la información disponible para los usuarios de la ley y, por otra, permitir que la instalación de los equipos de generación se pueda realizar en un lugar distinto al techo de la casa e, incluso, en predios vecinos.

En opinión del señor Senador, aun cuando este proyecto en nada entorpece la aplicación de la normativa aprobada con anterioridad, sería oportuno formar una mesa técnica que resuelva las dificultades que se acometen por su intermedio.

La Honorable Senadora señora Allende fue partidaria de probar en la práctica la ley acordada, en lugar de introducir enmiendas sin ningún dato empírico.

En razón de lo anterior, estimó necesario conocer de manera pormenorizada el contenido del reglamento de la ley para determinar si se justifica o no dictar nuevas normas. Según dijera, el interés primordial que le asiste es que la normativa ya establecida comience a operar a la mayor brevedad.

Por otra parte, la señora Senadora señaló que la posibilidad de un subsidio cruzado nunca estuvo dentro de los objetivos de la ley. Esta circunstancia, agregó, distorsionaría la finalidad original de lo aprobado.

- - -


Luego de la asunción del gobierno de S.E. la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, la Comisión de Minería y Energía retomó el análisis en particular de esta iniciativa legal.

En esta ocasión, y luego de que el Honorable Senador señor García-Huidobro sostuviera que, en su opinión, la actual ley N° 20.571 no cumple adecuadamente con el propósito que la inspira, el entonces Ministro de Energía, señor Máximo Pacheco, indicó que las modificaciones que el proyecto propone abordarían seis aspectos, a saber:


1. Una valorización de las inyecciones de energía a la red que realicen los sistemas al mismo precio que la tarifa BT1, para aquellos clientes acogidos a ésta.


2. El traspaso al valor agregado de distribución (VAD) del costo de modificaciones a la red de distribución, si se requieren, para acoger las inyecciones de energía a los sistemas.


3. Un incremento del límite de capacidad instalada de los sistemas reconocidos de 100 a 300 kW.


4. La extensión del derecho establecido en la ley a todos los sistemas eléctricos.

5. La obligación de la empresa distribuidora de difundir entre sus clientes el derecho que le otorga la ley para autogenerar.

6. La posibilidad de que el servicio de generación sea realizado por alguien distinto al cliente regulado.


Enseguida, precisó que en Chile el mercado del sistema fotovoltaico para autoconsumo es aún inmaduro y no se ha desarrollado satisfactoriamente. Lo anterior provoca que los consumidores sean quienes sufran los efectos. En tal sentido destacó que mientras en Alemania, por ejemplo, el precio watt promedio oscila entre US$1,3 y US$2, en Chile varía entre US$3,5 y US$4,5. Esto significa que por instalar en nuestro país el mismo panel solar se debe desembolsar casi el doble de lo que cuesta en esa nación, lo que impacta la rentabilidad de la inversión si se considera que dicha instalación se paga en el doble de tiempo. En ese contexto, agregó, lo que se requiere es adoptar medidas que permitan que este mercado madure. De lograrse, los paneles solares tendrán un valor similar al que se paga en Alemania. En todo caso, dijo, ya hay acciones en esa dirección: así, a título ilustrativo, mencionó que en la Región de Atacama se construirán nuevas viviendas con colectores y paneles solares.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Guillier relativa a la posibilidad de concretar el proyecto de plataforma solar del desierto, que pretende fabricar en Chile el equipamiento necesario para reducir los costos y generar cluster e industria, el ex Secretario de Estado explicó que en tanto no exista un mercado con una demanda suficiente que permita la producción a escala competitiva, los paneles fabricados en el norte serán más costosos que los confeccionados en otros países.


A su juicio, si se atiende a la historia del desarrollo de los sistemas de generación distribuida y de expansión de las energías renovables en Europa, que en una primera fase se vinculó con razones de sustentabilidad y hoy en función de la competitividad y la productividad, puede esperarse una rebaja del 75% del precio actual de los paneles fotovoltaicos.


Respecto del funcionamiento de los paneles fotovoltaicos, el señor Pacheco comentó que estos ingenios utilizan las horas de sol para generar energía mediante un inversor que transforma la corriente continua en alterna, y un medidor bidireccional que permite registrar la energía que se consume y la que se inyecta a la red. Los excedentes no aprovechados en el autoconsumo se transfieren e inyectan a la línea de distribución. En el caso de un hogar promedio de Santiago, que posee paneles solares en un sistema de 3KW policristalino, el aporte de energía a la red se verificaría entre las 8 y las 18:30 horas.


Por otra parte, añadió, la cuenta de la electricidad se estructura en base a la energía (generadora); la transmisión; la distribución, y el impuesto al valor agregado (IVA). La distribución se calcula en relación al valor agregado de distribución (VAD) cada cuatro años y comprende el pago de las instalaciones eléctricas, gastos de administración de las distribuidoras, mantenimiento de líneas y rentabilidad garantizada por ley a la empresa.


En ese entendido, si el Congreso Nacional determinara que las inyecciones se deben comprar a una tarifa similar a la que se cobra por la energía, de manera de obtener una penetración de mercado equivalente al 10% de la población, la modificación legal tendría un costo de US$56 millones anuales. Si bien este costo podría financiarse por los consumidores que no tienen paneles, los hogares que los podrían adquirir serían los de más altos ingresos, lo que originaría un efecto redistributivo regresivo. Si, por el contrario, se optara por un subsidio estatal, los favorecidos también serían los hogares de más altos ingresos.


Lo dicho, agregó, constituye el principal obstáculo del proyecto de ley en estudio: no se hace cargo del costo financiero asociado a las modificaciones que plantea. A su turno, para el Ministerio la idea de aumentar el límite de capacidad instalada de un sistema reconocido de 100 a 300 kW parece factible. Lo que motiva al Gobierno es fomentar la mayor penetración del net metering.


A continuación declaró que la posibilidad de extender el derecho establecido en la ley a todos los sistemas eléctricos, se encuentra contemplada en el ordenamiento jurídico. A su turno, la obligación de difundir entre sus clientes el derecho que otorga la ley a autogenerar, que busca imponer a las empresas distribuidoras, es una alternativa que se puede materializar administrativamente.


Sin embargo, arguyó, permitir que el servicio de generación pueda ser realizado por alguien distinto al cliente regulado y efectuarse en un lugar diferente al de consumo, es un asunto que debe ser estudiado con detención porque podría vulnerar al propio principio de autoconsumo: al efectuarse tal cambio el autoconsumo ya no sería el fin del sistema de inyecciones.


En opinión de la Honorable Senadora señora Allende, si existen juicios en los tribunales de justicia relativos a este asunto, es porque las compañías no pagan la energía que se genera en forma domiciliaria al mismo valor en que ellas la venden. En un ambiente monopólico, de lo que se trata es de fomentar y promover la instalación de paneles solares no sólo para autoconsumo, sino también para propender hacia un mercado más competitivo, diversificado y con más actores, que contribuya a reducir los precios de la energía. Si a las personas que instalan paneles se les paga por la energía que generan sólo el equivalente al 50% del precio que a ellas mismas se les cobra por la empresa distribuidora, entonces no hay un incentivo real. En ese marco, es oportuno destacar el ejemplo de Alemania y de otros países europeos, en los que las compañías devuelven el valor real de lo que se genera a nivel domiciliario.


Luego, la señora Senadora recordó que actualmente se otorga un crédito tributario que es menor para las viviendas más costosas y mayor para las más económicas, que podría replicarse en materia de agua caliente para favorecer a los pequeños generadores.


El Honorable Senador señor Guillier abogó por la creación de mecanismos legales de fomento que tengan impacto en el mediano y largo plazo. En esa proyección de tiempo se justifica una normativa que aborde esta situación y estimule las energías locales o domiciliarias, de tal modo que inyectar y retirar energía se efectúe a un precio equivalente.


El Honorable Senador señor Horvath expresó que ley N° 20.571 tuvo por objeto en un principio establecer un net metering sin subsidio, que pagaba al microgenerador cerca del 90% del valor de lo que la empresa cobraba, en el entendido de que dentro de ese 10% se incluía el margen de utilidad de las empresas. En ese contexto la ley no se refiere sólo a lo solar, sino también a lo eólico y a las pequeñas centrales hidroeléctricas, para que puedan inyectar sus excedentes.


En circunstancias que la tecnología mejora, agregó, aumenta la eficiencia y disminuyen los precios de los paneles solares. Lo que se necesita es un trabajo de capacitación y demostración para suscitar el correspondiente círculo virtuoso. No puede olvidarse, dijo, que se trata de tecnologías limpias, mientras nuestro sistema eléctrico es contaminante, aumenta el costo y transforma áreas en zonas de sacrificio.


Los esfuerzos legislativos y de política pública, arguyó, deben encaminarse a transparentar los costos en un sistema concentrado, donde las tarifas permiten una excesiva utilidad para los actores del mismo. Cuando se alcance la interrelación entre energías renovables, se inyectará cuando la persona no esté en el domicilio. El punto es que una vez revisadas las tarifas se puede ajustar el valor que paga la distribuidora al generador domiciliario. Al Estado le corresponde elaborar planes piloto por región e instalar paneles en escuelas, viviendas sociales, edificios públicos y municipales. Esto facilitará los procedimientos y dará origen a diversos beneficios sociales.


Consultado por el Honorable Senador señor García-Huidobro por la razón que explica que se limitara a 100KW la capacidad de los generadores residenciales, el ex Ministro de la Cartera explicó que ello obedeció a la idea de no establecer condiciones que pudieran provocar competencia desleal con las distribuidoras.


Enseguida intervino el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía, quien aludió a los componentes técnicos que articulan las cuentas de energía eléctrica.


Sobre el particular, el personero comentó que el 45% de la cuenta de energía eléctrica en la capital del país está configurada por los componentes transmisión, distribución e IVA. En regiones con menor densidad poblacional el valor es más alto, al haber menos personas entre las cuales distribuir el valor. Cuando se discutió la ley N° 20.571 se sostuvo que los componentes transmisión, distribución e IVA, no podían pagarse al generador residencial porque no es transmisor ni distribuidor, ni menos un prestador de servicios. En tal circunstancia se definió que se le pagaría como si fuera generador, es decir, energía más pérdidas ahorradas.


El componente “distribución” es una tarifa regulada que se calcula cada cuatro años por la CNE, y que el distribuidor tiene derecho a percibir. El autogenerador necesita de la red para consumir y para inyectar, en el entendido que la referida red debe soportar el pico de consumo que se produce en ciertos horarios.


Hay países que han solucionado los costos del pago “uno a uno” mediante un subsidio fiscal; otros, a través de un aumento tarifario, transfiriéndoselo al resto los clientes, no obstante el efecto regresivo que se produce en este último caso debido a que sólo el segmento más rico de la población está en condiciones de hacer la inversión inicial necesaria. En tal contexto, dijo, si bien el Gobierno comparte la finalidad del proyecto de ley de fomentar la generación residencial, difiere en cuanto a la identificación de la causa del problema: el gran obstáculo no es el pago, sino la inversión inicial. El esquema debe mantenerse en autoconsumo y en la inyección de excedentes a la red. Con todo, anunció que en un futuro proyecto de ley sobre eficiencia energética deberían acometerse las tarifas y el valor agregado de distribución (VAD).


Luego de destacar la importante coincidencia que se constata en orden a la conveniencia de facilitar la existencia de diversas formas de generación y, en especial, de mostrar las bondades de las energías renovables, el Honorable Senador señor Prokurica instó por la búsqueda de una forma de materializar dichas finalidades sin que esto implique que el Estado o terceros deban hacerse cargo de los costos económicos asociados.


Según dijera, con inversiones de $2 millones por instalación domiciliaria parece poco factible la masificación del sistema, y consecuencialmente la reducción de los costos involucrados. Si fuera posible que las distribuidoras vendieran e instalaran los paneles solares, en circunstancias que tuvieran asegurado el 10% de los ingresos por ley, quizás estas compañías podrían dejar de vender el porcentaje correspondiente a la autogeneración inyectada al sistema.


Hasta hace algún tiempo, añadió, hubo un subsidio para la instalación de sistemas de calefacción solar térmica en casas nuevas que dio buenos resultados y originó una industria exitosa que produjo valor agregado y mejoró la calidad de vida de las personas. Considerando que más del 30% de la población nacional todavía no cuenta con agua caliente en el hogar, podría pensarse en renovar este beneficio. Un mecanismo semejante podría replicarse en materia de generación fotovoltaica.


El Honorable Senador señor Horvath reiteró al Ejecutivo la necesidad de revisar la estructura tarifaria eléctrica, dado que, en su opinión, los usuarios están pagando más de lo que corresponde debido a la opacidad de nuestro sistema energético. Además, propuso que los Ministerios de Vivienda y Urbanismo y de Medio Ambiente incorporen en sus planes y programas sociales medidas de fomento para la autogeneración con energías renovables y de capacitación para su uso y mantención. Al respecto, señaló que en aquellos lugares de Estados Unidos de Norteamérica donde funciona el net metering se han celebrado beneficiosos acuerdos entre los gobiernos federales y las empresas eléctricas para facilitar y masificar su utilización.


El Honorable Senador señor García-Huidobro comentó que en la Villa Cordillera de Rancagua se instalaron paneles solares para el agua caliente lo que permitió un ahorro promedio de cerca del 50% de las tarifas mensuales de calefacción. A la luz de este resultado, dijo, sería oportuno que el Ministerio de Energía estudiara cuál ha sido la rentabilidad social en esta materia. El problema no se relaciona solamente con el ahorro, agregó, sino también con la eficiencia energética.


El ex Ministro señor Pacheco, partidario de que el sector público promueva este tipo de energía, informó que para la reconstrucción de viviendas en la Región de Atacama se han considerado colectores y paneles solares. Además, ya existen convenios de instalación de paneles solares con el Ejército de Chile, así como en hospitales y escuelas públicas. Ello debería incentivar el surgimiento de nuevas empresas dispuestas a entregar soluciones a menor valor.


Con todo, precisó, el subsidio y franquicia para colectores solares no tiene el carácter de política pública energética sino de vivienda. Este subsidio es más eficiente que el de paneles solares y asciende a US$42 millones. Se necesita que las distribuidoras se conviertan en aliadas en esta materia, razón por la cual en el proyecto de eficiencia energética se incluirán medidas para desacoplar la rentabilidad de estas compañías con la venta de energía.


Finalmente, el Secretario Ejecutivo de la CNE explicó que el valor agregado de distribución (VAD) define las inversiones que se deben desarrollar, el valor de reemplazo de ellas, el costo de mantenimiento y administración y la rentabilidad. En esta tarificación si bien se garantiza una rentabilidad del 10%, no es una rentabilidad que se asegure de manera directa sino un mandato del regulador para que en su cálculo tarifario tal beneficio sea del 10%.
Consultada la Jefa de la División Técnica del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señora Jocelyn Figueroa, por las iniciativas de la Cartera que incorporan eficiencia energética y energías renovables no convencionales en políticas de Vivienda, Barrio y Ciudad, señaló que las acciones ministeriales se orientan a reducir los consumos energéticos, para colaborar en la economía familiar, limpiar la matriz energética y ayudar a la conservación de los recursos naturales; contribuir a proteger el medio ambiente, de modo de reducir las emisiones de dióxido de carbono a la atmósfera, y mejorar la calidad de vida de las familias, generando mayor acceso a recursos y tecnologías, con bajo costo y diversificación de uso.

En ese orden de ideas, dijo, el MINVU asumió el compromiso de incluir sistemas solares térmicos que generan agua caliente sanitaria tanto en viviendas existentes, como en aquellas nuevas, relacionadas con la reconstrucción en las zonas del país que han sufrido catástrofes naturales. Además, en conjunto con el Ministerio de Energía, se pretende promover el desarrollo del mercado de las ERNC y el autoconsumo socialmente eficiente y transversal respecto de todos los actores económicos. 

Para la producción de agua caliente sanitaria con energía solar se utilizan sistemas solares térmicos que se instalan mediante subsidios a través del Programa de Protección del Patrimonio Familiar. El ahorro mínimo de energía que se obtiene varía según la comuna entre 64% en el norte y 26% en el extremo sur. El censo de 2002 demostró que el 43% de los hogares chilenos aún no posee un medio para la producción de agua caliente sanitaria, por lo cual estos sistemas representan una oportunidad.

Los subsidios para instalar un sistema solar térmico individual en viviendas existentes ascienden a una suma que oscila entre 50 y 65 UF, según la comuna en que se ubique la propiedad. A la fecha se han instalado 8.859 unidades, equivalentes a 513.271 UF. Estos programas comenzaron el año 2011, con financiamiento del Ministerio de Energía. El año 2013 el MINVU incorpora este programa a su línea regular. Así, en 2014 se entregaron 4.878 artefactos, con una proyección de cinco mil subsidios para 2015.

En lo que respecta a viviendas nuevas, agregó, la ley N° 23.365 considera un beneficio tributario a constructoras que instalen sistemas solares térmicos de hasta 3.000 UF. Por otra parte, el programa contemplado en el decreto supremo N° 49, del MINVU, de 2011, establece un subsidio directo donde el gasto estimado es de $23.800 millones para el período 2015-2019, con casi dieciséis mil viviendas beneficiadas. Para 2015 se proyecta un monto de 50.000 UF, equivalentes a aproximadamente 800 subsidios, mientras que para el año 2016 la cifra se eleva a 200.000 UF correspondientes a 3.300 beneficiarios.

En lo que concierne a procesos de reconstrucción, acotó la personera, existe un convenio con el Ministerio de Energía para entregar un subsidio complementario para instalar sistemas solares térmicos en viviendas nuevas en Arica, Iquique y Valparaíso en el período que media entre los años 2014 y 2016, por un monto total cercano a 140.000 UF. En 2015 ello alcanzará las 58.000 UF, equivalentes a 1.100 beneficiarios. Adicionalmente, en Antofagasta y Atacama se incorporarán aportes para la instalación de estos sistemas tanto en reparación, como en reposición de viviendas.

En materia de sistemas fotovoltaicos, destinados a la generación de energía eléctrica mediante radiación solar, la personera del MINVU destacó que los beneficios esperados inciden en generación de energía a bajo costo con menor impacto en el medio ambiente; disminución de gastos en consumo fijo de energía eléctrica (gastos comunes), en comunidades de bajos ingresos, y generación de energía sin acceso a red eléctrica en sectores rurales.


Lo anterior incluye soluciones de iluminación fotovoltaica, principalmente en espacios comunes de condominios sociales, mediante un sistema autónomo con baterías. El funcionamiento de las luminarias puede ser independiente a la red eléctrica, o bien conectada a ella. A la fecha se han entregado 2.178 paneles correspondientes a 54.750 UF de subsidio.


En la actualidad, arguyó, el MINVU en conjunto con el Ministerio de Energía impulsan la reconstrucción con un sello de eficiencia energética, para aprovechar las ventajas climáticas del norte de Chile. Esto incluye, para reparación y reposición de viviendas, un subsidio adicional destinado a la instalación de sistemas solares térmicos y paneles fotovoltaicos. La ley N° 20.571, que regula el pago de las tarifas eléctricas a las generadoras residenciales, establece planes piloto de masificación de los sistemas fotovoltaicos en viviendas sociales. El estándar general de estos paneles es de 500Wp, que equivalen a aproximadamente el 40% del consumo de una vivienda de sectores vulnerables.


Al concluir hizo presente que incorporar criterios de eficiencia energética en las políticas públicas orientadas a los sectores más vulnerables es avanzar en equidad, por cuanto estos sectores podrán acceder a mejores condiciones de vida sin necesidad de aumentar sus gastos. De allí es que los efectos de estas políticas se resuman en un uso más eficiente de la energía y de los recursos naturales; la reducción de emisiones y contaminación, con los correspondientes beneficios en el ámbito de la salud; el mejoramiento de los estándares de habitabilidad y confort, y la reducción de gastos y la optimización del presupuesto familiar.

El Honorable Senador señor Guillier estimó necesario realizar una evaluación de los resultados en la aplicación de estos programas en viviendas sociales, principalmente en cuanto a ahorro afectivo, mantención y reparación de equipos. Además, planteó la conveniencia de que se establezca un subsidio adicional para las Regiones de Antofagasta y Atacama.

En idéntico sentido, el Honorable Senador señor Prokurica requirió a los representantes del MINVU un informe con los resultados obtenidos a la fecha con estos programas.

La personera de Gobierno indicó que el cálculo del subsidio para la franquicia tributaria se hace a través de un decreto anual, dictado en conjunto con el Ministerio de Energía, y que alcanza a cerca de 60 UF. En cuanto a los subsidios adicionales para las Regiones de Antofagasta y Atacama, sostuvo que son del orden de 55 UF para instalación de sistemas solares térmicos y de 50 UF tratándose de paneles fotovoltaicos.

Con respecto a las garantías que se solicitan, manifestó que se ha pasado de un programa piloto a uno de carácter técnico, donde el sistema genera ahorros considerables, que en algunos períodos del año permite reemplazar el uso de gas. En materia de durabilidad y mantención, precisó, se ha elaborado un estándar técnico para determinar cuáles son los sistemas que los cumplen. También se contemplan garantías respecto del equipo y su instalación. En tal sentido, dijo, en la franquicia tributaria se dispone un compromiso de mantención anual por cinco años.

La Honorable Senadora señora Allende, interesada por conocer más detalles de estos programas en la Región de Atacama, adujo la necesidad de que estas iniciativas no sólo se reduzcan a las situaciones de emergencia. En su opinión, lo razonable sería que en las viviendas definitivas se instalen tanto sistemas solares térmicos para agua caliente sanitaria, como paneles fotovoltaicos para la generación de electricidad. Finalmente, consultó por los plazos que se manejan para materializar los proyectos de reconstrucción y el monto involucrado en las garantías.

El Honorable Senador señor Horvath sugirió que los programas ministeriales consideren factores de distribución regional, dada la necesidad de que en cada región existan proyectos pilotos en viviendas con paneles fotovoltaicos. Esto permitirá generar un efecto demostrativo de los beneficios que conllevan. Tales planes pilotos podrían ser respaldados por las universidades regionales. 

El Honorable Senador señor García-Huidobro, luego de recordar que con estos programas de eficiencia energética en la reconstrucción de la Villa Cordillera, en la comuna de Rancagua, se han alcanzado ahorros de 50% en promedio en los gastos de energía, abogó por la necesidad de establecer recursos para paneles solares y fotovoltaicos que sean destinados también a la construcción de viviendas sociales en los proyectos regulares del MINVU para propender a la reactivación económica.

El Honorable Senador señor Guillier, partidario de que en la materia las decisiones de los equipos técnicos ministeriales o sectoriales respondan a estándares objetivos, fue de opinión de incentivar la creación de un cluster de energía solar en el norte del país.
Al retomar el uso de la palabra, la Jefa de la División Técnica del MINVU advirtió que si bien a través del Programa de Protección del Patrimonio Familiar se distribuyen cinco mil subsidios en todas las regiones, algunas de ellas no utilizan estos recursos (lo que implica redistribuirlos a nivel nacional). Lo dicho se da por la ausencia de instaladores y proveedores en algunos sectores del país, como en el caso de Magallanes, Aysén, Arica y Copiapó.

La personera fue proclive a incorporar a la reconstrucción como un adicional a la línea regular de proyectos del Ministerio. Habiendo sido aprobados los recursos por la Dirección de Presupuestos, se encuentran disponibles para las viviendas a ser reconstruidas o reparadas en Antofagasta y Atacama. Si bien el catastro de perjuicios en las áreas afectadas indica que en ambas regiones son cerca de mil las viviendas destruidas y de tres mil las que sufrieron daños moderados a mayores, no es fácil determinar el número exacto de sistemas solares térmicos y fotovoltaicos que habrán de instalarse porque, primero, se requieren proveedores suficientes y evaluar condiciones técnicas y de factibilidad.
El Honorable Senador señor Horvath consideró imprescindible que la entrega de los subsidios se vincule a acciones de capacitación en la operación y mantención de los equipos. En caso contrario, si éstos se entregan y los beneficiarios no tienen el conocimiento necesario para utilizarlos, es probable que la inversión pública sea ineficiente.

En sentido similar, el Honorable Senador señor Guillier enfatizó que se requiere del Estado un rol proactivo, mediante un trabajo intersectorial entre diversos ministerios. En la medida que las instituciones públicas y unidades militares incorporen esta tecnología se creará un mercado en el corto plazo, lo que dará origen a una política de incentivo al inversionista y de promoción de la eficiencia energética. 

El Honorable Senador señor García-Huidobro arguyó que como en razón de que en las horas punta en el consumo de energía las empresas realizan la generación mediante diésel, se hace oportuno incentivarlas a que lo hagan de otra forma. En su opinión, es fundamental para dicho incentivo determinar el valor que se pagará por la energía autogenerada inyectada al sistema.

La Jefa de la División Técnica del MINVU respondió que esta Cartera subsidia e incentiva el uso de este tipo de equipos y ofrece capacitación tanto a proveedores, como a beneficiarios. Tratándose de conjuntos habitacionales, se aplica el Plan de Habitación Social durante el proceso de diseño y construcción, en el que se consideran los conocimientos sobre mantención de las viviendas y equipos.

Añadió que si bien la industria dedicada a estos sistemas y equipos está en fase de crecimiento, ya existen importadores, proveedores e instaladores e, incluso, productores y tecnología nacional. El Estado cumple una labor de fomento con el objeto de fortalecerla. Fuera del ámbito de la vivienda social, existe el Programa de Techos Solares, patrocinado por los Ministerios de Energía, Medio Ambiente y Bienes Nacionales, para incorporar paneles fotovoltaicos en edificios institucionales y hospitales a través de convenios.

En lo que respecta a la franquicia tributaria por la incorporación de sistemas solares térmicos en viviendas nuevas, se incluye la provisión, instalación y mantención por cinco años. En los requerimientos técnicos para subsidiar un equipo en una vivienda social, se considera la garantía de instalación por dos años y la del producto, propiamente tal, por cinco años.

- - -

En sesión posterior, y al proseguir la discusión en particular de esta iniciativa legal, el Honorable Senador señor García-Huidobro cuestionó el reducido incentivo que establece la actual legislación en materia de generación domiciliaria. En este sentido, preguntó por la voluntad del Ejecutivo para incrementar los estímulos, a objeto de masificar la autogeneración.

El Ministro de Energía, señor Andrés Rebolledo, aclaró que la actual normativa se relaciona principalmente con energía solar y paneles fotovoltaicos. A la fecha, adujo, se han instalado 1.450 proyectos de autogeneración y autoconsumo, siendo el 80% en hogares. Sin embargo, agregó, se requiere un avance más consistente en generación ciudadana. Así, en la medida que este mercado ha madurado 
–con la consecuente disminución de costos- esta Secretaría de Estado ha desarrollado el programa de instalación de techos solares en cien edificios públicos: en 2016 se ha producido un crecimiento notable en esta área. Además, en la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (SEC) se ha incorporado una modalidad para que la instalación se produzca en un plazo menor.

Luego, fue partidario de incluir algunas de las modificaciones que propone el proyecto en discusión en una futura iniciativa legal sobre distribución. Lo que interesa, dijo, es contemplar la posibilidad de que los hogares y el comercio autogeneren energía, almacenándola para posteriormente retirarla y utilizarla. Con todo, no se pretende crear una nueva línea de negocios para vender energía a partir de esta legislación.

Si bien el proyecto, dijo, busca –en lo medular- hacer más atractiva la generación residencial, la valoración de la energía constituye el punto más complejo a resolver. En la legislación vigente lo que se inyecta y retira de la red se valora al mismo precio, esto es, cerca de un 57% o 60% del valor total de la cuenta mensual, reconociéndose el IVA. Pero el valor agregado de distribución (VAD) no se incorpora al precio que se paga a hogares cuando inyectan a la red: dado que este mercado es un monopolio natural regulado, si se agregara el VAD (para ser pagado por las empresas) sería incluido en las tarifas, lo cual supone crear un subsidio regresivo que distorsionaría el sistema. De allí que la finalidad debe orientarse a incentivar el autoconsumo, pero no a establecer un negocio (la venta de energía y la obtención de utilidades por la generación).

El Honorable Senador señor Guillier sostuvo que un aspecto relevante a dilucidar radica en determinar si la autogeneración será destinada exclusivamente para consumo doméstico o si también podrá ser aplicada en instalaciones comerciales.

La Honorable Senadora señora Allende consideró oportuno establecer un registro público, a cargo del Ministerio de Energía, de las empresas que desarrollan estos proyectos eléctricos.

El Honorable Senador señor García-Huidobro hizo hincapié en que también se debe incentivar la autogeneración en las pequeñas y medianas empresas (PYMES). Al respecto, recordó que en la actualidad se permite esta modalidad pero con un límite de 100KW, por lo que cabría analizar la conveniencia de incrementar este límite.

El señor Ministro de Energía explicó que la autogeneración no sólo se contempla para instalaciones domiciliarias, sino también para el comercio. Es así como hoy en el país el 70% de los proyectos corresponden a casa habitación, y un 30% a comercio.

A continuación señaló que la legislación permite la utilización de esta modalidad en todos los sistemas de distribución. Lo anterior no obsta a que pueda haber diferencia entre la titularidad del inmueble y la del proyecto de autogeneración (por ejemplo, el dueño del proyecto puede ser el arrendatario del inmueble). Esta situación ha de considerarse para avanzar en la implementación del modelo de las empresas ESCO (una proporción del ahorro es para los dueños del proyecto, otra se destina a amortizar la inversión inicial). En todo caso, estas empresas se encuentran registradas en el Ministerio. Y la experiencia de los techos solares públicos ha permitido conocer pormenorizadamente el mercado. 

Por otra parte, dijo, si bien es razonable insistir en la necesidad de difundir y publicitar esta política, para cumplir este cometido basta con la legislación vigente.

En cuanto al límite de autogeneración, comentó que en circunstancias que la ley N° 19.940 permite vender suministro de energía a las redes de distribución hasta 9MW, el Ejecutivo se encuentra disponible para aumentar este guarismo mientras no sea un negocio en sí mismo y se asocie a la actividad productiva que se realiza.

El Honorable Senador señor Prokurica manifestó su inquietud por el reducido número de proyectos de este tipo que se ha ejecutado hasta ahora. El sistema eléctrico debe funcionar en un punto medio entre la cantidad de proyectos de autogeneración y la estabilidad del VAD y el negocio de la distribución. Todo indica, adujo, que en nuestro país todavía no se alcanza este punto de equilibrio.
Es destacable, añadió, que los sorprendentes resultados del país en el ámbito de las ERNC se han obtenido sin subsidios. Cabe considerar que la autogeneración no sólo supone un ahorro para el hogar donde se instala el proyecto, sino también incide en la seguridad del suministro mediante un generador independiente y en menores emisiones al medioambiente. 

En su opinión el Estado también debería ocuparse del empleo de la energía solar para calefacción sanitaria, dado que el 36% de los hogares chilenos no cuenta con servicio de agua caliente. Urge un programa social en este ámbito.

La Honorable Senadora señora Allende resaltó que después de dos años de vigencia de esta legislación existen muy pocos hogares que han optado por la modalidad de la autogeneración, lo que amerita estudiar las causas que explican esta falta de dinamismo y las eventuales correcciones que se requieran para implementar una política que ayude efectivamente a incentivarla.

A su juicio, urge gestionar de mejor forma la distribución, esto es, avanzar hacia una gestión inteligente que ordene el consumo y evite las llamadas horas punta. Esto permitiría un manejo más equilibrado del sistema.

En cuanto a la aplicación de la equidad tarifaria en la nueva legislación, recordó que se anunció que la Región Metropolitana iba a sufrir un aumento leve en el valor de sus cuentas, aunque en los hechos el aumento ha sido significativo, lo que ha ocasionado reclamos por alzas desmedidas en las cuentas.

El Honorable Senador señor García-Huidobro hizo presente la necesidad de introducir un ajuste en materia de horas punta. Tratándose del riego, en circunstancias que lo eficiente sería efectuarlo en la noche, los agricultores se ven impedidos de llevarlo a la práctica porque implica pagar sobreprecio. 

El Ministro de Energía aclaró que el marco legal de la distribución requiere ajustes en asuntos tales como gestión de la demanda y medidores inteligentes, aunque en este último caso todavía no existe claridad acerca de quién debería hacerse cargo del costo del aparato.

En lo referido a las horas punta de consumo, precisó que con la próxima entrada en vigor de la Ley de Equidad Tarifaria los agricultores accederán a una tarifa especial que permitirá “aplanar” estos segmentos horarios.
El personero hizo presente que en estos meses la instalación de proyectos de autogeneración ha aumentado considerablemente, fenómeno que se sigue acelerando. Si antes no hubo un crecimiento masivo es por el elevado esfuerzo de inversión que hay que efectuar al inicio de los proyectos y al relativo desconocimiento acerca del funcionamiento del mercado.

En lo que atañe a la legislación sobre equidad tarifaria, señaló que implicará una rebaja tarifaria en las comunas que generan energía eléctrica y la eliminación del cobro de corte y reposición. Empero, la homogenización de la cuenta producirá un efecto general: en base a una cuenta tipo no habrán diferencias superiores a 10% sobre o bajo el valor promedio. Cuando este efecto se verifique habrá una reducción tarifaria en la mayoría de las comunas del país, incluida la Región Metropolitana, con la aplicación combinada de los decretos de equidad tarifaria y de VAD. Luego, informó que hasta el momento no ha habido un alza en la cantidad habitual de reclamos por cobros indebidos, considerando el contexto actual por los prolongados cortes de energía en algunas comunas y el sobreconsumo invernal.

En lo que relativo al llamado “medidor inteligente”, el Jefe de la División de Energías Renovables del Ministerio de Energía explicó que si bien es un dispositivo que realiza distintas funciones, tales como una comunicación remota, la identificación del origen de los consumos en el hogar, la administración del propio consumo y el envío de una señal en caso de corte del suministro, no es exigido por la actual normativa para la modalidad de autogeneración domiciliaria. Lo que la ley requiere es sólo un medidor bidireccional, cuyo costo bordea los $20.000 en comparación con el inteligente que tiene un precio cercano a US$200. El Ministerio pretende que este tipo de exigencias no sea una limitación para el desarrollo de la generación distribuida: la idea es que se puedan utilizar los medidores más simples y, en este sentido, los medidores bidireccionales son capaces de medir en ambas direcciones y mantener los registros.

Respecto del agua caliente, el personero proyectó que hacia fines de año habrá cien mil viviendas con sistemas solares térmicos para agua caliente sanitaria, de las cuales más de treinta mil serán viviendas sociales. En todo caso, agregó, se han reforzado los programas del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, como el Programa de Protección al Patrimonio Familiar, para llegar a una meta 2017 de quince mil viviendas aprobadas para sistemas solares térmicos.

El Superintendente de Electricidad y Combustibles aclaró que el desempeño del medidor inteligente se logra mediante el sistema al cual se conecta. En consecuencia, es el sistema que se coloca sobre el medidor el que permite que éste sea inteligente, no basta sólo con el aparato. De lo que se trata es que el mecanismo pueda hacer tele-comando y transferencia de datos.

El Honorable Senador señor Prokurica subrayó la necesidad de hacer un seguimiento al Programa que busca que cien mil viviendas cuenten con agua caliente. En esta materia, adujo, debe dilucidarse el rol y el servicio que prestan las empresas que actúan de nexo entre fabricantes y consumidores, y establecer qué sucederá cuando las inyecciones de energía al sistema generen utilidades.

El Honorable Senador señor Guillier fue partidario de crear un mercado amplio y dinámico, mediante la introducción de demanda vía acción del Estado.

El Jefe de la División de Energías Renovables informó que los sistemas que se instalan tienen cinco años de garantía y de mantención. Los requisitos técnicos para ser sujeto de apoyo del MINVU son más estrictos en la actualidad, lo cual si bien encarece el sistema asegura mejor calidad. Lo relevante es que los pequeños y medianos proyectos de autoconsumo ya son una realidad en Chile, crecen rápidamente y pueden ser aplicados en vivienda y riego.

En circunstancias, añadió, que se ha dado una evolución de los costos de los sistemas fotovoltaicos residenciales en el mercado mundial, la diferencia fundamental se explica por los denominados “costos blandos” vinculados a la tramitación burocrática y a los subsidios. El entorno inicial es más complejo que el de las energías renovables a gran escala, principalmente por el tamaño del negocio. Así, en los proyectos de gran escala el volumen de negocio es tal que todo se dinamiza (financiamiento internacional, inversionistas locales, proveedores de equipo, etc.), lo que incide en su positiva rentabilidad. En proyectos de generación distribuida el negocio es más acotado, por lo cual no se da ese movimiento de interés masivo: se trata de un mercado local, pequeño.
Un aspecto clave para el despegue de este tipo de proyectos se relaciona con el estado de madurez de la oferta, y la existencia de proveedores. En mercados inmaduros esta oferta es extremadamente opaca por el grado de desconocimiento. En ese contexto el Estado cuanta con instrumentos de apoyo multisectoriales, pero requiere mayor coordinación. Como fuere, arguyó, el Fisco influye en la transparencia de los precios mediante las compras públicas.

El señor Ministro de Energía precisó que, a la fecha, se ha desarrollado exitosamente el programa de techos solares en edificios públicos, como hospitales y regimientos. Este año corresponderá hacerlo en liceos técnicos.

Enseguida, señaló que su Cartera ha seguido una estrategia destinada a incentivar la maduración del mercado, basada en cuatro ejes: fiscalización, regulación, fomento a la oferta y estímulo a la demanda.
En fiscalización, fue necesario crear una capacidad efectiva para este tipo de proyectos, debido a la disparidad existente entre los tres tipos de actores involucrados (cliente final o usuario, proveedor de los sistemas y empresas distribuidoras). A este objeto, en octubre de 2014 se creó una unidad especializada en la SEC que fiscaliza en terreno todos los proyectos, para asegurar su éxito y contribuir a la formación de instaladores. Esta unidad también brinda apoyo en la definición de instructivos técnicos. Sin embargo, su rol central es hacer un seguimiento de la tramitación de las empresas distribuidoras, función que se ha traducido en sanciones a seis de ellas.

Sobre el marco regulatorio, el personero destacó que la prioridad fue dictar el reglamento relativo a la ley de N° 20.571 y resolver dudas de interpretación normativa. Una de ellas referida a las ESCO y a la posibilidad de que terceros instalen sistemas y vendan energía al propietario de la vivienda. La conclusión a que se arribó –con el respaldo de la SEC- declaró factible esta alternativa, lo que destrabó el mercado para este tipo de empresas.

Es posible recuperar el impuesto al valor agregado (IVA) asociado a las inyecciones de energía al sistema, aunque no es necesario iniciar actividades en materia de generación porque para algunos usuarios no genera renta. No obstante, en casos especiales la legislación permite la generación de utilidades. La modificación del reglamento buscó simplificar procedimientos, a fin de evitar barreras de entrada al mercado y esclarecer la situación de edificios y complejos habitacionales nuevos. También se incorporaron procedimientos electrónicos para la tramitación de permisos, salvo en lo tocante a la conexión del sistema (gestión que debe ser presencial). Lo anterior ha permitido rebajar los tiempos de tramitación de 55 días hábiles a 30.

A la fecha se han capacitado cerca de 1.300 instaladores. A fines de este año se espera llegar a 1.500. En forma complementaria se han redactado guías de instalación.

Respecto de la oferta, la prioridad está en el Programa de Techos Solares en Edificios Públicos destinado a reducir la opacidad del mercado. Esta iniciativa tiene operativos noventa y nueve edificios, desde Arica a Cauquenes, con proyectos de 5KW a 100KW.

Consultado por el Honorable Senador señor Prokurica acerca de la fiscalización de la SEC a la calidad de los equipos que ingresan al país para generación de autoconsumo y la posibilidad de combinar distintas ERNC para microgeneración, el Jefe de la División de Energías Renovables sostuvo que al momento de ingresar al país los equipos deben cumplir especificaciones y certificaciones internacionales mínimas. En la actualidad la SEC ha autorizado casi dos mil tipos de dispositivos, entre paneles fotovoltaicos e inversores, que cumplen las condiciones mínimas. Sin embargo, pueden existir diferencias en las garantías que ofrecen los proveedores, cuando aseguran cierto nivel de producción de energía por un número determinado de años.

Luego de hacer presente que en 2017 se logró menos de un dólar por watt, más IVA, en un sistema para el Hospital de Talca, señaló que en circunstancias que los proyectos son rentables, la recuperación de la inversión se produce entre siete y nueve años más tarde, con un período de vida útil de entre veinte a veinticinco años. Hasta ahora trece empresas han participado en el Programa de Techos Solares en edificios públicos y más de noventa instaladores han inscrito proyectos en la SEC.

Por otra parte, dijo, se han coordinado programas desde el Estado para favorecer la generación distribuida. Los principales son los vinculados a riego, con intervención del INDAP y la Comisión Nacional de Riego (CNR). En ese orden el INDAP ha contribuido a la instalación de más de dos mil sistemas fotovoltaicos para pequeños agricultores: la mayoría de estos proyectos no estaban integrados a redes, de modo que sólo se podía ocupar la energía en riego.
En el proceso de reconstrucción de la Región de Atacama, se adoptó el compromiso de que las viviendas que tuviesen factibilidad se construirían con sistemas solares para agua caliente sanitaria y sistemas fotovoltaicos. Ya hay más de 500 viviendas con sistemas incorporados, para, a fin de año, llegar a más de mil sistemas operativos.

Tratándose de la CNR, ya se convocó al primer concurso de micro-hidroelectricidad para generación distribuida (menos de 100KW), y pronto se llamará al segundo concurso. En energía eólica los resultados no han sido los esperados.

La demanda se ha intentado estimular mediante la remoción de las barreras de información, puesto que uno de los principales problemas detectados es la falta de conocimiento de los potenciales usuarios acerca de las oportunidades que existen. A su turno, en el mundo empresarial se da cierta inercia entre el momento en que se verifica la oportunidad y aquel en que se toma la decisión. Se procura que toda información sea de dominio público, por ejemplo, a través del sitio web del Ministerio. Actualmente se trabaja en una aplicación de telefonía celular que permita determinar la cantidad de energía que produciría un sistema fotovoltaico en cualquier punto del país y el ahorro económico que supondría en función de la respectiva tarifa eléctrica.

Con la Agencia de Sustentabilidad y Cambio Climático se estableció un programa para apoyar a empresas acogidas a acuerdos de producción limpia, para la evaluación de estudios de prefactibilidad de proyectos fotovoltaicos (más de cien empresas cuentan con estos estudios). El personero comentó que SODIMAC anunció que, en la mayoría de sus centros, se instalarán sistemas fotovoltaicos con una potencia superior a 100KW. 

En ese marco, prosiguió, la inercia se ha vencido, con una tendencia al alza en todos los segmentos. Los proyectos se han concentrado en el sector habitacional (74%), pero también se observa un incremento en los sectores agrícola e industrial, así como en edificios públicos y establecimientos educacionales.

Respecto de la posibilidad de aumentar el límite de 100KW para proyectos de generación distribuida, hizo hincapié en la circunstancia de que dicho tope no impide instalar sistemas de autogeneración por sobre los 100KW. El efecto es que los proyectos que superan este guarismo se someten a una regulación distinta. Hasta los 100KW se aplica la ley de N° 20.571, superado este límite corresponde el segmento de pequeños medios de generación distribuida, asociado a proyectos de comercialización de energía (aunque también podría aplicarse a aquellos que no pretenden comercializar sino autoabastecerse, pero ocasionalmente inyectar a la red).
Los esfuerzos se han concentrado en simplificar el marco regulatorio de los pequeños medios de generación distribuida. El primer cambio se hizo en un reglamento de 2015, con la creación de una categoría intermedia inferior a 1,5MW (con procedimientos más simples que los proyectos normales). Hoy se busca reducir exigencias en equipos de monitoreo, en la conexión con el coordinador eléctrico nacional y la simplificación de la facturación. Ello beneficia a las empresas ESCO en la medida que les permite instalar los sistemas a su costo y celebrar contratos de venta de energía, con períodos de diez a quince años. Vencido el plazo contractual el proyecto se constituye en propiedad del dueño de la instalación. Existen doce empresas que han manifestado la intención de desarrollar este tipo de proyectos (en carpeta hay 77 proyectos superiores a 100KW).

La Honorable Senadora señora Allende fue partidaria de establecer un sistema de seguimiento de los proyectos, con el objeto de verificar el desempeño de la empresa ESCO.

El Honorable Senador señor Prokurica expresó su preocupación por los insatisfactorios resultados obtenidos hasta ahora en generación de energía para la actividad minera. Sobre el particular, abogó por un acercamiento entre CODELCO y ENAMI y otras empresas mineras, que permita reducir los costos de la energía.
El Honorable Senador señor Horvath, luego de destacar que esta iniciativa legal pretende incentivar la generación de pequeña escala, residencial y ciudadana, arguyó que una de las razones que explican por qué la generación distribuida no se ha masificado radicaría en que no se paga un porcentaje razonable de lo que la empresa cobra a los consumidores cuando éstos se transforman en generadores. En tal sentido, dijo, si la inyección de energía al sistema fuera mejor remunerada, por una parte, la distribuidora tendría utilidades adecuadas y, por otra, los generadores residenciales tendrían un ingreso que les permitiría recuperar su inversión. La Moción insiste en la estructura original del sistema: la idea es valorar mejor la energía que se genera y que los ajustes a las redes de distribución los asuman las distribuidoras (lo cual haría más transparente el mecanismo mediante la tarificación diferenciada).

Enseguida, adujo que si bien el porcentaje de penetración del sistema puede significar un subsidio cruzado hacia segmentos de mayores ingresos, estos porcentajes no serán tan significativos en el corto plazo.

El Jefe de la División de Energías Renovables precisó que, aun cuando el Ministerio no hace recomendaciones respecto de las empresas ESCO, las contacta al menos dos veces al año. En estos proyectos el riesgo lo corre la empresa, porque paga contra la energía que se produzca. Si el proyecto no funciona no pierde el cliente, sino la empresa. En todo caso, lo que cobran estas compañías se regula por el mercado. Empero, el Estado está desempeñando un rol: la presencia estatal permitió en la licitación pública 2016 para un contrato ESCO por 80KW en el edificio del Ministerio de Desarrollo Social, un precio 14% inferior al de la tarifa eléctrica usual.

Respecto de la minería, opinó que como la industria en general suscribió contratos de largo plazo antes de la masificación de las ERNC, quedó amarrada a ellos. Sin embargo, CODELCO ha tenido un protagonismo importante en este sector económico al instalar el primer proyecto fotovoltaico (en Calama) destinado a sus actividades productivas. Además, cuenta con un proyecto de energía solar para calor de proceso con captadores solares bajo modelo ESCO, exitoso a nivel de rentabilidad y reconocido internacionalmente.
El señor Ministro de Energía subrayó que en el sector minero varios clientes regulados están migrando a clientes libres para negociar precios más bajos: se trata de aquellas compañías mineras cuyos contratos expiran dentro de dos o tres años, las que han abierto rondas de conversaciones con las empresas tradicionales de energía para renegociarlos.

- - -

Enseguida, se contiene una descripción sucinta de las indicaciones y de los artículos en que inciden, señalándose en cada caso los acuerdos adoptados por la Comisión a su respecto.
° ° °

Indicación N° 1.-

Del Honorable Senador señor Prokurica, para sustituir íntegramente el texto del proyecto por el que sigue:


“Artículo único.- Modifícase el artículo único de la ley N° 20.571, que introdujo enmiendas al decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2007, de la siguiente forma:


1.- En el artículo 149 bis, contenido en el numeral 2):


i. Sustitúyese, en su inciso cuarto, el guarismo “100” por “300”.


ii. Agrégase, en su inciso sexto, la siguiente oración final: “La energía generada por los clientes BT1 menores a 10KW será pagada por el distribuidor al mismo precio que la empresa distribuidora le cobra a dicho generador residencial por consumir electricidad, debiendo cancelarse en forma mensual, semestral o anual, según se acuerde entre cliente y distribuidor.”.


iii. Agrégase, en su inciso noveno, la siguiente oración final: “Si con ocasión o a consecuencia de la implementación del sistema de generación residencial fuere necesario reforzar la red de distribución, la inversión económica que dicho reforzamiento conlleve se financiará con cargo al valor agregado de distribución.”.


2.- Incorpórase el siguiente numeral 3), nuevo:


“3) Incorpórase, como artículo 149 sexies, el siguiente:


“Artículo 149 sexies.- Esta ley se aplicará a todos los sistemas eléctricos del país, sean menores, iguales o mayores a 200 MW.”.”.”.

- Esta indicación fue retirada por su autor.
° ° °
Indicación N° 1 bis.-

De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir íntegramente el texto del proyecto por el que sigue:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Servicios Eléctricos:


1) Modifícase el artículo 149 bis en el siguiente sentido:


a) Modificase el inciso tercero en el siguiente sentido:


i. Intercálase en el inciso tercero, después del punto y coma que sigue a la expresión “inyecciones”, la conjunción copulativa “y”.


ii. Elimínase la siguiente frase “; y la capacidad instalada permitida por cada usuario final y por el conjunto de dichos usuarios en una misma red de distribución o en cierto sector de ésta”.


b) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:


“La capacidad instalada y la inyección de excedentes permitidas por cada usuario final y por el conjunto de dichos usuarios en una misma red de distribución, o en cierto sector de ésta, se determinarán según criterios de seguridad operacional, de configuración y uso eficiente de la red de distribución o de ciertos sectores de ésta, entre otros, según lo que determine el reglamento y la normativa técnica. La capacidad instalada por cada inmueble o instalación de un cliente o usuario final no podrá superar los 300 kilowatts.”.


c) Intercálase en el inciso sexto, entre las palabras “artículo” y “serán”, la siguiente frase: “, para efectos de los descuentos a los que hace referencia el inciso siguiente y del pago mencionado en el artículo 149 ter,”.


d) Reemplázase en el inciso octavo la expresión “el mecanismo de pago” por “el destino”.


2) Reemplázase en el artículo 149 ter la expresión “deberán ser pagados al cliente por la concesionaria de servicio público de distribución respectiva. Para tales efectos, la concesionaria deberá remitir al titular un documento nominativo representativo de las obligaciones de dinero emanadas de las inyecciones no descontadas, salvo que el cliente haya optado por otro mecanismo de pago en el contrato respectivo” por la oración “podrán, a voluntad del cliente, ser destinados al pago de otras deudas de suministro de energía eléctrica correspondientes a inmuebles de propiedad del mismo cliente, adeudadas por este último al mismo concesionario de servicio público de distribución, siempre y cuando el inmueble desde donde se realizaron las inyecciones sea de propiedad del mismo cliente”.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA


Artículo transitorio.- Los remanentes de inyecciones de energía valorizados que provengan de equipamientos de generación conectados de acuerdo a lo establecido en el artículo 149 bis antes del 1 de mayo de 2018, y que, transcurrido el plazo señalado en el contrato de conexión al que se refiere dicho artículo, no hayan podido ser descontados de las facturaciones correspondientes, deberán ser pagados al cliente por la concesionaria de servicio público de distribución respectiva. Para tales efectos, la concesionaria deberá remitir al titular un documento nominativo representativo de las obligaciones de dinero emanadas de las inyecciones no descontadas, salvo que el cliente haya optado por otro mecanismo de pago en el contrato respectivo.”.

Consultado el señor Secretario Ejecutivo de la CNE respecto de los alcances de la propuesta gubernamental, sostuvo que ella recoge las ideas medulares planteadas por el Honorable Senador señor Horvath, tanto en su moción original cuanto en las principales indicaciones que presentara. En este sentido, el Ejecutivo, sobre la base de tales conceptos, pretende materializar un cambio que incentive una real expansión de la generación distribuida a lo largo del país. Al efecto, la indicación en comentario contiene los siguientes elementos:


1) Autoriza el aumento del umbral de la capacidad instalada de los sistemas de autogeneración de 100 KW a 300 KW. Este incremento del límite permitirá que sean beneficiarios de la ley no sólo generadores residenciales, sino también las pymes. Además, es una figura que hará posible la existencia de terceras empresas que, bajo el modelo llamado ESCOs (esto es, “Energy Services Companies”, bajo su sigla en inglés, surgidas en países industrializados hace más de 25 años como una vía para superar las barreras de entrada para proyectos de eficiencia energética), sean las que ofrezcan los servicios en este tipo de proyectos. Dichos servicios se pagarán con los ahorros que se originen.


2) Permite que un propietario de más de un inmueble, que tiene el servicio en un domicilio pero no puede utilizar los excedentes en otro, pueda efectuar esta compensación u operación.

En el entendido que la indicación es armónica con el objetivo central que tuvo en consideración el autor de esta iniciativa de ley, la Comisión fue partidaria de acogerla con algunas enmiendas formales y de redacción.


- Sometida a votación, esta indicación fue aprobada con enmiendas formales por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier y Prokurica.
° ° °
Indicación N° 1a.-

Del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, en el inciso primero del artículo 149 bis, a continuación del vocablo “consumo”, la frase “o para el consumo de una agrupación de usuarios”.


- Sometida a votación, esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier y Prokurica.
° ° °
Indicación N° 1b.-

Del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, a continuación del inciso primero del artículo 149 bis, el siguiente inciso, nuevo:


“Se entenderá por agrupación de usuarios a las siguientes modalidades:


Equipamiento con múltiples unidades consumidoras: caracterizado por la utilización de la energía eléctrica de forma independiente por cada usuario, en el cual cada fracción con uso individualizado constituya una unidad consumidora y las instalaciones para atender las áreas de uso común constituyan una unidad consumidora distinta, de responsabilidad del condominio, de la administración o del propietario del emprendimiento, y siempre que las unidades consumidoras estén ubicadas en una misma propiedad o en propiedades contiguas, quedando prohibida la utilización de vías públicas, de pasaje aéreo o subterráneo y de las propiedades de terceros no integrantes del emprendimiento.

Generación compartida: caracterizada por la reunión de consumidores, dentro de la misma área de concesión, por medio de consorcio o cooperativa, compuesta por persona jurídica, que tengan un equipamiento de generación de energía eléctrica por medios renovables no convencionales o de instalaciones de cogeneración eficiente en un lugar distinto de las unidades consumidoras.”.


- Sometida a votación, esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier y Prokurica.
° ° °
Artículo 1°.-

Aumenta, en el inciso cuarto del artículo 149 bis que la ley N° 20.571 incorporó a la Ley General de Servicios Eléctricos, la capacidad instalada máxima por cliente o usuario de “100” a “300” kilowatts.

Indicación N° 2.-

Del Honorable Senador señor Larraín, para suprimirlo.


- Sometida a votación, esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier y Prokurica.
Indicación N° 2a.-

Del Honorable Senador señor Navarro, propone sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 1°.- En el inciso cuarto del artículo 149 bis de la ley N° 20.571, que incorpora modificaciones al DFL N° 4, de Economía, de 2007, elimínase la oración “La capacidad instalada por cliente o usuario final no podrá superar los 100 kilowatts.”.”.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, al tenor de lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, N° 1°, de la Carta Fundamental.
Indicación N° 2b.-

Del Honorable Senador señor Navarro, en subsidio de la anterior, propone sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 1°.- En la oración final del inciso cuarto del artículo 149 bis de la ley N° 20.571, que incorpora modificaciones al DFL N° 4, de Economía, de 2007, elimínase la palabra “no”.”.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, al tenor de lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, N° 1°, de la Carta Fundamental.
Artículo 2°.-

Agrega, en el inciso sexto del artículo 149 bis que la ley N° 20.571 incorporó a la Ley General de Servicios Eléctricos, la siguiente oración final: “La energía generada por los clientes BT1 menores a 10KW deberá ser cancelada por el distribuidor al mismo precio que la empresa distribuidora le cobra a dicho generador residencial por consumir electricidad, debiendo ser cancelada en forma mensual, semestral o anual, según se acuerde entre cliente y distribuidor.”.
Indicación N° 3.-

Del Honorable Senador señor Larraín, para suprimirlo.


- Sometida a votación, esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier y Prokurica.
Indicación N° 3a.-

Del Honorable Senador señor Navarro, para sustituir la oración final que esta disposición propone agregar en el inciso sexto del artículo 149 bis, por la siguiente: “La energía generada por los clientes BT1 menores a 10KW deberá ser pagada por el distribuidor al mismo precio que la empresa distribuidora le cobra a dicho generador residencial por consumir electricidad, debiendo cancelarse en forma mensual, semestral o anual, según se acuerde entre cliente y distribuidor.”.


- Sometida a votación, esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier y Prokurica.
° ° °

Indicación N° 3b.-

Del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, en el inciso séptimo del artículo 149 bis, a continuación de “subsiguientes.”, la siguiente oración: “Para el caso de clientes adheridos a las modalidades de equipamiento con múltiples unidades generadoras y de generación compartida y que, por tanto, posean una unidad consumidora en un lugar distinto al de la generación, la facturación debe considerar la energía consumida, descontando el porcentaje de energía inyectada asignado a esa unidad consumidora y eventual remanente de energía acumulado en ciclos de facturación anteriores.”.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, al tenor de lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, N° 1°, de la Carta Fundamental.
° ° °

Indicación N° 3c.-

Del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, a continuación del inciso séptimo del artículo 149 bis, el siguiente inciso, nuevo:


“En las modalidades de equipamiento con múltiples unidades consumidoras y de generación compartida, el titular del inmueble en donde se encuentra instalado el equipamiento de generación debe definir el porcentaje de la energía inyectada que será destinado a cada unidad consumidora participante del de descuentos referenciados de energía eléctrica, pudiendo solicitar la repartición de la energía inyectada a la concesionaria de servicio público de distribución, acompañada de la copia del instrumento jurídico que comprueba el compromiso de solidaridad entre los integrantes.”.


- Sometida a votación, esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier y Prokurica.
Artículo 3°.-

Agrega, en el inciso noveno del artículo 149 bis que la ley N° 20.571 incorporó a la Ley General de Servicios Eléctricos, la siguiente oración final: “Si con ocasión o a consecuencia de la implementación del sistema de generación residencial fuere necesario reforzar la red de distribución, la inversión económica que dicho reforzamiento conlleve, se financiará con cargo al valor agregado de distribución.”.
Indicación N° 4.-

Del Honorable Senador señor Larraín, para suprimirlo.


- Sometida a votación, esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier y Prokurica.
Artículo 4°.-


Agrega un nuevo artículo 149 sexto en la ley N° 20.571, que declara aplicable esta ley a todos los sistemas eléctricos del país, sean menores, iguales o mayores a 200 MW.

Indicación N° 4a.-

Del Honorable Senador señor Navarro, propone eliminar la frase “, sean menores, iguales o mayores a 200 MW”.


- Sometida a votación, esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier y Prokurica.
° ° °

Indicación N° 5.-

Del Honorable Senador señor Horvath, para incorporar un artículo nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo….- En el artículo único de la ley N° 20.571, agrégase al artículo 149 bis que incorpora al D.F.L. N° 4, de Economía, de 2007, un nuevo inciso final del siguiente tenor:


“Las concesionarias de servicio público de distribución deberán informar a los consumidores regulados sobre su derecho a optar por generación domiciliaria en los términos establecidos por esta ley, entregando información sobre costos y beneficios de acceder a ella. Para tal efecto, deberán acompañar junto con las cuentas de cobro de suministro eléctrico un volante informativo que deberá contar con información expuesta de manera entendible y fidedigna, aprobado por la autoridad competente.”.”.


- Sometida a votación, esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier y Prokurica.
° ° °

Indicación N° 6.-

Del Honorable Senador señor Horvath, para consultar un artículo nuevo, del tenor que sigue:


“Artículo….- La generación podrá hacerse en otro lugar sumándose a la de otros cogeneradores, que en forma individual cumplan con las características de esta ley, pudiendo prestar el servicio de generación otra organización, empresa, comunidad o cooperativa.”.

- Sometida a votación, esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores García-Huidobro, Guillier y Prokurica.
- - -
MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Minería y Energía tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley acordado en general por el Honorable Senado, enmendado como sigue:

PROYECTO DE LEY:


- Sustituir íntegramente su texto, por el siguiente:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Servicios Eléctricos:


1) Modifícase el artículo 149 bis, en el siguiente sentido:


a) Modifícase el inciso tercero, de la manera que sigue:


i. Intercálase, después del punto y coma (;) que sigue a la expresión “inyecciones”, la conjunción copulativa “y”.


ii. Elimínase la frase “; y la capacidad instalada permitida por cada usuario final y por el conjunto de dichos usuarios en una misma red de distribución o en cierto sector de ésta”.


b) Reemplázase el inciso cuarto, por el siguiente:


“La capacidad instalada y la inyección de excedentes permitidas por cada usuario final y por el conjunto de dichos usuarios en una misma red de distribución, o en cierto sector de ésta, se determinarán según criterios de seguridad operacional, de configuración y uso eficiente de la red de distribución o de ciertos sectores de ésta, entre otros, según lo que determine el reglamento y la normativa técnica. La capacidad instalada por cada inmueble o instalación de un cliente o usuario final no podrá superar los 300 kilowatts.”.


c) Intercálase, en el inciso sexto, entre las palabras “artículo” y “serán”, la frase: “, para efectos de los descuentos a los que hace referencia el inciso siguiente y del pago mencionado en el artículo 149 ter,”.


d) Reemplázase, en el inciso octavo, la expresión “el mecanismo de pago” por “el destino”.


2) Reemplázase, en el artículo 149 ter, la expresión “deberán ser pagados al cliente por la concesionaria de servicio público de distribución respectiva. Para tales efectos, la concesionaria deberá remitir al titular un documento nominativo representativo de las obligaciones de dinero emanadas de las inyecciones no descontadas, salvo que el cliente haya optado por otro mecanismo de pago en el contrato respectivo” por “podrán, a voluntad del cliente, ser destinados al pago de otras deudas de suministro de energía eléctrica correspondientes a inmuebles de propiedad del mismo cliente, adeudadas por este último al mismo concesionario de servicio público de distribución, siempre y cuando el inmueble desde donde se realizaron las inyecciones sea de propiedad del mismo cliente”.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA


Artículo transitorio.- Los remanentes de inyecciones de energía valorizados que provengan de equipamientos de generación conectados de acuerdo a lo establecido en el artículo 149 bis antes del 1 de mayo de 2018, y que, transcurrido el plazo señalado en el contrato de conexión al que se refiere dicho artículo, no hayan podido ser descontados de las facturaciones correspondientes, deberán ser pagados al cliente por la concesionaria de servicio público de distribución respectiva. Para tales efectos, la concesionaria deberá remitir al titular un documento nominativo representativo de las obligaciones de dinero emanadas de las inyecciones no descontadas, salvo que el cliente haya optado por otro mecanismo de pago en el contrato respectivo.”.
(Indicación N° 1 bis. Aprobada con enmiendas por unanimidad 4x0)
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Servicios Eléctricos:


1) Modifícase el artículo 149 bis, en el siguiente sentido:


a) Modifícase el inciso tercero, de la manera que sigue:


i. Intercálase, después del punto y coma (;) que sigue a la expresión “inyecciones”, la conjunción copulativa “y”.


ii. Elimínase la frase “; y la capacidad instalada permitida por cada usuario final y por el conjunto de dichos usuarios en una misma red de distribución o en cierto sector de ésta”.


b) Reemplázase el inciso cuarto, por el siguiente:


“La capacidad instalada y la inyección de excedentes permitidas por cada usuario final y por el conjunto de dichos usuarios en una misma red de distribución, o en cierto sector de ésta, se determinarán según criterios de seguridad operacional, de configuración y uso eficiente de la red de distribución o de ciertos sectores de ésta, entre otros, según lo que determine el reglamento y la normativa técnica. La capacidad instalada por cada inmueble o instalación de un cliente o usuario final no podrá superar los 300 kilowatts.”.


c) Intercálase, en el inciso sexto, entre las palabras “artículo” y “serán”, la frase: “, para efectos de los descuentos a los que hace referencia el inciso siguiente y del pago mencionado en el artículo 149 ter,”.


d) Reemplázase, en el inciso octavo, la expresión “el mecanismo de pago” por “el destino”.


2) Reemplázase, en el artículo 149 ter, la expresión “deberán ser pagados al cliente por la concesionaria de servicio público de distribución respectiva. Para tales efectos, la concesionaria deberá remitir al titular un documento nominativo representativo de las obligaciones de dinero emanadas de las inyecciones no descontadas, salvo que el cliente haya optado por otro mecanismo de pago en el contrato respectivo” por “podrán, a voluntad del cliente, ser destinados al pago de otras deudas de suministro de energía eléctrica correspondientes a inmuebles de propiedad del mismo cliente, adeudadas por este último al mismo concesionario de servicio público de distribución, siempre y cuando el inmueble desde donde se realizaron las inyecciones sea de propiedad del mismo cliente”.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA


Artículo transitorio.- Los remanentes de inyecciones de energía valorizados que provengan de equipamientos de generación conectados de acuerdo a lo establecido en el artículo 149 bis antes del 1 de mayo de 2018, y que, transcurrido el plazo señalado en el contrato de conexión al que se refiere dicho artículo, no hayan podido ser descontados de las facturaciones correspondientes, deberán ser pagados al cliente por la concesionaria de servicio público de distribución respectiva. Para tales efectos, la concesionaria deberá remitir al titular un documento nominativo representativo de las obligaciones de dinero emanadas de las inyecciones no descontadas, salvo que el cliente haya optado por otro mecanismo de pago en el contrato respectivo.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 2 de octubre de 2013; 22 de abril y 6 de mayo de 2015, y 16 de agosto y 20 de diciembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señor Alejandro García-Huidobro Sanfuentes (Presidente), señora Isabel Allende Bussi y señores Alejandro Guillier Álvarez, Jorge Pizarro Soto y Baldo Prokurica Prokurica.


Sala de la Comisión, a 29 de diciembre de 2017.

(Fdo.): Ignacio Vásquez Caces, Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.009, QUE LIMITA LA RESPONSABILIDAD DE LOS USUARIOS DE TARJETAS DE CRÉDITO POR OPERACIONES REALIZADAS CON TARJETAS EXTRAVIADAS, HURTADAS O ROBADAS, EN LO RELATIVO A LA RESPONSABILIDAD DEL USUARIO Y DEL EMISOR EN CASOS DE USO FRAUDULENTO DE ESTOS MEDIOS DE PAGO

(11.078-03)
Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Economía presenta su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, e iniciado en moción de los Honorables Senadores señor Ossandón, señora Pérez San Martin y señor Tuma. 


El proyecto fue aprobado en general por la Sala del Senado con fecha 20 de septiembre de 2017, fijando como plazo para presentar indicaciones el 5 de octubre del mismo año. Posteriormente se abrieron dos nuevos plazos para presentar indicaciones, hasta el 6 de noviembre y el 4 de diciembre del mismo año, respectivamente. 

A una o más de las sesiones asistió, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Ossandón.

______________


A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió en particular esta iniciativa asistieron, especialmente invitadas por la Comisión, las siguientes personas:
Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, la asesora, señora Bernardita Piedrabuena y los asesores, señores Adrián Fuentes y David Henríquez.

Del Banco Central de Chile, el Vicepresidente, señor Sebastián Claro Edwards; el Fiscal (s), señor Pablo Mattar Oyarzún; la Gerente de División Política Financiera, señora Solange Berstein Jáuregui; el Economista Senior de la Gerencia de Infraestructura y Regulación Financiera, señor Pablo Furche, y el área de Comunicaciones, señor Juan Pablo Rioseco Quilodrán.

Otros asistentes

De la Secretaría General de la Presidencia (SEGPRES), el señor Daniel Portilla. 

Los asesores de Parlamentarios, señores Eduardo Faúndez (Honorable Senadora señora Lily Pérez), Eduardo Barros (Honorable Senador señor Eugenio Tuma), señora Kareen Herrera  (Honorable Senador señor Jorge Pizarro), Héctor Mery (Honorable Senador señor Iván Moreira), señora Melissa Mallega (Honorable Senador señor Rabindranath Quinteros) José Huerta (Honorable Senador señor Manuel José Ossandón). 

Del Comité UDI, señora Mikaela Romero.

De la Fundación Jaime Guzmán, el analista, señor Diego Vicuña y las analistas señoras Mikaela Romero.  

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el abogado, señor James Wilkins.

El Periodista del Senado, señor Francisco Ramdohr.

De Prensa PPD, señor Gabriel Muñoz.

De Retail Financiero A.G., la encargada de monitoreo legislativo, señora Javiera Campos.

_____________

- - - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:

1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: N° 1 del artículo único.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: N°s.  9, 10, 11, 12, 27, 28, 29, 30, 46, 47, 48 y 49.

3.-Indicaciones aprobadas con modificaciones: N°s 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 32, 33, 34, 35, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 51, 52, 53, 58, 59, 60 y 61.

4.- Indicaciones rechazadas: N°s 13, 14, 31, 36, 50, 62 y 64.

5.- Indicaciones retiradas: N°s. 37, 38, 39, 54, 55, 56, 57 y 63.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: No hay. 

- - - - - - -

DISCUSIÓN PARTICULAR

Antes de iniciar la discusión particular de las indicaciones presentadas, la Comisión escuchó la opinión en relación al proyecto del Vicepresidente del Banco Central, señor Sebastián Claro.

El señor Claro dio a conocer la opinión del instituto emisor en relación a esta iniciativa, y realizó una presentación que consta de tres partes:

1. Ley N° 20.009 y modificaciones propuestas en moción parlamentaria; 

2. Recomendaciones y experiencia internacional; 

3. Opinión Banco Central de Chile. 

1.- Ley N° 20.009 y modificaciones propuestas en moción parlamentaria:

En primer término, recordó que la ley N°20.009 limita la responsabilidad de los usuarios de tarjetas de crédito por operaciones realizadas con tarjetas extraviadas, hurtadas o robadas. 

Una vez que el titular notifica al Emisor el extravío, hurto o robo de su tarjeta: 

- Los Emisores deben proveer de canales de comunicación gratuitos y de funcionamiento permanente para recibir y registrar los avisos que realice el tarjetahabiente. 

- Una vez efectuado el aviso, el Emisor debe bloquear de inmediato la tarjeta, tanto para transacciones presenciales como no presenciales. 

- Si se registraran transacciones luego del aviso, es el Emisor el que debe responder por ellas (a menos que demuestre que fueron realizadas por el tarjetahabiente). Lo indicado es sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda. 

- Este régimen está recogido en las normas del Banco Central (Emisores de Tarjetas de Crédito, Débito o Pago con Provisión de Fondos, deben disponer de mecanismos de notificación 24/7 en caso de pérdida, hurto, robo, adulteración o falsificación, y procurar evitar el uso de la tarjeta luego de la notificación). 

En caso de detectarse transacciones fraudulentas efectuadas con anterioridad a la notificación (si la hubiere) de la pérdida, robo o extravío: 

- El tarjetahabiente debe seguir un procedimiento de denuncia y desconocimiento de las transacciones establecido por el Emisor, el que puede o no conducir a la devolución de los fondos. 

- Si el tarjetahabiente cuenta con un seguro de fraude, el proceso es más expedito. 

- En otros casos, y de no haber acuerdo entre el Emisor y el tarjetahabiente, las controversias pueden llegar a Tribunales, los que juzgan cada situación caso a caso. 

- Todo lo anterior es válido tanto para transacciones presenciales como no presenciales. Sin embargo, para el tarjetahabiente puede ser más difícil percatarse del robo de la información de su tarjeta cuando ésta no ha sido extraviada o robada.

El señor Claro expresó que el proyecto de ley mantiene el marco vigente para fraudes en transacciones con tarjeta presente, e incorpora un nuevo esquema para fraudes en transacciones no presenciales. 

Esto pues el desarrollo tecnológico actual permite la sustracción o uso indebido de la información de las tarjetas u otros medios de pago; mientras que la facilidad de usar las tarjetas de manera no presencial (comercio electrónico) constituye un aspecto que no era tan relevante cuando se promulgó la ley N°20.009, el año 2005. Siguiendo esta lógica, el proyecto busca actualizar el marco legal a las situaciones de fraude de mayor incidencia, buscando al mismo tiempo resguardar los derechos del tarjetahabiente. 

Agregó que la información disponible respalda la preocupación para actualizar el marco legal vigente. 
Informó que al 4to trimestre de 2016, las transacciones fraudulentas en tarjetas emitidas por bancos chilenos alcanzaron a 4,6 puntos base del monto transado*:
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Fuente: ABIF en base a información de Visa.


El Vicepresidente del Banco Central, señor Claro, manifestó que el proyecto de ley principalmente establece un nuevo esquema para el fraude en transacciones no presenciales: 

1. Incorpora la exención de responsabilidad para transacciones no presenciales y no autorizadas, independiente del momento de notificación del fraude. No se altera el marco vigente para transacciones presenciales. 

2. Contempla la obligación del Emisor de cancelar o devolver los cargos realizados sin autorización en un plazo de 24 horas hábiles desde que fueron detectados o notificados. 

3. La devolución de cargos no puede limitarse o sujetarse a condiciones especiales (como contar con un seguro contra fraude). Tampoco se pueden imputar a los comercios involucrados, salvo negligencia. 

4. Amplía el alcance de la limitación de responsabilidad civil del usuario a todos los medios de pago distintos del efectivo, cheques y vales vista. Es decir, pasaría a aplicar a tarjetas de crédito, débito o prepago, con independencia de si son “abiertas” o “cerradas” y a otros sistemas que califiquen como medios de pago. 

5. El delito de uso fraudulento de tarjeta de crédito, débito o prepago abarcará en la ley N° 20.009 nuevos casos de operaciones no presenciales, aumentando penas, e incorpora la figura de “suplantación del usuario para conseguir datos que permitan operar un medio de pago”. 

6. Se exige al Emisor adoptar medidas de seguridad adecuadas para impedir fraudes conforme a la Ley de Protección al Consumidor y responder por perjuicios derivados de deficiencias en la protección de los sistemas tecnológicos de pago, que pudieran exceder la devolución de los cargos o el reembolso de los fondos. 

El señor Claro puso de relieve que las materias que aborda esta moción inciden en el objeto y competencias legales del Banco Central de Chile. Recordó que el Banco Central tiene el mandato legal de velar por el normal funcionamiento de los pagos internos y externos, para lo cual tiene la facultad de dictar las normas aplicables a las empresas cuyo giro consista en la emisión u operación de tarjetas de crédito, de pago con provisión de fondos y cualquier otro sistema similar, sujetos a la fiscalización de la SBIF. El proyecto no altera la potestad normativa que la legislación confiere al Banco Central en esta materia (LOC del Banco Central y ley N° 20.950). No obstante, esta iniciativa incorpora a la ley N° 20.009 ciertos términos, con un alcance diverso al definido en las normas del Banco Central. 

Hizo presente que las normas del Banco Central contienen numerosas referencias a la seguridad de los medios de pago y a las obligaciones que competen en este ámbito a emisores, operadores, entidades afiliadas, proveedores de servicios de pago y titulares de tarjetas. Este marco normativo es sin perjuicio de las acciones que procedan en contra de quienes resulten responsables por perjuicios causados por fraude u otras situaciones dolosas o negligentes. 

2. Recomendaciones y experiencia internacional:

El Vicepresidente del Banco Central informó que, a nivel internacional, el fraude con tarjetas va en aumento para todos los tipos de tarjetas (crédito, débito, prepago) y modalidades de uso (presencial y no presencial).

Presentó el siguiente gráfico:

[image: image4.emf]

Las pérdidas por fraude se reparten entre Emisores, Comercios afiliados y Adquirientes:
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Destacó que la protección de los derechos de los clientes financieros es un tema relevante a nivel internacional: 

- Una mayor inclusión financiera necesariamente conlleva mayores niveles de uso de servicios financieros. 

- Un marco inapropiado en materia de responsabilidad por fraude puede afectar la confianza de los consumidores en los medios de pago, inhibiendo eventualmente la inclusión financiera. 

- Diversas recomendaciones internacionales (OCDE, Banco Mundial) advierten la importancia de contar con un claro marco legal, regulatorio y supervisor, respecto de la prestación de servicios financieros, siendo uno de los elementos importantes de dicho marco la responsabilidad de las partes ante el uso fraudulento o no autorizado de los medios de pago electrónicos. 

En su parecer, el estándar de la ley N°20.009 es un “piso” a nivel internacional. Varios países contemplan una exención de responsabilidad civil del tarjetahabiente con mayor alcance: 

- Entre los países que aplican un estándar de limitación de responsabilidad civil similar al existente en Chile están EE.UU., el Reino Unido, España y la UE en general. 

- En el caso de transacciones no autorizadas previo a la notificación, algunos países contemplan umbrales de responsabilidad del usuario, en algunos casos con topes y tratamiento especial para operaciones no presenciales. Así, la UE establece 150 Euros; UK, 50 Libras; EE.UU. 50 USD (o 500 USD si no hay notificación), por evento de fraude. En general, para aplicar la limitación de responsabilidad se exige que el titular no hubiere actuado con intención de defraudar o con dolo o negligencia grave al incumplir sus obligaciones en el uso del instrumento de pago. 

En algunos casos, se incluye entre tales obligaciones notificar sin demora indebida al proveedor del servicio, una vez que se toma conocimiento del extravío, robo, apropiación indebida o uso no autorizado del medio de pago (UE-UK). En otros, dependiendo de la oportunidad o falta de la notificación, se gradúa el monto de la exención (EE.UU.). 

Por otra parte, la industria también ha adoptado normas y políticas para transacciones no autorizadas o fraudulentas: 

- En algunos países, las marcas internacionales han adoptado voluntariamente políticas de “Zero Liability” según las cuales, bajo ciertas condiciones, los usuarios no son responsables por transacciones no autorizadas y en las cuales, en general, no haya participado ni se haya beneficiado. 

- Los contratos establecen obligaciones en materia de seguridad para todas las partes involucradas. Por ejemplo, la parte que tiene menor seguridad (comercio con o sin POS “EMV”, vs. emisor de tarjetas con o sin chip) asume las pérdidas desde octubre del 2015 (“liability shifting”). 

3. Opinión del Banco Central de Chile:

Como tercera parte de su presentación, el señor Claro dio a conocer la opinión del Banco Central. Expresó que la referida entidad valora positivamente el desarrollo de iniciativas en este ámbito, las que pueden contribuir a un adecuado funcionamiento de los sistemas de pago. 

Afirmó que la ley N°20.009 no aborda materias relevantes en la actualidad: 

i) en el fraude con tarjetas tiende a prevalecer aquel que se realiza de manera no presencial, utilizando información del medio de pago obtenida de manera subrepticia, sin que el tarjetahabiente se percate y por lo tanto pueda notificar al Emisor, y 

ii) el uso de las tarjetas de débito es mucho más relevante que en 2005, y la ley no es aplicable a este tipo de tarjetas respecto de la exención de responsabilidad. 

El proyecto debiera lograr un balance de manera que los tarjetahabientes no enfrenten los costos de eventuales transacciones no autorizadas y de las que no se han beneficiado; sin que esto incentive el “riesgo moral”. 

Adicionalmente hay que considerar que las transferencias electrónicas tienen un uso cada vez más relevante, no siendo consideradas expresamente en la ley N° 20.009. 

En opinión del Banco Central, el proyecto de ley en estudio debería ser perfeccionado, incorporando precisiones y resguardos para que, sin afectar su objetivo, se reduzcan posibles efectos no deseados. 

En ese sentido, para el buen funcionamiento de los sistemas de pagos minoristas es importante que todos quienes participan en él (emisores, tarjetahabientes, comercios y adquirientes) tengan los incentivos adecuados para dar cumplimiento a las medidas de seguridad para prevenir fraudes: 

- Si el tarjetahabiente sabe que nunca será responsable de las transacciones no autorizadas que se realicen con su tarjeta, podría ser poco diligente en el cuidado de ésta o de sus credenciales secretas y eventualmente realizar fraude auto inducido. 

- Si toda la responsabilidad de las transacciones fraudulentas recae en el Emisor, los Operadores/Adquirientes tendrían menos incentivos para fortalecer sus medidas de seguridad. Lo propio ocurriría con los comercios, que podrían tener menos incentivos para ser diligentes en la verificación de la información de las tarjetas. 

Consideró que si los incentivos no son los correctos, un resultado no deseado puede ser una reducción en la cobertura de los servicios financieros y/o un incremento de sus costos. 

El Vicepresidente del Banco Central, señor Sebastián Claro, formuló luego algunos comentarios y propuestas específicas en relación a esta iniciativa:

1. Ámbito de aplicación de la moción. 

La moción incorpora un concepto amplio de medio de pago, para fines de exención de responsabilidad del tarjetahabiente. Sin embargo, para fines de certeza convendría precisar de manera expresa si este régimen de responsabilidad será aplicable cuando las tarjetas de pago sean utilizadas para girar fondos desde cajeros automáticos, o cuando se efectúen transferencias electrónicas de fondos a través de cuentas corrientes o cuentas asociadas a las tarjetas u otros sistemas informáticos. 

Puso de relieve que las normas dictadas por el Banco Central, y fiscalizadas por la SBIF, respecto de tarjetas de pago, son aplicables a la emisión y operación de medios de pago con los que se contrae de manera habitual obligaciones de dinero con el público, por lo que no se aplican a los medios de pago “cerrados” (de uso sólo en comercios relacionados con el Emisor). Lo anterior implica que la fiscalización del cumplimiento de la ley N°20.009, para medios cerrados, podría presentar complejidades. 

2. Es necesario distinguir de manera más clara a los participantes en el funcionamiento de los medios de pago minoristas, así como sus responsabilidades: 

- El Emisor del medio de pago, si bien es quien mantiene el vínculo directo con el tarjetahabiente, no necesariamente es el único responsable posible de una situación de fraude. 

- En el funcionamiento de los medios de pago minorista intervienen diversos participantes que interactúan entre sí. 

- Más allá de la posible restitución de los fondos al tarjetahabiente, es importante considerar que puede seguir existiendo un proceso posterior, sea entre privados o en Tribunales, para determinar las posibles responsabilidades y la repartición de las posibles pérdidas. 

- Algunas de las definiciones contenidas en la moción difieren de las utilizadas en el marco legal y normativo de los medios de pago minoristas. La Ley Orgánica del Banco Central, la Ley General de Bancos y las normas que emanan de ellas se refieren a “Emisores” y “Operadores”. 

- La definición utilizada de “Emisor” contiene actividades que son propias de lo que, según el ordenamiento regulatorio local, pueden corresponder al Operador, tales como la afiliación de comercios o adquirencia. 

- La incorporación de nuevos términos, o una definición distinta de la existente en el marco regulatorio más amplio de medios de pago minorista es confusa, y puede generar incertidumbre para los participantes en este mercado. En esa línea, convendría que los términos utilizados en la moción, si fuera necesario definirlos, sean consistentes con los de dicho marco. 

- La distinción de estas actividades es especialmente importante, dada la exención de responsabilidad del tarjetahabiente que se propone.

3. Restitución de los fondos. 

El señor Claro hizo presente que el supervisor bancario y distintos agentes de la industria han señalado que el plazo contemplado de 24 horas hábiles para restituir los fondos a los titulares pudiera ser muy breve. En algunos países, la práctica es que los fondos se restituyen de manera provisoria, a la espera del resultado de una investigación en la que se determina qué medida de seguridad fue vulnerada para así asignar las pérdidas. De demostrarse que el tarjetahabiente actuó de manera dolosa o con negligencia grave, se anula la restitución; de lo contrario pasa a ser permanente. 

Para estimar el plazo óptimo de restitución de los fondos, es necesario considerar al menos dos dimensiones: 

- Operacional: número de días para que a los distintos tipos de Emisores les resulte viable materializar el pago a los tarjetahabientes, y que a la vez sea relativamente acotado para que el tarjetahabiente no enfrente shocks en el manejo de sus recursos. 

- Plazo de la investigación para determinar responsabilidades, la cual probablemente toma más tiempo que el requerido operativamente para la restitución de los fondos. 

En su parecer, convendría considerar la incorporación del concepto de restitución provisional de los fondos. 

4. Se podría incorporar en el proyecto diversas medidas para mitigar el riesgo moral: 

1. Reconocer de manera expresa que todos los actores involucrados en el sistema de pagos deben dar cumplimiento a las medidas de seguridad pertinentes para la prevención de fraude. 

2. Una obligación para el tarjetahabiente de informar al Emisor las transacciones no reconocidas, una vez que tome conocimiento de ellas, a partir de la información provista por el Emisor. Esto podría incentivar a la industria a masificar la tecnología existente mediante la cual se notifica a los clientes prácticamente en línea de las transacciones realizadas con sus productos (mail, sms, etc.). A su vez, éstos podrían (y deberían) notificar con prontitud cualquier anomalía, todo lo cual debería limitar las pérdidas por fraude. 

3. Evaluar la incorporación de umbrales por sobre los cuales se haga efectiva la exención de responsabilidad, tal como las prácticas de otros países. 

Finalmente, y a modo de conclusión, el señor Sebastián Claro puntualizó algunas ideas:

- La exención de responsabilidad de los titulares de medios de pago respecto de transacciones fraudulentas no autorizadas, en que estos no se vean beneficiados, es un aspecto que el marco regulatorio debería considerar. Hay recomendaciones internacionales y prácticas de otros países en ese sentido. 

- La prevención del fraude es un esfuerzo permanente y requiere que todos los agentes involucrados en el sistema de pagos minoristas tengan incentivos correctos. Por ejemplo, para usar e incorporar tecnologías (emisores y operadores), y para tener un comportamiento diligente (usuarios y comercios). 

- El Banco Central valora positivamente esta moción parlamentaria, si bien considera que es perfectible y hay aspectos específicos que se deberían corregir, de manera de acotar la posibilidad de efectos no deseados. 

Chile tiene niveles relativamente bajos de fraude en tarjetas. Es importante que esa situación se mantenga y que esta moción parlamentaria contribuya a ello. 

Finalizada la presentación del Banco Central, intervinieron los Honorables Parlamentarios presentes.

El Honorable Senador señor Iván Moreira, consultó si el proyecto interfiere en las potestades reguladoras del Banco Central. Asimismo, si las normas del proyecto regulan materias que también están reglamentadas en el compendio de normas financieras del Banco Central.

Por otra parte, consultó al señor Claro si, en su parecer, es apropiado que la ley asigne toda la responsabilidad al Banco emisor de las tarjetas, habiendo otros participantes en la operación de estas transacciones, como el comercio y los consumidores.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Lily Pérez, junto con agradecer la presencia del Banco Central, destacó la importancia de conocer su parecer sobre esta iniciativa, de la cual es una de las autoras. Agradeció el gran respaldo a este proyecto de ley que protege a los consumidores y que coloca la carga de la prueba efectivamente en la banca. Los comentarios efectuados serán recogidos durante esta discusión particular, a fin que el proyecto no genere ningún efecto no buscado.

El Honorable Senador señor Pizarro destacó que esta iniciativa aborda uno de los problemas que viven los ciudadanos diariamente en relación con las tarjetas de pago y su mal uso o fraude y los casos de robo y hurto. Compartió que el mismo fue víctima de la clonación de su tarjeta, ocasión en que el banco no se hacía responsable, decía que era un problema del operador y éste no se pronunciaba; en su caso operó un seguro que tenía contratado pero no corresponde que sea así. Hoy la situación es distinta, hay un cierto establecimiento de responsabilidades, pero aún se generan problemas. 

Es indispensable aclarar quién es el responsable en este tipo de casos. Aun las tarjetas con la tecnología más avanzada, con todas las seguridades y los más modernos chips, son objeto de estos delitos, y al día de hoy  se diluyen completamente las responsabilidades. En toda la discusión de este proyecto se ha planteado que el usuario tenga un mayor nivel de protección, y el usuario, por su parte, tiene la obligación de notificar oportunamente al Banco. 

Afirmó que no corresponde que los bancos obliguen a tomar un seguro, y de otro modo no responden. No se entiende  porque hay que contratar un servicio adicional con el banco que me da la tarjeta, que cobra comisiones, intereses y servicios. Es un punto que se ha mencionado constantemente en el debate de este proyecto. 

Y el segundo punto es quién en definitiva asume la responsabilidad, considerando que seguramente con los avances de la tecnología se irán produciendo otros tipos de fraude, de mal uso de estas tarjetas o de otros medios de pago electrónicos. En ese sentido, sería conveniente buscar una fórmula que comprenda otros tipos de fraudes que se pueden producir en materia de medios de pago. 

El Honorable Senador señor Ossandón, agradeció la presencia y excelente exposición del Banco Central. Manifestó que hay acuerdo en la necesidad de adecuar las definiciones del proyecto con el marco regulatorio del Banco Central, que recientemente fue perfeccionado.

En relación a lo afirmado por el señor Claro, coincidió con lo expresado respecto de que no es conveniente que no exista ninguna responsabilidad del tarjetahabiente. Sin embargo, no está de acuerdo con el posible resultado no deseado que podría ser la reducción de la cobertura de los servicios. Hay que definir las responsabilidades, y los bancos no debieran reclamar por los costos que ello podría generar.

Propuso que los asesores del Banco Central trabajen en conjunto con los asesores de los señores Senadores para perfeccionar esta iniciativa. 

Intervino a continuación el Honorable Senador señor Quinteros, quien también agradeció la presencia del Banco Central. Iniciativas como la en estudio representan una oportunidad para avanzar  porque, como ha quedado en evidencia, la ley N° 20.009 y su estándar sólo representan un mínimo, a nivel internacional hay exenciones de responsabilidad bastante mayores a las que están contempladas hoy día.  La industria ya ha establecido medidas de seguridad para evitar fraudes no presenciales, y sería importante que las medidas que se van a tomar queden establecidas en la ley.

Agregó que el Banco Central ha confirmado en su exposición que el fraude no presencial ha aumentado en los últimos años, y en ese sentido consultó si hay normas del Banco Central que se refieran a este tipo de fraude.

Luego el Vicepresidente del Banco Central, señor Sebastián Claro, dio respuesta a las inquietudes planteadas.

En respuesta al Honorable Senador señor Moreira, expresó que en su opinión, y así quedó manifestado en la presentación, el proyecto no altera la potestad normativa que la legislación le confiere al Banco Central. No obstante, existe un punto importante, que se mencionó en la presentación, y es lo relativo a los conceptos y definiciones;  hay algunos términos y conceptos que se usan, con un alcance que es distinto del que se establece hoy en la ley y en la normativa, y ese es un aspecto relevante de armonizar en razón de la necesidad de certeza jurídica. A modo de ejemplo, el concepto de emisor consagrado en la moción es un concepto mucho más amplio, que incorpora acciones o responsabilidades que en la normativa actual uno podría asimilarla a la del operador o el adquiriente.

Tampoco se sustituye el compendio de normas del Banco Central. El compendio de normas del Banco Central es un grupo de normas de carácter más bien general, pero que no abordan todos los detalles que en un proyecto de ley como el en comento se establecen. 

En relación a la responsabilidad de los emisores y si la ley debe establecerla, como señaló en la presentación, se considera que por una parte hay que distinguir cómo se divide la responsabilidad o cuales son los alcances de la exención de la responsabilidad al tarjetahabiente versus el resto de los participantes, y después distinguir que el resto de los participantes no es un solo gran participante, sino que son muchos distintos participantes. Es relevante hacer esa aclaración. 

Cualquier solución que pone todo el costo o toda la responsabilidad de manera casi incondicional sobre una de las partes puede generar efectos indeseados. Ese es el mensaje que se quiso transmitir; si el emisor, como se entiende hoy día, es incondicionalmente responsable de todos los pagos, y eso exime de cualquier responsabilidad al tarjetahabiente, al comercio, al operador, es posible que eso induzca en el futuro mayor restrictividad en la entrega de tarjetas de crédito, tarjetas de débito por parte de los emisores a los distintos tipos de personas. En ese sentido podría haber un efecto indeseado de que todo el peso caiga incondicionalmente sobre una de las partes del sistema, que no necesariamente es el único responsable de la emisión de fraude, porque no es el único participante en este sistema.

En cuanto a la consulta del Honorable Senador Pizarro sobre la obligación de seguro, puso de relieve que en ningún caso se ha afirmado la necesidad de obligatoriedad de un seguro. En relación a la forma de poder comprender en la norma futuros tipo de delitos, porque obviamente es un asunto bastante dinámico, consideró que sí se podría incorporar, a modo muy general,  por ejemplo, ser más explícito con el fraude de tarjetas no presentes que incluyan transacciones electrónicas, transferencias electrónicas y giros desde cajeros con las tarjetas. Es imposible que la legislación abarque todos y cada uno de los casos posibles, pero la explicitación de esos dos temas puede ser una manera de ampliar desde ya el alcance de los delitos que aquí podrían cometerse.

Concluyó señalando que es importante la armonía del ordenamiento jurídico. Afirmó que el Banco  está disponible para trabajar en esa dimensión, a fin de encontrar esa compatibilidad entre el ordenamiento jurídico y normativo y este proyecto de ley.

Luego, el Fiscal subrogante del Banco Central,  señor Pablo Mattar, dio respuesta a la consulta del Honorable Senador Quinteros relativa al fraude no presencial. Manifestó que, como se señaló en la presentación, el Banco ha presentado normas sobre seguridad informática y protección de la información que está contenida en las tarjetas. Además, en especial, ha impuesto la obligación que el emisor les provea a los tarjetahabientes usuarios de mecanismos de notificación de cualquier situación de fraude, no solo del extravío, del hurto o de la aprobación indebida de la tarjeta, sino también de falsificación o uso fraudulento; se debe tratar de un sistema que debería estar disponible las 24 horas del día para notificar esta situación y se le impone a este emisor que inmediatamente notificado de esta circunstancia proceda a bloquear la tarjeta por todos los medios a su alcance. Esto se extiende no sólo a las tarjetas de crédito, donde actualmente la ley N° 20.009 establece un sistema de limitación de responsabilidad civil, sino que también a las tarjetas de débito y a las tarjetas de pago con provisión de fondos tanto bancarias como no bancarias.

Destacó el estándar que exige el banco en su normativa tanto para los emisores y operadores. El Banco establece que estos deberán disponer de resguardos operacionales y de seguridad adecuados en función de las tarjetas que emitan, en el caso de los emisores, conforme a los estándares y mejores prácticas internacionales sobre medios de pago, y como mínimo dispone que deberán contar con una tecnología de seguridad que permita proteger apropiadamente la información contenida en las tarjetas, implementar mecanismos robustos de autentificación y prevención de fraudes, así como facilitar la verificación oportuna de la disponibilidad de cupos y saldos de éstas y sus bloqueos según corresponda. También contempla una serie de normas en cuanto a continuidad operacional, les exige a los emisores y operadores establecer y aprobar por parte del Directorio de la Alta Administración una política sobre la gestión de fraudes y  diversos riesgos, e incluye expresamente la política que se va a seguir en materia de ciberseguridad. Consideró que con estas medidas la normativa se ha puesto al día a nivel de los distintos tipos de fraude que pudieran afectar al tarjetahabiente e imponer responsabilidades en cada punto de la cadena. No se establece un régimen de exención de responsabilidad civil porque se estima que una materia como esa debiera estar contemplada en una norma legal, como lo ha hecho la ley N° 20.009;  tampoco tipifica figuras de fraude pues es una materia que básicamente corresponde a la legislación penal.

El señor Mattar puso de relieve que, como ya se ha señalado, en aquellos casos de fraude no presencial, es decir, en los que no concurre el defraudador con la tarjeta, sino que lo hace de un modo distinto, por ejemplo, mediante una contratación a distancia o bien una contratación telefónica, el titular de la tarjeta probablemente se enterará recién cuando le llegue el estado de cuenta o en el caso de algunos bancos y otros emisores, cuando reciba algunas notificaciones de que se está utilizando su medio de pago de manera poco habitual. De acuerdo a la experiencia comparada, un elemento para eximir de responsabilidad al tarjetahabiente en estos casos es que tan pronto lleguen a su conocimiento estas operaciones, sin demora, notifique al emisor para que  bloquee la tarjeta porque se está utilizando indebidamente. Agregó que aumenta el grado de la exención cuando el tarjetahabiente mantiene en su poder el medio de pago, porque queda claro que el fraude se realizó con una tarjeta no presente.

El Honorable Senador señor Ossandón, estimó que el sistema de notificaciones por parte de los bancos y otros emisores, que hoy sólo algunos utilizan, sería la solución del 80% del problema. 

El Honorable Senador señor Iván Moreira, señaló que actualmente depende de la entidad financiera la forma en que protege a sus clientes. Es necesario aclarar quién norma este proceso, si se trata de cada banco o en definitiva debe ser el ente regulador, en este caso  el Banco Central, el que reglamentará la materia. 

El Vicepresidente del Banco Central, señor Sebastián Claro, hizo presente que, al día de hoy, la ley establece claramente lo que sucede a partir de la notificación. Esta moción apunta a regular que pasa antes de la notificación y ahí hay que distinguir entre transacciones con la tarjeta física, versus las transacciones no presenciales. La moción aborda principalmente el mundo de las transacciones no presenciales, previo a la notificación, y es en ese caso en que la presentación que realizaron resalta la importancia de establecer responsabilidades.

Este proyecto apunta a mitigar, disminuir la responsabilidad del tarjetahabiente. En opinión del Banco Central eso va en la dirección correcta, pero es importante cautelar ciertos mínimos de la responsabilidad de los tarjetahabientes, lo que se realiza de forma distinta en las distintas legislaciones, pero hay ciertos principios generales. El primero es que exista alguna investigación para asegurar que no hay dolo o mal uso de parte de la persona o un fraude encubierto, un autorobo; segundo, una vez que el usuario se da cuenta de que se ha realizado una transacción fraudulenta, tiene la obligación de dar aviso con prontitud, evitando así la desidia del tarjetahabiente atendido que la responsabilidad es del otro; y el tercer punto que se recoge en la experiencia comparada es que en algunas circunstancias existe un monto de dinero que es responsabilidad del tarjetahabiente por fraude, lo que de alguna manera va otorgando los incentivos correctos para que el tarjetahabiente sea cuidadoso.

Continuando con su explicación, señaló que normalmente la investigación corresponde al emisor de la tarjeta, y en razón de lo anterior en su presentación hicieron ver el punto de permitir que exista la restitución provisional de fondos en la medida de que pueda eventualmente probarse de que hubo responsabilidad por parte del tarjetahabiente, y la ley contempla esa flexibilidad. Ahora bien, cómo distribuir la responsabilidad si el tarjetahabiente no es responsable y ha sido objeto de la exención de la responsabilidad entre los distintos emisores, es una materia que no se recoge en el proyecto, pero básicamente son los Tribunales de Justicia los que tendrán que determinar esa responsabilidad.

En relación al tema de las notificaciones, coincidió en que hoy efectivamente parte de la industria notifica cada transacción con un mail, un mensaje de texto, u otro medio similar, o bien notifican cuando se trata de situaciones poco habituales, pero no todos los bancos lo hacen. En opinión del Banco Central, consagrada en la conclusión número 4 de la exposición,  si la exención de responsabilidad del tarjetahabiente en parte descansa en su pronta comunicación de transacciones no reconocidas al emisor, entonces esto podría incentivar a la industria a masificar la tecnología existente en los mensajes. Eso probablemente como resultado de incentivos bien protegidos, y  una normativa que establezca claramente los procedimientos para la exención de responsabilidad. 

El Honorable Senador señor Ossandón comentó lo señalado. El principio de que el tarjetahabiente tenga responsabilidad le parece correcto, así como la restitución provisoria. No obstante, comparte por lo señalado por la Honorable Senadora señora Pérez en cuanto a que la carga de la prueba no debe quedar sobre el titular de la tarjeta sino sobre el banco.  Agregó que son los bancos y otros emisores que deben tomar las medidas de seguridad correspondientes para que esto no suceda, son quienes tienen las herramientas necesarias. Reiteró que si hay un uso indebido de esa tarjeta por parte del titular, un autorobo por ejemplo, debería ser castigado drásticamente, sin embargo el 99% de estas situaciones se producen por falta de medidas de seguridad, y aquí es donde se tiene que defender a los usuarios y que la carga de la prueba esté en la parte con más recursos que son los bancos y otros emisores. 

El señor Sebastián Claro llamó la atención que incorporar demasiados detalles en la ley la puede rigidizarla, y quedar desfasada rápidamente a medida que exista una evolución tecnológica importante, entonces en su parecer hay muchos aspectos que debieran ser materia de un reglamento. Hoy el Banco reglamenta muchos aspectos relativos a las medidas de  seguridad respecto de los muchos participantes de los medios de pago; la norma del Banco es explícita respecto a los medios de seguridad que deben adoptar los emisores, operadores, adquirientes, el comercio, entre otros. La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras regula estas disposiciones con más detalle y a su vez supervisa el cumplimiento de esas normas. 

El Vicepresidente del Banco Central resaltó que el Banco dicta normas de carácter general y el detalle tiende a ser normativa de la SBIF, esa es la lógica de funcionamiento de la potestad normativa del Banco. Reiteró que una ley que establezca demasiados detalles corre el riesgo de quedar obsoleta en pocos años, y que aparezca otra tecnología de comunicación de seguridad. Es la reglamentación es más flexible y se puede acomodar con mayor facilidad a la realidad.
ARTÍCULO ÚNICO

El artículo único del texto aprobado en general por el Senado, modifica, en sus seis numerales, la ley N° 20.009 que limita la responsabilidad de los usuarios de tarjetas de crédito por operaciones realizadas con tarjetas extraviadas, hurtadas o robadas.

N° 2

El numeral 2, del artículo único del proyecto aprobado en general por el Senado, propone reemplazar los artículos 1º y 2º de la referida ley,  por los siguientes:


“Artículo 1º.- Definiciones. Para los efectos de la presente ley, sin perjuicio de la normativa bancaria o financiera vigente; y de lo señalado en la ley N° 19.496 que establece normas sobre los derechos de los consumidores, los siguientes conceptos se entenderán de la forma en que se señala:


a) Usuario: El tarjetahabiente de tarjetas de crédito, débito, de pago con provisión de fondos, emitidas por las entidades autorizadas por la ley; el titular de una cuenta que permita el pago por medios electrónicos, aunque este no conste de un instrumento físico como una tarjeta magnética o un dispositivo electrónico; en general, la persona que sea titular de un medio de pago distinto del dinero en efectivo, cheque o vale a la vista; o tenedor de éste cuando se tratare aquellos emitidos al portador.


b) Emisor: La empresa que disponibiliza o pone en circulación el medio de pago autorizado por la ley, cuando corresponda; aquella que afilia a los comercios para la utilización de un medio de pago; o aquella que procesa operaciones realizadas con los medios de pago.


c) Comercio: El establecimiento que recibe pagos del usuario y que se encuentra afiliado, mediante actos o contratos, con el emisor o sus representantes.


d) Medio de pago: Cualquier sistema distinto del dinero en efectivo, el cheque o vale a la vista, que permita el pago de bienes y servicios en los comercios afiliados por o para el emisor, retiros de dinero u otras operaciones a través de los canales ofrecidos por el emisor.


Artículo 2º.- Los usuarios podrán limitar su responsabilidad en los términos establecidos por esta ley, en caso de hurto, robo o extravío del medio de pago o de las credenciales que permiten operarlo, dando aviso pertinente al emisor.


El emisor deberá proveer al usuario servicios de comunicación, de acceso gratuito y permanente, que permitan recibir y registrar los referidos avisos. Por el mismo medio de comunicación, y en el acto de recepción, el emisor deberá entregar al usuario un número o código de recepción del aviso y la fecha y hora de su recepción.


Los medios de pago por los que el usuario haya dado aviso de extravío, hurto o robo, serán bloqueados de inmediato por el emisor.”.


Las indicaciones N°s 1.-, de la Honorable Senadora señora Pérez; 2.- del Honorable Senador señor Ossandón; 3.- del Honorable Senador señor Quinteros y 4.-  del Honorable Senador señor Tuma, proponen incorporar el siguiente título, nuevo:

“Título I

Del ámbito de aplicación y reglas generales”


En discusión, los Honorables Senadores presentes estimaron adecuado incorporar títulos a esta ley.


-- En votación las indicaciones N°s 1 a 4, fueron aprobadas, con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ossandón, Pizarro y Tuma. (Unanimidad. 3X0).

Artículo 1°


Las indicaciones N°s 5.- de la Honorable Senadora señora Pérez; 6.- del Honorable Senador señor Ossandón; 7.- del Honorable Senador señor Quinteros y 8.- del Honorable Senador señor Tuma, son para reemplazar el artículo 1º propuesto por el siguiente:


“Artículo 1º.- Ámbito de aplicación: La presente ley regula el régimen de responsabilidad aplicable en los casos de extravío, hurto, robo o fraude de tarjetas de crédito, tarjetas de débito, tarjetas de pago con provisión de fondos, o cualquier otro sistema similar, en adelante conjuntamente, las “tarjetas de pago”, emitidas y operadas por entidades sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y a la regulación del Banco Central de Chile. 


El extravío, hurto, robo o fraude en tarjetas de crédito emitidas y operadas por entidades no sujetas a la fiscalización y regulación de los organismos indicados en el inciso anterior, se regirán también por las normas de esta ley referidas a las tarjetas de pago, salvo disposición expresa en contrario.


Asimismo, se aplicará a los fraudes en “transacciones electrónicas”. Para efectos de esta ley, se entenderá por tales a aquellas operaciones realizadas por medios electrónicos que originen cargos y abonos o giros de dinero en cuentas corrientes bancarias, cuentas de depósitos a la vista, cuentas de provisión de fondos, tarjetas de pago u otros sistemas similares, tales como instrucciones de cargo en cuentas propias para abonar cuentas de terceros, incluyendo pagos y cargos automáticos, transferencias electrónicas de fondos, avances en efectivo, giros de dinero en cajeros automáticos y demás operaciones electrónicas contempladas en el contrato de prestación de servicios financieros respectivo. Se comprenden dentro de este concepto las transacciones efectuadas mediante portales web u otras plataformas electrónicas, informáticas o telefónicas dispuestas por la empresa bancaria o el proveedor del servicio financiero correspondiente.


Los plazos de días hábiles que establece esta ley no considerarán los sábados, domingos ni festivos.”.

En discusión, el Honorable Senador señor Tuma puso de relieve que el artículo 1° propuesto consagra el ámbito de aplicación de esta ley. En el inciso primero se refiere a las entidades sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y a la regulación del Banco Central de Chile, y el inciso segundo, por su parte, a las entidades que no están sujetas a esa fiscalización y regulación.


Consideró que la redacción es confusa, ambos tipos de entidades, salvo excepciones, se comprenden en el ámbito de aplicación de esta ley, y debieran estar contempladas en un solo inciso.


El señor Adrián Fuentes manifestó que la distinción se realiza atendido que la principal distinción de los medios de pago está referida a que algunos son medios de pago cerrados, sólo utilizables en un comercio determinado, y en algunos casos no sujetos a la fiscalización de la SBIF. Se señala de modo expreso que en el caso de estas últimas entidades, no sujetas a regulación del Banco Central y fiscalización de la SBIF, están sujetos a esta normativa “salvo norma en contrario”, de modo de no tener que individualizar cada uno de los estatutos de excepción.


La Comisión estuvo de acuerdo con el planteamiento del Honorable Senador señor Tuma. El ámbito de aplicación de esta ley debe quedar establecido en un solo inciso.


Se propuso la siguiente redacción comprensiva de los dos primeros incisos:


“Artículo 1º.- Ámbito de aplicación: La presente ley regula el régimen de responsabilidad aplicable en los casos de extravío, hurto, robo o fraude de tarjetas de crédito, tarjetas de débito, tarjetas de pago con provisión de fondos, o cualquier otro sistema similar, en adelante conjuntamente, las “tarjetas de pago”, emitidas y operadas por entidades sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y a la regulación del Banco Central de Chile. También regula el régimen de responsabilidad en los casos de extravío, hurto, robo o fraude de tarjetas de pago emitidas y operadas por entidades no sujetas a la fiscalización y regulación de los organismos indicados, salvo disposición expresa en contrario.”.


En relación a los restantes incisos del artículo 1° propuesto, hubo acuerdo de aprobarlos.


-- En votación, la Comisión aprobó las indicaciones N°s 5 a 8, con modificaciones, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Ossandón, Pizarro y Tuma. (Unanimidad. 3X0).
Artículo 2° propuesto


Las indicaciones N°s 9.- de la Honorable Senadora señora Pérez; 10.- del Honorable Senador señor Ossandón; 11.- del Honorable Senador señor Quinteros y 12.- del Honorable Senador señor Tuma, tienen por objeto reemplazar el artículo 2º propuesto por el siguiente:


“Artículo 2º.- Los  titulares o usuarios de tarjetas de pago o de cualquier otro sistema similar, podrán limitar su responsabilidad, derivada de la utilización de los mismos, en los términos establecidos por esta ley, en caso de hurto, robo o extravío de la tarjeta de pago, dando aviso oportuno al emisor.


El emisor de tarjetas de pago deberá proveer al titular o usuario servicios de comunicación, de acceso gratuito y permanente, que permitan efectuar y registrar los referidos avisos. Por el mismo medio de comunicación, y en el acto de recepción, el emisor deberá entregar al titular o usuario un número o código de recepción del aviso y la fecha y hora de su recepción. 


Las tarjetas de pago respecto de las que el titular o usuario haya dado aviso de extravío, hurto, robo o fraude deberán ser bloqueadas de inmediato por el emisor.”.

En discusión, el Honorable Senador señor Pizarro manifestó que el artículo propuesto recoge las opiniones vertidas durante la discusión general del proyecto, contemplando no sólo a los usuarios de tarjetas de pago sino también a los titulares.


Los integrantes de la Comisión llamaron la atención respecto que el inciso primero de este artículo menciona los casos de hurto, robo o extravío de la tarjeta de pago, mientras que el inciso final adicionalmente menciona el caso de fraude. 


El Honorable Senador señor Tuma consultó por la razón de lo anterior.


La asesora del Ministerio de Economía, señora Bernardita Piedrabuena, consideró que se trata de una omisión que debe subsanarse, e incorporar la figura del fraude en el inciso primero.


El asesor del Honorable Senador señor Ossandón, señor José Huerta, se manifestó en un sentido distinto. Puso de relieve que todo lo relativo al fraude, el aviso que se debe dar, las responsabilidades, y otras normas, está regulado específicamente en los artículos 6° y siguientes propuestos. Esta disposición solo explicita la obligación del emisor de bloquear la tarjeta de pago una vez que se da ese aviso. Es en razón de lo anterior que el fraude sólo se menciona en el inciso final.


El Honorable Senador señor Pizarro estimó que tanto el inciso primero como el tercero deben contemplar al fraude, para guardar la debida armonía, no obstante normas posteriores regulen específicamente lo referente al fraude.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, propuso aprobar la disposición, sin perjuicio de despejar este punto específico una vez que se estudien las disposiciones referidas particularmente al fraude.  


-- En votación, la Comisión aprobó las indicaciones N°s 9 a 12,  por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Ossandón, Pizarro y Tuma. (Unanimidad. 3X0).

Inciso primero


Por su parte, la indicación N° 13.-, del Honorable Senador señor Horvath, está referida al inciso primero del artículo 2° propuesto, y propone reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 2º.- Los usuarios no serán en ningún caso responsables de las operaciones no autorizadas realizadas con un medio de pago o con las credenciales que permiten operarlo, y que haya sido objeto de hurto, robo o extravío, desde el aviso efectuado al emisor acerca de esta circunstancia. Respecto de las operaciones concretas que el usuario reclame como no autorizadas, efectuadas con tales medios o credenciales hurtadas o robadas, y que se hayan realizado previo a tal aviso, no responderá de su pago sólo si prueba tales circunstancias.”.

El Honorable Senador señor Pizarro hizo presente que esta indicación va en una línea distinta, pues consagra la responsabilidad del usuario en determinados casos, y pone a su cargo el peso de la prueba.


-- En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 13,  por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Ossandón, Pizarro y Tuma. (Unanimidad. 3X0).

N° 3


El numeral 3, del artículo único del texto aprobado en general por el Senado, introduce enmiendas al artículo 3° de la ley N° 20.009. En efecto, reemplaza en el artículo 3º la expresión “las tarjetas sean operadas” por “los medios de pago sean operados”; y la palabra “tarjetahabiente” por “usuario” en las dos ocasiones en las que aparece.

El citado artículo 3° prescribe:


“Artículo 3º.- En el caso que las tarjetas sean operadas con posterioridad al aviso de extravío, hurto o robo, corresponderá al emisor probar que las operaciones fueron realizadas por el tarjetahabiente titular o los adicionales autorizados por éste.


Las cláusulas de los contratos que impongan el deber de prueba sobre el tarjetahabiente, por operaciones realizadas con posterioridad al aviso de extravío, hurto o robo, se tendrán por no escritas.”.

Las indicaciones N°s 14 a 18 se refieren a este numeral.

La indicación N°14.-, del Honorable Senador señor Horvath, es para sustituirlo por el que sigue:


“3. Elimínase el inciso primero del artículo 3°.”.


En discusión, la Comisión tuvo presente que esta indicación supone la aprobación de la indicación N° 13, que fue rechazada.


-- En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 14,  por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Ossandón, Pizarro y Tuma. (Unanimidad. 3X0).


Las indicaciones N°s 15.- de la Honorable Senadora señora Pérez; 16.- del Honorable Senador señor Ossandón; 17.- del Honorable Senador señor Quinteros y 18.- del Honorable Senador señor Tuma, por su parte, proponen reemplazar el artículo 3° de la ley N° 20.009, por el siguiente:


“Artículo 3º.- En el caso que las tarjetas de pago sean utilizadas con posterioridad al aviso de extravío, hurto, robo o fraude, el emisor será responsable de tales transacciones y sus consecuencias económicas en virtud de lo señalado en el inciso final del artículo anterior.


Las cláusulas de los contratos que impongan el deber de prueba sobre el titular o usuario, por operaciones realizadas con posterioridad al aviso de extravío, hurto, robo o fraude, se tendrán por no escritas.”.

En discusión, los integrantes de la Comisión estuvieron de acuerdo con el tenor del artículo propuesto por las referidas indicaciones. No obstante, y por razones de técnica legislativa, las indicaciones fueron aprobadas con modificaciones atendido que lo que corresponde es sustituir el numeral 3, del artículo único del proyecto.


-- En votación, la Comisión aprobó las indicaciones N°s 15 a 18, con modificaciones,  por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Ossandón, Pizarro y Tuma. (Unanimidad. 3X0).

N° 4

El numeral 4, del artículo único, del proyecto aprobado en general por el Senado, está referido al artículo 4° de la ley N° 20.009, y es para reemplazar en dicho artículo 4º la palabra “tarjetahabiente” por “usuario”.


El citado artículo 4° es del siguiente tenor:


“Artículo 4º.- El tarjetahabiente no tendrá responsabilidad por las operaciones realizadas con posterioridad al aviso o noticia entregada al emisor, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda.”.


Las indicaciones N°s 19.-, de la Honorable Senadora señora Pérez; 20.- del Honorable Senador señor Ossandón; 21.- del Honorable Senador señor Quinteros y 22.- del Honorable Senador señor Tuma, son para reemplazar el artículo 4°, de la ley N° 20.009, por el siguiente:


“Artículo 4º.- El titular o usuario no tendrá responsabilidad por las operaciones realizadas con posterioridad al aviso de extravío, hurto o robo dado al emisor, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda. 


Tratándose de las operaciones anteriores a dicho aviso, el titular o usuario deberá reclamar al emisor aquellas que desconoce su autorización, en el mismo acto del aviso o hasta cinco días hábiles siguientes a su expedición.


En los casos de fraude, se aplicará lo dispuesto en los artículos 5° y siguientes.”.

Los Honorables Senadores presentes estuvieron contestes en aprobar el artículo 4° propuesto, con algunas modificaciones formales, tendientes a mejorar el texto.


Asimismo, por razones de técnica legislativa, la Comisión acordó que lo que corresponde es sustituir el numeral 4° del proyecto, por una disposición que reemplace el artículo 4° de la ley vigente.


-- En votación, la Comisión aprobó las indicaciones N°s 19 a 22, con modificaciones,  por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Ossandón, Pizarro y Tuma. (Unanimidad. 3X0).

N° 5


El numeral 5, del artículo único del texto aprobado en general por el Senado, reemplaza el artículo 5º de la ley N° 20.009, que limita la responsabilidad de los usuarios de tarjetas de crédito por operaciones realizadas con tarjetas extraviadas, hurtadas o robadas, por el siguiente:


“Artículo 5º.- Las siguientes conductas constituyen delito de uso fraudulento de tarjeta de crédito, de pago con provisión de fondos o débito:


a) Falsificar tarjetas de crédito, de pago con provisión de fondos o débito.


b) Usar, vender, exportar, importar o distribuir tarjetas de crédito, con provisión de fondos o débito falsificadas o sustraídas.


c) Negociar, en cualquier forma, con tarjetas de crédito, de pago con provisión de fondos o débito falsificadas o sustraídas.


d) Usar, vender, exportar, importar o distribuir los datos o el número de una tarjeta de crédito, de pago con provisión de fondos o débito, haciendo posible que terceros realicen operaciones de compra o de acceso al crédito, los fondos o al débito que corresponden exclusivamente al titular.


e) Negociar, en cualquier forma, con los datos o el número de la tarjeta de crédito, de pago con provisión de fondos o débito, para las operaciones señaladas en la letra anterior.


f) Usar maliciosamente una tarjeta bloqueada, en cualquiera de las formas señaladas en las letras precedentes.


g) Suplantar la identidad del usuario frente al emisor para obtener autorización para realizar transacciones con una tarjeta de crédito, de pago con provisión de fondos o débito.


La pena por este delito será de presidio menor en su grado medio a máximo, multa correspondiente al triple de lo defraudado, y el comiso de los bienes adquiridos por medio del ilícito, los que serán dispuestos para la compensación del emisor en los casos en que corresponda.


Esta pena aumentará en un grado, si la acción realizada produce perjuicio a terceros.”.


En primer término, las indicaciones N°s 23.- de la Honorable Senadora señora Pérez; 24.- del Honorable Senador señor Ossandón; 25.- del Honorable Senador señor Quinteros y 26.- del Honorable Senador señor Tuma, proponen incorporar un nuevo título como se indica a continuación:

“Título II

De la responsabilidad por uso fraudulento de tarjetas de pago”


- En votación, las indicaciones N°s 23 a 26 fueron aprobadas, con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Tuma, Presidente, Pizarro y Ossandón. (Unanimidad) (3x0).

Artículo 5° propuesto


Las indicaciones N°s 27.- de la Honorable Senadora señora Pérez; 28.- del Honorable Senador señor Ossandón; 29.- del Honorable Senador señor Quinteros y 30.- del Honorable Senador señor Tuma, por su parte, tienen por objeto reemplazar el artículo 5º propuesto por el siguiente:


“Artículo 5º Las conductas que a continuación se señalan constituyen delito de uso fraudulento de tarjeta de pago y se sancionarán con la pena de presidio menor en su grado medio a máximo y multa correspondiente al triple del monto defraudado:


a) Falsificar tarjetas de pago.


b) Usar, vender, exportar, importar o distribuir tarjetas de pago falsificadas o sustraídas.


c) Negociar, en cualquier forma, tarjetas de pago falsificadas o sustraídas.


d) Usar, vender, exportar, importar o distribuir los datos o el número de tarjetas de pago, haciendo posible que terceros realicen pagos, transacciones electrónicas o cualquier otra operación que corresponda exclusivamente al titular o usuario de las mismas.


e) Negociar, en cualquier forma, con los datos o el número de tarjetas de pago, para fines de realizar las operaciones señaladas en el literal anterior.


f) Usar maliciosamente una tarjeta de pago bloqueada, en cualquiera de las formas señaladas en las letras precedentes.


g) Suplantar la identidad del titular o usuario frente al emisor, operador o comercio afiliado para obtener autorización para realizar transacciones con una tarjeta de pago.


Asimismo, incurrirá en el delito y sanciones que establece este artículo el que mediante cualquier engaño o simulación obtenga o vulnere la información y medidas de seguridad  de una cuenta corriente bancaria, de una cuenta de depósito a la vista, de una cuenta de provisión de fondos, de una tarjeta de pago o de cualquier otro sistema similar, para fines de suplantar al titular o usuario y efectuar pagos o transacciones electrónicas.


La pena señalada en el inciso primero aumentará en un grado, si cualquiera de las conductas tipificadas en este artículo  produce perjuicio a terceros.”


En discusión, el Honorable Senador señor Pizarro consultó sobre el sentido y alcance de la letra f), referida a la conducta de usar maliciosamente una tarjeta de pago bloqueada, en cualquiera de las formas señaladas en las letras precedentes, y particularmente a la circunstancia que exija que se trate de una tarjeta de pago bloqueada. Consulta sobre qué pasa con el usar maliciosamente la tarjeta de pago antes de estar bloqueada. Se pregunta si la redacción de la norma no podría llevar a concluir que, mientras la tarjeta no esté bloqueada, su uso malicioso no es falta ni delito.


En respuesta a lo levantado por el Honorable Senador señor Pizarro, el señor Adrian Fuentes hizo notar, en primer término, que la letra f) propuesta es idéntica a la que está actualmente vigente. Además, connotó que debido a la velocidad de los avances tecnológicos, es posible afirmar que las transacciones son generalmente en línea, y, por lo tanto, las tarjetas bloqueadas dejan de ser usadas. Sin embargo, todavía existen algunas transacciones que se hacen off line, es decir, que no van en línea para verificar la información de la tarjeta,  o en las que no necesariamente figura el bloqueo que se ha realizado posterior al aviso. 

Dejó constancia que lo que esta letra quiere prever es una circunstancia que planteó el Vicepresidente del Banco Central en su exposición ante la Comisión de Economía, en el sentido de disminuir el riesgo moral, dado que el deber de proteger al consumidor no puede amparar conductas dolosas del titular por el mal uso de estos medios de pago. En suma, el objetivo de la disposición es sancionar el uso malicioso de una tarjeta bloqueada, sea realizado por un tercero o por el mismo usuario. En este último aspecto, sanciona situaciones de auto fraude.


Por su parte, la señora Bernardita Piedrabuena precisó que el texto no deja a nadie en la desprotección, sino que, al revés, considera todos los ilícitos por el uso malicioso de una tarjeta de pago. Hizo notar que la letra f) en cuestión está referida al uso malicioso que haga el titular de una tarjeta bloqueada. Es decir, la hipótesis es del titular de una tarjeta que hizo un bloqueo de la misma y que, posteriormente, hizo un uso malicioso para defraudar. En cambio, la letra b), sanciona el uso, venta, exportación, importación o distribución de tarjetas de pago falsificadas o sustraídas que realice cualquier tercero. 


Por su parte, el señor Héctor Mery, asesor del Honorable Senador señor Moreira, indicó que no se trata que las conductas fraudulentas que no estén expresamente descritas en esta norma no sean constitutivas de delito. Así, respecto del uso malicioso de tarjetas que no están bloqueadas, podrá alegarse que valerse maliciosamente de un medio de pago para perpetrar un fraude es una conducta penalizada en los artículos 468 o 471 N°1 del Código Penal, que tipifican los delitos de estafa y otros engaños, y hay sentencias condenatorias que así lo confirman. En suma, la tipificación de los ilícitos penales relativos al uso malicioso de una tarjeta de pago no se limita exclusivamente al tenor de lo dispuesto en el artículo 5° de la ley N° 20.009, que este proyecto propone sustituir, sino que también a lo que dispongan otras normas legales que sancionen la defraudación, entre ellas, por cierto, las del Código Penal. 


En la misma línea, también advirtió que hay diferencias en relación a las penas, en cuanto a que esta norma considera, por ejemplo, una multa correspondiente al triple del monto defraudado, lo que la diferencia a aquellas que contempla el Código Penal respecto de los delitos de fraude.


En su parecer, el texto propuesto por la indicación en debate resuelve los problemas que se generan con estos instrumentos como medios de pago. El hecho que no incluya conductas maliciosas relacionadas con el uso de tarjetas de pago no importa que estas sean impunes, sino que se castigan de conformidad con otras normas penales que sancionan el fraude.


El Honorable Senador señor Pizarro señaló que aún no se logra justificar cabalmente que deba tratarse de una tarjeta bloqueada, toda vez que el titular también puede usar maliciosamente su tarjeta de pago antes de ser bloqueada. Las explicaciones de los representantes del Ejecutivo podrían llevar a concluir que lo que el titular de un medio de pago haga maliciosamente antes del aviso, y, por tanto, antes de ser bloqueada, no estaría sancionado. Luego no comparte la necesidad de que la conducta comprendida en la letra f) esté referida exclusivamente a una tarjeta bloqueada. Propone que la norma disponga “Usar maliciosamente una tarjeta de pago, en cualquiera de las formas señaladas en las letras precedentes”. Esta redacción le da mayor amplitud a la norma, porque abarca cualquier momento en que se haga uso malicioso de la tarjeta de pago, es decir previo o posterior al bloqueo del mismo.


Luego, la señora Bernardita Piedrabuena destacó que era un muy buen punto el planteado por el Honorable Senador señor Pizarro. Al respecto indicó que la norma de la letra f) en debate está referida al supuesto del titular de la tarjeta de pago que hace un uso malicioso del mismo, después del bloque. Reconoció que, efectivamente, puede darse el caso que un titular use maliciosamente el medio de pago y después proceda a solicitar su bloqueo por pérdida, como ejemplo, y por tanto alega que no es responsable. En su parecer, existen dos formas de sancionar tal conducta; una es eliminar el requisito del bloqueo, lo cual, en ocasiones, podría dificultar al emisor comprobar que el titular usó la tarjeta maliciosamente sabiendo que después la bloquearía; y, la otra que es establecer un deducible, de entre 1 y 2 U.F., tal como se aplica en otros países, y  que es lo que ha sugerido el Ejecutivo. Ello, para alinear el incentivo y que el titular no haga un uso malicioso de la tarjeta de pago, antes del bloqueo, lo que evitaría el comportamiento oportunista y malicioso.


A continuación, el Honorable Senador señor Ossandón señaló que no comparte lo sugerido por el Ejecutivo en cuanto a introducir un deducible. Además, considera que se está planteando una ficción bastante absurda, que no se da en la práctica, toda vez que cualquier persona que denuncie un fraude tiene que comprobarlo. De no ser así, cualquiera podría usar el total del cupo de su tarjeta de pago y después alegar que alguien giró maliciosamente en su lugar. El sistema obliga que los bancos tengan mecanismos de precaución y de seguridad, así como herramientas que le permitan comprobar cómo es el comportamiento de sus clientes, para evitar fraudes de ese tipo. 


También rechaza introducir el mecanismo del deducible porque en el caso de las tarjetas de gente más modesta, como las Cuentas RUT, $50.000 puede representar un porcentaje muy importante de sus ingresos, y, por ende, se traduciría en una sanción muy pesada.


Luego, el señor Adrian Fuentes connotó que se está dando una discusión muy importante que no está acotada al medio de pago.  Agregó que el Ejecutivo, en conversaciones que sostuvo con los asesores de los señores parlamentarios, hizo notar que los fraudes con medios de pago han ocurrido siempre y seguirán existiendo, porque es algo inevitable. Recordó que hace 15 años fue bastante frecuente lo que se llamó reventón de la cuenta corriente, lo que, en la práctica, era una auto estafa. Consistía en que una persona abría una cuenta corriente, luego procedía a usar la totalidad de la línea de crédito y una vez que cobraban los cheques, a través de terceros, daba aviso de no pago. Así, los cheques ya estaban pagados y el banco se enteraba con posterioridad que había ocurrido un uso malicioso de un medio de pago. 


En relación a la disposición en análisis, indicó que la norma penal tiene los siguientes dos objetivos: primero, sancionar a quien haga uso malicioso de una tarjeta de pago de pago bloqueada, y, segundo, prevenir que se incurra en tal conducta. A pesar de la rápida expansión de los medios de pago en línea, todavía existe un conjunto de operaciones que no se hace en línea.  También recordó las palabras del Vicepresidente del Banco Central en cuanto a poner mucha atención en el riesgo moral de los propios clientes para evitar el mal uso, tal como propone la letra f). Quien alegue que fue víctima de un fraude deberá probarlo, y, en materia penal, acreditar una conducta maliciosa importa una carga probatoria mayor. 


Sobre la base de lo expresado por el señor Fuentes, la señora Bernardita Piedrabuena indicó que, por lo tanto, la redacción que está planteada por la indicación, consistente en usar maliciosamente una tarjeta de pago bloqueada, tiene que ir de la mano con el deducible cuando es utilizada antes del bloqueo. Ello para tener los incentivos alineados. Si la Comisión no quisiera incorporar el elemento del deducible, entonces, sería necesario borrar el adjetivo bloqueada. Es decir, que la letra f) tipifique el uso malicioso de tarjeta de pago y no exigir que esta esté bloqueada. Es una de las dos opciones, con la finalidad de tener alineados los incentivos para evitar el auto fraude.


Luego, el Honorable Senador señor Coloma consultó a los representantes del Ejecutivo, respecto de la magnitud de los fraudes de medios de pago, cuántos de ellos podrían ser atribuidos a bandas o delitos de terceros, distintos del titular, y cuánto son auto engaños. Es necesario contar con tal información, porque permitiría dimensionar proporcionalmente quienes son los responsables de estas conductas maliciosas.


También consultó respecto del peso de la prueba, en el sentido si la legislación vigente atribuye el peso de la prueba al tarjetahabiente o depende del tipo de defraudación. Esta circunstancia es de la mayor trascendencia por lo que implica tener la carga de la prueba. 


En relación a la primera consulta, la señora Bernardita Piedrabuena recordó que las cifras entregadas a la Comisión por el Vicepresidente del Banco Central, señor Sebastián Claro, arrojan que al cuarto trimestre de 2016, las transacciones fraudulentas en tarjetas emitidas por bancos chilenos alcanzaron a 4,6 puntos base del monto transado. También contiene información sobre las tasas de fraude por modalidad, en el sentido de si son presenciales o no. Pero es necesario desagregar tales datos para precisar quiénes son los autores, de acuerdo a lo solicitado por el Honorable Senador señor Coloma.


Sobre la materia, y a petición del Honorable Senador señor Juan Antonio Coloma Correa, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión acordó oficiar al Presidente del Banco Central para que se sirva informar respecto del número de transacciones fraudulentas realizadas con tarjetas emitidas por bancos chilenos, y la proporción de ellas que corresponde al auto fraude o al actuar de bandas organizadas. Con tal propósito se envió el oficio N° 1203/E-2017, de 6 de diciembre de 2017. 


Finalmente, el Honorable Senador señor Coloma manifestó que siente una cierta aversión a la proporción de incorporar un  deducible, toda vez que, en oportunidades, puede transformarse en un negocio, si se trata de un seguro, o adoptar el carácter de una multa, y por lo tanto una sanción, en los demás casos. ¿Por qué una persona que fue víctima de la clonación tiene que pagar una multa respecto de un hecho respecto del cual no tuvo ninguna responsabilidad? Por eso es muy importante conocer las cifras respecto de los autores de estos fraudes, en el sentido de cuántos son terceros y cuántos son un fraude propio o auto fraude. 


El señor Presidente, Honorable Senador señor Tuma, puso en votación las indicaciones en debate.


--Puestas en votación, las indicaciones N°s 27 a 30, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Tuma (Presidente), Coloma y Ossandón. (Unanimidad, 3x0). 

Finalmente, la indicación N° 31.-, del Honorable Senador señor Bianchi, es para contemplar como artículo 5° el texto propuesto como artículo 6° en el número 6.


La Comisión estimó que dado el mérito del acuerdo anterior, correspondería rechazar la indicación propuesta.

--Puesta en votación, la indicación N° 31 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Tuma (Presidente), Coloma y Ossandón. (Unanimidad, 3x0).

N° 6

El numeral 6, del artículo único, del proyecto aprobado en general por el Senado, propone agregar a la citada ley N° 20.009,  los siguientes artículos 6º, 7º y 8º, nuevos:

Artículo 6°


El texto propuesto por el texto aprobado en general, es el siguiente:


“Artículo 6º.- El usuario no se tendrá por responsable en las operaciones realizadas sin su autorización, cuando el ilícito corresponda a la utilización de los datos necesarios para realizar una operación con el medio de pago sin que el usuario haya podido conocer tal hecho. De esta forma, la sustracción de los datos de una tarjeta de crédito desde el banco de datos de un comercio; la clonación de los datos de una tarjeta de débito a través de medios electrónicos, magnéticos o radiantes; la obtención por medios fraudulentos de las credenciales necesarias para operar un pago a través de una plataforma electrónica, entre otras conductas de similar naturaleza, no podrán ser imputables al usuario cuando éste no estuviese en conocimiento de su acaecimiento, sin perjuicio de la responsabilidades que deberá perseguir el emisor respecto de las personas que participen en la comisión del delito.


Será deber del emisor probar que el usuario se encontraba en conocimiento de las operaciones fraudulentas o que actuó sin la debida diligencia para el manejo del medio de pago.”.


Las indicaciones N°s 32.- de la Honorable Senadora señora Pérez; 33.- del Honorable Senador señor Ossandón; 34.- del Honorable Senador señor Quinteros y 35.- del Honorable Senador señor Tuma, proponen reemplazar el artículo 6º propuesto por el siguiente:


“Artículo 6º.- En los casos a que se refiere el artículo anterior, el titular o usuario no será responsable por las operaciones realizadas con posterioridad al aviso de fraude dado al emisor por las mismas vías establecidas para estos efectos en la presente ley, ni por aquellas operaciones que desconozca haber autorizado. 


En los casos en que el titular o usuario desconozca haber autorizado una operación, corresponderá al emisor u operador demostrar que la operación fue autorizada por el titular o usuario, registrada con exactitud y que no se vio afectada por un fallo técnico o cualquier otra deficiencia.


El registro de la utilización de las tarjetas de pago no bastará, necesariamente, para demostrar que la operación fue autorizada por el titular o usuario, ni que éste actuó de manera fraudulenta o con negligencia inexcusable.


En ningún caso se aplicará la exención de responsabilidad señalada, si se prueba que el titular o usuario tuvo participación en los delitos descritos en el artículo 5°, que obtuvo un provecho ilícito o que actuó con dolo o negligencia inexcusable facilitando su comisión. 


El titular o usuario soportará el total de las pérdidas que afronte como consecuencia de operaciones que sean fruto de su actuación fraudulenta.”.


En discusión, el señor Presidente subrayó que el Banco Central planteó que respecto de las operaciones realizadas con anterioridad al aviso de fraude, el titular o usuario tampoco será responsable de aquellas que reclame dentro de los cinco días hábiles siguientes a la expedición de dicho aviso, salvo que el emisor le hubiere notificado previamente una alerta de fraude o que de otro modo se acredite que tuvo conocimiento anterior del mismo, caso en el cual solo podrá eximirse de responsabilidad por las operaciones posteriores a dicha alerta o conocimiento, cuya suma total excede de dos unidades de fomento, dentro del periodo mensual respectivo.


Connotó que el Banco Central ya había sugerido introducir un deducible, proposición que no comparte la Comisión. En cambio considera que sí están bien logradas las indicaciones formuladas, toda vez que establecen cuál es la responsabilidad para los emisores y los tarjetahabientes, en relación con los casos a que se refiere el artículo 5°, donde no bastará con demostrar que la operación fue realizada para acreditar que hubo dolo, sin que deba probarse.


Luego, el Honorable Senador señor Coloma señaló que comparte la norma propuesta por las indicaciones en debate. No obstante, le parece necesario corregir la parte final del inciso segundo, en cuanto a que, en los casos en que el titular o usuario desconozca haber autorizado una operación, corresponderá al emisor u operador demostrar que la operación fue autorizada por el titular o usuario, registrada con exactitud y que no se vio afectada por un fallo técnico o cualquier otra deficiencia. Sobre esto último, planteó la interrogante en cuanto a qué pasaría si el banco emisor afirma que hubo un fallo técnico. Dada la redacción, ¿significaría que, en tal evento, la responsabilidad es del titular o usuario? Desde otro ángulo, ¿cuál sería el efecto que tendría que el banco emisor acredite que hubo una falla técnica?


El señor José Huerta hizo presente a la Comisión que el grupo de asesores parlamentarios que trabajaron en la redacción de las indicaciones en discusión, tuvo presente y tomó como ejemplo la norma vigente en España para el establecimiento de la carga de la prueba para cada una de las partes involucradas. La norma española señala, básicamente con la misma redacción propuesta, que es el emisor el encargado de demostrar que la operación fue autorizada por el titular; que fue registrada con exactitud, en cuanto a que los registros del operador o del banco indican que la operación se realizó en la hora, en el lugar y monto, más las demás características que tenga. En cuanto a lo levantado por el Honorable Senador señor Coloma, y desde el prisma que lo plantea, reconoció que la operación esté o no afectada por un fallo técnico es relevante sólo para los efectos que el banco asuma inmediatamente la responsabilidad, en el caso que así haya sido, y jamás será culpa del usuario. En tal sentido, la sugerencia de eliminar la referencia a la falla técnica no afecta el sentido de la norma, porque el punto igualmente será abordado por el análisis del registro de la operación que tenga el emisor, en cambio de mantenerse podría, efectivamente, dar lugar a segundas o terceras interpretaciones.


El Honorable Senador señor Coloma compartió lo señalado por el señor Huerta y señaló que le parece adecuado eliminar esa parte final, toda vez que si hay una falla técnica que afectó la operación no puede interpretarse, bajo ningún respecto, que el titular tiene la culpa. No sería razonable en lo absoluto. 

La Comisión estuvo de acuerdo con la eliminación de esa parte final del inciso segundo del artículo 6° propuesto por las indicaciones N°s 32 a 36. 


Luego, la señora Bernardita Piedrabuena pidió la palabra para continuar defendiendo la proposición del Ejecutivo respecto de introducir un deducible en el supuesto del uso fraudulento de la tarjeta de pago, no así los casos de extravío, hurto o robo. 

Sobre el particular, hizo presente que actualmente artículo 5° de la ley N° 20.009 tipifica las conductas que constituyen uso fraudulento, contemplando las mismas que considera el proyecto aprobado en general y también las sanciona penalmente, aunque con una pena menor. Por su parte, respecto de los los artículos 1° a 3°, referidos al hurto, robo y extravío, la ley vigente dispone que una vez que una vez que ha dado aviso el tarjetahabiente no es responsable de lo que ocurra con el uso de su tarjeta después. Así, actualmente se observa que los bancos ofrecen y venden seguros para cubrir el eventual mal uso de la tarjeta respecto de lo que pasa antes del aviso. Por eso que es que las modificaciones que introduce el proyecto son para hacerse cargo de todo lo que pasa antes del referido aviso.

En consideración a lo anteriormente señalado, estima que el número o porcentaje de las personas que pudieran haber cometido auto fraude antes del aviso sería menor, porque la ley dispone que quien cometa auto fraude antes del aviso tiene que asumir la carga de la prueba. Por lo tanto, no sirve para decir que el deducible no produciría el cambio de conducta, dado que el proyecto propone cambiar las reglas del juego, pero hay que tener cuidado con que se entienda por los usuarios que, en el nuevo escenario, podrán hacer auto fraude antes del aviso y no pasará nada, porque el peso de la prueba estará en el emisor. Para evitar lo anterior es que el Ejecutivo es partidario de que esta ley considere un deducible y, de esta manera, alinear los incentivos, para cada una de las partes.

Al respecto, el señor José Huerta hizo presente que el punto levantado por la señora Piedrabuena fue materia central de las mesas de trabajo de los asesores parlamentarios. El punto en balance, tal como lo plantea el Banco Central y todos los expositores relacionados con la industria de los medios de pago, es cómo se controla lo que la doctrina denomina “riesgo moral” o, desde otro punto de vista, el “auto fraude”.

Saliendo del ámbito de las actividades bancarias, es bueno tener en consideración que tanto el poder legislativo como la justicia  controlan el riesgo moral por medio de la amenaza de la pena. En el sistema bancario, algunas legislaciones del mundo han establecido un sistema de incentivo para reducir el riesgo moral que consiste en un deducible, y que es lo que ha planteado a esta Comisión tanto el Banco Central como los representantes del Ejecutivo. 

Hizo presente que la referida mesa de trabajo estimó que resultaba adecuado para controlar el riesgo moral la amenaza de una pena fuerte y mayor a la que actualmente contempla la legislación vigente. Es por eso que el artículo 5° aumenta las penas de base respecto a las que actualmente contempla la ley N° 20.009. 

Además, los otros incentivos, más allá del aumento de la pena, deberían estar en otros ámbitos más adecuados. Por ejemplo, que quien disponga de más información, espaldas financieras y poder de trabajo, que es justamente el emisor, tenga que invertir en mayores medidas de seguridad para la utilización de las tarjeta de pago. 

El modo de incorporar tal incentivo es otorgándoles completamente a ellos la carga de la prueba y creando una serie de otras reglas que los obligarán a ser mucho más diligentes de los que deben serlo actualmente con el sistema de medio de pago. 

Recordó que al día de hoy, y según dice la literatura especializada citada en la presentación de la moción al definir las ideas matrices del proyecto, el peso o la carga que genera actualmente el fraude de tarjetas se está compartiendo entre los emisores, los usuarios y los comercios. Por lo tanto, hay menor incentivo para los emisores, que son los que realmente operan el sistema, para invertir y generar una mejora tecnológica para asegurar el sistema. La propuesta que realizan los Honorables señores Senadores, en las indicaciones N°s 27 a 30, va justamente en la línea de darle los incentivos al banco para mejorar la seguridad del sistema. Desde esa perspectiva, el llamado deducible o la mecánica de aseguramiento del riesgo moral, que existe en la legislación comparada, va más por un camino intermedio, es decir, de hacer compartir los riesgos de los usuarios, circunstancia que, tal como lo señalaba el Honorable Senador señor Ossandón, en la realidad de la cuenta RUT, donde los saldos promedio están muy por debajo de los $200.000, compartir un deducible de 1 o 2 U.F., o incluso del monto que sea, es mucho más significativo para un segmento de la población que para otro.

Luego, el señor Adrian Fuentes hizo notar que en la discusión hay varios temas en juego, y no solamente desde el punto de vista estrictamente penal. Recordó que tanto el Banco Central, que es el ente macro regulador del sistema financiero, como la Superintendencia de Bancos y el Ministerio de Economía, han sugerido introducir en el proyecto el deducible, porque el proyecto cambia radicalmente la ley N° 20.009. A saber, actualmente esta ley regula sólo un medio de pago, las tarjetas de crédito, al cual accede un segmento de la población. La moción aumenta adecuadamente los niveles de protección de los derechos de consumidores ya no solo a las tarjetas de crédito sino que a todos los medios de pago. Sin embargo, no todos los medios de pago se rigen por las mismas hipótesis, ni por los mismos procedimientos ni por la misma operatoria ni por los mismos montos. 

Teniendo en cuenta lo anteriormente expuesto, y dado que el artículo 6° aplica solo en una parte específica respecto del comportamiento tanto de los emisores como de los usuarios, en relación con sus comportamientos de pago y de las conductas que se quieren prevenir, es que, respecto de los fraudes resulta importante considerar un deducible. Especificó que tal deducible que no sería aplicable en casos de robo, hurto o extravío.

Agregó que si la institución financiera le da aviso a  una persona que está siendo víctima de un fraude o tuvo una alerta que está ocurriendo algo extraño en su tarjeta, y transcurrido cierto plazo, no hace nada,  siguió operando la tarjeta o se da cuenta que hubo una operación de la tarjeta que no hizo, la responsabilidad del banco continuará, salvo en los primeros $ 50.000 que establecería la ley (monto a modo de proposición). Tal medida es una señal para el usuario con la finalidad que tenga la debida diligencia respecto del uso de sus tarjetas. Es decir, si contando con las alertas del caso, el titular de la tarjeta de pago no realiza ninguna gestión útil para desconocer la operación o evitar que el instrumento siga siendo utilizado fraudulentamente, el deducible o multa implicará que el banco responderá de todo, salvo por las primeras 1 o 2 U.F. o el monto que establezca el proyecto si esta proposición es acogida.

En suma, desde el punto de vista de los incentivos el deducible o multa es precisar quién responde y por cuánto en casos de uso fraudulento. En ningún caso la idea es eximir de responsabilidad al emisor o a la institución financiera por los sistemas, Básicamente persigue lo siguiente: dado que existió una alerta de fraude y el cliente no hizo nada, entonces parte de la responsabilidad también recae en él. 

Hizo notar que los deducibles o multas en estos casos  están concebidos para generar comportamientos de debida diligencia respecto de la utilización de los medios de pago en general, incluso de las transferencias electrónicas, al tenor del artículo 1° aprobado.

Luego, el Honorable Senador señor Ossandón señaló que si el banco tiene información de que se está haciendo uso fraudulento de una tarjeta de pago, y le avisa a su titular, tiene todas las herramientas para detener el fraude por medio del bloqueo de la tarjeta. Por lo anterior, considera extraña la hipótesis planteada por el asesor del Ejecutivo, en cuanto a que el banco le avisa al titular que ha detectado conductas sospechosas en su cuenta y que la deje abierta. Lo que hacen los bancos ante tal escenario es bloquear una cuenta o tarjeta cuando observan conductas extrañas que evidencien un mal uso de ellas y muchas veces el titular se informa después intentar sin éxito usar su tarjeta por haber sido bloqueada.

A continuación, el señor Eduardo Barros, reconoció que la proposición del Ejecutivo respecto de incorporar en el proyecto un deducible o multa no fue recogida por el grupo de asesores parlamentarios. Hubo miradas distintas. Efectivamente la norma propuesta por las indicaciones es absolutamente protectora de los consumidores, en este caso los usuarios de las tarjetas de pago.  La proposición del Ejecutivo y del Banco Central plantea que la responsabilidad en toda de la cadena de pago no radica exclusivamente en uno de los actores. 

Añadió que no se puede desatender el hecho que todas las legislaciones internacionales consultadas tienen este incentivo para que el usuario tenga un piso sobre el cual tiene que ser diligente. La idea de un deducible opera en mercados como el norteamericano o europeo. Sin embargo, tal proposición no fue acogida por los asesores porque estimaron que colocar un umbral básico respecto del cual el usuario debe hacerse responsable, que en todo caso debería ser menor a los que existen en los mercados mencionados, no puede quedar en manos de los bancos. De tomar tal camino, el Ejecutivo debería comprometerse a proponer una norma y que, por lo tanto, tal umbral sea reglado. Pero dejar a los clientes en los procesos administrativos en manos de los bancos generaría una asimetría. 

No obstante lo anterior, planteo que podría generarse un diálogo en el que se incorpora este incentivo, siempre y cuando exista una regulación propuesta por el Ejecutivo.

La señora Bernardita Piedrabuena reiteró que el supuesto en cuestión es el de un tercero que está haciendo uso fraudulento de la tarjeta. Obviamente los bancos son capaces de detectarlo porque gracias al big data y el manejo de la información, conocen el comportamiento habitual de la persona. Luego, cualquier transacción que sale tal comportamiento habitual es la que avisa. Pone ejemplos.

Pero lo que hay que analizar es el supuesto en el cual el mismo titular de la tarjeta de pago es quien está cometiendo el fraude y, por lo tanto, esa persona usa su patrón habitual de comportamiento y para el banco no es posible detectar que se está alejando de éste. Por tal motivo es que el proyecto considera que la utilización de las tarjetas no bastará necesariamente para demostrar que la operación fue autorizada por el titular. La finalidad u objetivo del deducible es evitar este tipo de casos de auto fraude. 

En la misma línea, agregó que tal aspecto ha sido estudiado en diferentes países del mundo, y en muchas legislaciones de las más importantes, como la estadounidense y la europea, efectivamente existe ese deducible.

Otro punto que destacó es que el deducible quedaría consagrado en la ley. Es decir, los bancos no podrán determinarlo porque quedaría establecido en la ley, aun cuando contemple una norma que de una mayor flexibilidad, ya sea en la ley o en un reglamento, como una noma que indique que tal deducible, por ejemplo, nunca podrá ser superior al 10% del saldo promedio del último año de la cuenta corriente o del medio de pago que esté utilizando.

Luego, el Honorable Senador señor Coloma indicó que le hace sentido y le parece razonable que si hay una aviso de fraude la responsabilidad sea distinta con posterioridad al mismo. En cambio, si no hay aviso, la prueba tiene que ser del banco.  Lo anterior, siempre y cuando tal medida no se traduzca en un dar aviso permanente. Si la preocupación del Ejecutivo es que hay que diferenciar si hay un aviso versus cuando no hay tal aviso, le parece razonable respecto de lo que ocurra después, pero con un resguardo que eso no sea una conducta permanente de estar dando aviso.

El Honorable Senador señor Tuma señaló que estaría disponible para considerar un deducible cuando lo sancionable sea la falta de diligencia una vez informado el titular, en los términos en que lo han planteado los representantes del Ejecutivo. En todo caso, siempre que esté debidamente normado y que se trate de casos bien específicos, no como un seguro por operar una tarjeta que el banco cobre a todo evento. 

Connotó que el principio básico de la moción es trasladar al emisor la responsabilidad de la seguridad del sistema. Lo que ha ocurrido hasta ahora es que el emisor no se hace responsable y además el titular debe pagar por la seguridad, en circunstancias que la seguridad la debe ofrecer el banco que presta el servicio. 

Reiteró que le hace sentido que, en la cadena de seguridad, en algún momento el titular es responsable. Cuando el titular tiene el aviso que se está cometiendo un fraude y no actúa, o lo hace de un modo no diligente, alguna consecuencia debe tener. Quizás no hacerlo responsable del monto total defraudado, pero sí hacerlo responsable al menos de algo. 

Le pidió al Ejecutivo que en la próxima sesión que celebre la Comisión presente una propuesta formal sobre el tema del deducible que han levantado, y referido a casos muy calificados.

Finalmente, el Honorable Senador señor Ossandón indicó que se extrañaba de la propuesta del Ministerio, que no comparte, toda vez que, en esa lógica, resultaría más barato tener un seguro que cubra todo. Eso, en vez de tener una multa de 2 U.T.M. Recordó que el objetivo de la moción de la cual es uno de los autores es terminar con el circulo malicioso y que los bancos realmente se preocupen de ciertas cosas que son de su responsabilidad y no que los usuarios tengamos que preocuparnos de asuntos que le corresponden a los bancos. 

En la siguiente sesión, el asesor del Ministerio de Economía, señor Adrián Fuentes, presentó una propuesta de redacción para el artículo 6°, la que, según señaló, recogería las ideas presentes en el debate de la sesión anterior. El texto propuesto es el siguiente:

“Artículo 6º.- En los casos a que se refiere el artículo anterior, el titular o usuario no será responsable por las operaciones realizadas con posterioridad al aviso de fraude dado al emisor por las mismas vías establecidas para estos efectos en la presente ley, ni por aquellas operaciones efectuadas con anterioridad al aviso de fraude que el titular o usuario reclame dentro de los 10 días hábiles siguientes a la expedición de dicho aviso o que haya tenido conocimiento de ellas. 

Si el titular o usuario reclama operaciones después de transcurrido el plazo señalado precedentemente, sólo podrá eximirse de responsabilidad por éstas, en el monto que exceda a ¼ de unidad tributaria mensual o el 10% del promedio de las operaciones efectuadas los 6 meses anteriores si este fuere menor.

En los casos en que el titular o usuario desconozca haber autorizado una operación, corresponderá al emisor u operador demostrar que la operación fue autorizada por el titular o usuario y registrada con exactitud.

El registro de la utilización de las tarjetas de pago no bastará, necesariamente, para demostrar que la operación fue autorizada por el titular o usuario, ni que éste actuó de manera fraudulenta o con negligencia inexcusable. En todo caso, cuando el titular o usuario tome conocimiento de alguna de las conductas del artículo anterior, siempre podrá dar cuenta al emisor en los términos señalados en el inciso primero.

En ningún caso se aplicará la exención de responsabilidad señalada, si se prueba que el titular o usuario tuvo participación en los delitos descritos en el artículo 5°, que obtuvo un provecho ilícito o que actuó con dolo o negligencia inexcusable facilitando su comisión. 

El titular o usuario soportará el total de las pérdidas que afronte como consecuencia de operaciones que sean fruto de su actuación fraudulenta.”.

Precisó que, en el caso del fraude quien debe dar el aviso es el emisor de la tarjeta, a diferencia de lo que ocurre tratándose de robo o extravío. Desde ese momento el cliente se exime de toda responsabilidad por las operaciones que se realicen hacia el futuro. Tratándose de las operaciones anteriores, se propone, en síntesis, que en caso de fraude el usuario tiene un plazo de diez días hábiles para reclamar respecto de operaciones realizadas con anterioridad al aviso que él desconozca, contado desde el aviso o desde que haya tenido conocimiento de ellas. Si no reclama dentro de ese plazo, puede reclamar de las referidas operaciones, pero en ese caso se tendrá que hacer cargo de una pequeña parte de las operaciones, una determinada suma de dinero. Se recoge así en alguna medida la opinión del Banco Central en lo relativo al riesgo moral que podría generar esta iniciativa, y a adoptar medidas para evitar el auto fraude y para incentivar la debida diligencia.

Por otra parte el texto, en su inciso 4°, recoge lo propuesto en las indicaciones N°s. 40 Y 41, de la Honorable Senadora señora Pérez y el Honorable Senador señor Pizarro, respectivamente.

El Honorable Senador señor Tuma formuló el siguiente razonamiento: El principio general es que los sistemas de seguridad deben estar a cargo del emisor, y si estos sistemas son vulnerados, el emisor es el responsable. Si se hace una excepción es necesario establecer claramente a qué se refiere y cuál es el objetivo, si se busca una colaboración del titular para esclarecer qué operaciones están comprendidas en el fraude. En su parecer, no queda claro cuál es el sentido de esta especie de interrupción de la seguridad a cargo del emisor que protege al usuario.

Agregó que, en una sesión de la Comisión, el Banco Central planteó la posibilidad de introducir una figura para prever que cuando se dé un aviso de fraude se evite desconocer operaciones que efectivamente el usuario realizó. En su entender, la propuesta más que un cargo se refiere a un nivel de operaciones que tendrán un tratamiento distinto.

El Honorable Senador señor Tuma declaró que no resulta demasiado claro en qué contribuye introducir esta variable. Si se trata de un auto fraude, ello se determinará, eventualmente, en la investigación correspondiente.

La Honorable Senadora señora Pérez se mostró contraria al texto propuesto. En su opinión, la proposición vulnera el espíritu del proyecto y trastoca su fondo. Fijar un deducible se asemeja bastante a la obligación de tomar un seguro, pues hay una determinada suma que el usuario deberá pagar, y este proyecto busca precisamente que los usuarios, los clientes, no tengan que contratar seguros complementarios contra el riesgo de clonación, extravío, pirateo informático, entre otros. 

Puso de relieve que, al día de hoy, los bancos y otros emisores cuentan con todos los medios para garantizar la seguridad y los mejores staffs de abogados que los asesoren, así como un sinfín de recursos para poder detectar con facilidad un fraude de esta naturaleza. No obstante, la ley pone en hombros del usuario la carga de la prueba, que es precisamente lo que esta moción quiere cambiar.

Introducir un “deducible” es castigar a todos los usuarios por una eventual conducta de auto fraude que podría ocurrir. Esto es inadecuado, el auto fraude es un delito y si el usuario incurre en esta conducta deberá ser sancionado, pero no corresponde que todos los usuarios estén de antemano “castigados” por una determinada conducta.

El Honorable Senador señor Quinteros compartió lo señalado por la Honorable Senadora señora Pérez. Esta iniciativa tiene por objeto favorecer a los usuarios y no a los emisores de las tarjetas de pago. Por otra parte, manifestó que le llama la atención lo señalado por el Banco Central en relación al auto fraude, dado que el fraude es un delito. No le parece plausible tratar de persuadir a alguien de cometer un delito, porque tendrá que pagar una determinada cifra.

El Honorable Senador señor Ossandón declaró que está plenamente de acuerdo con lo señalado por los Honorables Senadores señora Pérez y señor Quinteros. La propuesta del Ejecutivo va en contra de la esencia misma y el espíritu de esta iniciativa. Coincidió en que los emisores de tarjetas de pago tienen todos los medios necesarios para perseguir un fraude, si fuera ese el caso. Consagrar un deducible es una verdadera multa para el usuario. 

El Honorable Senador señor Pizarro analizó detenidamente el texto propuesto. Se mostró de acuerdo con el tenor del inciso primero. Asimismo destacó que el inciso tercero pone claramente el peso de la prueba a cargo del emisor, que es uno de los objetivos de esta iniciativa.

En relación al controvertido inciso segundo, hizo notar que este apunta en la dirección señalada por el Banco Central en miras a evitar un incentivo perverso para los usuarios. Consideró que la redacción es demasiado engorrosa. No obstante, en su opinión esta iniciativa debiera considerar alguna disposición que establezca la necesaria diligencia que debe tener el usuario en el uso de estas tarjetas de pago.

Los restantes incisos son, en su parecer, un aporte.

El asesor del Ministerio de Economía, señor Fuentes, precisó algunos aspectos. En primer término, hizo presente que en ningún caso esta propuesta busca alterar la idea matriz de esta iniciativa. Agregó que comparten la idea matriz del proyecto, particularmente en cuanto a quien se hace responsable en caso de extravío, robo, hurto o fraude de tarjetas de pago, y así lo manifestó también el Banco Central.

En relación al inciso segundo, destacó que la norma propuesta plantea lo que se ha denominado un “deducible”, figura que se establece en el derecho comparado, y que tiene por objeto disuadir la posibilidad de auto fraude.  En cuento a si es un disuasivo efectivo, es una cuestión que excede del ámbito de esta moción y cuya respuesta no está en condiciones de dar. Coincidió en que el disuasivo más efectivo debería ser la sanción penal. El deducible más bien busca que el cliente tenga la debida diligencia en el uso de tarjetas de pago, respecto de las operaciones realizadas, desde el momento que recibe el aviso de fraude.

Concluyó señalando que esta propuesta busca generar incentivos adecuados para el uso también adecuado de los instrumentos.

El Honorable Senador señor Tuma propuso votar la propuesta del Ejecutivo.

En relación al inciso segundo, que introduce el deducible, todos los miembros presentes de la Comisión estuvieron por rechazarlo.

La Honorable Senadora señora Pérez estimó que el inciso primero está estrechamente vinculado con el inciso segundo, particularmente en lo referido al plazo de diez días hábiles.

El asesor del Honorable Senador señor Ossandón, señor José Huerta, manifestó que si se elimina el inciso segundo, dejar vigente el plazo de diez días se traduce en que el margen de exención de responsabilidad queda reducido a los diez días de plazo que tendría el usuario para reclamar de las operaciones.

El Honorable Senador señor Pizarro reiteró la necesidad de establecer algún tipo de responsabilidad en el usuario. En esa línea, es partidario de, no obstante eliminar el así llamado “deducible”, conservar el plazo de diez días hábiles contemplado en la propuesta, para mantener un cierto equilibrio y exigir al usuario una cierta diligencia.

El Honorable Senador señor Ossandón se mostró contrario a lo señalado. El plazo de diez días en un plazo muy breve; basta mirar legislaciones comparadas que consideran un plazo mucho mayor, como por ejemplo la legislación española que contempla un plazo de 19 meses para el aviso.

En este punto, el señor Fuentes puntualizó que ese tipo de legislaciones consagran un deducible a todo evento.

Por otra parte, el señor Fuentes hizo un símil con lo que ocurre en el caso de los cheques, donde el usuario tiene una carga bastante grande en caso de pérdida, extravío o robo, pues tiene no sólo que dar aviso, sino que realizar una serie de publicaciones, individualizando detalladamente los cheques extraviados, robados o hurtados.

Reiteró que lo que se persigue es que existan los incentivos adecuados para que el banco se comporte correctamente, aumente sus niveles de seguridad, pero que también el cliente sea responsable y diligente al momento de analizar el comportamiento de su cuenta. 

El asesor del Honorable Senador señor Tuma, señor Eduardo Barros, hizo presente algunos aspectos. Recordó que la inversión de la carga de la prueba es un tema que ya fue aprobado por la Comisión, no es el punto que se debate en este momento.

En relación a la legislación comparada, destacó que la legislación española, a la que se ha hecho referencia, establece una condición y es que el usuario debe actuar con diligencia. Efectivamente amplía el plazo para discutir el cobro, pero cuando se ha cumplido un parámetro, como es el aviso con diligencia y oportuno. 

Llamó a poner atención en qué ocurrirá en los hechos con esta iniciativa. Consagrar la responsabilidad del emisor, la restitución de fondos, poner la carga de la prueba en los emisores, y otras medidas que esta iniciativa contempla, generarán un costo de riesgo que alguien tendrá que pagar, y que finalmente se prorratea entre todos los clientes. Por eso el derecho comparado exige al usuario cumplir con cierto nivel de diligencia.

Destacó que lo que se buscó con la propuesta es que la diligencia estuviera en todas las partes, tanto en el emisor, los clientes y los operadores, de modo que la arquitectura del proyecto sea coherente. En esa línea, no es malo establecer un incentivo para que el usuario obre de manera adecuada.

El Honorable Senador señor Tuma llamó a tener cuidado en que no se produzca un efecto contrario al buscado y en definitiva se perjudique al usuario por un aumento del costo de estas tarjetas de pago.

Luego, a la luz del debate que ha tenido lugar, llamó a analizar conjuntamente las indicaciones N°s 32 a 35, e ir votando inciso por inciso, teniendo presente la propuesta del Ejecutivo.
Inciso primero

El Honorable Senador señor Pizarro puso de relieve que el objetivo de la Comisión siempre es defender al consumidor y evitar los abusos, como el que se produce en materia de tarjetas de pago, donde en definitiva el usuario debe contratar un seguro, ofrecido por el mismo banco, para protegerse de un riesgo del servicio que ellos mismos ofrecen. Reiteró que lo que ha hecho presente es la conveniencia de consagrar un punto de equilibrio para que el usuario también deba ser diligente, estableciendo un cierto plazo.

La Comisión acordó aprobar como inciso primero del artículo 6°, el inciso primero de la propuesta del Ejecutivo, pero especificando que las operaciones anteriores al aviso de fraude a que se refiere, son aquellas que el usuario desconozca haber autorizado.

Se optó por mantener la forma alternativa de cómputo de plazo en el entendido que, como señaló el Honorable Senador señor Pizarro, el usuario puede tener conocimiento del fraude aun antes del referido aviso, y se trata precisamente que el usuario también sea diligente.

La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Coloma, Pizarro y Tuma, estuvo de acuerdo con esta propuesta.

El asesor del Honorable Senador señor Ossandón, señor José Huerta, llamó a tener presente que, de judicializarse esta materia, el plazo de diez días y desde cuando se cuenta podrían, en definitiva, perjudicar al cliente. Será materia de prueba el momento en que tuvo conocimiento del fraude y el Banco sin duda intentará probar la negligencia del cliente en este punto. Esta disposición complejizará la materia.

Inciso segundo

En relación al inciso segundo, los Honorables Senadores tuvieron presente que en la sesión anterior se aprobó, con modificaciones, el inciso segundo propuesto por las indicaciones N°s 32 a 35, con la supresión de la parte final relativa al fallo técnico u otra deficiencia.

Asimismo, la Comisión rechazó por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez y señores Coloma, Pizarro y Tuma, el inciso segundo propuesto por el Ejecutivo.

Inciso tercero

En relación al inciso tercero, la Comisión resolvió aprobar, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez y señores Coloma y Tuma, la redacción del Ejecutivo, pero en lugar de señalar que el usuario “siempre podrá”, prescribir que el usuario “deberá” dar cuenta al emisor si toma conocimiento de alguna de las conductas del artículo 5°.

Finalmente, la Comisión aprobó por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez y señores Coloma y Tuma, el inciso final, sin modificaciones. 

Como resultado de tales votaciones, el texto del artículo 6° del proyecto queda como sigue:

“Artículo 6º.- En los casos a que se refiere el artículo anterior, el titular o usuario no será responsable por las operaciones realizadas con posterioridad al aviso de fraude dado al emisor por las mismas vías establecidas para estos efectos en la presente ley, ni por aquellas operaciones que desconozca haber autorizado efectuadas con anterioridad al aviso de fraude que el titular o usuario reclame dentro de los 10 días hábiles siguientes a la expedición de dicho aviso o que haya tenido conocimiento de ellas. 

En los casos en que el titular o usuario desconozca haber autorizado una operación, corresponderá al emisor u operador demostrar que la operación fue autorizada por el titular o usuario y registrada con exactitud.

El registro de la utilización de las tarjetas de pago no bastará, necesariamente, para demostrar que la operación fue autorizada por el titular o usuario, ni que éste actuó de manera fraudulenta o con negligencia inexcusable. En todo caso, cuando el titular o usuario tome conocimiento de alguna de las conductas del artículo anterior, deberá  dar cuenta al emisor en los términos señalados en el inciso primero.

En ningún caso se aplicará la exención de responsabilidad señalada, si se prueba que el titular o usuario tuvo participación en los delitos descritos en el artículo 5°, que obtuvo un provecho ilícito o que actuó con dolo o negligencia inexcusable facilitando su comisión. 

El titular o usuario soportará el total de las pérdidas que afronte como consecuencia de operaciones que sean fruto de su actuación fraudulenta.”. (Indicaciones 32 a 35, 41 y 42, con modificaciones)  (Unanimidad 4x0, incisos primero y segundo; y  unanimidad 3x0, incisos tercero y cuarto). 

___________

En la sesión siguiente, el Presidente recabó el acuerdo de la Comisión para reabrir el debate respecto del artículo 6°, lo que fue acogido por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Coloma, Pizarro y Tuma.

Luego, planteó que resulta conveniente analizar nuevamente la efectividad la norma según la cual el titular o usuario tampoco será responsable por aquellas operaciones que desconozca haber autorizado efectuadas con anterioridad al aviso de fraude que el titular o usuario reclame dentro de los 10 días hábiles siguientes a la expedición de dicho aviso o que haya tenido conocimiento de ellas. 

Su inquietud es respecto a si ese plazo de 10 días es suficiente y si sería eficaz para la finalidad de la norma, esto es, proteger al titular o usuario de una tarjeta de pago que ha sido objeto de un fraude. Con la finalidad de dar alternativas, planteó que podría optarse por una regla distinta y que considere un plazo mayor, como, por ejemplo, la fecha de recepción de la cartola respectiva, ya sea la primera, la segunda o, incluso, hasta la tercera.

La Honorable Senadora señora Pérez si bien en un comienzo no estuvo de acuerdo en innovar sobre la materia, posteriormente cambió de parecer, porque tuvo presente que las personas no están preocupadas permanente de chequear sus compras y transacciones, pero que sí lo hacen o deberían hacerlo al menos una vez al mes. Esa es la conducta habitual de cualquier persona con un nivel medio de diligencia. Además, lo normal es que el pago de las cuentas de servicios; dividendos, y compromisos financieros, entre otros, se paguen cada 30 días. Por lo anterior, propuso que el plazo se amplié a 30 días corridos siguientes a la expedición de aviso de fraude o que haya tenido conocimiento de ellas.

La Comisión pidió dejar especial constancia que tal plazo es de 30 días corridos, y no de días hábiles a los que hace mención del inciso final del artículo 1° de esta ley.

Tal proposición fue acogida por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez y señores Coloma, Pizarro y Tuma.

En otro orden de ideas, el señor Adrián Fuentes dio a conocer una propuesta del Banco Central para complementar el inciso primero, con la finalidad de introducir un mayor grado de certeza a la norma. Indicó que, para ello, el Banco Central propone a la Comisión introducir un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:

“Para estos efectos, y en relación con el conocimiento de la existencia de operaciones no autorizadas, se considerará especialmente la circunstancia que el emisor u operador haya enviado una alerta de fraude y que exista constancia de su recepción por parte del titular o usuario.”. 

Por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez y señores Coloma, Pizarro y Tuma, la Comisión acogió la proposición, entiendo que va en la línea de las indicaciones en debate, pero optó por ubicar la norma a continuación del punto aparte del inciso primero, que pasa a ser punto seguido.

_______________

Como consecuencia de los acuerdos antes señalados, el artículo 6° quedaría como sigue:

“Artículo 6º.- En los casos a que se refiere el artículo anterior, el titular o usuario no será responsable por las operaciones realizadas con posterioridad al aviso de fraude dado al emisor por las mismas vías establecidas para estos efectos en la presente ley, ni por aquellas operaciones que desconozca haber autorizado efectuadas con anterioridad al aviso de fraude que el titular o usuario reclame dentro de los 30 días corridos siguientes a la expedición de dicho aviso o que haya tenido conocimiento de ellas. Para estos efectos, y en relación con el conocimiento de la existencia de operaciones no autorizadas, se considerará especialmente la circunstancia que el emisor u operador haya enviado una alerta de fraude y que exista constancia de su recepción por parte del titular o usuario.

En los casos en que el titular o usuario desconozca haber autorizado una operación, corresponderá al emisor u operador demostrar que la operación fue autorizada por el titular o usuario y registrada con exactitud.

El registro de la utilización de las tarjetas de pago no bastará, necesariamente, para demostrar que la operación fue autorizada por el titular o usuario, ni que éste actuó de manera fraudulenta o con negligencia inexcusable. En todo caso, cuando el titular o usuario tome conocimiento de alguna de las conductas del artículo anterior, deberá  dar cuenta al emisor en los términos señalados en el inciso primero.

En ningún caso se aplicará la exención de responsabilidad señalada, si se prueba que el titular o usuario tuvo participación en los delitos descritos en el artículo 5°, que obtuvo un provecho ilícito o que actuó con dolo o negligencia inexcusable facilitando su comisión. 

El titular o usuario soportará el total de las pérdidas que afronte como consecuencia de operaciones que sean fruto de su actuación fraudulenta.”.
-- En votación las indicaciones N°s 32 a 35, fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Pizarro, Quintero y Tuma (Unanimidad 4x0, respecto de los incisos primero y segundo), y Honorables Senadores señora Pérez y señores Coloma y Tuma (Unanimidad 3x0, en los incisos tercero y cuarto). 

Por su parte, la indicación N° 36.-, del Honorable Senador señor Bianchi, es para consultar como artículo 6° el texto propuesto como artículo 7° en el número 6.

--La indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Coloma y Tuma (Unanimidad, 3x0).

Inciso primero


La indicación N° 37.-, del Honorable Senador señor Pizarro, está referida al inciso primero del texto del artículo aprobado en general, y es para reemplazar el vocablo “ilícito” por “hecho”.


--La indicación N° 37 fue retirada por su autor.


Las indicaciones N°s 38.-, del Honorable Senador señor Pizarro y 39.- ,de la Honorable Senadora señora Pérez, por su parte, son para sustituir en el referido inciso primero la expresión “conocer tal hecho” por “conocer tal circunstancia”.

--Las indicaciones N°s 38 y 39 fueron retiradas por sus autores.
o o o o o


La indicación N° 40.-, del Honorable Senador señor Pizarro, propone incorporar un inciso final, del siguiente tenor:


“En todo caso, cuando el usuario tome conocimiento de las circunstancias a que se refiere el inciso primero, siempre podrá dar cuenta al emisor en los términos dispuestos en el artículo 2°.”.

Por su parte, la indicación N° 41.-, de la Honorable Senadora señora Pérez, tienen por objeto incorporar un inciso final, del siguiente tenor: 


"En todo caso, en caso que el usuario tome conocimiento de las circunstancias a que se refiere el inciso primero, siempre podrá informar al emisor en los términos dispuestos en el artículo 2°.".


La Comisión tuvo presente que estas indicaciones fueron discutidas conjuntamente con las indicaciones N°s 32 a 35, y fueron aprobadas, con modificaciones.


-- En votación las indicaciones N°s 40 y 41, fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Pizarro, Quintero y Tuma (Unanimidad) (4x0).

o o o o o


Las indicaciones N°s 42.-, de la Honorable Senadora señora Pérez; 43.- del Honorable Senador señor Ossandón; 44.- del Honorable Senador señor Quinteros y 45.- del Honorable Senador señor Tuma, proponen incorporar, a continuación del artículo 6º, el siguiente nuevo título:

“Título III

De la cancelación de cargos o restitución de fondos”

-- En votación las indicaciones N°s 42 a 45, fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Coloma, Pizarro y Tuma (Unanimidad) (4x0).

o o o o o

Artículo 7° 

El texto propuesto por el texto aprobado en general, es el siguiente:

“Artículo 7º.- El emisor no podrá imponer condiciones ni requerir medidas anexas al usuario para la cancelación de los cargos realizados sin su autorización, o la devolución de los importes si correspondiera y, en ambos casos, deberá realizar dichas operaciones dentro de las 24 horas hábiles siguientes al momento en que fueran detectadas o notificadas. Tampoco podrá imputarlos al comercio en el que fueron realizados los pagos, excepto en los casos en que pueda ser comprobada la negligencia del comercio en la custodia o manejo de los datos del medio de pago necesario para la transacción, o su actuar fraudulento en los términos señalados por el artículo 5º.

Las cláusulas contractuales entre el emisor o sus personas relacionadas y el comercio que hagan responsable a éste último por las pérdidas en las operaciones realizadas mediante algún medio fraudulento, se tendrán por no escritas, correspondiendo siempre al emisor asumirlas, sin perjuicio del derecho a demandar el pago de quien resultare responsable del delito.”.

Las indicaciones N°s 46.-, de la Honorable Senadora señora Pérez; 47.- del Honorable Senador señor Ossandón; 48.- del Honorable Senador señor Quinteros y 49.- del Honorable Senador señor Tuma, son para reemplazar el artículo 7º propuesto por el siguiente:


“Artículo 7º.- El emisor u operador de las tarjetas de pago deberá proceder a la cancelación de los cargos o la restitución de los fondos correspondientes a las operaciones realizadas con posterioridad al aviso de extravío, hurto, robo o fraude, o de aquellas operaciones cuya autorización ha sido desconocida por el titular o usuario dentro de los 3 días hábiles siguientes a dicho aviso. 


Sólo si se acredita por sentencia firme o ejecutoriada que el titular o usuario ha participado en la comisión del delito, que obtuvo un provecho ilícito o que actuó con dolo o negligencia inexcusable facilitando su comisión, se procederá a dejar sin efecto la cancelación de los cargos o la restitución de fondos, sin perjuicio de las indemnizaciones que correspondan según la legislación y normativa aplicable.”.

-- En votación las indicaciones N°s 46, 47, 48 y 49, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Coloma, Pizarro y Tuma (Unanimidad, 4x0).


Por su parte, la indicación N° 50.-, del Honorable Senador señor Bianchi, es para contemplar como artículo 7° el texto propuesto como artículo 8° en el número 6.

-- En votación la indicación N° 50, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Coloma, Pizarro y Tuma (Unanimidad, 4x0).

Inciso primero


La indicación N° 51.-, del Honorable Senador señor Horvath, se refiere al inciso primero del artículo 7° propuesto, y es para sustituir la primera oración por la siguiente: “El emisor no podrá establecer ninguna condición ni requerir de ninguna actuación del usuario para supeditar la cancelación de los cargos realizados sin su autorización, o la devolución de los importes si correspondiera y, en ambos casos, deberá realizar dichas operaciones dentro de los 5 días hábiles siguientes al momento en que fueran detectadas o notificadas.”.

-- En votación la indicación N°s 51 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Pizarro y Tuma (Unanimidad, 3x0).


La indicación N° 52.-, del Honorable Senador señor Ossandón, también referida al inciso primero, es para reemplazar la expresión “las 24 horas” por “los tres días”.


--La indicación N° 52 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Pizarro y Tuma (Unanimidad, 3x0).


Finalmente la indicación N° 53.-, de la Honorable Senadora señora Pérez, propone reemplazar en este incisos la expresión "24" por "72" horas.

--La indicación N° 53 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Pizarro y Tuma (Unanimidad, 3x0).

Inciso segundo

Las indicaciones N°s 54 a 57 están formuladas a este inciso.


Las indicaciones N°s 54.-, del Honorable Senador señor Ossandón y 55.-, de la Honorable Senadora señora Pérez, son para agregar después de la voz “comercio” la expresión “o el usuario”.


Las indicaciones N°s 56.-, del Honorable Senador señor Ossandón y 57.-, de la Honorable Senadora señora Pérez, tienen por objeto sustituir la frase “que hagan responsable a este último” por “que hagan responsables anticipadamente a estos últimos”.

--Las indicaciones N° 54, 55, 56 y 57 fueron retiradas por sus autores.

Artículo 8° 

El artículo 8°, propuesto en el numeral 6, del artículo único, del texto aprobado en general por el Senado, es del siguiente tenor:

“Artículo 8º.- El emisor procurará contar con medidas de seguridad suficientes para impedir la comisión de ilícitos como aquellos desarrollados en el artículo 5º, resguardando la prestación segura del servicio en los términos señalados por el artículo 23 de la ley N° 19.496; y será responsable de los perjuicios que se produzcan por las deficiencias en la protección de los sistemas tecnológicos del medio de pago.”.

Las indicaciones N°s 58.-, de la Honorable Senadora señora Pérez; 59.- del Honorable Senador señor Ossandón; 60.- del Honorable Senador señor Quinteros y 61.- del Honorable Senador señor Tuma, son para reemplazar el artículo 8º propuesto por el siguiente:


“Artículo 8º.- Los emisores y operadores de tarjetas de pago, los comercios y otros establecimientos afiliados a un sistema de tarjetas de pago, así como las demás entidades que intervengan o presten servicios asociados a pagos y transacciones electrónicas, deberán adoptar las medidas de seguridad necesarias para prevenir la comisión de los ilícitos descritos en esta ley, conforme a la legislación y normativa que les resulte aplicable. La falta o deficiencia de tales medidas será considerada para la determinación de las responsabilidades correspondientes a cada uno de ellos.”.


Acogiendo una sugerencia planteada por la Secretaría de la Comisión, la Comisión, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez y señores Coloma y Tuma, estimó oportuno mantener en la disposición la referencia al artículo 23 de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, al igual como lo hace el artículo 8° del proyecto aprobado en general, toda vez que tal disposición infraccional es una norma rectora en materia del deber del proveedor de actuar con diligencia en la venta de un bien o la prestación de un servicio.


De acuerdo a lo anterior, la disposición quedaría como sigue:

“Artículo 8º.- Los emisores y operadores de tarjetas de pago, los comercios y otros establecimientos afiliados a un sistema de tarjetas de pago, así como las demás entidades que intervengan o presten servicios asociados a pagos y transacciones electrónicas, deberán adoptar las medidas de seguridad necesarias para prevenir la comisión de los ilícitos descritos en esta ley, conforme a la legislación y normativa que les resulte aplicable, y resguardando la prestación segura del servicio en los términos señalados por el artículo 23 de la ley N° 19.496. La falta o deficiencia de tales medidas será considerada para la determinación de las responsabilidades correspondientes a cada uno de ellos.”.

--Las indicaciones N°s 58, 59, 60 y 61 fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Pizarro y Tuma (Unanimidad. 3x0).


Por su parte, la indicación N° 62.-, del Honorable Senador señor Bianchi, propone reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 8º.- El bien jurídico protegido es el orden público económico y las siguientes conductas constituyen delito de uso fraudulento de tarjeta de crédito, de pago con provisión de fondos o débito:


a) Falsificar tarjetas de crédito, de pago con provisión de fondos o débito.


b) Usar, vender, exportar, importar o distribuir tarjetas de crédito, con provisión de fondos o débito falsificadas o sustraídas.


c) Negociar, en cualquier forma, con tarjetas de crédito, de pago con provisión de fondos o débito falsificadas o sustraídas.


d) Usar, vender, exportar, importar o distribuir los datos o el número de una tarjeta de crédito, de pago con provisión de fondos o débito, haciendo posible que terceros realicen operaciones de compra o de acceso al crédito, los fondos o al débito que corresponden exclusivamente al titular.


e) Negociar, en cualquier forma, con los datos o el número de la tarjeta de crédito, de pago con provisión de fondos o débito, para las operaciones señaladas en la letra anterior.


f) Usar maliciosamente una tarjeta bloqueada, en cualquiera de las formas señaladas en las letras precedentes.


g) Suplantar la identidad del usuario frente al emisor para obtener autorización para realizar transacciones con una tarjeta de crédito, de pago con provisión de fondos o débito.”.


--La indicación N° 62 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez y señores Pizarro y Tuma. (Rechazada; unanimidad, 3x0).

La indicación N° 63.-, del Honorable Senador señor Pizarro, tienen por objeto suprimir en el artículo 8° propuesto, la locución “el artículo 23 de”.


--La indicación N° 63 fue retirada por su autor.

o o o o o


La indicación N°64.-, del Honorable Senador señor Bianchi, propone agregar el siguiente artículo 9°:


“Artículo 9.- El que causare perjuicio patrimonial a otro, con alguna de las conductas descritas en el artículo precedente, será penado:


1º Con presidio menor en su grados máximo y multa de veintiuna a treinta unidades tributarias mensuales si el monto del perjuicio excediere de las cuatrocientas unidades tributarias mensuales.


2º Con presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de once a veinte unidades tributarias mensuales, si el monto del perjuicio excediera de cuarenta unidades tributarias mensuales y no pasare de las cuatrocientas unidades tributarias mensuales.


3º Con presidio menor en su grado medio y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales, si el monto del perjuicio no pasare de cuarenta unidades tributarias mensuales.


Si las conductas descritas en este artículo no ocasionaren perjuicio patrimonial a otro, la pena será de presidio menor en su grado mínimo.”.

--La indicación N° 64 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez y señores Pizarro y Tuma. (Rechazada) (Unanimidad. 3x0).
o o o o o



MODIFICACIONES


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Economía propone aprobar el proyecto con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO ÚNICO

N° 2
° ° °

- Agregar la siguiente letra a), nueva:


“ a) Incorpórase el siguiente título, nuevo:

“Título I


Del ámbito de aplicación y reglas generales”.”. (Indicaciones N°s 1, 2, 3 y 4, con modificaciones) (Unanimidad.3X0).

° ° °

- Anteponer un literal “b)” al enunciado “Reemplázanse los artículos 1º y 2º por los siguientes:”, nuevo. (Artículo 121 del Reglamento del Senado) (Unanimidad. 3X0).

Artículo 1°


- Reemplazar el artículo 1º propuesto por el siguiente:



“Artículo 1º.- Ámbito de aplicación. La presente ley regula el régimen de responsabilidad aplicable en los casos de extravío, hurto, robo o fraude de tarjetas de crédito, tarjetas de débito, tarjetas de pago con provisión de fondos, o cualquier otro sistema similar, en adelante conjuntamente, las “tarjetas de pago”, emitidas y operadas por entidades sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y a la regulación del Banco Central de Chile. También regula el régimen de responsabilidad en los casos de extravío, hurto, robo o fraude de tarjetas de pago emitidas y operadas por entidades no sujetas a la fiscalización y regulación de los organismos indicados, salvo disposición expresa en contrario.


Asimismo, se aplicará a los fraudes en “transacciones electrónicas”. Para efectos de esta ley, se entenderá por tales a aquellas operaciones realizadas por medios electrónicos que originen cargos y abonos o giros de dinero en cuentas corrientes bancarias, cuentas de depósitos a la vista, cuentas de provisión de fondos, tarjetas de pago u otros sistemas similares, tales como instrucciones de cargo en cuentas propias para abonar cuentas de terceros, incluyendo pagos y cargos automáticos, transferencias electrónicas de fondos, avances en efectivo, giros de dinero en cajeros automáticos y demás operaciones electrónicas contempladas en el contrato de prestación de servicios financieros respectivo. Se comprenden dentro de este concepto las transacciones efectuadas mediante portales web u otras plataformas electrónicas, informáticas o telefónicas dispuestas por la empresa bancaria o el proveedor del servicio financiero correspondiente.


Los plazos de días hábiles que establece esta ley no considerarán los sábados, domingos ni festivos.”.  (Indicaciones N°s 5, 6, 7 y 8, con modificaciones) (Unanimidad. 3X0).

Artículo 2°




- Reemplazar el artículo 2º propuesto por el siguiente:


“Artículo 2º.- Los  titulares o usuarios de tarjetas de pago o de cualquier otro sistema similar, podrán limitar su responsabilidad, derivada de la utilización de los mismos, en los términos establecidos por esta ley, en caso de hurto, robo o extravío de la tarjeta de pago, dando aviso oportuno al emisor.


El emisor de tarjetas de pago deberá proveer al titular o usuario servicios de comunicación, de acceso gratuito y permanente, que permitan efectuar y registrar los referidos avisos. Por el mismo medio de comunicación, y en el acto de recepción, el emisor deberá entregar al titular o usuario un número o código de recepción del aviso y la fecha y hora de su recepción. 


Las tarjetas de pago respecto de las que el titular o usuario haya dado aviso de extravío, hurto, robo o fraude deberán ser bloqueadas de inmediato por el emisor.”. (Indicaciones N°s 9, 10, 11 y 12) (Unanimidad.3X0).

N° 3


- Sustituirlo por el siguiente:


“3.- Remplácese el artículo 3º, por el siguiente:


“Artículo 3º.- En el caso que las tarjetas de pago sean utilizadas con posterioridad al aviso de extravío, hurto, robo o fraude, el emisor será responsable de tales transacciones y sus consecuencias económicas en virtud de lo señalado en el inciso final del artículo anterior.


Las cláusulas de los contratos que impongan el deber de prueba sobre el titular o usuario, por operaciones realizadas con posterioridad al aviso de extravío, hurto, robo o fraude, se tendrán por no escritas.”.”.  (Indicaciones N°s 15, 16, 17 y 18, con modificaciones) (Unanimidad. 3X0).

N° 4


- Reemplazarlo por el siguiente:


“4.- Sustitúyase el artículo 4º, por el siguiente:


“Artículo 4º.- El titular o usuario de tarjetas de pago o servicios similares no tendrá responsabilidad por las operaciones realizadas con posterioridad al aviso de extravío, hurto o robo dado al emisor, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda. 


Tratándose de las operaciones anteriores a dicho aviso, el titular o usuario deberá reclamar al emisor aquellas que desconoce su autorización, en el mismo acto del aviso o hasta cinco días hábiles siguientes a su expedición.


En los casos de fraude, se aplicará lo dispuesto en los artículos 5° y siguientes.”. (Indicaciones N°s 19, 20, 21 y 22, con modificaciones) (Unanimidad. 3X0).

N°5
° ° °

- Agregar la siguiente letra a):


“a) Incorpórese el siguiente título, nuevo:

“Título II

De la responsabilidad por uso fraudulento de tarjetas de pago”

(Indicaciones N°s 23, 24, 25 y 26, con modificaciones) (Unanimidad. 3X0).

° ° °

- Anteponer a la frase “Reemplázase el artículo 5º por el siguiente:”, un literal b), nuevo. (Artículo 121 del Reglamento del Senado) (Unanimidad. 3X0).

Artículo 5° propuesto


- Reemplazar el artículo 5° propuesto, por el siguiente:


“Artículo 5º Las conductas que a continuación se señalan constituyen delito de uso fraudulento de tarjeta de pago y se sancionarán con la pena de presidio menor en su grado medio a máximo y multa correspondiente al triple del monto defraudado:


a) Falsificar tarjetas de pago.




b) Usar, vender, exportar, importar o distribuir tarjetas de pago falsificadas o sustraídas.


c) Negociar, en cualquier forma, tarjetas de pago falsificadas o sustraídas.


d) Usar, vender, exportar, importar o distribuir los datos o el número de tarjetas de pago, haciendo posible que terceros realicen pagos, transacciones electrónicas o cualquier otra operación que corresponda exclusivamente al titular o usuario de las mismas.


e) Negociar, en cualquier forma, con los datos o el número de tarjetas de pago, para fines de realizar las operaciones señaladas en el literal anterior.


f) Usar maliciosamente una tarjeta de pago bloqueada, en cualquiera de las formas señaladas en las letras precedentes.


g) Suplantar la identidad del titular o usuario frente al emisor, operador o comercio afiliado para obtener autorización para realizar transacciones con una tarjeta de pago.


Asimismo, incurrirá en el delito y sanciones que establece este artículo el que mediante cualquier engaño o simulación obtenga o vulnere la información y medidas de seguridad  de una cuenta corriente bancaria, de una cuenta de depósito a la vista, de una cuenta de provisión de fondos, de una tarjeta de pago o de cualquier otro sistema similar, para fines de suplantar al titular o usuario y efectuar pagos o transacciones electrónicas.


La pena señalada en el inciso primero aumentará en un grado, si cualquiera de las conductas tipificadas en este artículo  produce perjuicio a terceros.”. (Indicaciones N°s 27, 28, 29 y 30) (Unanimidad. 3X0).

N° 6


- Sustituirlo por el siguiente:


6. Agréguese el siguiente artículo 6º: 


“Artículo 6º.- En los casos a que se refiere el artículo anterior, el titular o usuario no será responsable por las operaciones realizadas con posterioridad al aviso de fraude dado al emisor por las mismas vías establecidas para estos efectos en la presente ley, ni por aquellas operaciones que desconozca haber autorizado efectuadas con anterioridad al aviso de fraude que el titular o usuario reclame dentro de los 30 días corridos siguientes a la expedición de dicho aviso o que haya tenido conocimiento de ellas. Para estos efectos, y en relación con el conocimiento de la existencia de operaciones no autorizadas, se considerará especialmente la circunstancia que el emisor u operador haya enviado una alerta de fraude y que exista constancia de su recepción por parte del titular o usuario.


En los casos en que el titular o usuario desconozca haber autorizado una operación, corresponderá al emisor u operador demostrar que la operación fue autorizada por el titular o usuario y registrada con exactitud.


El registro de la utilización de las tarjetas de pago no bastará, necesariamente, para demostrar que la operación fue autorizada por el titular o usuario, ni que éste actuó de manera fraudulenta o con negligencia inexcusable. En todo caso, cuando el titular o usuario tome conocimiento de alguna de las conductas del artículo anterior, deberá  dar cuenta al emisor en los términos señalados en el inciso primero.


En ningún caso se aplicará la exención de responsabilidad señalada, si se prueba que el titular o usuario tuvo participación en los delitos descritos en el artículo 5°, que obtuvo un provecho ilícito o que actuó con dolo o negligencia inexcusable facilitando su comisión. 


El titular o usuario soportará el total de las pérdidas que afronte como consecuencia de operaciones que sean fruto de su actuación fraudulenta.”. (Indicaciones 32 a 35, y 40 y 41, con modificaciones)  (Unanimidad 4x0, incisos primero y segundo; y  unanimidad 3x0, incisos tercero y cuarto). 

° ° °
N° 7, nuevo


- Contemplar el siguiente N° 7, nuevo:


“7.- Incorpórese, a continuación del artículo 6º, el siguiente nuevo título:

“Título III

                             De la cancelación de cargos o restitución de fondos”.”. (Indicaciones N°s 42, 43, 44 y 45, con modificaciones) (Unanimidad. 4X0).
N° 8, nuevo


- Contemplar como N° 8, nuevo, la segunda parte del numeral 6, en los siguientes términos:

“8.- Agréguense los siguientes artículos 7° y 8°, nuevos:” (Artículo 121 del Reglamento del Senado) (Unanimidad) (4X0).
° ° °
Artículo 7°


- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 7º.- El emisor u operador de las tarjetas de pago deberá proceder a la cancelación de los cargos o la restitución de los fondos correspondientes a las operaciones realizadas con posterioridad al aviso de extravío, hurto, robo o fraude, o de aquellas operaciones cuya autorización ha sido desconocida por el titular o usuario dentro de los 3 días hábiles siguientes a dicho aviso. 


Sólo si se acredita por sentencia firme o ejecutoriada que el titular o usuario ha participado en la comisión del delito, que obtuvo un provecho ilícito o que actuó con dolo o negligencia inexcusable facilitando su comisión, se procederá a dejar sin efecto la cancelación de los cargos o la restitución de fondos, sin perjuicio de las indemnizaciones que correspondan según la legislación y normativa aplicable.”. (Indicaciones N°s 46, 47, 48 y 49, y N°s 51 a 53, con modificaciones) (Unanimidad. 4X0).

Artículo 8°


- Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 8º.- Los emisores y operadores de tarjetas de pago, los comercios y otros establecimientos afiliados a un sistema de tarjetas de pago, así como las demás entidades que intervengan o presten servicios asociados a pagos y transacciones electrónicas, deberán adoptar las medidas de seguridad necesarias para prevenir la comisión de los ilícitos descritos en esta ley, conforme a la legislación y normativa que les resulte aplicable, y resguardando la prestación segura del servicio en los términos señalados por el artículo 23 de la ley N° 19.496. La falta o deficiencia de tales medidas será considerada para la determinación de las responsabilidades correspondientes a cada uno de ellos.”. (Indicaciones N°s 58, 59, 60 y 61, con modificaciones) (Unanimidad. 3X0).
_________________

TEXTO DEL PROYECTO
En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY: 

“Artículo único.- Modifícase la ley N° 20.009 que limita la responsabilidad de los usuarios de tarjetas de crédito por operaciones realizadas con tarjetas extraviadas, hurtadas o robadas, de la siguiente forma:

1.- Reemplázase el título de la ley por el siguiente: “Establece un régimen de limitación de responsabilidad en casos de fraude para emisores y usuarios de medios de pago.”.
2.- a) Incorpórase el siguiente título, nuevo:

“Título I

Del ámbito de aplicación y reglas generales”

b) Reemplázanse los artículos 1º y 2º por los siguientes:

“Artículo 1º.- Ámbito de aplicación. La presente ley regula el régimen de responsabilidad aplicable en los casos de extravío, hurto, robo o fraude de tarjetas de crédito, tarjetas de débito, tarjetas de pago con provisión de fondos, o cualquier otro sistema similar, en adelante conjuntamente, las “tarjetas de pago”, emitidas y operadas por entidades sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y a la regulación del Banco Central de Chile. También regula el régimen de responsabilidad en los casos de extravío, hurto, robo o fraude de tarjetas de pago emitidas y operadas por entidades no sujetas a la fiscalización y regulación de los organismos indicados, salvo disposición expresa en contrario.

Asimismo, se aplicará a los fraudes en “transacciones electrónicas”. Para efectos de esta ley, se entenderá por tales a aquellas operaciones realizadas por medios electrónicos que originen cargos y abonos o giros de dinero en cuentas corrientes bancarias, cuentas de depósitos a la vista, cuentas de provisión de fondos, tarjetas de pago u otros sistemas similares, tales como instrucciones de cargo en cuentas propias para abonar cuentas de terceros, incluyendo pagos y cargos automáticos, transferencias electrónicas de fondos, avances en efectivo, giros de dinero en cajeros automáticos y demás operaciones electrónicas contempladas en el contrato de prestación de servicios financieros respectivo. Se comprenden dentro de este concepto las transacciones efectuadas mediante portales web u otras plataformas electrónicas, informáticas o telefónicas dispuestas por la empresa bancaria o el proveedor del servicio financiero correspondiente.

Los plazos de días hábiles que establece esta ley no considerarán los sábados, domingos ni festivos.

Artículo 2º.- Los  titulares o usuarios de tarjetas de pago o de cualquier otro sistema similar, podrán limitar su responsabilidad, derivada de la utilización de los mismos, en los términos establecidos por esta ley, en caso de hurto, robo o extravío de la tarjeta de pago, dando aviso oportuno al emisor.

El emisor de tarjetas de pago deberá proveer al titular o usuario servicios de comunicación, de acceso gratuito y permanente, que permitan efectuar y registrar los referidos avisos. Por el mismo medio de comunicación, y en el acto de recepción, el emisor deberá entregar al titular o usuario un número o código de recepción del aviso y la fecha y hora de su recepción. 

Las tarjetas de pago respecto de las que el titular o usuario haya dado aviso de extravío, hurto, robo o fraude deberán ser bloqueadas de inmediato por el emisor.”. 
3.- Remplácese el artículo 3º, por el siguiente:

“Artículo 3º.- En el caso que las tarjetas de pago sean utilizadas con posterioridad al aviso de extravío, hurto, robo o fraude, el emisor será responsable de tales transacciones y sus consecuencias económicas en virtud de lo señalado en el inciso final del artículo anterior.

Las cláusulas de los contratos que impongan el deber de prueba sobre el titular o usuario, por operaciones realizadas con posterioridad al aviso de extravío, hurto, robo o fraude, se tendrán por no escritas.”.


4.- Sustitúyase el artículo 4º, por el siguiente:


“Artículo 4º.- El titular o usuario de tarjetas de pago o servicios similares no tendrá responsabilidad por las operaciones realizadas con posterioridad al aviso de extravío, hurto o robo dado al emisor, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda. 


Tratándose de las operaciones anteriores a dicho aviso, el titular o usuario deberá reclamar al emisor aquellas que desconoce su autorización, en el mismo acto del aviso o hasta cinco días hábiles siguientes a su expedición.


En los casos de fraude, se aplicará lo dispuesto en los artículos 5° y siguientes.”.

5. a) Incorpórese el siguiente título, nuevo:

“Título II

De la responsabilidad por uso fraudulento de tarjetas de pago”

b) Reemplázase el artículo 5º por el siguiente:


“Artículo 5º.- Las conductas que a continuación se señalan constituyen delito de uso fraudulento de tarjeta de pago y se sancionarán con la pena de presidio menor en su grado medio a máximo y multa correspondiente al triple del monto defraudado:


a) Falsificar tarjetas de pago.


b) Usar, vender, exportar, importar o distribuir tarjetas de pago falsificadas o sustraídas.


c) Negociar, en cualquier forma, tarjetas de pago falsificadas o sustraídas.


d) Usar, vender, exportar, importar o distribuir los datos o el número de tarjetas de pago, haciendo posible que terceros realicen pagos, transacciones electrónicas o cualquier otra operación que corresponda exclusivamente al titular o usuario de las mismas.


e) Negociar, en cualquier forma, con los datos o el número de tarjetas de pago, para fines de realizar las operaciones señaladas en el literal anterior.


f) Usar maliciosamente una tarjeta de pago bloqueada, en cualquiera de las formas señaladas en las letras precedentes.


g) Suplantar la identidad del titular o usuario frente al emisor, operador o comercio afiliado para obtener autorización para realizar transacciones con una tarjeta de pago.


Asimismo, incurrirá en el delito y sanciones que establece este artículo el que mediante cualquier engaño o simulación obtenga o vulnere la información y medidas de seguridad  de una cuenta corriente bancaria, de una cuenta de depósito a la vista, de una cuenta de provisión de fondos, de una tarjeta de pago o de cualquier otro sistema similar, para fines de suplantar al titular o usuario y efectuar pagos o transacciones electrónicas.


La pena señalada en el inciso primero aumentará en un grado, si cualquiera de las conductas tipificadas en este artículo  produce perjuicio a terceros.”.
6. - Agréguese el siguiente artículo 6º: 


“Artículo 6º.- En los casos a que se refiere el artículo anterior, el titular o usuario no será responsable por las operaciones realizadas con posterioridad al aviso de fraude dado al emisor por las mismas vías establecidas para estos efectos en la presente ley, ni por aquellas operaciones que desconozca haber autorizado efectuadas con anterioridad al aviso de fraude que el titular o usuario reclame dentro de los 30 días corridos siguientes a la expedición de dicho aviso o que haya tenido conocimiento de ellas. Para estos efectos, y en relación con el conocimiento de la existencia de operaciones no autorizadas, se considerará especialmente la circunstancia que el emisor u operador haya enviado una alerta de fraude y que exista constancia de su recepción por parte del titular o usuario.


En los casos en que el titular o usuario desconozca haber autorizado una operación, corresponderá al emisor u operador demostrar que la operación fue autorizada por el titular o usuario y registrada con exactitud.


El registro de la utilización de las tarjetas de pago no bastará, necesariamente, para demostrar que la operación fue autorizada por el titular o usuario, ni que éste actuó de manera fraudulenta o con negligencia inexcusable. En todo caso, cuando el titular o usuario tome conocimiento de alguna de las conductas del artículo anterior, deberá  dar cuenta al emisor en los términos señalados en el inciso primero.


En ningún caso se aplicará la exención de responsabilidad señalada, si se prueba que el titular o usuario tuvo participación en los delitos descritos en el artículo 5°, que obtuvo un provecho ilícito o que actuó con dolo o negligencia inexcusable facilitando su comisión. 

El titular o usuario soportará el total de las pérdidas que afronte como consecuencia de operaciones que sean fruto de su actuación fraudulenta.”.
7.- Incorpórese, a continuación del artículo 6º, el siguiente nuevo título:

“Título III

De la cancelación de cargos o restitución de fondos”
8. Agréguense los siguientes artículos 7° y 8°, nuevos:

“Artículo 7º.- El emisor u operador de las tarjetas de pago deberá proceder a la cancelación de los cargos o la restitución de los fondos correspondientes a las operaciones realizadas con posterioridad al aviso de extravío, hurto, robo o fraude, o de aquellas operaciones cuya autorización ha sido desconocida por el titular o usuario dentro de los 3 días hábiles siguientes a dicho aviso. 

Sólo si se acredita por sentencia firme o ejecutoriada que el titular o usuario ha participado en la comisión del delito, que obtuvo un provecho ilícito o que actuó con dolo o negligencia inexcusable facilitando su comisión, se procederá a dejar sin efecto la cancelación de los cargos o la restitución de fondos, sin perjuicio de las indemnizaciones que correspondan según la legislación y normativa aplicable.
Artículo 8º.- Los emisores y operadores de tarjetas de pago, los comercios y otros establecimientos afiliados a un sistema de tarjetas de pago, así como las demás entidades que intervengan o presten servicios asociados a pagos y transacciones electrónicas, deberán adoptar las medidas de seguridad necesarias para prevenir la comisión de los ilícitos descritos en esta ley, conforme a la legislación y normativa que les resulte aplicable, y resguardando la prestación segura del servicio en los términos señalados por el artículo 23 de la ley N° 19.496. La falta o deficiencia de tales medidas será considerada para la determinación de las responsabilidades correspondientes a cada uno de ellos.”.”.
______


Acordado en sesiones celebradas los días 11 de octubre,  6, 13 y 20 de diciembre de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Eugenio Tuma Zedán (Presidente), señora Lily Pérez San Martin (Manuel José Ossandón Irarrázabal) y señores Iván Moreira Barros (Juan Antonio Coloma Correa), Jorge Pizarro Soto y Rabindranath Quinteros Lara. 

Sala de la Comisión, a 21 de diciembre de 2017.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión.
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OFICIO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS, CON EL QUE SEÑALA QUE TOMÓ CONOCIMIENTO DE QUE EL SENADO RECHAZÓ ALGUNAS DE LAS ENMIENDAS PROPUESTAS POR ESA CORPORACIÓN AL PROYECTO DE LEY QUE NORMA EL SERVICIO DE RECOLECCIÓN Y DISPOSICIÓN DE AGUAS GRISES, Y COMUNICA LA NÓMINA DE DIPUTADOS QUE CONCURRIRÁN A LA FORMACIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 71 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
(9.452-09)
Oficio Nº 13.687
VALPARAÍSO, 3 de enero de 2018
La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, tomó conocimiento que el H. Senado rechazó algunas de las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que norma el servicio de recolección y disposición de aguas grises, correspondiente al boletín N° 9.452-09.
En razón de lo anterior, acordó que los diputados que se indican a continuación, concurran a la formación de la Comisión Mixta que establece el artículo 71 de la Constitución Política:

- don Sergio Gahona Salazar
- don Felipe Letelier Norambuena

- doña Yasna Provoste Campillay

- don Jorge Rathgeb Schifferli

- don Raúl Saldívar Auger
Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E, en respuesta a vuestro oficio Nº 01/SEC/18, de 2 de enero de 2018.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE OTORGA INCENTIVO POR RETIRO VOLUNTARIO A LOS FUNCIONARIOS DEL PODER JUDICIAL, SEGÚN SE INDICA

(11.467-07)
Oficio Nº 13.688
VALPARAÍSO, 3 de enero de 2018
Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que otorga incentivo por retiro voluntario a los funcionarios del Poder Judicial, según se indica, correspondiente al boletín N° 11.467-07, del siguiente tenor: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1.- Otórgase una bonificación por retiro voluntario, por una sola vez, a los funcionarios y funcionarias del Poder Judicial que se desempeñen como titulares en cargos de los escalafones Primario, de Empleados, de la Tercera y Sexta Serie del escalafón Secundario, de la Primera Serie del escalafón Secundario que perciban sueldo fiscal correspondiente a los grados V y VI del artículo 5 del decreto ley N° 3.058, de 1979, del Ministerio de Justicia, al personal a contrata asimilado a los escalafones del Personal Superior, de los Consejos Técnicos y de Empleados, y al personal titular de planta y a contrata de la Corporación Administrativa del Poder Judicial. 

El personal señalado en el inciso anterior tendrá derecho a la bonificación por retiro voluntario siempre que, entre el 1 de julio de 2015 y el 31 de diciembre de 2024, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad en el caso de las mujeres y 65 años de edad en el caso de los hombres.

Tendrán también este derecho los funcionarios y funcionarias que ya hayan cumplido las edades señaladas en el inciso precedente al 30 de junio de 2015.

Los funcionarios y funcionarias mencionados en el inciso primero, que desempeñen cargos pertenecientes al escalafón Primario, de la Primera Serie del escalafón Secundario que perciban sueldo fiscal correspondiente a los grados V y VI del artículo 5 del decreto ley N° 3.058, de 1979, del Ministerio de Justicia, los miembros de los consejos técnicos, los bibliotecarios judiciales y los administradores de tribunales, podrán optar a la bonificación por retiro voluntario a partir del cumplimiento de 60 años de edad en el caso de las mujeres y 65 años de edad en el caso de los hombres, y hasta el cumplimiento de 73 años de edad en ambos casos, según lo dispuesto en el artículo 7. 

Artículo 2.- La bonificación por retiro voluntario ascenderá a un mes de remuneración imponible por cada dos años de servicio o fracción superior a doce meses, prestados por el funcionario o funcionaria en las entidades señaladas en el artículo anterior, con un máximo de once meses.

El reconocimiento de periodos discontinuos para el cálculo de la bonificación por retiro voluntario sólo procederá cuando el funcionario o funcionaria tenga, a lo menos, cinco años de desempeño continuo, anteriores a la fecha de la postulación, en alguna de las entidades señaladas en el artículo 1. 

La remuneración que servirá de base de cálculo de la bonificación de este artículo será la que resulte del promedio de remuneraciones mensuales imponibles que le haya correspondido al funcionario o funcionaria durante los últimos doce meses inmediatamente anteriores al cese de funciones, actualizadas según el Índice de Precios al Consumidor entregado por el Instituto Nacional de Estadísticas, o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya, con un límite de 90 unidades de fomento. El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de la bonificación adicional será el vigente al día que corresponda al cese de funciones.

La bonificación por retiro voluntario será de cargo fiscal, no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal, y no será imponible ni tributable.

Artículo 3.- Podrán acceder a la bonificación por retiro voluntario hasta un total de 1.750 beneficiarios y beneficiarias, según la siguiente distribución para cada año:
	Año
	Número de cupos beneficiarios escalafón Primario
	Número de cupos beneficiarios del artículo 1, excluido el escalafón Primario
	Total cupos anuales



	2018 
	30 
	225
	255

	2019
	30 
	225
	255

	2020
	35 
	250
	285

	2021
	35
	250
	285

	2022
	40
	200
	240

	2023
	40
	200
	240

	2024
	40
	150
	190

	Total
	250
	1.500
	1.750


En caso de que no se utilicen todos los cupos en una anualidad, los cupos remanentes del escalafón Primario serán traspasados a los cupos de los otros beneficiarios del artículo 1, en la medida que sean requeridos. Los cupos no utilizados serán traspasados para el año siguiente, según corresponda al respectivo grupo de beneficiarios establecido en el inciso anterior.

De haber mayor número de postulantes que cupos disponibles en un año, según se trate de escalafón Primario u otros beneficiarios del artículo 1, se seleccionarán conforme a los siguientes criterios: en primer término se atenderá a la mayor edad del funcionario de acuerdo a la fecha de nacimiento; en igualdad de edad, se recurrirá al mayor número de años, meses y días de servicio en la institución; de persistir la igualdad, se utilizará el sistema de sorteo público. 

Para que los funcionarios y funcionarias accedan a la bonificación por retiro voluntario deberán postular conforme al auto acordado a que se refiere el artículo 15.

Artículo 4.- Sin perjuicio de lo indicado en el artículo anterior, quienes postulen cumpliendo los requisitos, y no sean seleccionados por falta de cupos en la anualidad respectiva, no perderán los beneficios ni requerirán postular nuevamente y quedarán priorizados para el año o años siguientes. Una vez incorporados a la nómina de beneficiarios y beneficiarias, si quedaren cupos disponibles, éstos se completarán con los y las postulantes de dicho año que resulten seleccionados o seleccionadas.
Artículo 5.- Otórgase, por una sola vez, una bonificación adicional, de cargo fiscal, a los funcionarios y funcionarias que accedan a la bonificación por retiro voluntario de la presente ley, que se encuentren afiliados y afiliadas al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980; que coticen o hubieren cotizado, según corresponda, en dicho sistema, y tengan a la fecha de postulación a la bonificación del artículo 1 veinte o más años de servicio, continuos o discontinuos, en las instituciones mencionadas en el artículo 1.

El reconocimiento de años de servicio discontinuos en las instituciones señaladas en el artículo 1 sólo procederá cuando el funcionario o funcionaria tenga, a lo menos, cinco años de desempeño continuos inmediatamente anteriores a la fecha de postulación a la bonificación por retiro voluntario.

También podrán acceder a la bonificación adicional los funcionarios o funcionarias que, cumpliendo los demás requisitos a que se refiere el inciso primero, tengan a la fecha de postulación de la bonificación por retiro voluntario, entre dieciocho y menos de veinte años de servicio, continuos o discontinuos, en las instituciones señaladas en el artículo 1. Los servicios discontinuos se computarán conforme al inciso anterior.
Artículo 6.- La bonificación adicional ascenderá a los siguientes montos según los años de servicio que se tengan a la fecha de postulación a la bonificación por retiro voluntario:
	 
	Monto correspondiente para 20 o más años de servicio
	Monto correspondiente para entre 18 y menos de 20 años de servicio 

	1. Miembros del escalafón Primario 
	900 unidades de fomento
	675 unidades de fomento

	2. Funcionarios y funcionarias cuyos cargos que desempeñan exigen título profesional 
	900 unidades de fomento
	675 unidades de fomento

	3. Funcionarios y funcionarias no comprendidos en los números 1 y 2 de esta tabla 
	650 unidades de fomento
	490 unidades de fomento


El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de la bonificación adicional será el vigente al día que corresponda al cese de funciones. El monto establecido en el inciso anterior será para funcionarios y funcionarias con régimen de jornada completa de trabajo. En los casos de jornadas parciales, el monto establecido en el inciso anterior se calculará en forma proporcional.

La bonificación adicional de que trata este artículo no será imponible ni tributable, ni constituirá renta para ningún efecto legal, y en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.

Artículo 7.- Los funcionarios y funcionarias señalados en el artículo 1, que se desempeñen en cargos del escalafón Primario, de la Primera Serie del escalafón Secundario que perciban sueldo fiscal correspondiente a los grados V y VI del artículo 5 del decreto ley N° 3.058, de 1979, del Ministerio de Justicia, los miembros de los consejos técnicos, los bibliotecarios judiciales y los administradores de tribunales, deberán postular conforme a el o los plazos que se fijen mediante auto acordado, según lo establecido en el artículo 15, accediendo a los beneficios decrecientes que se señalan, conforme a las siguientes reglas:

a) Las funcionarias que postulen en el proceso en que cumplan 60 y hasta 70 años de edad y los funcionarios que postulen en el proceso en que cumplan 65 y hasta 70 años de edad, tendrán derecho a la totalidad de la bonificación por retiro voluntario que les corresponda y a la bonificación adicional, siempre que cumplan con los requisitos respectivos.

b) Las funcionarias y los funcionarios que postulen en el proceso en que cumplan 71 años de edad, tendrán derecho al 75% de la bonificación por retiro voluntario que les corresponda y al 75% de la bonificación adicional, siempre que cumplan con los requisitos respectivos.

c) Las funcionarias y los funcionarios que postulen en el proceso en que cumplan 72 años de edad, tendrán derecho al 50% de la bonificación por retiro voluntario que les corresponda y al 50% de la bonificación adicional, siempre que cumplan con los requisitos respectivos.

d) Las funcionarias y los funcionarios que postulen en el proceso en que cumplan 73 años de edad, tendrán derecho al 25% de la bonificación por retiro voluntario que les corresponda y al 25% de la bonificación adicional, siempre que cumplan con los requisitos respectivos. Si no postularen en este proceso, se entenderá que renuncian irrevocablemente a los beneficios de esta ley.

Los beneficios decrecientes señalados en el inciso anterior serán aplicables desde el proceso de postulación para la asignación de cupos correspondiente al año 2018.
En el proceso de asignación de cupos del año 2018 también podrán postular los funcionarios y funcionarias señalados en el inciso primero que tengan entre 73 y hasta 74 años de edad a la fecha de publicación de esta ley. En este caso accederán a los beneficios de la presente ley en los porcentajes señalados en la letra d) de este artículo. Si no postularen en ese proceso, se entenderá que renuncian irrevocablemente a los beneficios de esta ley. Con todo, no podrán postular en ese proceso quienes tengan más de 74 años de edad a la fecha de publicación de la presente ley.

Artículo 8.- Para los funcionarios y funcionarias beneficiarios de esta ley que no se encuentren comprendidos en el artículo anterior, el auto acordado señalado en el artículo 15 definirá las fechas de postulación para la bonificación por retiro voluntario según el año en que cumplan 65 años de edad. Si no postularen en este proceso, se entenderá que renuncian irrevocablemente a los beneficios de esta ley.

Los funcionarios señalados en el inciso anterior que se encuentren en la situación del inciso tercero del artículo 1, podrán postular en el proceso de asignación de cupos para el año 2018 que defina el auto acordado. Si no postularen en ese proceso, se entenderá que renuncian irrevocablemente a los beneficios de esta ley. Lo anterior, es sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos siguientes para las funcionarias.

Con todo, las funcionarias podrán postular a la bonificación por retiro voluntario, en cualquiera de los procesos que establezca el auto acordado, desde que cumplan 60 años de edad y hasta el proceso correspondiente a los 65 años de edad, sin perder los beneficios establecidos en esta ley. Si no postularen en este último proceso, se entenderá que renuncian irrevocablemente a los beneficios de esta ley.

Las mujeres que cumplan entre 60 y 65 años de edad durante el año 2024 podrán postular en el proceso correspondiente para ese año según lo fije el auto acordado, y de ser seleccionadas deberán hacer efectiva su renuncia voluntaria de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 9 y 10.

Artículo 9.- Para que los funcionarios y funcionarias señalados en el artículo 1 accedan a los beneficios que dispone la presente ley, deberán hacer efectiva su renuncia voluntaria e irrevocable en las oportunidades que a continuación se indican:

a) Dentro de los noventa días siguientes a la notificación de la resolución que les asigna un cupo o dentro de los noventa días siguientes al cumplimiento de 65 años de edad, si esta fecha fuere posterior.

b) Las funcionarias que postulen antes de cumplir 65 años de edad y sean seleccionadas para un cupo, deberán hacer efectiva su renuncia voluntaria dentro de los noventa días siguientes a la notificación de la resolución que les asigna un cupo o dentro de los noventa días siguientes al cumplimiento de 60 años de edad, si esta fecha fuera posterior. 

c) Los funcionarios y funcionarias a que se refiere el artículo 7 que postulen entre los 66 y 73 años de edad, deberán hacer efectiva su renuncia voluntaria dentro de los noventa días siguientes a la notificación de la resolución que les asigna un cupo o a la fecha en que cumplan 75 años de edad, si esta última fecha fuera anterior a aquélla.

El pago de la bonificación por retiro voluntario y de la bonificación adicional, en caso que corresponda, se efectuará por la institución empleadora a contar del mes subsiguiente de la fecha del cese de funciones. 

Artículo 10.- No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, los funcionarios o funcionarias podrán renunciar voluntariamente a su cargo a contar de la notificación de su derecho a cupo preferente de acuerdo al artículo 4, siempre que tengan cumplidos 60 años en el caso de las mujeres y 65 años en el caso de los hombres. 

A contar de la notificación de su derecho a cupo preferente, los funcionarios o funcionarias indicados en este artículo tendrán derecho a ejercer la opción señalada en el inciso anterior dentro del plazo que fije el auto acordado, siendo irrevocable su renuncia desde que ejerza la referida opción. En caso de no ejercer esta opción quedarán afectos a las reglas fijadas en el artículo 9.

Respecto de los funcionarios o funcionarias que ejerzan la opción de este artículo, los beneficios que les correspondan se pagarán al mes siguiente de la total tramitación de la resolución que les concede el cupo respectivo.

Artículo 11.- Los beneficios establecidos en esta ley son incompatibles con cualquier otro incentivo al retiro percibido por el funcionario o funcionaria con anterioridad en razón de su renuncia voluntaria al cargo o función. 

Asimismo, son incompatibles con toda indemnización o bonificación que por concepto de término de la relación laboral o años de servicio le pueda corresponder al funcionario o funcionaria, cualquiera sea su origen y a cuyo pago concurra el empleador. Sin embargo, será compatible con el desahucio a que se refiere el artículo 13 transitorio del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, respecto de quienes resulte actualmente aplicable.

Del mismo modo, quienes sean beneficiados por esta ley no podrán utilizar los mismos años de servicio para acceder a otras leyes que otorguen bonificaciones o beneficios asociados al retiro voluntario, ni tampoco los años de servicio que se hubiesen considerado para otros incentivos al retiro.

Artículo 12.- Quienes cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en la presente ley, no podrán ser nombrados ni contratados asimilados a grado o sobre la base de honorarios en ninguno de los organismos señalados en el artículo 1, ni en general en cualquier institución que conforma la Administración del Estado, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, salvo que previamente devuelvan la totalidad de los beneficios percibidos, debidamente reajustados por la variación del Índice de Precios al Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes del pago del beneficio respectivo y el mes anterior al de la restitución, más el interés corriente para operaciones reajustables. 

Sin perjuicio de lo establecido en este artículo, los consejeros técnicos que perciban los beneficios de la presente ley podrán ser contratados como mediadores familiares sólo para efectos del título V de la ley N° 19.968. 
Artículo 13.- El personal que, cumpliendo los requisitos que establece esta ley, no postule a la bonificación por retiro voluntario y bonificación adicional dentro del plazo establecido, o no informe la fecha en que hará efectiva su renuncia voluntaria, o no la haga efectiva en los plazos señalados en esta ley, se entenderá que renuncia irrevocablemente a los beneficios que ella concede, sin que proceda consideración ni reconsideración alguna.
Artículo 14.- Las bonificaciones por retiro voluntario y adicional de la presente ley, serán transmisibles por causa de muerte si el funcionario o la funcionaria fallece entre la fecha de postulación a las referidas bonificaciones y antes de percibirla, siempre que cumpla con los requisitos establecidos en esta ley para acceder a ellas y sea beneficiario de un cupo de los establecidos en el artículo 3.

Artículo 15.- Un auto acordado de la Corte Suprema fijará el o los períodos de postulación a los beneficios de la presente ley, de tal forma que el gasto fiscal se ejecute según el número de cupos para la anualidad respectiva conforme al artículo 3, el procedimiento de otorgamiento de los mismos, y los procedimientos aplicables para su heredabilidad, debiendo escuchar previamente a las Asociaciones de Funcionarios del Poder Judicial.

ARTÍCULO TRANSITORIO

Artículo único.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Poder Judicial. No obstante, el Ministerio de Hacienda podrá suplementar dicho presupuesto en lo que faltare, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, los recursos se consultarán en la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva.”.
****

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE MODIFICA LA LEY DE TRÁNSITO, PARA INCORPORAR DISPOSICIONES SOBRE CONVIVENCIA DE LOS DISTINTOS MEDIOS DE TRANSPORTE
(10.217-15)
Oficio Nº 13.689
VALPARAÍSO, 3 de enero de 2018

La Cámara de Diputados, en sesión celebrada el día de hoy, aprobó las enmiendas introducidas por ese H. Senado al proyecto de ley que modifica la ley de Tránsito, para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte, correspondiente al boletín N° 10.217-15, con excepción de la sustitución del numeral 19 del artículo único, que pasa a ser artículo 1, que ha rechazado.
En razón de lo anterior, acordó que los diputados que se indican a continuación concurran a la formación de la Comisión Mixta que establece el artículo 71 de la Constitución Política:
- doña Loreto Carvajal Ambiado 

- don  René Manuel García García

- don  Iván Norambuena Farías
- doña Clemira Pacheco Rivas 

- don  Mario Venegas Cárdenas

Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 227/SEC/17, de 21 de noviembre de 2017.
Devuelvo la totalidad de los antecedentes.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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